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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

REFORMA DEL INCISO 4) Y ADICIÓN DE LOS INCISOS 5) Y 6) AL ARTÍCULO 
518, Y REFORMA DEL ARTÍCULO 537 Y DEL INCISO 6) DEL ARTÍCULO 587 

DE LA LEY 2, CÓDIGO DE TRABAJO, DE 27 DE AGOSTO DE 1943 

ARTÍCULO ÚNICO- Se reforma el inciso 4) y se adicionan los incisos 5) y 6) 
al artículo 518, y se reforman el artículo 537 y el inciso 6) del artículo 587 de la Ley 
2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943. Los textos son los siguientes: 

Artículo 518- En la fase complementaria: 

[ ... ] 

4) Se deliberará y dictará la parte dispositiva de la sentencia de inmediato de
forma oral, debiendo señalarse, en ese mismo acto, la hora y fecha, dentro de los
cinco días siguientes, para la incorporación al expediente y entrega a las partes del
texto integral del fallo, el cual será escrito. Cuando se utilice tecnología electrónica,
el fallo deberá documentarse en el respaldo correspondiente, de manera que se
pueda reproducir de forma escrita o entregarse a la parte por otro medio. En
procesos complejos o con abundante prueba, según lo determine la persona
juzgadora, podrá postergarse, improrrogablemente hasta por un lapso máximo de
quince días después de la conclusión del juicio, el dictado completo de la sentencia,
incluida su parte dispositiva.

Cuando todas las partes se manifiesten satisfechas con la sentencia en su parte 
dispositiva, podrán relevar al juzgado de la redacción de las otras partes de esa 
resolución, debiéndose dejar constancia, de forma expresa, de esa conformidad. 

5) La persona juzgadora, que haya realizado la audiencia del proceso a su
cargo, conservará la competencia para dictar la sentencia de ese caso concreto,
aun cuando haya dejado de ejercer sus funciones en ese despacho, ya sea por
traslado, ascenso, vencimiento del nombramiento u otra situación análoga.

6) Cuando en la votación de una resolución, por parte de un tribunal colegiado,
no resultara mayoría de votos conformes de toda conformidad sobre todos y cada
uno de los pronunciamientos de hecho o de derecho, o sobre la decisión que haya
de dictarse, se dejará constancia de ello en el expediente, sin especificar los puntos
de divergencia. En este caso se completará el tribunal con dos integrantes
suplentes. El nuevo tribunal, así integrado, tendrá amplia competencia para
pronunciarse sobre todas y cada una de las cuestiones objeto de recurso y la
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decisión se tomará por mayoría de votos. A efectos de que exista esa mayoría en 
todo caso, cuando la resolución tenga varios extremos que dependan unos de otros, 
el haber votado negativamente en los primeros, sobre los cuales haya habido 
votación, no será motivo que autorice al integrante que así hubiera votado para dejar 
de concurrir con su opinión y voto a la resolución de los demás y, cuando su voto 
sea único, deberá adherirse forzosamente a cualquiera de los otros votos, a fin de 
formar la mayoría, sin que esta forzada adhesión pueda acarrearle responsabilidad 
civil ni penal. 

Artículo 537- El dictado de la sentencia, su documentación y notificación a las 
partes fuera de los plazos indicados en este Código, sin causa justificada, constituirá 
falta grave de servicio y dará lugar a las responsabilidades civiles y disciplinarias 
correspondientes. 

En caso de muerte, incapacidad o alguna otra situación fortuita o de fuerza mayor 
por la que deba sustituirse a la persona juzgadora, antes del dictado de la sentencia, 
el juzgado, con su nueva integración, deberá dictar sentencia con vista al registro 
audiovisual del juicio oral y público, para lo cual volverá a correr el plazo establecido 
en el inciso 4) del artículo 518. 

De no existir o estar incompleto este registro, lo actuado y resuelto será nulo, por lo 
que el juicio oral y público deberá repetirse. Lo anterior, salvo en el caso de los 
actos y las actuaciones probatorias irreproductibles, que mantendrán su validez en 
la nueva audiencia. 

Artículo 587- Por razones procesales será admisible cuando se invoque: 

[ ... ] 

6- Haberse dictado la sentencia con inobservancia de las reglas establecidas
en el párrafo tercero del artículo 537.
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Rige a partir de su publicación. 

ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los veintinueve días del mes de julio del 
año dos mil veinte. 

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO 

Ed d!f/ij k h k s "th uar o ewton ru1c s an m1 
Presidente 
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Dado en la Presidencia de la República, San José, a los veinte días del mes de 
agosto del año dos mil veinte. 

EJECÚTESE Y PUBLIQUESE. 

        CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Trabajo y Seguridad Social, 
Geannina Dinarte Romero.—1 vez.—O.C. N° 4600041234.—Solicitud N° 008-2020.—
( L9884 - IN2020484343 ).
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

LEY PARA FRENAR ABUSOS EN LA REVISIÓN DE PENSIONES 
CON CARGO AL PRESUPUESTO NACIONAL 

ARTÍCULO 1- Se reforma el artículo 31 de la Ley 7302, Creación del Régimen 
General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes 
Especiales y Reforma a la Ley N. º 7092, del 21 de abril de 1988 y sus Reformas, 
Ley del Impuesto sobre la Renta, de 8 de julio de 1992. El texto es el siguiente: 

Artículo 31- El disfrute de la pensión se suspenderá por el desempeño de cualquier 
cargo remunerado en la Administración Pública. 

Quedan excluidos de lo dispuesto en el párrafo anterior, quienes solo reciban dietas 
como remuneración por el ejercicio del cargo y únicamente cuando el monto máximo 
mensual que puedan percibir por dietas no supere la suma resultante de tres veces 
el salario base más bajo pagado en la Administración Pública, según la escala de 
sueldos de la Administración Pública emitida por la Dirección General de Servicio 
Civil. Sin embargo, las revisiones de su pensión se regirán por lo establecido en el 
artículo 31 quater de esta ley. 

En el caso de los diputados y las diputadas, para que puedan recibir la remuneración 
que les brinda dicho cargo, deberán renunciar, temporalmente, durante el período 
de su gestión a la pensión, si están en el disfrute de ella. 

ARTÍCULO 2- Se adicionan los artículos 31 bis, 31 ter, 31 quater, 31 quinquies 
y 31 sexies a la Ley 7302, Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo 
al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley 
N.º 7092, del 21 de abril de 1988 y sus Reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta,
de 8 de julio de 1992. Los textos son los siguientes:

Artículo 31 bis- La Dirección Nacional de Pensiones, del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, tiene la obligación de adoptar, de oficio, los controles internos 
necesarios para garantizar el cumplimiento de lo establecido en esta ley. 

El Estado y los demás entes de la Administración Pública deberán brindar la 
información pertinente requerida por la Dirección Nacional de Pensiones, para 
cumplir con los controles. 

El incumplimiento de las obligaciones dispuestas en este artículo constituirá falta 
grave de servicio de los funcionarios responsables. 
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Artículo 31 ter- Lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 31 de esta ley no 
se aplicará a las personas que perciban una pensión por viudez, cuando la 
remuneración total pagada por el cargo que ocupen no supere la suma resultante 
de cinco veces el salario base más bajo pagado en la Administración Pública, según 
la escala de sueldos de la Administración Pública emitida por la Dirección General 
de Servicio Civil. 

Artículo 31 quater- Las personas pensionadas o jubiladas deberán comunicar por 
escrito, a la Dirección Nacional de Pensiones, de su ingreso a la función pública. 
De no hacerlo dentro del plazo de cinco días hábiles, contado a partir de su 
nombramiento o de la declaratoria definitiva de su elección, se les impondrá una 
multa equivalente al veinticinco por ciento (25%) de lo percibido, en violación a lo 
dispuesto en los artículos 31 y 31 ter anteriores, sin perjuicio de eventuales 
sanciones conexas y del cobro de las sumas giradas de más, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 31 sexies de esta ley. 

Artículo 31 quinquies- Todas las personas pensionadas que perciban una 
pensión regulada por esta ley, así como para quienes pertenezcan a los regímenes 
de pensiones regulados en el artículo 2 de la Ley 9383, Ley Marco de Contribución 
Especial de los Regímenes de Pensiones, de 29 de julio de 2016, que no faculten 
la revisión y que reingresen a laborar en la Administración Pública, se regirán por 
las siguientes reglas en lo relativo a la revisión de los montos de dichos derechos 
por lo correspondiente al período del reingreso a laborar en la Administración 
Pública: 

a) Únicamente tendrán derecho a solicitar la revisión del monto de su pensión
o jubilación, las personas que hayan cotizado para el régimen respectivo de la
presente ley, después de haberse integrado o reintegrado a la función pública.
b) La solicitud de revisión deberá presentarla la persona interesada, en el plazo
de un mes a partir de la fecha en que cesó en el desempeño del cargo.
c) Para efectos de esta revisión se tomará como base el monto de la pensión
que la persona beneficiaria disfrutó antes de reingresar a laborar.
d) Solo procederá incrementar dicho monto por el equivalente al aumento en el
costo de vida correspondiente al período laborado, en un porcentaje igual a la
variación del índice de precios al consumidor (IPC), calculado por el Instituto
Nacional de Estadística y Censos (INEC), para dicho período.

Este artículo también será de aplicación, a efectos de revisar el monto de su 
pensión, para quienes pertenezcan a otros regímenes de pensiones que no faculten 
la revisión y que reingresen a laborar en la Administración Pública. 

Lo dispuesto en este artículo es de aplicación exclusiva a la revisión de montos por 
efecto de la suspensión de la percepción de la pensión por ingresar a laborar en la 
función pública, siendo que la revisión por otras causas queda regulada de 

conformidad con lo dispuesto en el marco jurídico vigente. 
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Artículo 31 sexies- En los casos en que, previa solicitud de la persona interesada, 
se determine la existencia de saldos a su favor por concepto de pagos de pensiones 
no efectuados, cancelados parcialmente o indebidamente realizados, la Dirección 
Nacional de Pensiones ordenará el respectivo desembolso, previa compensación 
de los eventuales montos que se le hayan girado de más a la persona peticionaria, 
a los que se reconocerán intereses moratorias, de conformidad con el artículo 1163 
de la Ley 63, Código Civil, de 28 de setiembre de 1887. 

De presentarse algún error en el giro de las jubilaciones o pensiones, la Dirección 
Nacional de Pensiones ordenará rebajar en tractos proporcionales, no menores al 
diez por ciento (10%) del monto de la jubilación o pensión, la suma girada de más y 
sus intereses moratorias, previa audiencia al interesado. 

TRANSITORIO ÚNICO- Lo dispuesto en el artículo 31 ter de la Ley 7302, 
Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, 
de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley N.º 7092, del 21 de abril de 
1988 y sus Reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 8 de julio de 1992, 
adicionado por el numeral 2 de la presente ley, no será de aplicación a las personas 
que se encuentren pensionadas por viudez a la entrada en vigencia de la presente 
ley. 

Rige dieciocho meses después de su publicación, salvo el artículo 31 sexies 
adicionado a la Ley 7302, Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo 
al Presupuesto Nacional, de Otros Regímenes Especiales y Reforma a la Ley 
N. º 7092, del 21 de abril de 1988 y sus Reformas, Ley del Impuesto sobre la Renta,
de 8 de julio de 1992, por el numeral 2 de la presente ley, que entrará en vigencia a
partir de la publicación de esta.

ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los veintiséis días del mes de mayo del 
año dos mil veinte. 

Ana L 
Prim 

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO 

Presidente 

onge Granados 
nda secretaria 
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Dado en la Presidencia de la República, San José, a los dos días del mes de 

septiembre del año dos mil veinte. 

EJECÚTESE Y PUBLIQUESE. 

       CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Trabajo y Seguridad Social, 
Geannina Dinarte Romero.—El Ministro de Hacienda, Elian Villegas Valverde.—1 vez.—
O.C. N° 4600041234.—Solicitud N° 009-2020.—( L9854 - IN2020484344 ).
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

UTILIZACIÓN DE LOS CÁNONES, LAS TARIFAS Y LAS 
PRESTACIONES DE JAPDEVA PARA EL BENEFICIO 

EXCLUSIVO DE LA VERTIENTE ATLÁNTICA 

ARTÍCULO ÚNICO- Se reforma el artículo 33 de la Ley 3091, Ley Orgánica 
de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente 
del Atlántico, de 18 de febrero de 1963. El texto es el siguiente: 

Artículo 33- Los ingresos que obtenga la Junta de Administración Portuaria y de 
Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica de Costa Rica (Japdeva) por 
concepto del cobro de tarifas, cánones, servicios que preste, de conformidad con lo 
dispuesto por los incisos b) del artículo 5 bis y h) del artículo 17 de la presente ley, 
así como los recursos provenientes de los respectivos contratos de prestación, 
explotación y/o concesión, las cuentas designadas para cumplir con el pago de las 
prestaciones, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 9764, Transformación de 
la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente 
Atlántica (Japdeva) y Protección de sus Personas Trabajadoras, de 15 de octubre 
de 2019 y las destinadas al pago de salarios proveniente del Convenio con el 
Instituto de Desarrollo Rural (lnder) serán inembargables y no podrán ser 
trasladados, ni en parte ni en su totalidad, al Estado costarricense. 

Los recursos del canon de explotación pagados por el operador de la Terminal de 
Contenedores, según el contrato de concesión vigente, solamente podrán utilizarse 
para proyectos de impacto económico y social en la vertiente del Atlántico, de 
acuerdo con los términos previstos en esta ley. 

Rige a partir de su publicación. 



LEY N.
0 

9893 2 

ASAMBLEA LEGISLATIVA­
año dos mil veinte. 

Aprobado a los trece días del mes de agosto del 

Ana Lucía Delgad 
Primera seer 

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO 

Eduardo Newton Cruickshank Smith 
Presidente 

Ma dos 
egu secretaria 
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Dado en la Presidencia de la República, San José, a los treinta y un días del 
mes de agosto del año dos mil veinte. 

EJECÚTESE Y PUBLIQUESE. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Trabajo y Seguridad Social, 
Geannina Dinarte Romero.—El Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez 
Mata.—El Ministro de Agricultura y Ganadería, Luis Renato Alvarado Rivera.—1 vez.—O.C. N° 
4600041029.—Solicitud N° 007-2020.—( L9893 - IN2020484345 ).



COMBATE A LA INSEGURIDAD CIUDADANA MEDIANTE EL AUMENTO 
DE RIGUROSIDAD EN LAS REGLAS PARA LA LIBERACIÓN 

DE  PERSONAS  EN  EL  SISTEMA  PENITENCIARIO 

Expediente N.º 22.197 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

El año pasado, el país cerró con la cifra más alta de homicidios en la historia, al 
registrar 10.6 homicidios por cada 100.000 habitantes,1 dato que según la 
Organización Mundial de la Salud es reflejo de una “epidemia” de inseguridad por 
tercer año consecutivo.2 

Adicional a este comportamiento, el Segundo Informe Estado de la Justicia revela 
que ha existido un importante incremento en el encarcelamiento de personas, 
producto también de un crecimiento en los robos: 

Entre 2005 y 2008, de las sentencias dictadas por los tribunales penales la 
mitad o menos fueron condenatorias.  Esa proporción empezó a crecer a 
partir de 2009, hasta alcanzar en 2015 casi dos terceras partes de los fallos 
emitidos en procesos ordinarios y más del 80% en los tribunales de 
flagrancia.  En diez años se produjo un incremento de dieciocho puntos 
porcentuales, lo que en términos absolutos representa 5.200 personas 
condenadas más que en 2005.  Ahora bien, no todas las personas que 
reciben una condena son privadas de libertad, pues también se aplican 
sanciones como días multa, medidas de seguridad, ejecución condicional, 
penas alternas, entre otras.  En promedio, la proporción de condenatorias 
que sí implican prisión efectiva fue de 66% en los procesos ordinarios entre 
2005 y 2015, y de 52% en los de flagrancia en el período 2008-2015; en 

1 Solano, Johel. “Homicidios bajan en Costa Rica por segundo año consecutivo”.  CRHoy.com, 31 
de diciembre de 2019.  Disponible en la web:  https://www.crhoy.com/nacionales/homicidios-bajan-
en-costa-rica-por-segundo-ano-consecutivo/ 

2 La Organización Mundial de la Salud califica los homicidios como epidemia cuando estos alcanzan 
o superan los diez muertos por cada 100.000 habitantes al año.  Cfr. Céspedes, Daniel.  “Por tercer
año consecutivo los homicidios serán considerados epidemia en Costa Rica”.  Teletica.com, 3 de
marzo de 2018.  Disponible en la web:  https://www.teletica.com/179364_por-tercer-ano-consecutivo-
los-homicidios-seran-considerados-epidemia-en-costa-rica
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estos últimos, como se verá, se usan con más frecuencia las sanciones 
alternativas.  El número de personas ingresadas en algún centro 
penitenciario se duplicó, al pasar de 2.371 en 2005, a 5.433 en 2015.  
Mientras tanto, la capacidad del sistema se mantuvo relativamente estable, 
lo que produjo un crecimiento récord de la sobrepoblación. 
 
(…)  El crecimiento de las condenatorias está asociado directamente a los 
delitos contra la propiedad, que son el principal motivo de las sentencias de 
prisión efectiva.  De las personas que se encontraban en un centro 
penitenciario a mediados de 2016, el 39% ingresó por esa causa.  En 
promedio descontaban penas de seis años, y el 85% había sido condenado 
por robo agravado.3 

 
Frente a esta situación de claro incremento de la criminalidad y la delincuencia es 
comprensible que la ciudadanía se preocupe.  De acuerdo con el Informe de 
resultados de la Encuesta de Opinión Sociopolítica realizada en abril de 2019 por el 
Centro de Investigación y Estudios Políticos (CIEP) de la Universidad de Costa Rica, 
la inseguridad ocupa el segundo puesto entre los principales problemas para los 
ciudadanos, solo por debajo del desempleo.4  
 
En la misma dirección apunta la encuesta de CID Gallup para el Grupo Extra, según 
la cual el 42% de los ciudadanos considera que la delincuencia ha aumentado y 
51% estima que sigue igual, frente apenas un 7% que observa mejoría en la 
situación.5 Todo esto ha empeorado con la política de liberación de personas en el 
sistema carcelario que impulsó la Administración Solís Rivera en el cuatrienio 
pasado. 
 
Si bien existe una sobrepoblación carcelaria importante y tanto el Comité contra la 
Tortura como el Comité de Derechos Humanos, ambos de la Organización de 
Naciones Unidas, además de la Relatoría sobre los Derechos de las Personas 
privadas de libertad de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos han 
llamado la atención al país por esta situación, lo cierto es que la forma en que se 
han dado beneficios carcelarios a personas que, posteriormente, han reincidido en 
la comisión de delitos aumenta la sensación de inseguridad ciudadana y la 
deslegitimación propia de la acción estatal. 

                                                 
3 Programa Estado de la Nación. Segundo Informe Estado de la Justicia. PEN. -- 2 ed. -- San José 
C.R: Servicios Gráficos, 2017. P. 274-275. 
 
4 Centro de Investigación y Estudios Políticos de la Universidad de Costa Rica. Informe de resultados 
de la Encuesta de Opinión Sociopolítica realizada en abril de 2019. CIEP-UCR: 2019, P. 13. 
Disponible en la web: https://surcosdigital.com/wp-content/uploads/2019/04/Informe-Encuesta-
CIEP-abril-2019.pdf 
 
5 Granados, Greivin. “Casi el 50% de población tica cree que delincuencia aumentó”. Diario Extra, 
24 de enero de 2018. Disponible en la web: 
https://www.laprensalibre.cr/Noticias/detalle/129816/casi-el-50-de-poblacion-tica-cree-que-
delincuencia-aumento 
 

https://surcosdigital.com/wp-content/uploads/2019/04/Informe-Encuesta-CIEP-abril-2019.pdf
https://surcosdigital.com/wp-content/uploads/2019/04/Informe-Encuesta-CIEP-abril-2019.pdf
https://www.laprensalibre.cr/Noticias/detalle/129816/casi-el-50-de-poblacion-tica-cree-que-delincuencia-aumento
https://www.laprensalibre.cr/Noticias/detalle/129816/casi-el-50-de-poblacion-tica-cree-que-delincuencia-aumento
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En nada ayudaron las declaraciones que dio en 2016 el entonces presidente Luis 
Guillermo Solís Rivera, cuando argumentó, luego de que un reo con el beneficio del 
régimen de confianza abusó sexualmente de una joven de 25 años, que “una 
golondrina no hace verano” 6 para referirse a que se trataba de un caso aislado y 
que no había nada que temer.  A partir de entonces se popularizó el concepto de 
“golondrina” referente a la persona que salía del sistema penitenciario e incurría 
nuevamente en delitos. 
 
La realidad ha demostrado lo equivocado que estaba su política de liberación pues 
hasta la fecha se han presentado gran cantidad de casos de personas con 
beneficios carcelarios que han participado en asaltos, agresiones, homicidios y 
demás delitos, afectando la vida y propiedad de miles de ciudadanos honestos. 
 
Gracias a la falta de criterios técnicos y estudios serios que justifiquen la liberación 
de personas, unos 5.975 reos han sido liberados sin que existan criterios 
profesionales que respalden su salida del régimen institucional, según datos de la 
Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística.7  
 
Esto ha provocado que los costarricenses tengamos miedo a salir de nuestras 
casas, mientras el Poder Ejecutivo parece estar más preocupado en que los 
privados de libertad practiquen yoga8 que en defender los derechos de las víctimas.  
En la Administración pasada, el propio ministro de Seguridad, Gustavo Mata Vega, 
alzó la voz en varias ocasiones por cuanto la Fuerza Pública realizaba una gran 
labor para proteger a los ciudadanos y detener a los sospechosos de delinquir, pero 
el Ministerio de Justicia y los Tribunales se traían abajo sus esfuerzos al liberarlos, 
favoreciendo muchas veces la impunidad.9  
 
Ya los costarricenses no aguantamos esta alcahuetería.  Estamos cansados de que 
el gobierno le dé la espalda a las personas honestas y esforzadas y, más bien, 
privilegie a quienes no han sido capaces de respetar los derechos de los demás.  

                                                 
6 Ugarte, Joselyne. Solís insiste en liberar reos: “una golondrina no hace verano”. CRHoy.com, 1 de 
junio de 2016. Disponible en la web: http://www.crhoy.com/archivo/solis-insiste-en-liberar-reos-una-
golondrina-no-hace-verano/nacionales/ 
 
7 Retana, Gustavo. “Liberan 5.975 reos sin aval de criminólogos”. Diario Extra, 3 de junio de 2016. 
Disponible en la web: http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/295192/liberan-5975-reos-sin-aval-
de-criminologos 
 
8 Retana, Gustavo.  “Reos hacen yoga mientras personal duerme en tugurios”. Diario Extra, 23 de 
noviembre de 2017. Disponible en la web: http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/347517/reos-
hacen-yoga-mientras-personal-duerme-en-tugurios 
 
9 Redacción. “Políticas de liberación de reos enfrentan a ministros”. CRHoy.com, 8 de enero de 2018. 
Disponible en la web: https://www.crhoy.com/nacionales/politicas-de-liberacion-de-reos-enfrentan-a-
ministros/ 
 

http://www.crhoy.com/archivo/solis-insiste-en-liberar-reos-una-golondrina-no-hace-verano/nacionales/
http://www.crhoy.com/archivo/solis-insiste-en-liberar-reos-una-golondrina-no-hace-verano/nacionales/
http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/295192/liberan-5975-reos-sin-aval-de-criminologos
http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/295192/liberan-5975-reos-sin-aval-de-criminologos
http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/347517/reos-hacen-yoga-mientras-personal-duerme-en-tugurios
http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/347517/reos-hacen-yoga-mientras-personal-duerme-en-tugurios
https://www.crhoy.com/nacionales/politicas-de-liberacion-de-reos-enfrentan-a-ministros/
https://www.crhoy.com/nacionales/politicas-de-liberacion-de-reos-enfrentan-a-ministros/
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Es hora de dejar de comprometer la seguridad de la gente honesta por privilegiar 
delincuentes. 
 
Por tal motivo, este proyecto de ley busca hacer más rigurosa la liberación de reos, 
al impedir su salida anticipada cuando existan condenas por delitos contra la vida, 
agresiones sexuales o crimen organizado.  Además, plantea el deber de que todos 
los privados de libertad –salvo aquellos que por razones de salud o seguridad se 
encuentren imposibilitados– trabajen como método de rehabilitación y como una 
forma de aportar a los gastos de manutención en que tiene que incurrir el Estado 
costarricense por su estadía en prisión.  También estipula que el año carcelario se 
contabilizará como de 365 días, en lugar de los ocho meses que actualmente 
representa y que permite a muchos de ellos no cumplir el tiempo íntegro que dispone 
el Código Penal por el delito cometido. 
 
Procuramos que, al convertirse esta iniciativa en ley de la República, existan 
condiciones más claras para regular la liberación de personas del sistema 
penitenciario, evitando la creatividad judicial o administrativa, la falta de criterios, la 
arbitrariedad y, sobre todo, la inseguridad que genera a los ciudadanos tanto por el 
sentimiento de impunidad como por el hecho de saber que la persona que violentó 
sus derechos anda libre y tranquila por las calles. 
 
Es cierto que hay que combatir el hacinamiento, hay que respetar los derechos de 
las personas privadas de libertad y procurar que se puedan integrar apropiadamente 
a la sociedad, dándoles oportunidades para que mejoren su situación.  Pero también 
hay que asegurar que las personas que gocen del beneficio de liberación anticipada 
sean aquellas que de verdad lo merecen, sobre la base de reglas claras y análisis 
serios que demuestren la idoneidad del candidato y garanticen la seguridad de los 
ciudadanos. 
 
En razón de todo lo expuesto, se somete a consideración de los diputados y 
diputadas el siguiente proyecto de ley. 
 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
COMBATE A LA INSEGURIDAD CIUDADANA MEDIANTE EL AUMENTO 

DE RIGUROSIDAD EN LAS REGLAS PARA LA LIBERACIÓN 
DE  PERSONAS  EN  EL  SISTEMA  PENITENCIARIO 

 
 
 
 

ARTÍCULO 1- Pena de prisión 
 
La pena de prisión consiste en la restricción a la libertad ambulatoria.  Esta limitación 
podrá darse según lo dispuesto por el Código Penal, las características del hecho, 
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el tipo de delito, el bien jurídico violentado, la condición de vulnerabilidad de la 
víctima. 
 
ARTÍCULO 2- Contabilización del tiempo para efectos de la pena de privación 
de libertad 
 
El tiempo establecido en la pena de prisión para cada caso en el Código Penal se 
contabilizará de conformidad con lo dispuesto por el artículo 51 del Código Penal, 
Ley N.° 4573, de 04 de mayo de 1970, y sus reformas. 
 
Cuando una misma persona tenga pendientes varias penas por distintos delitos, o 
se encuentre descontando una y se le impusiera una nueva por otro hecho, de oficio 
el juzgado de ejecución de la pena realizará una unificación de estas, según lo 
dispuesto por los artículos 76 del Código Penal y 54 del Código Procesal Penal. 
Sobre el monto total resultante se calcularán los eventuales beneficios o 
descuentos, y no antes ni de forma separada; y se revocará inmediatamente 
cualquier beneficio que en razón de la nueva liquidación no proceda.  
 
ARTÍCULO 3- Descuento de la pena de privación de libertad en el sistema 
penitenciario 
 
Las personas con sentencia firme, condenadas a una pena de prisión, descontarán 
la sanción siempre en el programa institucional.  Sin embargo, procederá el cambio 
de programa a uno de menor contención física, el otorgamiento del beneficio de 
libertad condicional o la aplicación de programas extraordinarios, excepto en los 
siguientes casos: 
 
a) Cuando se trate de condena con pena superior a tres años, por haber 
cometido algún delito contra la vida o la integridad física. 
 
b) Cuando se trate de condena con pena superior a tres años, por haber 
cometido algún delito sexual.  
 
c) Cuando se trate de condena con pena superior a tres años, por haber 
cometido el delito de trata de personas. 
 
d) Cuando se trate de condena por delito doloso, con pena superior a tres años, 
por delitos tipificados como crimen organizado, según lo dispuesto por la Ley contra 
la Delincuencia Organizada, Ley N.° 8754, de 22 de julio de 2009, y sus reformas, 
de conformidad con el procedimiento establecido en la Ley de Creación de la 
Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, Ley                      
N.° 9481, de 13 de setiembre de 2017. 
 
e) Cuando no exista criterio favorable expreso del Instituto Nacional de 
Criminología o de la instancia correspondiente que disponga el ordenamiento 
jurídico vigente que pruebe que el privado de libertad tiene las condiciones que 
favorezcan su reinserción a la sociedad. 
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f) Cuando se trate de condena por los delitos previstos en el artículo 58 de la 
Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso no Autorizado, 
Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, 
Ley N.° 7786, de 30 de abril de 1998, y sus reformas. 
 
ARTÍCULO 4- Impedimento de liberación por falta de espacios en el sistema 
penitenciario 
 
La falta de espacios carcelarios, o las condiciones de hacinamiento son 
responsabilidad absoluta de la Administración y no podrán ser causa para 
programas de liberación masiva o anticipada de privados de libertad, o para su 
traslado a otros centros o programas.  En esos casos, la Administración estará 
facultada para realizar contrataciones de emergencia, que garanticen el adecuado 
número de espacios requeridos, según establece la Ley de Contratación 
Administrativa, ya sea para la construcción de infraestructura o incluso para la 
administración directa de la reclusión de las personas que se encuentran en esas 
condiciones. 
 
ARTÍCULO 5- Deber de trabajar de las personas privadas de libertad para 
resarcir su daño a la sociedad y facilitar la inserción social 
 
Es deber de las personas privadas de libertad tratar de resarcir los gastos incurridos 
por el Estado en su manutención, con el fin de reparar el daño que le han causado 
a la sociedad y como una forma de facilitar su reinserción mediante la adquisición 
de conocimientos y/o destrezas que le permitan incorporarse al mercado laboral a 
su salida.  El Poder Ejecutivo establecerá los reglamentos y programas 
correspondientes para generar opciones que permitan ese resarcimiento. 
 
 
 
 
ARTÍCULO 6- Convenios para acompañamiento de la ejecución de la pena y 
la reinserción social 
 
El Ministerio de Justicia y Paz tendrá el deber de promover convenios de 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, asociaciones comunales, 
empresas, instituciones educativas y cualquier otra figura organizacional para dar 
acompañamiento, seguimiento y vigilancia a la ejecución de la pena, así como para 
procurar que la persona privada de libertad tenga la oportunidad de realizar trabajos 
que le permitan su adecuada reinserción a la sociedad. 
 
ARTÍCULO 7- Reforma de otras leyes 
 
Modifíquense los artículos 51 y 55 del Código Penal, Ley N.° 4573, de 04 de mayo 
de 1970, y sus reformas, para que se lea como se presenta a continuación: 
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Artículo 51- La pena de prisión y las medidas de seguridad se cumplirán en los 
lugares y en la forma en que una ley especial lo determine, de manera que ejerzan 
sobre el condenado una acción rehabilitadora.  Para efectos del tiempo establecido 
en la pena de prisión para cada caso en el Código Penal, se entenderá que el mes 
carcelario equivale a treinta días naturales y el año a trescientos sesenta y cinco 
días naturales.  El límite máximo de la pena de prisión es de cincuenta años. 

Amortización de la pena 

Artículo 55- Salvo por su condición de salud o por razones de seguridad, para sí o 
para terceros, todo interno en el sistema penitenciario, indistintamente del régimen 
en el que cumpla la pena, tendrá el deber de trabajar para colaborar con los gastos 
en que incurre el Estado costarricense por su manutención. 

El Instituto de Criminología, previo estudio de los caracteres sicológicos, 
psiquiátricos y sociales del interno, autorizará al condenado para que descuente o 
abone la multa o la pena de prisión que se le imponga, mediante el trabajo en favor 
de la Administración Pública, de las instituciones autónomas del Estado o de la 
empresa privada, de acuerdo con las posibilidades que ofrezca el programa 
mediante el cual descuente la pena. 

Para tal efecto, un día de trabajo ordinario equivale a un día multa y cada dos días 
de trabajo ordinario equivalen a un día de prisión.  Las labores de toda índole, que 
se realicen en el centro de adaptación social y fuera de él computarán en igual 
forma.  El salario respectivo se abonará total o parcialmente para satisfacer la multa 
impuesta.  El interno gozará de los beneficios que el Estado y sus instituciones 
otorguen a los trabajadores, aunque no existirá relación laboral entre el empleador 
y el empleado interno, salvo aquellos dispuestos por convención colectiva. 

Rige a partir de su publicación. 

Carlos Luis Avendaño Calvo 
Diputado 

NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 
Especial de Seguridad y Narcotráfico. 

1 vez.—Exonerado.—( IN2020484090 ).



APROBACIÓN DEL ACUERDO SOBRE LOS TÉRMINOS DE LA ADHESIÓN DE LA 

REPÚBLICA DE COSTA RICA A LA CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA 

COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SUSCRITO EN SAN JOSÉ, COSTA 

RICA, EL 28 DE MAYO DE 2020; LA CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA 

COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SUSCRITA EN PARÍS, FRANCIA, 

EL 14 DE DICIEMBRE DE 1960; EL PROTOCOLO ADICIONAL N°1 A LA CONVENCIÓN 

DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, 

SUSCRITO EN PARÍS, FRANCIA, EL 14 DE DICIEMBRE DE 1960; Y EL PROTOCOLO 

ADICIONAL N°2 A LA CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN 

Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SUSCRITO EN PARÍS, FRANCIA, EL 14 DE 

DICIEMBRE DE 1960, Y NORMAS RELACIONADAS. 

 Expediente N° 22.187 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

I.- Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE): las mejores 

prácticas globales para la formulación de política pública nacional 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) es una organización 

internacional cuya misión es “diseñar mejores políticas para una vida mejor”. Dicha 

organización se fundó en 1961, con la entrada en vigor de la Convención de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (en adelante, Convención de la OCDE), y su 

objetivo es promover políticas que favorezcan la prosperidad, la igualdad, las oportunidades y 

el bienestar para todas las personas. Surgió como una respuesta a las necesidades de 

reconstrucción y fortalecimiento del orden mundial después de la II Guerra Mundial, y la gestión 

y el trabajo de la organización se centra, desde su génesis y hasta la fecha, en potenciar el 



aprovechamiento del comercio y la inversión como herramientas centrales para el bienestar, 

la prosperidad y el desarrollo inclusivo.  

Los valores fundamentales de la OCDE reposan en el respeto a la democracia, el estado de 

derecho, la protección de los derechos humanos, la promoción de economías de mercado 

abiertas y transparentes, y el desarrollo sostenible e inclusivo1.  

Además, uno de los principales objetivos de la organización es contribuir a la expansión del 

comercio mundial sobre una base multilateral y no discriminatoria, conforme a las obligaciones 

internacionales vigentes2.     

La OCDE trabaja en colaboración con los gobiernos, formuladores de políticas públicas y 

diferentes foros de sociedad civil para establecer estándares internacionales basados en 

evidencia y para buscar soluciones a los retos sociales, económicos y ambientales. La 

organización brinda un foro único y un centro de conocimiento para los datos y análisis, el 

intercambio de experiencias y de mejores prácticas, la asesoría sobre políticas públicas y el 

establecimiento de estándares internacionales3. La OCDE se concentra en ayudar a identificar 

soluciones de política pública innovadoras y efectivas, basadas en evidencia empírica, para 

apoyar reformas domésticas y atender desafíos globales. 

La OCDE ayuda a los gobiernos a promover políticas que favorezcan la prosperidad, la 

igualdad, las oportunidades y el bienestar para todas las personas4. 

1 OECD (2017). Report of the Chair of the Working Group on the Future Size and Membership of the Organisation 

to Council. Disponible en: http://www.oecd.org/mcm/documents/C-MIN-2017-13-EN.pdf y Decisión adoptada por 

el Consejo de la OCDE el 8 de julio de 2015, disponible en su versión oficial en inglés en: 

http://www.oecd.org/officialdocuments/publicdisplaydocumentpdf/?cote=C(2015)93/FINAL&docLanguage=En 

La traducción de cortesía al idioma español se encuentra disponible en el siguiente enlace: 

http://www.comex.go.cr/media/5216/programa-de-adhesion-de-costa-rica.pdf  

2 Convención de la OCDE, artículo 1, inciso c).  

3 OECD (2019). Raising the bar. Better policies for better lives. Disponible en: 

https://www.oecd.org/about/document/raising-the-bar.pdf 

4 https://www.oecd.org/acerca/ 

http://www.oecd.org/mcm/documents/C-MIN-2017-13-EN.pdf
http://www.oecd.org/officialdocuments/publicdisplaydocumentpdf/?cote=C(2015)93/FINAL&docLanguage=En
http://www.comex.go.cr/media/5216/programa-de-adhesion-de-costa-rica.pdf
https://www.oecd.org/about/document/raising-the-bar.pdf
https://www.oecd.org/acerca/


 

 

 

Actualmente, la OCDE está conformada por 37 países miembros5, más la Unión Europea en 

calidad de observador y coordinador de la posición de sus países miembros cuando se trate 

de competencias exclusivas comunitarias. La gran mayoría son países europeos, cinco países 

de América, cuatro de Asia y dos de Oceanía. En Latinoamérica, fueron México y Chile los 

primeros países de la región en ingresar a la OCDE, y recientemente la organización celebró 

la incorporación de Colombia.  

 

El funcionamiento de la OCDE se basa en el compromiso de los Estados miembros de ser 

transparentes con sus políticas públicas, permitir que se examinen y se comparen en sus 

resultados, efectuar estudios, participar en proyectos y cooperar estrechamente entre sí. La 

esencia de su aporte al desarrollo internacional descansa sobre el intercambio de conocimiento 

y de experiencias en el abordaje de desafíos comunes. La organización es, además, una de 

las principales fuentes de estadísticas e indicadores del mundo. En ese sentido, sus exámenes 

comparativos son una referencia de gran valor tanto para miembros como para no miembros. 

 

En relación con la estructura organizativa de la OCDE6, esta es regida por un órgano superior, 

denominado el Consejo, que reúne a representantes de todos los países miembros de forma 

regular y una vez al año se congrega a nivel ministerial. Además, tiene más de 300 comités, 

grupos de expertos y grupos de trabajo que abarcan prácticamente todos los ámbitos de la 

política pública. En estos, se proponen soluciones, analizan datos y evalúan los progresos 

realizados en materia de políticas públicas. Colaboran con expertos nacionales y se enfocan 

                                                 
5 Los países fundadores de la OCDE, que suscribieron la Convención de la OCDE en 1961, son los siguientes: 

Alemania, Austria, Bélgica, Canadá, Dinamarca, España, Estados Unidos, Francia, Grecia, Irlanda, Islandia, Italia, 

Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Portugal, Reino Unido, Suecia, Suiza y Turquía. Posteriormente ingresaron 

los siguientes países, y en los años que se detallan a continuación: Japón (1964); Finlandia (1969); Australia 

(1971); Nueva Zelanda (1973); México (1994); República Checa (1995); Hungría, Corea del Sur y Polonia (1996); 

Eslovaquia (2000); Chile, Eslovenia, Estonia e Israel (2010); Letonia (2016); Lituania (2018) y Colombia (2020). 

6 Para más detalle: https://www.oecd.org/acerca/estructura/ 

https://oecdgroups.oecd.org/default.aspx
https://oecdgroups.oecd.org/default.aspx


 

 

en los mismos ámbitos temáticos que los ministerios gubernamentales: educación, finanzas, 

comercio, medio ambiente y desarrollo.7 

La Secretaría de la organización es la que realiza la mayor parte del trabajo sustantivo de la 

organización y brinda el soporte operativo para el debido funcionamiento de todos los comités, 

grupos de trabajo y demás órganos técnicos.  

 

Cerca de 40 000 personas participan cada año en las reuniones de los comités, grupos de 

expertos y grupos de trabajo de la OCDE, representando a organismos públicos, academia, 

sociedad civil y sector privado. El trabajo técnico que realiza la Secretaría y la relación 

colaborativa y consultiva que existe entre los miembros han hecho que la OCDE se convierta 

en una fuente de estándares globales. Estos son desarrollados a partir de la interacción entre 

los países miembros, mediante un proceso riguroso basado en evidencia y liderado por 

comités expertos, involucrando una variedad de actores, y se adoptan por consenso. La idea 

es que, a partir de ahí, los países los vayan adoptando y adaptando como parte de sus 

prácticas nacionales. Tales estándares podrán incorporarse al ordenamiento jurídico nacional 

ya sea por medio de convenios internacionales, leyes, decretos ejecutivos o directrices, según 

sea el caso. 

 

Es así como desde la creación de la OCDE, se han desarrollado alrededor de 450 instrumentos 

jurídicos sustantivos de la organización8. Actualmente, se encuentran vigentes 248 de estos 

instrumentos. Este acervo legal incluye tanto decisiones y recomendaciones adoptadas por los 

países miembros en el marco del Consejo de la OCDE, como otros instrumentos jurídicos que 

pueden ser adoptados también por países no miembros, tales como las declaraciones, los 

acuerdos internacionales, los arreglos y los entendimientos, entre otros.  

 

A lo largo de sus casi 60 años de existencia, la OCDE ha estado inmersa en prácticamente 

todas las esferas de la política pública a nivel nacional e internacional, A través de sus 

estándares basados en evidencia, estadísticas y análisis confiables, plataformas para el 

diálogo y apoyo a la reforma de políticas, la organización ha podido contribuir con soluciones 

                                                 
7 Para más detalle:  https://www.oecd.org/acerca/estructura/ 

8 Para más detalle: https://www.oecd.org/legal/legal-instruments.htm 

https://www.oecd.org/legal/legal-instruments.htm


 

 

concretas a problemas reales e importantes, cuya atención tiene un impacto significativo para 

la mejora de las condiciones de vida alrededor del mundo. 

 

II.- Proceso de adhesión de Costa Rica a la OCDE: camino recorrido y beneficios 

logrados 

 

El proceso de adhesión de Costa Rica a la OCDE es un proyecto nacional, que ha contado 

con el impulso y apoyo de varias administraciones de gobierno, la participación de gran parte 

de la institucionalidad costarricense y fue incluido como una meta tanto en el Plan Nacional de 

Desarrollo 2015-2018, como en el Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública 2019-2022. 

Este proceso puede dividirse en tres etapas: el acercamiento inicial (2009-2012); la 

implementación del plan de acción para concretar la invitación al país de iniciar su proceso de 

adhesión (2013-2015); y el proceso de adhesión (2015-2020).  

 

La primera etapa comenzó al final de la década pasada con algunos trabajos iniciales en áreas 

como educación -con el inicio de la participación en las pruebas PISA-, competencia y 

transparencia fiscal. Adicionalmente, en la Administración Arias Sánchez, el país se acercó al 

Centro de Desarrollo de la OCDE, que es una plataforma de la organización para que países 

en desarrollo puedan compartir sus experiencias de políticas de desarrollo económico y social. 

En marzo de 2009, el país fue invitado a integrarse como miembro del Centro de Desarrollo9 y 

también inició su participación en foros relacionados con temas de inversión y cadenas 

globales de valor, lo cual resultó fundamental para empezar a consolidar una trayectoria en la 

organización y abrirle al país las puertas para participar en otros comités y trabajar más de 

cerca con la organización.  

 

Aunado a estos esfuerzos, la expresidenta Laura Chinchilla Miranda comunicó formalmente a 

la OCDE el interés de Costa Rica de convertirse en miembro de la organización en 2012. 

Durante su administración, se impulsó un proceso de acercamiento articulado y de 

fortalecimiento de la relación de Costa Rica con la OCDE, con el fin de conocer mejor el trabajo 

                                                 
9 Desde entonces, el país participa como miembro pleno del Centro y de su Consejo Directivo. Dicha participación 

en el Centro permitió que el país se diera a conocer entre la comunidad de países OCDE. 



 

 

de la organización y los beneficios que le podría traer al país, así como de explorar la 

posibilidad de ser invitados a iniciar un proceso de adhesión.  

 

En esa etapa, el acercamiento de Costa Rica a la OCDE tuvo dos grandes áreas de trabajo: 

una política y otra técnica. En el plano político, se desarrolló una estrategia para dar a conocer 

a los países miembros el interés de Costa Rica en formar parte de la organización, la 

trayectoria del país en buenas prácticas y los valores compartidos con la OCDE. En el aspecto 

técnico, el país continuó con la labor de conocer y entender la dinámica de trabajo con la 

organización, empezando con cinco áreas: inversión, educación, comercio, asuntos fiscales y 

ciencia, tecnología e innovación. 

 

Durante la segunda etapa, los esfuerzos de posicionamiento de Costa Rica de los años 

anteriores lograron recoger el apoyo de países miembros y de la Secretaría de la OCDE para 

cimentar un paso trascendental de cara a la adhesión del país a la organización. Tras varios 

meses de negociaciones entre los miembros, durante la Reunión Ministerial de la OCDE de 

mayo de 2013, el Consejo de Ministros acordó trabajar estrechamente con Costa Rica para 

preparar su futuro proceso de adhesión, que se estimó podría dar inicio en 201510.  

 

A partir de la decisión del Consejo de 2013, la Secretaría de la OCDE y Costa Rica empezaron 

a trabajar en la elaboración de un plan de acción que permitiera alinear las políticas de Costa 

Rica con los estándares de la OCDE, identificar líneas de futuras reformas y, además, 

continuar fomentando la participación del país en sus diferentes órganos. Este trabajo permitió 

profundizar el conocimiento de la organización y brindó más insumos a los países miembros 

para avanzar hacia la decisión de invitar al país a iniciar su proceso de adhesión. 

 

El plan de acción comprendió tres grandes ejes, los cuales recogían tanto las prioridades del 

país como las áreas de importancia para los procesos de adhesión de la OCDE. El primer eje 

consistió en revisiones o evaluaciones de políticas públicas, en temas específicos de interés 

                                                 
10 La Decisión del Consejo citada se encuentra disponible en el siguiente enlace: 

https://www.oecd.org/legal/C(2013)58-FINAL-ENG.pdf https://www.oecd.org/legal/C(2013)58-FINAL-ENG.pdf 



 

 

para ambas partes11. El segundo eje velaba por la adopción y suscripción de algunos 

instrumentos jurídicos relevantes para la organización12, al igual que el análisis y la revisión de 

todos los instrumentos jurídicos de la organización en preparación para un eventual proceso 

de adhesión. El tercer eje contemplaba la participación en distintos comités y grupos de trabajo 

de la organización. Las participaciones tuvieron el objetivo de construir una trayectoria 

nacional, que demostrara el compromiso de Costa Rica en conocer e impulsar prácticas de 

buen gobierno en todos los ámbitos de la organización y permitiera también que el país 

compartiera sus experiencias de éxito.  

 

Para coordinar los esfuerzos del país en esta etapa de trabajo con la OCDE, con base en el 

artículo 5 de la Ley N° 9154 del 3 de julio de 2013, "Aprobación del Acuerdo por el que se 

establece una Asociación entre Centroamérica, por un lado, y la Unión Europea y sus Estados 

miembros, por otro, y Aprobación por parte de la República de Costa Rica de la enmienda al 

artículo XXI de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de 

Fauna y Flora Silvestres, adoptada en Reunión Extraordinaria de la Conferencia de las Partes, 

en Gaborone, Botswana, el 30 de abril de 1983", y mediante el Decreto Ejecutivo N° 37983-

COMEX-MP del 09 de setiembre de 2013, “Declaratoria de interés público y otras disposiciones 

sobre el proceso de adhesión de Costa Rica a la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE)”, se estableció que el Poder Ejecutivo dirigiría y coordinaría el 

proceso de adhesión de Costa Rica a la OCDE por medio de COMEX, de forma que este sería 

el órgano  responsable de guiar y coordinar el proceso de adhesión y de establecer los 

lineamientos y los criterios de carácter general para orientar la labor de los órganos y entes del 

sector público que participarían en los grupos, comités, iniciativas, programas, foros, revisiones 

u otras actividades de la OCDE. 

 

                                                 
11 Tales como gobernanza pública, educación vocacional y técnica, agricultura, competencia, innovación, entorno 

económico, estadística y apertura de mercado. 

12 Tales como la “Convención sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal”; la “Declaración sobre 

Corrección, Integridad y Transparencia en la Conducción de los Negocios y las Finanzas Internacionales”; la 

“Declaración sobre el Futuro de la Economía de Internet”; la “Recomendación del Consejo sobre Equidad de 

Género en Educación, Empleo y Emprendedurismo” y el “Plan de Acción para la Juventud”. 



 

 

Asimismo, dada la necesidad de contar con la presencia y representación permanente de 

Costa Rica ante la OCDE para poder facilitar la ejecución del plan de acción, la preparación 

del proceso de adhesión y los trabajos regulares con la organización, el Poder Ejecutivo emitió 

el Decreto Ejecutivo No. 38363 en mayo 2014, con el fin de reglamentar el funcionamiento de 

la delegación permanente ante la OCDE.  

 

La tercera etapa comenzó en abril de 2015, cuando el Consejo de la OCDE invitó a Costa Rica 

a iniciar el proceso formal de adhesión. Seguidamente, en julio del mismo año, el Consejo 

aprobó la Hoja de Ruta para la Adhesión de Costa Rica a la Convención de la OCDE (en 

adelante la Hoja de Ruta)13. Este documento establece los términos, las condiciones y el 

proceso para la adhesión de Costa Rica, con el objetivo de permitirle al Consejo tomar una 

decisión sobre la invitación a Costa Rica para adherirse a la Convención de la OCDE y, de 

esta forma, convertirse en miembro de la organización. 

 

La Hoja de Ruta dispone que el país estaría sujeto a evaluaciones por parte de 22 comités 

técnicos de la OCDE. Estas revisiones de los comités comprenden dos elementos principales: 

una evaluación de la voluntad y capacidad de Costa Rica para implementar los instrumentos 

jurídicos sustantivos de la organización; y una evaluación de las políticas públicas, 

regulaciones y prácticas nacionales, comparadas con las mejores políticas y prácticas de 

OCDE. 

 

Los 22 comités técnicos que evaluaron a Costa Rica fueron: inversión; cohecho en 

transacciones comerciales internacionales; gobierno corporativo; mercados financieros; 

seguros y pensiones privadas; competencia; asuntos fiscales; ambiente; químicos; 

gobernanza pública; política regulatoria; estadísticas; economía y desarrollo; política 

educativa; empleo, trabajo y asuntos sociales; salud; comercio; agricultura; pesca; ciencia y 

tecnología; economía digital; y política del consumidor. 

                                                 
13 Decisión adoptada por el Consejo de la OCDE el 8 de julio de 2015, disponible en su versión oficial en inglés 

en: 

http://www.oecd.org/officialdocuments/publicdisplaydocumentpdf/?cote=C(2015)93/FINAL&docLanguage=En 

La traducción de cortesía al idioma español se encuentra disponible en el siguiente enlace: 

http://www.comex.go.cr/media/5216/programa-de-adhesion-de-costa-rica.pdf  

http://www.oecd.org/officialdocuments/publicdisplaydocumentpdf/?cote=C(2015)93/FINAL&docLanguage=En
http://www.comex.go.cr/media/5216/programa-de-adhesion-de-costa-rica.pdf


 

 

 

De acuerdo con lo establecido en la Hoja de Ruta y como punto de partida para iniciar las 

discusiones técnicas, la OCDE solicitó al país posicionarse con respecto a todos los 

instrumentos jurídicos de la organización vigentes antes de ingresar a la organización, 

incluyendo instrumentos nuevos que se adoptaran durante el proceso de adhesión. Para esto, 

en 2016 el gobierno preparó y presentó al Secretario General un documento que compilaba la 

posición inicial del país sobre más de 230 instrumentos jurídicos de la OCDE y que además 

incluía una valoración de la conformidad de la legislación, políticas y prácticas de Costa Rica 

con cada instrumento.  

 

Como resultado del proceso de evaluación, los comités recomendaron cambios para mejorar 

y modernizar la legislación, las políticas públicas y/o prácticas, y con ello hacerlas converger 

hacia las mejores prácticas globales identificadas por la OCDE. 

 

Si bien es cierto la dinámica de cada una de las evaluaciones fue distinta entre los comités, a 

grandes rasgos el proceso se basó en la coordinación constante entre la Secretaría de la 

OCDE y el equipo nacional que se conformó para atender cada una de las evaluaciones, con 

el fin de suministrar toda la información necesaria para el análisis de la Secretaría14. El 

resultado del análisis fue un informe15 que preparó y presentó la Secretaría a los miembros de 

la OCDE. Posteriormente, el país fue invitado a participar en las sesiones de los respectivos 

comités, para discutir su evaluación. 

 

Durante dichas sesiones, Costa Rica presentó los principales desafíos identificados y 

compartió los planes y acciones mediante los cuales los estaría abordando. Con base en las 

recomendaciones de cada comité, el país elaboró un plan de acción para atenderlas, que 

                                                 
14 Para ello, se contestaron cuestionarios y solicitudes de información y además se llevaron a cabo misiones 

exploratorias al país, con el objetivo de verificar la información recibida con actores tales como sociedad civil, 

academia, sector privado, ONGs, sindicatos y gobierno.  

15 Es importante tener en cuenta que los informes son preparados por la Secretaría para las discusiones del 

Comité y no son un documento público. Al ser la OCDE el titular exclusivo de estos informes, pueden hacerse 

públicos si el Comité respectivo está de acuerdo con aprobar su desclasificación (“declassification”) y publicación. 

Para ello, se deben cumplir de previo los procedimientos internos de la OCDE para estos efectos. 



 

 

incluye medidas administrativas, regulatorias y/o legales. Una vez que cada comité consideró 

que se había demostrado un avance suficiente y satisfactorio en el abordaje integral de los 

desafíos señalados para cumplir con los estándares de la OCDE y que, además, se había 

acreditado que existía la capacidad para hacer los ajustes necesarios, procedió a adoptar una 

opinión formal para su remisión al Consejo de la OCDE. 

 

Durante la Administración Solís Rivera, se inició el proceso de evaluación de los 22 comités y 

se logró la aprobación de un total de 12 comités: Comercio (enero de 2017); Salud (marzo de 

2017); Agricultura (mayo de 2017); Educación (agosto de 2017); Ciencia y Tecnología 

(setiembre de 2017); Empleo, Trabajo y Asuntos Sociales (setiembre de 2017); Política 

Regulatoria (noviembre de 2017); Políticas del Consumidor (noviembre de 2017); Economía 

Digital (diciembre de 2017); Seguros y Pensiones (enero de 2018); Asuntos Fiscales (abril de 

2018); y Químicos (abril de 2018). El trabajo requerido para la aprobación de dichos comités 

fue amplio en medidas administrativas y algunas reformas legales. Fue una labor importante 

de coordinación y adopción de metodología de trabajo, así como de compromiso por parte de 

los funcionarios públicos con el proyecto de mejora en la formulación de políticas públicas de 

nuestro país. 

 

Seguidamente, gracias a los esfuerzos de la Administración Alvarado Quesada y con el 

decidido compromiso de la Asamblea Legislativa de impulsar este proyecto nacional, se logró 

la pronta y expedita aprobación de una importante agenda de reformas legales, lo cual, unido 

a la implementación de los planes de acción a cargo del Poder Ejecutivo, permitió la aprobación 

de los 10 comités restantes: Gobernanza Pública (abril de 2019); Política Ambiental (agosto 

de 2019); Estadísticas (octubre de 2019); Gobierno Corporativo y Empresas del Estado 

(octubre de 2019); Inversión (noviembre de 2019); Pesca (diciembre de 2019); Competencia 

(febrero de 2020); Mercados Financieros (marzo de 2020); Cohecho (marzo de 2020); y 

Análisis Económico y del Desarrollo (marzo de 2020). La Asamblea Legislativa decidió crear 

en su seno una comisión especial integrada por miembros de distintos partidos políticos, 

dedicada a discutir y aprobar proyectos de ley requeridos para el proceso, lo que facilitó el 

trabajo con el Poder Ejecutivo y además sirvió de ejemplo para la propia Secretaría de la 

OCDE. Dicha comisión se llama Comisión Especial que se encargará de conocer y dictaminar 



 

 

proyectos de ley requeridos para lograr la adhesión de Costa Rica a la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).  

 

Después de cinco años de iniciado el proceso de adhesión, la emisión de las opiniones 

formales por parte de los 22 Comités puso fin a un proceso riguroso de evaluación, que dio 

como resultado un conjunto de recomendaciones y una agenda robusta de reformas y medidas 

que el Estado costarricense ha venido implementando durante los últimos años. En virtud de 

lo anterior, el 15 de mayo de 2020, el Consejo de la OCDE decidió invitar al país a convertirse 

en miembro de la organización y a adherirse a la Convención de la OCDE. Ello llevó a la 

Presidencia de la República a suscribir, el pasado 28 de mayo de 2020, el “Acuerdo sobre los 

términos de la adhesión de la República de Costa Rica a la Convención de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”.  

 

En este arduo proceso de adhesión a la OCDE, el acompañamiento cercano y los 

conocimientos técnicos de la organización, aunados al trabajo llevado a cabo por los equipos 

técnicos para la implementación de los planes de acción para atender las recomendaciones 

de la OCDE y al compromiso de la Asamblea Legislativa, permitió concretar una ambiciosa 

agenda de reformas legislativas y de medidas administrativas.  

 

En relación con las reformas legislativas, se logró la aprobación de más de 15 leyes, la mayoría 

de las cuales fueron dictaminadas en la “Comisión Especial que se encargará de conocer y 

dictaminar proyectos de ley requeridos para lograr la adhesión de Costa Rica a la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE)”, a partir de su constitución en 

setiembre de 201816. Algunos ejemplos a destacar de tales reformas legales son: 

                                                 
16 Las leyes dictaminadas por la Comisión Especial y posteriormente aprobadas en el plenario legislativo, fueron 

las siguientes: (i) “Reforma ley de Creación de Centros Cívicos y derogación Ley de Fomento Avícola, Ley de 

Fomento a la Actividad Porcina, Ley de Fomento Salinero, Ley de Fomento de la Producción de Cabuya, Creación 

de la Casa Hogar de la Tía Tere”, Ley No. 9668; (ii) “Reforma Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica”, 

Ley No. 9670; (iii) “Convenio Internacional sobre la Constitución de un fondo internacional de indemnización de 

daños debidos a contaminación por hidrocarburos”, Ley No. 9672; (iv) “Convenio internacional sobre la 

responsabilidad civil nacida de daños debidos a contaminación por hidrocarburos, 1992”, Ley No. 9673; (v) “Ley 

del Sistema de Estadística Nacional”, Ley No. 9694; (vi) “Reforma Ley Régimen de Zonas Francas. Asegurar 



 

 

 

 Ley No. 9670: moderniza la ley orgánica del BCCR, con el fin de fortalecer su 

independencia en la conducción de la política monetaria. 

 Ley No. 9694: fortalece el sistema estadístico nacional y refuerza el rol del Instituto 

Nacional de Estadísticas y Censos (INEC). 

 Ley No. 9699: fortalece la legislación costarricense para luchar contra el soborno 

transnacional. 

 Ley No. 9724: habilita la posibilidad de que los bancos extranjeros brinden servicios por 

medio de sucursales. 

 Ley No. 9736: actualiza el marco legal costarricense en temas de competencia y 

fortalece a las autoridades de competencia del país, a efectos de promover que las 

empresas participen en la actividad económica de manera responsable y competitiva, 

en beneficio del consumidor.  

 Ley No. 9746: reforma la Ley Reguladora del Mercado de Valores para mejorar la 

credibilidad y la confianza del inversionista local e internacional en el mercado de 

valores costarricense. 

                                                 
cumplimiento de los estándares internacionales establecidos por la organización para la cooperación y el 

desarrollo económico en el marco inclusivo del plan de acción de lucha contra la erosión base imponible”, Ley 

No. 9689; (vii) “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno transnacional y 

otros delitos”, Ley No. 9699; (viii) “Reforma Ley Orgánica del Ministerio del Ambiente, Energía, "Impedimento del 

Consejo de Gobierno para nombrar Ministros o Viceministros en la Junta Directiva de la Refinadora Costarricense 

de Petróleo (RECOPE)"”, Ley No. 9715; (ix) “Reforma Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y Creación 

de la Comisión Nacional de Préstamos para Educación CONAPE”, Ley No. 9724; (x) “Ley de Fortalecimiento de 

las Autoridades de Competencia de Costa Rica”, Ley No. 9736; (xi) “Reforma Ley Reguladora del Mercado de 

Valores, Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Código Penal, Código 

de Comercio, Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Régimen Privado de Pensiones Complementarias”, Ley 

No. 9746; (xii) “Reforma Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley Orgánica del Sistema Bancario 

Nacional y la Ley Reguladora del Mercado de Valores”, Ley No. 9768; (xiii) “Reforma Ley Creación del Instituto 

Costarricense de Pesca y Acuicultura (INCOPESCA)”, Ley No. 9767; y (xiv) “Ley de Creación del fondo de 

garantía de depósito y de mecanismos de resolución de los intermediarios financieros”, Ley No. 9816. Cabe 

mencionar además que la Ley 9635 de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas fue esencial en el proceso de 

adhesión a la OCDE, así como otras leyes que fueron aprobadas desde 2015. 

 



 

 

 Ley No. 9767: modifica la composición de la junta directiva de INCOPESCA para 

fortalecer la gobernanza del sector pesquero.  

 Ley No. 9768: fortalece el marco de supervisión de grupos financieros. 

 Ley No. 9816: crea un fondo de garantía de depósitos y un mecanismo de resolución 

de los intermediarios financieros.  

 

Adicionalmente, el proceso de adhesión ha favorecido la concreción de importantes reformas 

de índole administrativa, lideradas por los equipos técnicos en cumplimiento de las 

recomendaciones específicas de la OCDE. Por ejemplo, gracias a la articulación de esfuerzos 

y de trabajo entre instituciones del sector público y del sector industrial, el país se ajustó a los 

estándares internacionales en materia de gestión de productos químicos industriales y 

desarrolló una política de manejo más seguro y eficaz de los productos químicos en el país, 

en beneficio de la salud pública y del medio ambiente. Otro ejemplo relevante es la creación 

de una Unidad Asesora dentro de la Presidencia de la República para dar seguimiento cercano 

a las Empresas que son propiedad del Estado (EPEs), la implementación de un mecanismo 

para la selección de miembros de juntas directivas mediante un concurso público y 

transparente, y el establecimiento de mecanismos de rendición de cuentas sobre el 

desempeño de estas empresas17. 

 

En efecto, este proyecto nacional ha sido guiado por un proceso participativo, en el que se ha 

contado en distintas actividades con actores del sector privado, los medios de comunicación, 

los sindicatos, la sociedad civil, además de cientos de funcionarios de la Administración 

Pública, incluyendo naturalmente los y las diputadas de la Asamblea Legislativa que no 

formaron parte de la Comisión Especial pero que se dedicaron también a estudiar, discutir y 

votar los diferentes proyectos de ley. 

 

III.- Concreción formal de la adhesión de Costa Rica a la OCDE: contenido y alcances 

del Proyecto de Ley en cuestión 

 

                                                 
17 Para más detalle: http://www.juntasdirectivas.go.cr/ 

http://www.juntasdirectivas.go.cr/


 

 

El presente Proyecto de Ley consta de cinco artículos en total. El artículo 1 “Aprobación” tiene 

por objeto la aprobación del “Acuerdo sobre los términos de la adhesión de la República de 

Costa Rica a la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos” (en adelante, Acuerdo de Adhesión); el cual se compone de: i) la “Declaración 

del Gobierno de la República de Costa Rica referente a la aceptación de la República de Costa 

Rica de las obligaciones de la membresía de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos” (en adelante, Declaración Final), su “Anexo 1: Observaciones 

específicas sobre la aceptación de instrumentos jurídicos de la OCDE”, su “Anexo 2: Lista de 

reservas al Código de Liberalización de Movimientos de Capital [OECD/LEGAL/0002]”, su 

“Anexo 3: Lista de reservas al Código de Liberalización de Operaciones Invisibles Actuales 

[OECD/LEGAL/0001]”, su “Anexo 4: Lista de excepciones al trato nacional de acuerdo con la 

Tercera Decisión Revisada del Consejo sobre Trato Nacional [OECD/LEGAL/0263]”, y su 

“Anexo 5: Lista de Actividades y Órganos Opcionales para la Participación de Costa Rica”; ii) 

la “Decisión del Consejo de invitar a la República de Costa Rica a adherirse a la Convención 

de la OCDE” (en adelante, la Decisión del Consejo de la OCDE); y iii) la “Convención de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos” propiamente tal, con el 

“Protocolo Adicional N°1 a la Convención de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos” y el “Protocolo Adicional N°2 a la Convención de la Organización para 

la Cooperación y el Desarrollo Económicos”. 

 

En relación con el Acuerdo de Adhesión, este constituye el instrumento jurídico de Derecho 

Internacional Público mediante el que se establece la adhesión del país a esta organización. 

Dicho Acuerdo consta de dos partes: a) la Declaración Final y sus anexos y b) la Decisión del 

Consejo de la OCDE.  

 

Sobre la Declaración Final, esta es un requisito establecido en la Hoja de Ruta, según el cual 

tras la conclusión de las 22 evaluaciones técnicas, el país debe remitir al Secretario General 

de la OCDE un documento en el que el país manifiesta que, mediante el depósito del 

instrumento de adhesión a la Convención, asumirá todas las obligaciones derivadas de la 

membresía a la OCDE y aceptará los objetivos y compromisos de la organización, sus reglas 

de funcionamiento y de trabajo, sus instrumentos jurídicos sustantivos, entre otros.  

 



 

 

Adicionalmente, el país declara que acepta el “Acuerdo entre la República de Costa Rica y la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, sobre los privilegios, 

inmunidades y facilidades otorgados a la Organización” que entró en vigor el 6 de setiembre 

de 201818. Igualmente, el país manifiesta su interés en participar en ciertas actividades y 

órganos de la OCDE a título opcional, la terminación de acuerdos previos con la organización 

y su aceptación de cumplir con sus compromisos posteriores a la adhesión.  

 

La Declaración Final cuenta con cinco anexos. En el Anexo 1 (Observaciones específicas 

sobre la aceptación de instrumentos jurídicos de la OCDE) se establece que el país acepta los 

instrumentos jurídicos de la organización, con observaciones específicas de tres tipos: a) las 

que detallan el plazo al que el país se compromete para la implementación de los planes de 

acción presentados a los comités para atender adecuadamente el contenido del instrumento 

legal; b) las que realizan aclaraciones con respecto al entendimiento del país sobre secciones 

específicas de los instrumentos jurídicos; y c) las que establecen reservas a un instrumento 

específico. Tales observaciones refieren un total de 42 instrumentos jurídicos de la OCDE, en 

las áreas de químicos, competencia, ambiente, manejo de residuos, mercados financieros, 

asuntos fiscales, inversión, transporte marítimo, gobernanza pública, ciencia y tecnología, y 

turismo. 

 

En el Anexo 2 (Lista de reservas al Código de Liberalización de Movimientos de Capital) y en 

el Anexo 3 (Lista de reservas al Código de Liberalización de Operaciones Invisibles Actuales), 

se detallan las reservas del país con respecto a los Códigos de Liberalización de la OCDE. Los 

Códigos son dos instrumentos jurídicos que tienen el objetivo de facilitar la inversión y el 

comercio transfronterizo de servicios, de manera tal que los residentes de los países miembros 

de la OCDE puedan llevar a cabo dichas actividades como si fueran residentes de un mismo 

país. El principio fundamental, del cual también se beneficiará Costa Rica, es que no existan 

discriminaciones respecto a las operaciones amparadas por los Códigos. Al mismo tiempo, 

cada país miembro tiene la posibilidad de incorporar una lista de reservas (excepciones).  

 

                                                 
18 Este Acuerdo fue aprobado por Costa Rica mediante Ley N° 9533 del 24 de abril de 2018 y entró en vigor una 

vez que el Gobierno informó a la Organización que se completaron los requerimientos internos para su entrada 

en vigor, conforme al artículo 24, inciso 1 del Acuerdo. 



 

 

En el Anexo 4 (Lista de excepciones al trato nacional de acuerdo con la Tercera Decisión 

Revisada del Consejo sobre Trato Nacional) se listan las excepciones que Costa Rica notificó 

a la OCDE con relación al instrumento legal de la organización sobre trato nacional. Este 

instrumento tiene el objetivo de promover la aplicación a la inversión del compromiso de trato 

nacional (el compromiso de, en iguales circunstancias, tratar a las empresas que operan en su 

territorio bajo control extranjero de forma no menos favorable que las que están bajo control 

nacional). Todos los países de la OCDE tienen su propia lista de reservas a este principio, que 

incluye los casos en que su normativa no les permite cumplir con el mismo.  

 

Es importante señalar que, en el caso de Costa Rica, las listas mencionadas no requerirán la 

aprobación de nuevas leyes, pues reflejan la situación actual del marco jurídico nacional.  

 

Por último, en el Anexo 5 (Lista de Actividades y Órganos Opcionales para la Participación de 

Costa Rica), se listan cuatro instancias en las cuales la participación es de carácter opcional 

para los miembros y en las cuales Costa Rica ha decidido participar. Estas cuatro instancias 

son el Centro de Desarrollo19, el Foro Global de Transparencia e Intercambio de Información 

Tributaria20, el Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos21 y el Programa de 

Manejo de Químicos.  

 

Como se mencionó anteriormente, el Consejo de la OCDE, en su calidad de órgano superior 

de la organización, tomó la decisión de invitar a Costa Rica a suscribir la Convención de la 

OCDE el 15 de mayo de 2020. En la Decisión del Consejo de la OCDE se establece que el 

país asume los compromisos indicados en la Declaración Final y se especifican las seis áreas 

en las cuales el país deberá rendir informes de progreso a los órganos de la OCDE después 

de su adhesión a la Convención (químicos, competencia, gobierno corporativo de empresas 

del Estado, pesca, ambiente y gobernanza pública). También, se detalla la forma en que el 

país deberá reportar el avance en cada una de estas áreas y se establece el compromiso del 

país de aportar los recursos financieros para respaldar la evaluación de estos informes de 

progreso.  

                                                 
19 Para más detalle: https://www.oecd.org/dev/ 

20 Para más detalle: https://www.oecd.org/tax/transparency/ 

21 Para más detalle: https://www.oecd.org/pisa/ 

https://www.oecd.org/dev/
https://www.oecd.org/tax/transparency/
https://www.oecd.org/pisa/


 

 

 

Por otra parte, uno de los requisitos más importantes para que Costa Rica pueda convertirse 

en miembro de la OCDE es la adhesión a la “Convención de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos”, suscrita en París, Francia, el 14 de diciembre de 

1960, y sus protocolos adicionales, a saber: el “Protocolo Adicional N°1 a la Convención de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, suscrito en París, Francia, el 

14 de diciembre de 1960; y el “Protocolo Adicional N°2 a la Convención de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, suscrito en París, Francia, el 14 de diciembre 

de 1960. 

 

La Convención de la OCDE consta de un preámbulo y 21 artículos. En el artículo 1 se establece 

que los objetivos de la organización son promover políticas destinadas a expandir la economía 

y el empleo y a aumentar el nivel de vida en los países miembros, manteniendo la estabilidad 

financiera y contribuyendo al desarrollo de la economía mundial. Estas políticas estarán 

destinadas a contribuir a una sana expansión económica en los países miembros y en los no 

miembros en vías de desarrollo, al igual que a la expansión del comercio mundial sobre una 

base multilateral y no discriminatoria.  

 

En los artículos 2 y 3 se detallan los compromisos de los países miembros para cumplir con 

dichos objetivos y en el artículo 4 se afirma que los miembros de la organización son las partes 

contratantes de la Convención. Los artículos 5 y 6 se refieren a las potestades de la 

organización y a la toma de decisiones. Por otra parte, los artículos del 7 al 9 detallan los temas 

de composición e institucionalidad del Consejo y del Comité Ejecutivo de la organización. Los 

artículos 10 y 11 se refieren a la figura del Secretario General y el artículo 12 hace referencia 

a potestades de la organización.  

 

El artículo 13 señala que la representación en la Organización de las Comunidades Europeas 

será conforme a lo establecido en el Protocolo adicional N°1 a la Convención. Cabe resaltar 

que este es uno de los dos protocolos adicionales a la Convención que el país debe suscribir.  

 

En el artículo 14 se detallan los temas sobre la ratificación, depósito del instrumento de 

ratificación y entrada en vigor. El artículo 15 se refiere a la relación con la Organización 



 

 

Europea de Cooperación Económica (OECE). El artículo 16, por su parte, aborda el tema de 

la decisión de invitar a otros gobiernos a adherirse a la Convención.  

 

Además, los artículos 17 y 18 se refieren, respectivamente, a la posibilidad de denuncia de la 

Convención y a la sede de la organización. El artículo 19 dispone que la capacidad jurídica de 

la organización y los privilegios, exenciones e inmunidades de la organización, de sus 

funcionarios y de los representantes de sus miembros, se regirán conforme a lo establecido en 

el “Protocolo Adicional N°2 a la Convención de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos”. El artículo 20 se refiere al presupuesto y gastos de la organización y, 

por último, el artículo 21 indica que el gobierno depositario tiene el deber de comunicar la 

recepción de los instrumentos de ratificación, aprobación, adhesión o denuncia.  

 

Por su parte, en cuanto a los protocolos adicionales, el “Protocolo Adicional N°1 a la 

Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, se refiere a 

la representación en la OCDE de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos de las Comunidades Europeas (OECE) mientras que, el “Protocolo Adicional N°2 

a la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, atribuye 

capacidad jurídica a la organización y establece que esta, sus funcionarios y los representantes 

de sus miembros gozarán de privilegios, exenciones e inmunidades.  

 

Conforme a este último protocolo, Costa Rica suscribió el “Acuerdo entre la República de Costa 

Rica y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, sobre los privilegios, 

inmunidades y facilidades otorgados a la Organización”, mencionado anteriormente, el cual fue 

aprobado mediante la Ley N° 9533 del 24 de abril de 2018.  

 

El artículo 2 “Consejo Rector Nacional para la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos ” del proyecto de Ley, crea el Consejo Rector Nacional para la OCDE, 

instancia responsable de la aprobación  y seguimiento del Plan de Trabajo que el Estado 

costarricense deberá desarrollar y promover  en el marco de la OCDE.  

 

Adicionalmente, se establece que el Consejo Rector estará integrado por el Ministro o Ministra 

de la Presidencia, el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores y Culto, el Ministro o Ministra 



 

 

de Planificación y Política Económica, el Ministro o Ministra de Hacienda, y el Ministro o 

Ministra de Comercio Exterior. 

 

Se pretende asignar al Ministerio de Comercio Exterior el rol de presidir y ejercer la Secretaría 

Técnica del Consejo Rector, instancia en la que recae la coordinación nacional entre los 

órganos y entes públicos que correspondan, según sus ámbitos de temas de competencia, a 

efecto de formular e implementar el referido Plan de Trabajo.  

 

Esto último en aras de aprovechar la experiencia acumulada, y capacidades técnicas 

generadas por el Ministerio de Comercio Exterior a lo largo del proceso de adhesión, así como 

el conocimiento que ha acumulado sobre el funcionamiento y requerimientos de la OCDE a lo 

largo de más de una década de trabajo e interacción con ella que potencia el buen desempeño 

requerido para dichas labores. 

 

COMEX ha guiado y coordinado el trabajo institucional estatal para atender la ejecución del 

proceso de adhesión y la participación del país en los comités de la organización. Así, el Poder 

Ejecutivo, mediante COMEX, ha apoyado a órganos y entes públicos en la formulación e 

implementación de los planes de acción presentados a los distintos comités para adoptar 

recomendaciones de la OCDE, incluyendo el acompañamiento e impulso a las reformas 

legislativas necesarias, que sin el apoyo de los Poderes Legislativo y Judicial no hubieran sido 

posibles. 

 

Por otra parte, con el propósito de articular el trabajo de la participación técnica ante los 

diferentes foros que integran la OCDE y coadyuvar en la labor del Consejo Rector y a 

Secretaría Técnica, se ha considerado la necesidad de que se establezcan, vía reglamentaria, 

mecanismos de coordinación interinstitucional, para que los distintos órganos y entes públicos 

con competencias legales en los temas propios del trabajo con la OCDE integren y atiendan 

de forma planificada y eficiente los requerimientos de las instancias técnicas de la 

organización. 

 



 

 

Valga anotar que se espera que los más de 40 órganos y entes públicos22 que participan desde 

hace años en la OCDE en seguimiento al trabajo técnico continúen desempeñando el rol de 

representar al país en los distintos comités y foros, para asegurar que se aproveche la 

incorporación de nuestro país a la organización. 

 

En el artículo 3, denominado “Presupuesto, pago de cuota de membresía y obligaciones 

derivadas en el marco de la OCDE”, se establece que COMEX incluirá en el anteproyecto de 

presupuesto ordinario de la República, que presente ante el Ministerio de Hacienda, la cuota 

de membresía anual a la organización. Lo anterior, con el fin de cumplir con las obligaciones 

de membresía a la organización, de conformidad con la Sección A “Declaración General de 

Aceptación” de la Declaración Final, al igual que del artículo XVI de la Convención de la OCDE, 

que establece que el Consejo de la OCDE podrá tomar la decisión de invitar a cualquier 

Gobierno preparado para asumir las obligaciones de membresía para adherirse a la 

Convención.  

 

                                                 
22 El equipo interinstitucional de Costa Rica que ha participado y representado activamente a Costa Rica en los 

diferentes comités técnicos de la OCDE está compuesto por los siguientes ministerios e instituciones públicas: 

Ministerio de Comercio Exterior, como coordinador del proceso de adhesión; Ministerio de Agricultura y 

Ganadería; Ministerio de Ambiente y Energía; Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones; Ministerio 

de Comunicación; Ministerio de la Condición de la Mujer - Instituto Nacional de la Mujer; Ministerio de 

Coordinación con Sector Privado; Ministerio de Cultura y Juventud; Ministerio de Desarrollo Humano e Inclusión 

Social - Instituto Mixto de Ayuda Social; Ministerio de Economía, Industria y Comercio; Ministerio de Educación 

Pública; Ministerio de Hacienda; Ministerio de Justicia y Paz; Ministerio de la Niñez y la Adolescencia; Ministerio 

de Obras Públicas y Transportes; Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica; Ministerio de la 

Presidencia; Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto; Ministerio de Salud; Ministerio de Seguridad Pública, 

Gobernación y Policía; Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; Ministerio de Turismo - Instituto Costarricense 

de Turismo; Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos; Agencia de Protección de Datos de los Habitantes; 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; Banco Central de Costa Rica; Benemérito Cuerpo de Bomberos; 

Caja Costarricense del Seguro Social; Comisión Nacional de Emergencias; Comisión para Promover la 

Competencia; Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero; Contraloría General de la República; 

Consejo Nacional de Concesiones; Dirección General de Migración y Extranjería; Instituto Costarricense de Pesca 

y Acuicultura; Instituto Nacional de Aprendizaje; Instituto Nacional de Estadísticas y Censo; Ministerio Público; 

Procuraduría General de la República; Superintendencia General de Entidades Financieras; Superintendencia de 

Pensiones; Superintendencia General de Seguros; Superintendencia General de Valores; Superintendencia de 

Telecomunicaciones; Promotora de Comercio Exterior y Servicio Fitosanitario del Estado.  



 

 

Igualmente, establece que COMEX incluirá en el anteproyecto de presupuesto ordinario de la 

República, el monto que garantice la operación de la Delegación Permanente de Costa Rica 

ante dicho organismo, de conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la ley No. 9154 del 

3 de julio de 2013, denominada “Aprueba Acuerdo que establece asociación entre 

Centroamérica y la Unión Europea y sus Estados miembros, aprueba Enmienda al artículo XXI 

de la Convención sobre el comercio internacional de especies amenazadas de fauna y flora 

silvestre". 

 

Por otra parte, establece que los diferentes órganos, entes y poderes públicos deberán 

incorporar, cada año, en el anteproyecto del presupuesto ordinario de la República, que 

presenten ante el Ministerio de Hacienda o en el proyecto de presupuesto ordinario que se 

presente a la Contraloría General de la República, según corresponda, el monto 

correspondiente para desarrollar los compromisos y las acciones derivadas del Plan de 

Trabajo, adicionalmente, ordena al Ministerio de Hacienda la incorporación de los recursos 

para atender tales compromisos en el Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario de la 

República, que se presente por parte del Poder Ejecutivo ante la Asamblea Legislativa.  

 

Lo anterior, con el propósito de proveer contenido económico las acciones definidas en el Plan 

de Trabajo, que responderá a esfuerzos articulados desde la institucionalidad pública, para la 

materialización de objetivos estratégicos del país en su relación con la OCDE, en función de 

las competencias de cada uno de los órganos y entes públicos participantes. 

 

El artículo 4 “Modificación a la Ley N° 9154”, mantiene que la delegación del país ante la 

OCDE, ubicada en París, Francia, formará parte de COMEX.  La modificación indica que, el 

Poder Ejecutivo, entiéndase en este caso Presidente y Ministro o Ministra de Comercio 

Exterior, previa consulta al Consejo Rector, establecerá la conformación de la Delegación 

Permanente. Esto, por cuanto es la práctica de los países miembros de la OCDE conformar 

sus delegaciones con funcionarios propuestos por la institucionalidad pública involucrada al 

efecto, de acuerdo a los objetivos estratégicos que se pretenda impulsar por parte del Estado 

costarricense. 

 

 



 

 

 

 

IV.- El futuro de Costa Rica en la OCDE: áreas de participación como miembro y 

beneficios esperados 

 

La OCDE promueve una cultura de evaluación y mejora continua en sus miembros. Para lograr 

este objetivo, la OCDE cuenta con instrumentos como la participación en foros, comités y 

grupos de trabajo, las evaluaciones periódicas, los exámenes de pares y las evaluaciones a 

los compromisos posteriores a la adhesión. 

 

 Participación en los foros, comités y grupos de trabajo: la OCDE trabaja a través de 

más de 300 comités, foros y grupos de trabajo que cubren casi todas las áreas de política 

pública. En estos espacios técnicos, los países trabajan para formular soluciones a retos 

comunes, evalúan los datos y el desempeño de las políticas adoptadas.  

 

Los participantes son funcionarios públicos de alto nivel, expertos en las áreas técnicas de 

cada uno de los países miembros. En algunas ocasiones participan también 

representantes académicos y de organismos internacionales. Los comités brindan 

espacios periódicamente para conocer la perspectiva del sector empresarial por medio de 

la organización “Business at OECD” (BIAC)23, del sector sindical mediante la organización 

“The Trade Union Advisory Committee” (TUAC)24, y de la sociedad civil por medio de 

organizaciones como “OECD Watch”25. 

 

 Evaluaciones periódicas: el Comité de Análisis Económico y del Desarrollo se considera 

la columna vertebral de la política económica en la OCDE. Su mandato es mejorar el 

desempeño económico de los miembros de manera sostenible mediante la promoción de 

una mejor comprensión de sus desafíos económicos clave y ayudar a fortalecer sus 

políticas económicas.  

 

                                                 
23 Para más detalle: http://biac.org/ 

24 Para más detalle: https://tuac.org/ 

25 Para más detalle: https://www.oecdwatch.org/ 

http://biac.org/
https://tuac.org/
https://www.oecdwatch.org/


 

 

El principal instrumento de trabajo de este comité es la aplicación de evaluaciones 

económicas que se realizan cada dos años a los países y que se han realizan desde la 

fundación de la OCDE en 1961. Estas evaluaciones requieren de un proceso preparatorio 

de alrededor de un año, durante el cual la Secretaría de la OCDE trabaja con los 

funcionarios, la academia y el sector privado de cada país. El objetivo de estas 

evaluaciones es revisar los resultados de las políticas actuales y brindar recomendaciones 

para mejorar el desempeño de la economía, con énfasis en las reformas estructurales 

necesarias para avanzar en la agenda de desarrollo del país. 

 

De ese trabajo del comité surgen recomendaciones que el país debe implementar y que 

se construyen con el propio país con una visión integral. Si bien en el acatamiento de tales 

recomendaciones no media un mecanismo formal sancionatorio, el ejercicio de evaluación 

periódica promueve una cultura de mejora continua respecto de las recomendaciones que 

se emitieron en ejercicios anteriores. Así, si durante una evaluación se expresa una 

preocupación y se sugieren opciones de política para atenderla, la siguiente examinará 

cómo el país actuó en atención a ello y los resultados obtenidos. 

 

 Exámenes de pares: adicionalmente, Costa Rica como miembro de la OCDE tendrá la 

oportunidad de participar voluntariamente en revisiones de pares en diversas áreas de 

interés para mejorar la provisión de servicios públicos al ciudadano. Estas revisiones son 

una evaluación voluntaria del desempeño de las prácticas de un país en un área en 

particular, la cual es realizada por otros países con el apoyo de los expertos de la 

Secretaría. El objetivo del ejercicio es ayudar al país bajo revisión a mejorar su formulación 

de políticas, adoptar las mejores prácticas y cumplir con los estándares y principios 

establecidos.  

 

 Compromisos posteriores a la adhesión: para Costa Rica el proceso de adhesión ha 

sido fundamental en el diseño y la implementación de nuevas políticas nacionales de la 

mano de una importante agenda de reformas legislativas y administrativas. No obstante, 

el trabajo no termina con la adhesión a la OCDE. Por el contrario, es el inicio de un camino 

de mejora continua para incorporar las mejores prácticas internacionales.  

 



 

 

Según se establece en la Decisión del Consejo de la OCDE de invitar a Costa Rica a 

adherirse al Convenio sobre la OCDE, del 15 de mayo de 2020, Costa Rica deberá 

presentar informes de progreso a ciertos comités de la OCDE después de su adhesión a 

la Convención26, puntualmente en las áreas de químicos, competencia, gobierno 

corporativo de empresas del Estado, pesca, ambiente y gobernanza pública, como se 

mencionó anteriormente. Adicionalmente a estas seis áreas, Costa Rica deberá reportar 

avances periódicos en las otras áreas evaluadas: mercados financieros, inversión, ciencia 

y tecnología, asuntos fiscales, comercio, salud, agricultura, política educativa, empleo, 

trabajo y asuntos sociales, política regulatoria, política de consumidor, economía digital, 

seguros y pensiones privadas, estadísticas, cohecho. Estos reportes de avances se 

realizarán como parte de la participación regular del país en dichos comités, a excepción 

del Comité de Análisis Económico y del Desarrollo, que como ya se explicó cuenta con un 

mecanismo de evaluación permanente, cada dos años. 

 

La adhesión de Costa Rica a la OCDE es solamente el primer paso en un camino de mejora 

continua para el país. Por ello, en adición a los beneficios que dicho proceso de adhesión ya 

ha producido para el país (y que se detallaron previamente), se estima que, a partir del 

momento en que el ingreso del país a la organización se concrete efectivamente, se 

consolidarán una serie de beneficios adicionales, entre los cuales resulta importante destacar 

los siguientes: 

 

 Intercambio de mejores prácticas: la OCDE es un foro único para comparar experiencias 

e intercambiar las mejores prácticas en una gran diversidad de áreas de política pública. Así 

como el país ya ha tenido la experiencia de participar activamente en discusiones, de 

compartir sus experiencias exitosas (en temas como ecoturismo, medio ambiente y 

estadísticas), y de adoptar estándares de la organización sobre mejores prácticas (en temas 

como la lucha contra el soborno transnacional y gobierno corporativo de empresas del 

Estado), es de esperar que ello continúe ocurriendo en el futuro y se multiplique a todos los 

ámbitos en los que trabaja la OCDE. Los formuladores de políticas públicas costarricenses 

                                                 
26 Los informes de progreso posteriores a la adhesión son una herramienta para que los comités den seguimiento 

a la implementación de los compromisos asumidos por Costa Rica o las recomendaciones hechas por un comité 

durante el proceso de adhesión. 



 

 

tendrán la oportunidad inigualable de compartir los desafíos que enfrentan con sus pares 

de los países más avanzados del mundo, pudiendo aprender de ellos en cuanto a las 

mejores prácticas para atender esos desafíos y las lecciones aprendidas.  

 

 Acceso a estadísticas e indicadores confiables y comparables: la OCDE es una de las 

fuentes de datos y de análisis más relevantes y confiables en el mundo. La organización 

utiliza metodologías innovadoras y evalúa, monitorea y compara cifras de sus países 

miembros, para así determinar la efectividad de sus políticas públicas y definir aquellas 

áreas de mejora y atención. Esta información de alta calidad contribuye a una mejor toma 

de decisiones por parte del gobierno y de la sociedad civil. El trabajo conjunto del INEC, el 

BCCR y otras instituciones con la OCDE, ha permitido elevar los estándares en las 

estadísticas oficiales siguiendo la Recomendación del Consejo de la OCDE sobre Buenas 

Prácticas Estadísticas27 y fortaleciendo el sistema de gestión de calidad de las estadísticas 

oficiales. Además, esto nos ha llevado a estar a la vanguardia en estadísticas 

microeconómicas a nivel de empresa, inversión extranjera directa y comercio, cuestión que 

es reconocida por la propia OCDE.  

 

 Influencia en decisiones globales: la OCDE es una organización pionera en el análisis y 

la discusión de políticas sobre temas de vanguardia y es una fuente de estándares 

internacionales, apoyando el avance de la agenda global en áreas como las reformas para 

el crecimiento y el empleo, el comercio, el cambio climático, temas tributarios, la lucha contra 

la corrupción, así como la promoción de un desarrollo más inclusivo y sostenible. Costa 

Rica es una nación pequeña y participar en la OCDE, en igualdad de condiciones a los otros 

países miembros, le permite incidir en el desarrollo de soluciones comunes y en la 

formulación de esos estándares internacionales. Por ejemplo, en las discusiones globales 

en materia de inteligencia artificial, en el diseño de los nuevos estándares en estadísticas, 

en la lucha contra el cambio climático y en las medidas para atender la crisis del COVID-19. 

En algunas áreas Costa Rica ya tiene una voz importante. 

 

                                                 
27 Recomendación del Consejo de la OCDE sobre Buenas Prácticas Estadísticas disponible en 

https://www.oecd.org/statistics/good-practice-toolkit/OECD-LEGAL-0417-spa.pdf 



 

 

 Atracción de inversión: pertenecer a la OCDE es un reconocimiento que ostentan países 

que demuestran su compromiso de cumplir con estándares mundiales exigentes y de 

promover la mejora continua de sus políticas. La adhesión a la OCDE envía un mensaje 

positivo y genera una mayor confianza de inversionistas nacionales e internacionales28. 

Asimismo, desde el inicio de su acercamiento a la OCDE, Costa Rica se ha posicionado en 

la organización como un caso exitoso a nivel mundial en materia de atracción de inversión 

y ha contribuido al trabajo de esta en iniciativas como la de una propuesta para la creación 

de una Red de agencias de promoción de inversión de países OCDE para intercambiar 

buenas prácticas y experiencias en esta materia.  

 

De conformidad con los argumentos señalados y por considerar que la adhesión de Costa Rica 

a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos traerá grandes beneficios 

para el país, se somete el presente “Proyecto de Ley de Aprobación del Acuerdo sobre los 

términos de la adhesión de la República de Costa Rica a la Convención de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, suscrito en San José, Costa Rica, el 28 de 

mayo de 2020; la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos, suscrita en París, Francia, el 14 de diciembre de 1960; el Protocolo Adicional N°1 

a la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, suscrito 

en París, Francia, el 14 de diciembre de 1960; y el Protocolo Adicional N°2 a la Convención de 

la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, suscrito en París, Francia, el 

14 de diciembre de 1960, y normas relacionadas”, al conocimiento de los señores y señoras 

diputadas, para su discusión y aprobación legislativa. 

 

 

 

 

 

                                                 
28 De acuerdo con información suministrada por la OCDE, varios fondos de inversión analizan si un país es 

miembro de la OCDE antes de seguir adelante con una inversión. Las firmas de servicios profesionales han 

observado que, al asesorar a sus clientes, los fondos de inversión solo fomentan las compras de valores si los 

emisores provienen de países miembros de la OCDE. En algunos casos, debido a regulaciones legales, los 

fondos están limitados en invertir sus activos solo en los países miembros de la OCDE. 



 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

 

DECRETA: 

 

APROBACIÓN DEL ACUERDO SOBRE LOS TÉRMINOS DE LA ADHESIÓN DE LA 

REPÚBLICA DE COSTA RICA A LA CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA 

COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SUSCRITO EN SAN JOSÉ, COSTA 

RICA, EL 28 DE MAYO DE 2020; LA CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA 

COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SUSCRITA EN PARÍS, FRANCIA, 

EL 14 DE DICIEMBRE DE 1960; EL PROTOCOLO ADICIONAL N°1 A LA CONVENCIÓN 

DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, 

SUSCRITO EN PARÍS, FRANCIA, EL 14 DE DICIEMBRE DE 1960; Y EL PROTOCOLO 

ADICIONAL N°2 A LA CONVENCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN 

Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SUSCRITO EN PARÍS, FRANCIA, EL 14 DE 

DICIEMBRE DE 1960, Y NORMAS RELACIONADAS. 

 

ARTÍCULO 1.- Aprobación. 

 

Se aprueban, en cada una de sus partes, el Acuerdo sobre los términos de la adhesión de la 

República de Costa Rica a la Convención de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos, suscrito en San José, Costa Rica, el 28 de mayo de 2020; la 

Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, suscrita en 

París, Francia, el 14 de diciembre de 1960; el Protocolo Adicional N°1 a la Convención de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, suscrito en París, Francia, el 

14 de diciembre de 1960; y el Protocolo Adicional N°2 a la Convención de la Organización para 

la Cooperación y el Desarrollo Económicos, suscrito en París, Francia, el 14 de diciembre de 

1960; cuyos textos son los siguientes:
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Yo, Cynthia Diez Menk, cédula de identidad número 1-420-294, Traductora Oficial del Ministerio 
de Relaciones Exteriores y Culto de la República de Costa Rica, nombrada por Acuerdo Ejecutivo 
No. 530-001-A-J del 25 de febrero de 2002 publicado en la Gaceta No. 86 del 7 de mayo de 2002, 
certifico que en idioma español los documentos a traducir (Acuerdo sobre los términos de la 
adhesión de la República de Costa Rica a la Convención de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos; Carta de fecha 13 de mayo de 2020 suscrita por la señora Gita 
Kothari, Directora Adjunta ad interim, Dirección de Asuntos Jurídicos de la OCDE, cuyo asunto es 
Copia certificada de la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos y los Protocolos relacionados; Convención de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos;  Protocolo Adicional No. 1 a la Convención de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos y Protocolo Adicional No. 2 a la Convención de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos) dicen lo siguiente: 

ACUERDO SOBRE 
LOS TÉRMINOS DE LA ADHESIÓN DE 

LA REPÚBLICA DE COSTA RICA  
A LA CONVENCIÓN DE 

LA ORGANIZACIÓN PARA LA  
COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO 

ECONÓMICOS 
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DECLARACIÓN DEL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA REFERENTE 
A LA ACEPTACIÓN DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA DE LAS OBLIGACIONES 

COMO MIEMBRO DE LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL 
DESARROLLO ECONÓMICOS 

31 de marzo de 2020 

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA: 

Teniendo en cuenta la Convención de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos del 14 de diciembre de 1960 (en lo sucesivo, “la 
Convención”) y los Protocolos adicionales No. 1 y 2 a la Convención;  

Teniendo en cuenta el artículo 16 de la Convención, que establece que el 
Consejo podrá decidir invitar a cualquier Gobierno preparado para asumir las 
obligaciones como miembro para adherirse a la Convención; 

Teniendo en cuenta la decisión del Consejo adoptada el 9 de abril de 2015 por 
la cual el Consejo decidió iniciar las discusiones de adhesión con la República de 
Costa Rica [C(2015)43/REV1; C/M(2015)8/REV1, punto 64, d)]; 

Teniendo en cuenta la hoja de ruta para la adhesión de Costa Rica a la 
Convención de la OCDE [C(2013)110/FINAL], adoptada por el Consejo el 8 de julio 
de 2015, que estableció los términos, las condiciones y el proceso para la adhesión 
de la República de Costa Rica a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (en lo sucesivo, “la Organización”); 

DECLARA lo siguiente: 

A. DECLARACIÓN GENERAL DE ACEPTACIÓN 

1. La República de Costa Rica asumirá, mediante el depósito de su instrumento 
de adhesión a la Convención, todas las obligaciones como miembro de la 
Organización, incluidas, entre otras, la aceptación de: 

i)     los objetivos de la Organización, según se establecen en el artículo 1 de 
la Convención, así como en el Informe del Comité Preparatorio de la 
OCDE de diciembre de 1960; 

ii) todos los compromisos establecidos en los artículos 2 y 3 de la 
Convención; 

iii) los Protocolos adicionales No. 1 y No. 2 a la Convención; 

iv) todas las decisiones, resoluciones, reglas, reglamentos y conclusiones 
adoptados por la Organización relacionados con su gestión y 
funcionamiento, incluidos los inherentes a la gobernanza de la 
Organización, las contribuciones financieras de los miembros, incluidas 
las actividades y órganos opcionales, así como costos relacionados con 
la evaluación de informes de avance posteriores a la adhesión, otros 
aspectos financieros y presupuestarios, asuntos de personal (incluidos 
los fallos del Tribunal Administrativo), asuntos procedimentales, 
relaciones con no miembros y clasificación de información;  

v) los estados financieros de la Organización; 

vi) los métodos de trabajo de la Organización; 
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vii) todos los instrumentos jurídicos sustantivos de la Organización vigentes 

en el momento de la decisión del Consejo de la OCDE de invitar a la 
República de Costa Rica a adherirse a la Convención, con las 
observaciones estipuladas en los anexos 1 a 5, cada anexo formando 
parte integral de la presente Declaración. Con respecto a cualesquiera 
instrumentos jurídicos adoptados entre la fecha de la decisión del 
Consejo de la OCDE de invitar a la República de Costa Rica a adherirse 
a la Convención y la fecha en que Costa Rica deposite su instrumento de 
adhesión, se considerará que la República de Costa Rica acepta estos 
instrumentos, a menos que indique lo contrario en el momento de 
adopción por parte del Consejo de la OCDE.1 

 

B. ACUERDO SOBRE PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DE LA ORGANIZACIÓN  

2. De conformidad con el artículo 24 del Acuerdo entre la República de Costa 
Rica y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos sobre los 
privilegios, inmunidades y facilidades otorgados a la Organización (en lo sucesivo, 
“el Acuerdo sobre privilegios e inmunidades”), firmado el 31 de mayo de 2016; el 
Acuerdo sobre privilegios e inmunidades entró en vigor el 6 de setiembre de 2018. 

C. PARTICIPACIÓN EN ACTIVIDADES Y ÓRGANOS OPCIONALES DE LA OCDE  

3. La República de Costa Rica desea participar en ciertas actividades y órganos 
opcionales al convertirse en miembro de la Organización, según se establece en el 
anexo 5, que forma parte integral de la presente Declaración. La República de Costa 
Rica reconoce que, para ciertas actividades u órganos opcionales, existen 
procedimientos y/o criterios específicos que se aplicarán para la participación o 
membresía. 

D. TERMINACIÓN DE ACUERDOS ANTERIORES CON LA ORGANIZACIÓN 

4. La República de Costa Rica observa que, a partir de la fecha de su adhesión 
a la Convención, se considerarán terminados los acuerdos anteriores entre la 
República de Costa Rica y la Organización relacionados con su participación como 
no miembro en algunos órganos de la OCDE. A partir de la fecha de su adhesión, 
la República de Costa Rica participará en esos órganos de la OCDE como miembro 
de la Organización.

                                                 
1 Para Costa Rica, las nuevas Decisiones de la OCDE o la revisión de las Decisiones existentes de 

la OCDE, adoptadas de conformidad con las disposiciones de los artículos 5 y 6 de la Convención 
de la OCDE, después de la adhesión de Costa Rica a la Organización, serán equivalentes a la 
categoría de instrumento mencionada en artículo 121 (4), párrafo 3 y artículo 140 (10), párrafo 2 
de la Constitución de la República de Costa Rica. 
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E. ENTREGA DE INFORMES POSTERIORES A LA ADHESIÓN 

5. Luego de su adhesión, la República de Costa Rica acuerda entregar informes 
de avance a comités seleccionados de la OCDE, según se establece en la Decisión 
del Consejo de la OCDE de invitar a la República de Costa Rica a adherirse a la 
Convención.  

6. La República de Costa Rica acuerda, además: 

i) contribuir con recursos financieros al nivel determinado por el Consejo para 
apoyar la evaluación de los informes de avance posteriores a la adhesión 
exigidos por el Consejo en su Decisión de invitar a la República de Costa 
Rica a adherirse a la Convención; 

ii) la publicación de un resumen anual de su avance posterior a la adhesión 
elaborado por el Secretario General; y 

iii) designar y mantener un punto de contacto de alto nivel tanto para los 
informes como para los avances posteriores a la adhesión.
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ANEXO 1: OBSERVACIONES ESPECÍFICAS SOBRE LA ACEPTACIÓN  
DE INSTRUMENTOS JURÍDICOS DE LA OCDE 

La República de Costa Rica acepta todos los instrumentos jurídicos vigentes de la OCDE en el 
momento de la decisión del Consejo de la OCDE de invitar a la República de Costa Rica a 
adherirse a la Convención, con las observaciones sobre los instrumentos indicados a continuación. 
La República de Costa Rica señala que estas decisiones y recomendaciones sustantivas son 
instrumentos derivados y adoptados de conformidad con el artículo 5 de la Convención a la que 
se adherirá Costa Rica. 

 

Químicos 

Decisión del Consejo relativa al conjunto mínimo de datos previos a la comercialización para la 
evaluación de productos químicos [OECD/LEGAL/0199]  

Costa Rica acepta esta Decisión con un plazo de implementación hasta finales de 2023. 

Decisión-Recomendación del Consejo sobre la investigación sistemática de productos químicos 
existentes [OECD/LEGAL/0232]  

Costa Rica acepta esta Decisión-Recomendación con un plazo de implementación hasta finales 
de 2023. 

Decisión-Recomendación del Consejo relativa a la provisión de información al público y la 
participación del público en los procesos de toma de decisión respecto de las medidas de 
prevención y respuesta a accidentes relacionados con sustancias peligrosas [OECD/LEGAL/0239]  

Costa Rica acepta esta Decisión-Recomendación con un plazo de implementación hasta finales 
de 2022. 

Decisión-Recomendación del Consejo sobre la investigación cooperativa y la reducción de riesgos 
de productos químicos [OECD/LEGAL/0441]  

Costa Rica acepta esta Decisión-Recomendación con un plazo de implementación hasta finales 
de 2023. 

Recomendación del Consejo que establece los lineamientos relativos al procedimiento y 
requerimientos para anticipar los efectos de los productos químicos sobre el hombre y el ambiente 
[OECD/LEGAL/0154]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2023. 

Recomendación del Consejo relativa a la protección de los derechos de propiedad de los datos 
presentados en las notificaciones de nuevos productos químicos [OECD/LEGAL/0203]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020. 

Recomendación del Consejo sobre la prevención, preparación y respuesta a accidentes con 
productos químicos [OECD/LEGAL/0319]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre el establecimiento y la aplicación de registros de emisiones y 
transferencia de contaminantes (RETC) [OECD/LEGAL/0440]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2023. 
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Competencia 

Recomendación del Consejo sobre la acción eficaz contra los cárteles intrínsecamente nocivos 
[OECD/LEGAL/0452] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020. 

Recomendación del Consejo sobre la evaluación de la competencia [OECD/LEGAL/0455] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Medio ambiente   

Recomendación del Consejo sobre la implementación del Principio Quien Contamina Paga 
[OECD/LEGAL/0132]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Recomendación del Consejo sobre ciertos aspectos financieros de las acciones de las autoridades 
públicas para prevenir y controlar los derrames de petróleo [OECD/LEGAL/0191] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre la prevención y el control integrado de la contaminación 
[OECD/LEGAL/0256] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre la información ambiental [OECD/LEGAL/0296] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre flujos de materiales y productividad de los recursos 
[OECD/LEGAL/0324] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020. 

Recomendación del Consejo sobre la productividad de los recursos [OECD/LEGAL/0358] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020. 

Recomendación del Consejo del Agua [OECD/LEGAL/0434] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Gestión de residuos 

Decisión del Consejo relativa al control de los movimientos transfronterizos de los residuos 
destinados a las operaciones de recuperación [OECD/LEGAL/0266] 

Costa Rica acepta este instrumento con la siguiente observación: 

Costa Rica aplicará las siguientes restricciones a los movimientos de residuos, en consonancia 
con su legislación nacional: 

 La importación y el tránsito de residuos peligrosos, según lo dispuesto en el Decreto 
41527 de 2019 (Reglamento general para la clasificación y el manejo de residuos 
peligrosos), están prohibidos de conformidad con el artículo 34 de la Ley 8839 de 2010 
(Ley para la gestión integral de residuos).  

 Los residuos que exijan un manejo especial según el anexo I del Decreto 38272 de 
2014 (Reglamento para la declaratoria de residuos de manejo especial), podrán ser 
importados siempre que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 4 (bis),  
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es decir, si también son de los tipos generados en el país, no han sido alterados, 
tratados o desensamblados y si el país tiene la capacidad de tratarlos/recuperarlos 
adecuadamente.  

La importación de residuos ordinarios según lo definido en el artículo 6 de la Ley 8839 de 2010 
será controlada de conformidad con el artículo 35 de la Ley 8839 de 2010 (Ley para la gestión 
integral de residuos), y podrá ser autorizada “siempre que se determine mediante estudios 
técnicos y teniendo en consideración el principio precautorio, que la salud humana y el medio 
ambiente no están en peligro”. 

Costa Rica ha tomado medidas para implementar gradualmente los procedimientos de movimiento 
de la OCDE.  

El procedimiento ámbar se aplicará tan pronto Costa Rica se convierta en miembro de la OCDE. 
La aplicación del procedimiento “verde” comenzará después de un período transitorio de dos años 
durante el cual las disposiciones del artículo 35 de la Ley 8839 de 2010 se aplicarán también a 
todos los residuos de la lista verde.  

Recomendación del Consejo sobre una política integral de gestión de residuos 
[OECD/LEGAL/0147] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Recomendación del Consejo sobre la reutilización y el reciclaje de envases para bebidas 
[OECD/LEGAL/0159]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Mercados financieros 

Recomendación del Consejo sobre principios y buenas prácticas de educación y concienciación 
financiera [OECD/LEGAL/0338] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre buenas prácticas de educación y concienciación financiera en 
relación con el crédito [OECD/LEGAL/0370] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre un marco de políticas para una regulación financiera eficaz y 
eficiente [OECD/LEGAL/0377] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2023. 

Recomendación del Consejo sobre los principios de alto nivel de protección al consumidor 
financiero [OECD/LEGAL/0394] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2023. 

Recomendación del Consejo sobre protección al consumidor en materia de crédito de consumo 
[OECD/LEGAL/0453] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020.
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Asuntos fiscales 

Convención sobre asistencia administrativa mutua en materia fiscal, modificada por el Protocolo 
mediante el cual se enmienda la Convención sobre asistencia administrativa mutua en materia 
fiscal [OECD/LEGAL/0382] 

Costa Rica es Parte en esta Convención21con ciertas reservas y notificaciones. La fecha de 
entrada en vigor para Costa Rica fue el 1 de agosto de 2013.32 

Convención multilateral para aplicar las medidas relacionadas con los tratados fiscales para 
prevenir la erosión de las bases imponibles y el traslado de utilidades [OECD/LEGAL/0432] 

Costa Rica es signataria de esta Convención43y proporcionó, una vez firmada, una lista provisional 
de las reservas y notificaciones previstas.54  

Recomendación del Consejo relativa al Modelo de convenio tributario sobre la renta y el patrimonio 
[OECD/LEGAL/0292]  

Costa Rica acepta esta Recomendación con ciertas reservas y observaciones sobre el Modelo de 
Convenio Tributario de la OCDE.65 

Inversión 

Decisión del Consejo mediante la cual se adopta el Código de liberalización de las operaciones 
invisibles actuales [OECD/LEGAL/0001] 

Decisión del Consejo mediante la cual adopta el Código sobre liberalización de movimientos de 
capital [OECD/LEGAL/0002] 

Costa Rica acepta estas Decisiones con una lista de reservas propuestas al Código de 
liberalización de movimientos de capital y al Código de liberalización de las operaciones invisibles 
actuales de conformidad con el artículo 2 b) de los Códigos, según se establece en los anexos 2 
y 3 de la presente Declaración. 

Tercera Decisión revisada del Consejo sobre trato nacional [OECD/LEGAL/0263]  

Costa Rica acepta esta Decisión con una lista de excepciones propuestas para trato nacional 
según se establece en el anexo 4 de la presente Declaración.  

Recomendación del Consejo sobre los principios para la participación del sector privado en 
infraestructura [OECD/LEGAL/0349] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020.

                                                 
2 Costa Rica ratificó esta Convención el 22 de marzo de 2013 mediante la adopción de la Ley N° 

9118. 
3 Véase https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-

/conventions/treaty/127/declarations?p_auth=n2pRuopP&_coeconventions_WAR_coeconvention
sportlet_enVigueur=false&_coeconventions_WAR_coeconventionsportlet_searchBy=state&_coec
onventions_WAR_coeconventionsportlet_codePays=COS&_coeconventions_WAR_coeconventio
nsportlet_codeNature=10. 

4 Costa Rica ratificó esta Convención el 29 de octubre de 2019 mediante la adopción de la Ley N° 
9751. 

5 Véase http://www.oecd.org/tax/treaties/beps-mli-position-costa-rica.pdf. 
6 Véase https://www.oecd-ilibrary.org/taxation/model-tax-convention-on-income-and-on-capital-

condensed-version-2017_mtc_cond-2017-en;jsessionid=0ocraJoSLNkJzjeE0DG57aDV.ip-10-
240-5-119. 
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Transporte marítimo 

Recomendación del Consejo relativa a los principios comunes de política marítima para los países 
miembros [OECD/LEGAL/0231] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con las siguientes observaciones sobre el Principio 14 
(“Servicios marítimos auxiliares”): 

Los servicios marítimos en puertos nacionales y el cabotaje en mares territoriales y ríos 
costarricenses se consideran un servicio público. Solo las empresas organizadas en virtud de la 
ley costarricense que utilicen embarcaciones de bandera costarricense pueden proveer transporte 
marítimo y fluvial y servicios turísticos entre dos puntos dentro del territorio de Costa Rica (véase 
el Código de Comercio (1853), Ley de Comercio Marítimo, Ley 104 de 1964; Ley de Servicio de 
Cabotaje de la República, Ley 2220 de 1958; Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Ley 
6990 de 1985; y Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, Ley 7593 de 1996). El 
artículo 537 del Código de Comercio Marítimo de Costa Rica establece una excepción a favor de 
los buques de matrícula extranjera cuando esto se establece en un tratado internacional. 

Gobernanza pública 

Recomendación del Consejo sobre Gobernanza presupuestaria [OECD/LEGAL/0410] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Recomendación del Consejo sobre el liderazgo y la capacidad en la función pública 
[OECD/LEGAL/0445] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2022. 

Ciencia y Tecnología 

Recomendación del Consejo sobre licenciamiento de las invenciones genéticas 
[OECD/LEGAL/0342] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Recomendación del Consejo sobre el acceso a datos de investigación financiada con fondos 
públicos [OECD/LEGAL/0347] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Recomendación del Consejo sobre el aseguramiento de calidad en pruebas genéticas 
moleculares [OECD/LEGAL/0350] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Recomendación del Consejo sobre los biobancos humanos y bases de datos de investigación 
genética [OECD/LEGAL/0375] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020
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Recomendación del Consejo sobre evaluación de la sostenibilidad de los bioproductos 
[OECD/LEGAL/0395] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2021. 

Recomendación del Consejo sobre la Gobernanza de los ensayos clínicos [OECD/LEGAL/0397] 

Costa Rica acepta esta Recomendación con un plazo de implementación hasta finales de 2020. 

Turismo 

Decisión-Recomendación del Consejo sobre política de turismo internacional 
[OECD/LEGAL/0222] 

Observaciones sobre la recomendación d): 

  En Costa Rica, las actividades de ecoturismo rural a pequeña escala (turismo 
comunitario o turismo rural comunitario), realizadas por empresas rurales dirigidas por 

grupos familiares o comunitarios, solo pueden obtener el incentivo de ecoturismo si 
están registradas como asociaciones personales locales (sin fines de lucro) o 
cooperativas de autogestión de la zona rural, conforme a la legislación costarricense. 
Se requieren pruebas de necesidades económicas. Esta medida no equivale a un 
requisito de residencia o nacionalidad, ya que es una condición técnica para verificar 
efectivamente que el servicio es de propiedad comunitaria y rural. 

  Las actividades de cabotaje turístico entre puertos costarricenses deben ser realizadas 
por embarcaciones registradas en Costa Rica. 

Observación sobre la recomendación f): 

El registro como guía turístico es voluntario, pero solo está disponible para nacionales o 
residentes. Como tal, se requerirá la nacionalidad o residencia cuando un guía turístico que preste 
servicios en el territorio (ya sea de manera temporal o permanente) desee registrarse y recibir 
credenciales del Instituto Costarricense de Turismo. 

Reserva al anexo I, sección d) iii):  

En Costa Rica, independientemente del seguro internacional que puedan tener, todos los 
vehículos automotores privados deben comprar un seguro obligatorio para automóviles, sin 
ninguna excepción o reconocimiento de otra cobertura, mientras transiten por el territorio 
costarricense. 

Observación sobre el anexo II, sección b): 

Costa Rica:  

  Se cobra un impuesto de ingreso de US$15 a los pasajeros aéreos que ingresan a 
Costa Rica desde el extranjero. Este impuesto está incorporado en el precio del boleto al 
momento de la compra. Los ingresos se utilizan específicamente para la promoción, el 
mercadeo, la planificación y el desarrollo sostenible de Costa Rica como destino turístico; 

  Se cobra un impuesto de salida de US$27 a todas las personas que salen del país por 
vía aérea. La práctica es incorporar el impuesto en el precio del boleto al momento de la 
compra; 
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  El Servicio Fitosanitario del Estado cobra un impuesto de US$2 por pasajero por los 
servicios de escaneo por rayos X o inspección de equipaje; 

  Se cobra una tarifa de salida de US$5 a todas las personas que salen del país por un 
cruce fronterizo terrestre; y 

  El Servicio Nacional de Sanidad Animal cobra un impuesto de US$1 a todas las 
personas que salen del país por tierra, por la aplicación de medidas de cuarentena.
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ANEXO 2: LISTA DE RESERVAS AL CÓDIGO DE LIBERALIZACIÓN DE MOVIMIENTOS DE 
CAPITAL [OECD/LEGAL/0002] 

COSTA RICA 
 

Lista A 

I/A 

Inversión directa: 

- En el país en cuestión por no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a:  

i. concesiones y permisos de uso de terrenos con fines 

comerciales en la zona marítimo-terrestre, las zonas urbanas 

litorales y las franjas fronterizas para no residentes y 

compañías de propiedad o control extranjero; 

ii. inversión en transporte por carretera en la medida en que el 

transporte de carga entre dos puntos dentro del territorio 

costarricense solo puede ser proporcionado por nacionales 

costarricenses o empresas constituidas en Costa Rica, que 

sean al menos en un 51% de propiedad y controladas o 

administradas efectivamente por nacionales costarricenses; 

iii. minería en la medida en que: 

a. el 75% de los miembros de las cooperativas de minería 

metálica deben ser de nacionalidad costarricense;  

b. no se pueden otorgar concesiones a gobiernos 

extranjeros ni a mandatarios de gobiernos extranjeros; 

iv. generación comercial de electricidad por empresas con 65% o 

más de propiedad extranjera;  

v. las empresas conjuntas con la Empresa de Servicios Públicos 

de Heredia (ESPH) están limitadas a un máximo de 49% de 

capital extranjero; 
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 vi. servicios de seguridad privada, vigilancia e investigación, así 

como escuelas de capacitación en seguridad privada; 

vii. agencias de medios de difusión y de publicidad, excepto a 

través de una empresa constituida en Costa Rica como 

empresa unipersonal/personal (sociedad personal) o una 

empresa de capital con acciones nominativas;  

viii. despachos de contadores públicos, que deben estar 

constituidos localmente y ser propiedad mayoritaria de 

contadores públicos autorizados; 

ix. el establecimiento de sucursales de instituciones financieras 

no residentes, incluidos los intermediarios financieros y de 

seguros, excepto bancos, servicios de gestión de cartera de 

fondos de inversión colectiva, gestores de fondos de inversión 

colectiva, intermediarios de reaseguros, compañías de 

seguros y reaseguros y sus servicios auxiliares. 

Lista B,  

 

III/A1, B1 

Operaciones inmobiliarias: 

- Construcción o compra en el país en cuestión por no residentes: 

Observación: La reserva se aplica al otorgamiento de concesiones y 

permisos para el uso de tierras de propiedad estatal en la zona 

marítimo-terrestre, áreas urbanas litorales y franjas fronterizas para 

no residentes y compañías de propiedad o control extranjero. 

- Construcción o compras en el extranjero por residentes.  

Observación: La reserva se aplica a la adquisición en el extranjero de 

bienes inmuebles por parte de bancos residentes, cooperativas de 

ahorro y crédito, empresas financieras no bancarias y fondos de 

pensiones.  

Lista A, 

 

IV/C1, D1 

Operaciones en valores de los mercados de capital:  

- Compra en el país en cuestión por no residentes: 
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Observación: La reserva se aplica únicamente a la compra de 
participaciones y otros valores de carácter participativo que puede 
estar sujeta a la legislación sobre la entrada de inversiones directas. 

- Compra en el extranjero por residentes. 

Observación: La reserva se aplica a la compra de:  

i) valores extranjeros y otros instrumentos financieros para 

fondos de pensiones privados, que representarían más del 

25% de los activos totales del fondo; 

ii) valores respaldados por bienes inmuebles para bancos 

residentes, cooperativas de ahorro y crédito e instituciones 

financieras no bancarias. 

Lista B 

V/D1 

Operaciones en mercados de dinero:  

- Compras en el extranjero por residentes. 

Observación: La reserva se aplica a la compra de:  

i) valores extranjeros y otros instrumentos financieros para 

fondos de pensiones privados, que representarían más del 

25% de los activos totales del fondo; 

ii) valores respaldados por bienes inmuebles para bancos 

residentes, cooperativas de ahorro y crédito y empresas 

financieras no bancarias. 

Lista B 

VI/D1 

Otras operaciones con instrumentos negociables y activos no 
titularizados: 

- Compras en el extranjero por residentes. 

Observación: Esta reserva se aplica únicamente a valores extranjeros 

y otros instrumentos financieros para fondos de pensiones privados, 

que representarían más del 25% de los activos totales del fondo. 

Lista A 

VIII(i)/B 

Créditos directamente vinculados con transacciones comerciales 

internacionales o con la prestación de servicios internacionales: 
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 - Créditos otorgados por residentes a no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a las empresas 

financieras no bancarias, que no pueden otorgar crédito a los no 

residentes. 

Lista B 

VIII(ii)/B 

Créditos directamente vinculados con transacciones comerciales 

internacionales o con la prestación de servicios internacionales: 

- Créditos otorgados por residentes a no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a las empresas 

financieras no bancarias, que no pueden otorgar crédito a los no 

residentes. 

Lista B  

IX/B 

Créditos y préstamos financieros: 

- Créditos y préstamos otorgados por residentes a no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a las empresas 

financieras no bancarias, que no pueden otorgar crédito a los no 

residentes. 

Lista A 

X(i&ii)/A2 

X(i)/B2 

 

Fianzas, garantías e instrumentos de respaldo financiero:  

- Fianzas y garantías otorgadas por residentes a favor de no 
residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a: 

i) el gravamen de acciones y cuotas de medios de difusión 

incorporados localmente o de agencias de publicidad a favor 

de corporaciones con acciones al portador, empresas o 

nacionales extranjeros; 

ii) empresas financieras no bancarias. 

-Instrumentos de respaldo financiero otorgados por residentes a favor 

de no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a las empresas 
financieras no bancarias. 
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Lista B 

X(ii)/B2 

Instrumentos de respaldo financiero:  

- Instrumentos de respaldo financiero otorgados por residentes a favor 

de no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a las empresas 

financieras no bancarias. 

Lista B 

XII/A2, A3 

Operaciones en divisas extranjeras: 

- En el país en cuestión por no residentes. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a la venta o 

intercambio de derivados de divisas y productos estructurados. 

 



17 

 

ANEXO 3: LISTA DE RESERVAS AL CÓDIGO DE LIBERALIZACIÓN DE OPERACIONES 
INVISIBLES ACTUALES [OECD/LEGAL/0001] 

 

COSTA RICA 
 

C/2 Transporte por vías navegables en el interior del país, incluidos los fletes. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente al transporte entre puertos 

nacionales. 

C/3 Transporte por carretera: pasajeros y mercancías, incluidos los fletes. 

 Observaciones: La reserva se aplica a los servicios de transporte de carga.  

D/3 Seguros de vida. 

 Anexo I del anexo A, parte I, D/3, párrafo 1. 

Observación: La reserva, que incluye la actividad de promoción, no se aplica si: 

i) la póliza de seguro se suscribe por iniciativa del titular de la póliza, y el 

contrato se concluye y se atiende en la jurisdicción de la aseguradora 

extranjera; 

ii) la cobertura de seguro de vida no está disponible en una compañía de 

seguros autorizada en el mercado costarricense. 

D/4 Todos los demás seguros. 

 Anexo I del anexo A, Parte I, D / 4, Párrafo 4. 

Observación: La reserva, que incluye la actividad de promoción, no se aplica: 

i) si la póliza de seguro se suscribe por iniciativa del titular de la póliza, y 

el contrato se concluye y se atiende en la jurisdicción de la aseguradora 

extranjera; 

ii) para líneas no ofrecidas de seguros (líneas surplus). 

D/7 Entidades que prestan otros servicios de seguros. 

 Anexo I del anexo A, parte IV, D/7. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente al establecimiento de 

intermediarios de seguros, que deben ser incorporados localmente.  

D/8  Pensiones privadas.  

 Anexo I del anexo A, Parte IV, D/8.  

Observación: La reserva se aplica únicamente a:  

i) el establecimiento de sucursales y agencias, que deben constituirse 

localmente; 

ii) prestación de servicios transfronterizos, excepto si la relación se inicia 

por iniciativa del titular de la póliza y si el contrato se concluye y se 

atiende en la jurisdicción del proveedor extranjero. 
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E/1 Servicios de pago. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente a la prestación de servicios de 

pago de divisas por parte de no residentes. 

E/2 Servicios bancarios y de inversión. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente a: 

i) prestación de servicios bancarios y de inversión, incluida la oferta 

pública de servicios de intermediación de valores o instrumentos 

financieros por parte de no residentes en Costa Rica, excepto si el 

servicio se toma por iniciativa del residente; 

ii) otorgamiento de créditos y financiamiento a no residentes por parte de 

empresas financieras no bancarias locales;  

iii) servicios de suscripción y de intermediación o colocación de valores por 

parte de no residentes en Costa Rica, excepto si el servicio se toma por 

iniciativa del residente y está relacionado con valores extranjeros.  

E/3 Servicios de liquidación, compensación, custodia y depósito de valores. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente a la prestación de servicios de 

custodia por parte de no residentes en Costa Rica, excepto si se solicita por 

iniciativa del residente y está relacionada con valores extranjeros o si el servicio 

se presta a una entidad de custodia costarricense. 

E/4 Gestión de activos. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente a: 

iv) provisión transfronteriza de servicios de gestión de cartera de fondos de 

inversión colectiva, gestión de fondos de pensiones y servicios 

fiduciarios para proyectos de infraestructura por parte de no residentes 

en Costa Rica; 

v) establecimiento de empresas de gestión de fondos de pensiones y 

servicios fiduciarios para proyectos de infraestructura que deben 

constituirse localmente. 

E/5 Servicios de asesoría y de gestión. 

 Observación: La reserva se aplica únicamente a la oferta pública de servicios 

de asesoramiento sobre valores o instrumentos financieros (incluidas las 

agencias calificadoras de riesgo).  

E/7  Condiciones para el establecimiento y operación de sucursales, agencias, etc. 

de inversionistas no residentes en el sector de servicios bancarios y financieros. 
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 Anexo II del anexo A, párrafo 1. 

Observación: La reserva sobre el párrafo 1 se refiere al establecimiento de 

sucursales para instituciones bancarias y el sector de servicios financieros que 

deben constituirse localmente; a excepción de bancos, servicios de gestión de 

cartera de fondos de inversión colectiva y gestores de fondos de inversión 

colectiva.  

H/1 Exportación, importación, distribución y uso de películas impresas y otras 

grabaciones, cualquiera sea el medio de reproducción, para proyecciones 

privadas o de cine, o para transmisiones de televisión.  

 Anexo V del anexo A, párrafo 2. 

Observación: La reserva se aplica únicamente a la cuota de pantalla para 

películas impresas y otras grabaciones para transmisiones de cine y televisión.  

L/6 Servicios profesionales.  

 Observación: La reserva se aplica únicamente a los requisitos de residencia 

para abogados, contadores, ingenieros y arquitectos, farmacéuticos, 

veterinarios, médicos y otras ramas médicas. 
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ANEXO 4: LISTA DE EXCEPCIONES AL TRATO NACIONAL DE ACUERDO CON LA 
TERCERA DECISIÓN REVISADA DEL CONSEJO SOBRE TRATO NACIONAL 

[OECD/LEGAL/0263] 

COSTA RICA 

A. Excepciones a nivel nacional  

I. Inversión de empresas establecidas controladas por extranjeros 

Bienes raíces: Concesiones y permisos de uso para realizar cualquier tipo de desarrollo o 
actividad en la zona marítima-terrestre restringida (islas y 150 metros de la línea de la zona 
pública, que incluye la zona a menos de 50 metros de la línea de pleamar ordinaria); zonas 
urbanas litorales (a 200 metros contiguos a la pleamar ordinaria, que han sido declaradas 
densamente pobladas antes de 2014); y las franjas fronterizas (a 2000 metros de las 
fronteras con Nicaragua y Panamá) no se otorgarán a empresas no residentes, de propiedad 
extranjera o controladas por extranjeros. 

Autoridades: Ley 6043, artículo 47. Ley 9221, artículo 13. Ley 2825, artículo 7. 

Minería: Únicamente personas físicas pueden constituir cooperativas mineras de metales 
para actividades mineras a pequeña escala con fines de subsistencia familiar o artesanal, y 
el 75% de los miembros deben ser nacionales costarricenses. No se pueden otorgar 
concesiones a gobiernos extranjeros o a líderes de gobiernos extranjeros para minería o 
exploración de metales; 

Autoridades: Ley 6797, artículos 9 y 74.  

Electricidad (generación, transmisión y comercialización): Las empresas privadas pueden 
invertir en la generación de energía comercial que no exceda los 50 000 kW, siempre que el 
35% del capital social de la compañía sea propiedad de ciudadanos costarricenses; que la 
compañía estatal, el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), compra la electricidad 
producida; y que la energía generada por todas las plantas privadas en Costa Rica no 
represente más del 30% de la energía total producida en el sistema eléctrico nacional. La 
participación de capital extranjero en empresas conjuntas con la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia (ESPH) está limitada a un máximo de 49% de capital. 

Autoridades: Ley 7200, artículos 3, 5 y 20. Ley 7789, artículo 15. 

Telecomunicaciones: La participación de capital extranjero en empresas conjuntas con la 

Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH) está limitada a un máximo de 49% de 
capital. 
 
Autoridad: Ley 7789, artículo 15. 
 
Transporte terrestre (carga): El transporte de carga entre dos puntos dentro del territorio 
costarricense solo puede ser proporcionado por nacionales costarricenses o empresas 
constituidas en Costa Rica, que sean al menos en un 51% de propiedad y controladas o 
administradas efectivamente por nacionales costarricenses. 
 
Autoridad: Decreto Ejecutivo 15624-MOPT de 1984, artículo 8 y Ley 7557, artículo 166.d). 
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Servicios de seguridad privada, vigilancia e investigación, así como escuelas de capacitación 
en seguridad privada: Las empresas deben ser propiedad de nacionales costarricenses, 

estar constituidas localmente como sociedades o asociaciones y todo el personal 
responsable de su organización, operación y administración debe ser residente. 
 
Autoridad: Ley 8395, artículos 13, 14 y 45.  
 
Contabilidad pública: Las empresas que brindan estos servicios deben estar constituidas 
localmente y ser propiedad mayoritaria de profesionales incorporados en Costa Rica como 
Contadores Públicos Autorizados. Se requiere un mínimo de cinco años de residencia en el 
país antes de poder incorporarse como Contador Público Autorizado. 
 
Autoridad: Ley 1038 de 1947, Decreto Ejecutivo 13606 de 1982, Ley 1038, artículo 3.f.  
 
Transporte aéreo: El suministro de servicios nacionales de transporte aéreo por parte de 
empresas extranjeras exige su constitución en Costa Rica. Los certificados de transporte 
aéreo para empresas no residentes están sujetos a reciprocidad, a excepción de los 
adherentes a los Códigos de liberalización de movimientos de capital y Códigos de 
liberalización de operaciones invisibles actuales, sujeto a su cumplimiento con el 
procedimiento técnico correspondiente. 
 
Autoridad: Ley 5150, artículo 150. 
 

II. Ayudas oficiales y subsidios 
 
No hay. 

 
III. Obligaciones fiscales 
 
No hay. 

 
IV. Compras del gobierno 
 
No hay. 

 
V. Acceso a las finanzas locales 
Minería: Los bancos costarricenses, combinados, no pueden financiar más del 10% de la 
inversión total de empresas de capital extranjero o con más del 50% de propiedad extranjera, 
que están invirtiendo en exploración o explotación minera. 
 
Autoridad: Ley 6797, artículo 70. 

B. Excepciones por subdivisiones territoriales 

No hay.   
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ANEXO 5: LISTA DE ACTIVIDADES Y ÓRGANOS OPCIONALES PARA LA PARTICIPACIÓN 
DE COSTA RICA 

 Centro de desarrollo 

 Foro global sobre transparencia e intercambio de información tributaria 

 Programa para la evaluación internacional de alumnos (PISA, por sus siglas en 
inglés) 

 Programa de gestión de productos químicos 
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DECISIÓN DEL CONSEJO DE INVITAR A LA REPÚBLICA DE 
COSTA RICA A ADHERIRSE A LA CONVENCIÓN DE LA OCDE 

 

EL CONSEJO, 

Teniendo en cuenta la Convención de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos del 14 de diciembre de 1960 (en lo sucesivo, “la 
Convención”) y, en particular los artículos 5 a) y 16;  

Teniendo en cuenta la decisión del Consejo sobre la iniciación de las discusiones 
de adhesión con Costa Rica en 2015, adoptada el 9 de abril de 2015 
[C(2015)43/REV1; C/M(2015)8/REV1, punto 64]; 

Teniendo en cuenta la hoja de ruta para la adhesión de Costa Rica a la Convención 
de la OCDE [C(2015)93/FINAL], adoptada por el Consejo el 8 de julio de 2015, que 
estableció los términos, condiciones y proceso para la adhesión de la República de 
Costa Rica a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (en 
lo sucesivo, “la Organización”); 

Teniendo en cuenta el informe del Secretario General sobre la adhesión de Costa 
Rica a la Organización [C(2020)41/REV1]; 

Teniendo en cuenta la Declaración Final del Gobierno de la República de Costa 
Rica, con fecha del 31 de marzo de 2020, referente a la aceptación por parte de la 
República de Costa Rica de las obligaciones como miembro de la Organización 
[C(2020)42]; 

Teniendo en cuenta las opiniones formales de los comités sustantivos de la OCDE 
que figuran en la hoja de ruta de adhesión [C(2020)43]; 

Teniendo en cuenta la Nota del Secretario General sobre la posición de Costa Rica 
sobre los instrumentos jurídicos no revisados por los comités sustantivos de la 
OCDE [C(2020)44]; 

Teniendo en cuenta el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos sobre los 
privilegios, inmunidades y facilidades otorgados a la Organización, que entró en 
vigor el 6 de septiembre de 2018; 

Considerando que el Gobierno de la República de Costa Rica está preparado para 
asumir las obligaciones como miembro de la Organización; 

DECIDE que: 

1. Se invita a la República de Costa Rica a adherirse a la Convención en 
los términos propuestos en la Declaración Final del Gobierno de la 
República de Costa Rica [C(2020)42] y los que se establecen a 
continuación. 

2. Se considerará que la República de Costa Rica acepta cualesquiera 
instrumentos jurídicos de la Organización adoptados entre la fecha de la 
presente Decisión y la fecha de adhesión de la República de Costa Rica 
a la Convención, a menos que indique lo contrario en el momento de la 
adopción por parte del Consejo de la OCDE. 

3. Todos los acuerdos anteriores sobre la participación de la República de 
Costa Rica en los órganos de la OCDE en calidad de no miembro se 
terminarán a partir de la fecha de adhesión de la República de Costa Rica 
a la Convención. A partir de dicha fecha, la República de Costa Rica 
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participará en esos órganos de la OCDE como miembro de la 
Organización. 

4. La República de Costa Rica presentará informes de progreso a los 
órganos de la OCDE después de su adhesión a la Convención, según se 
detalla a continuación:  

 Comité de Químicos: un informe de avance en 2024 y, 
posteriormente, de ser necesario, sobre la implementación adicional 
de los ocho instrumentos jurídicos para los cuales Costa Rica solicitó 
un plazo;  

 Comité de Competencia: un informe anual de avance sobre las 
recomendaciones prioritarias identificadas por el Comité;  

 Comité de Gobierno Corporativo: un informe de avance al Grupo de 
Trabajo sobre Propiedad Estatal y Prácticas de Privatización a finales 
de 2021, y posteriormente, de ser necesario, sobre la implementación 
de las recomendaciones prioritarias identificadas por el Comité;  

 Comité de Pesca: un informe de avance dentro de los dos años 
siguientes a la adhesión y posteriormente, de ser necesario, sobre la 
implementación adicional de las recomendaciones clave 
identificadas por el Comité;  

 Comité de Política Ambiental: informes de avance sobre la 
implementación adicional de los nueve instrumentos jurídicos para 
los cuales Costa Rica solicitó un plazo;  

 Comité de Gobernanza Pública: un informe de avance dos años 
después de la adhesión y posteriormente, de ser necesario, sobre la 
implementación adicional de los dos instrumentos jurídicos para los 
cuales Costa Rica solicitó un plazo. 

5. La República de Costa Rica designará un punto de contacto de alto nivel 
responsable del proceso posterior a la adhesión. 

6. La República de Costa Rica contribuirá con recursos financieros para 
apoyar la evaluación de los antedichos informes de avance posteriores a 
la adhesión, al nivel de 42 000 EUR por cada informe de evaluación 
presentado por la Secretaría para uno de estos órganos. Este monto 
estará sujeto, a partir del 1 de enero de 2021, a aumentos anuales 
automáticos equivalentes a la tasa de inflación del país anfitrión del año 
anterior, redondeados a los 100 euros más cercanos.  

7. Se hará público un resumen anual del avance posterior a la adhesión de 
Costa Rica elaborado por el Secretario General. 
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HECHO en la fecha de la última de las firmas que aparecen a continuación, en los idiomas inglés 
y francés. 

 

 

Por el Gobierno de la República de Costa 
Rica: 

Por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo 
Económicos 

 

 

 

(Firma/Ilegible) 

 

 

 

(Firma/Ilegible) 

Carlos ALVARADO QUESADA Angel GURRÍA 

Presidente 
 

 

Secretario General 
 

 

 
 

Lugar: San José, Costa Rica Lugar: París 
  

Fecha : 28/05/2020 Fecha : 18/05/2020 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 
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Sra. Dyalá Jiménez 

Ministra de Comercio Exterior 

Ministerio de Comercio Exterior de Costa Rica 

/COMEX 

San José, Costa Rica 

 

 13 de mayo de 2020 

 

 

 

Estimada Ministra Jiménez: 

 
Asunto: Copia certificada de la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos y los protocolos relacionados 

 
Adjuntas encontrará las copias certificadas del texto original en inglés de la Convención de la Organización para 

la Cooperación y el Desarrollo Económicos (la Convención de la OCDE) y los Protocolos relacionados, a saber, 

el Protocolo adicional No. 1 a la Convención de la OCDE y el Protocolo adicional No. 2 a la Convención de la 

OCDE. El documento tiene 27 páginas en total.  

 

Atentamente, 

 

(Firma) 

 

 

Gita Kothari 

Directora Adjunta ad interim 

Dirección de Asuntos Jurídicos de la OCDE 
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CONVENCIÓN 
DE LA ORGANIZACIÓN  

PARA LA COOPERACIÓN  
Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS 

 
LOS GOBIERNOS de la República de Austria, el Reino de Bélgica, Canadá, el Reino de Dinamarca, la República 
Francesa, la República Federal Alemana, el Reino de Grecia, la República de Islandia, Irlanda, la República 
Italiana, el Gran Ducado de Luxemburgo, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Noruega, la República 
Portuguesa, España, el Reino de Suecia, la Confederación Helvética, la República Turca, el Reino Unido de la 
Gran Bretaña y Norte de Irlanda y los Estados Unidos de América;  

 
CONSIDERANDO que la fortaleza y la prosperidad de la economía son esenciales para alcanzar los objetivos de 
las Naciones Unidas, preservar la libertad individual y aumentar el bienestar general; 
 
ESTIMANDO que pueden fomentar más eficazmente esos objetivos mediante el fortalecimiento de la tradición de 
cooperación que se ha desarrollado entre ellos; 
 
RECONOCIENDO que la recuperación y el progreso económicos de Europa, para los que su participación en el 
seno de la Organización Europea de Cooperación Económica ha aportado una importante contribución, han 
abierto nuevas perspectivas para reforzar esta tradición y aplicarla a nuevas tareas y objetivos más amplios; 
 
CONVENCIDOS de que una cooperación más amplia constituirá una contribución fundamental a las relaciones 
pacíficas y armoniosas entre los pueblos del mundo; 
 
RECONOCIENDO la creciente interdependencia de sus economías; 
 
DECIDIDOS a hacer un uso más eficaz de sus capacidades y posibilidades a través de consultas y de la 
cooperación, para promover así el más alto crecimiento sostenible de sus economías y mejorar el bienestar 
económico y social de sus pueblos;  
 
ESTIMANDO que las naciones económicamente más avanzadas deben cooperar, a lo mejor de sus posibilidades, 
para asistir a los países en proceso de desarrollo económico; 
 
RECONOCIENDO que una mayor expansión del comercio mundial constituye uno de los factores más 
importantes para favorecer el desarrollo económico de los países y la mejora de las relaciones económicas 
internacionales; y 
 
DECIDIDOS a perseguir estos fines de una manera coherente con sus obligaciones respecto a otras 
organizaciones o instituciones internacionales en las que participan, o en otros acuerdos de los que forman parte; 
 
HAN ACORDADO POR TANTO las siguientes disposiciones para la reconstitución de la Organización Europea 
de Cooperación Económica como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos: 
 

Artículo 1 
 
La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (en lo sucesivo, la “Organización”) tendrá como 
objetivos el promover políticas concebidas para: 
 

a) alcanzar el mayor crecimiento sostenible de la economía y del empleo y el aumento del nivel de vida en 
los países miembros, manteniendo la estabilidad financiera, contribuyendo así al desarrollo de la 
economía mundial; 
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b) contribuir a una sólida expansión económica en los países miembros, así como en los países no 
miembros, en el proceso de desarrollo económico; y 

 
c) contribuir a la expansión del comercio mundial sobre una base multilateral y no discriminatoria, de 

conformidad con las obligaciones internacionales.  
 
 

Artículo 2 
 

En la persecución de estos objetivos, los miembros acuerdan que tanto individual como colectivamente: 
 

a)  promoverán el uso eficiente de sus recursos económicos; 
 

b) en el campo científico y tecnológico, promoverán el desarrollo de sus recursos, fomentarán la 
investigación y promoverán la formación profesional;   

 
c) perseguirán políticas concebidas para lograr el crecimiento económico y la estabilidad financiera interna 

y externa y para evitar acontecimientos que pudieran poner en peligro sus economías o las de otros 
países; 

 
d) emplearán sus esfuerzos por reducir o eliminar los obstáculos al intercambio de bienes y servicios y a los 

pagos corrientes y por mantener y extender la liberalización de los movimientos de capital; y 
 

e) contribuirán al desarrollo económico tanto de los países miembros como de los no miembros en vías de 
desarrollo económico por los medios adecuados y, en particular, mediante el flujo de capitales a esos 
países, considerando la importancia que tiene para sus economías el recibir asistencia técnica y 
garantizar la expansión de los mercados de exportación. 

 
 

Artículo 3 
 

Con el fin de alcanzar los objetivos establecidos en el Artículo 1 y de cumplir con los compromisos establecidos 
en el Artículo 2, los miembros acuerdan que deberán: 
 

a) mantenerse mutuamente informados y facilitar a la Organización la información necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones; 

 
b) consultarse de manera continua, realizar estudios y participar en los proyectos acordados; y 
 

c) cooperar estrechamente y, cuando proceda, adoptar medidas coordinadas. 
 
 

Artículo 4 
 

Serán miembros de la Organización las Partes contratantes de la presente Convención. 
 
  

Artículo 5 
 

Con el fin de alcanzar sus objetivos, la Organización podrá: 
 

a) tomar decisiones que, salvo que se disponga otra cosa, serán vinculantes para todos los miembros; 
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b) hacer recomendaciones a los miembros; y 
c) celebrar acuerdos con sus miembros, Estados no miembros y organizaciones internacionales.   
 
 

Artículo 6 
 

1. Salvo que la Organización decida por unanimidad otra cosa para casos especiales; las decisiones se 
tomarán y las recomendaciones se harán por mutuo acuerdo de todos los miembros. 
 
2. Cada miembro tendrá un voto. Si un miembro se abstiene de votar una decisión o una recomendación, 
tal abstención no invalidará dicha decisión o recomendación, la cual será aplicable a los demás miembros, pero 
no al miembro que se abstiene. 
 
3. Ninguna decisión será vinculante para ningún miembro, en tanto esta no haya cumplido con los 
requisitos de su propio procedimiento constitucional. Los otros miembros podrán acordar que tal decisión se 
aplique provisionalmente a ellos. 

 
   

Artículo 7 
 

Un Consejo compuesto por todos los miembros será el órgano del que emanen todos los actos de la Organización. 
El Consejo podrá reunirse en sesiones de ministros o de representantes permanentes. 
 
  

Artículo 8 
 

El Consejo designará cada año a un Presidente, quién presidirá las sesiones a nivel ministerial, y a dos 
vicepresidentes. El Presidente podrá ser designado para cumplir un mandato consecutivo adicional. 
 
 

Artículo 9 
  
El Consejo podrá establecer un Comité Ejecutivo y los órganos subsidiarios que puedan requerirse para alcanzar 
los objetivos de la Organización. 
 

Artículo 10 
 

1. Un Secretario General responsable ante el Consejo será nombrado por el Consejo por un período de 
cinco años. Será asistido por uno o más secretarios generales adjuntos o subsecretarios generales, nombrados 
por el Consejo atendiendo a la recomendación del Secretario General.  
 
2. El Secretario General presidirá la reunión del Consejo durante las sesiones de los representantes 
permanentes. Asistirá al Consejo en la forma que sea necesaria y podrá someter propuestas al Consejo o a 
cualquier otro órgano de la Organización.  

 
Artículo 11 

 
1.  El Secretario General nombrará al personal necesario para el funcionamiento de la organización conforme 
a los planes de organización aprobados por el Consejo. Los estatutos del personal serán sometidos a la 
aprobación del Consejo. 
 
2. Teniendo en cuenta el carácter internacional de la Organización, el Secretario General, los secretarios 
generales adjuntos o subsecretarios generales y el personal no solicitarán ni recibirán instrucciones de ninguno 
de los miembros, ni de ningún Gobierno o autoridad ajena a la Organización. 
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Artículo 12 
 

 
En los términos y condiciones que el Consejo determine, la Organización podrá: 
 

a) dirigir comunicaciones a Estados no miembros u organizaciones; 
 

b) establecer y mantener relaciones con Estados no miembros u organizaciones; e  
 

c) invitar a gobiernos no miembros u organizaciones a participar en actividades de la Organización.  
 

 
Artículo 13 

 
La representación en la Organización de las Comunidades Europeas, establecida por los tratados de 

París y Roma de 18 de abril de 1951 y 25 de marzo de 1957, se ajustará a lo estipulado en el Protocolo adicional 
No. 1 a la presente Convención. 
 
 

Artículo 14 
 

1. La presente Convención será ratificada o aceptada por los signatarios de conformidad con sus respectivos 
requisitos constitucionales. 
 
2. Los instrumentos de ratificación o aceptación serán depositados ante el Gobierno de la República 
Francesa, designado como Gobierno depositario. 
 
3. La presente Convención entrará en vigor: 
 

a) antes del 30 de septiembre de 1961, una vez que se hayan depositado los instrumentos de ratificación o 
aceptación por parte de los signatarios; o  

 
b) el 30 de septiembre de 1961, si para esa fecha quince signatarios o más han depositado esos 

instrumentos en lo que respecta a aquellos signatarios; y posteriormente respecto de cualquier otro 
signatario a partir de la fecha de depósito de su instrumento de ratificación o de aceptación; 

 
c) después del 30 de septiembre de 1961, pero no después de dos años tras la firma de la presente 

Convención, una vez que se hayan depositado los instrumentos respectivos por parte de quince 
signatarios respecto de estos; y posteriormente respecto de cualquier otro signatario a partir de la fecha 
de depósito de su instrumento de ratificación o aceptación. 

 
4. Los signatarios que no hayan depositado su instrumento de ratificación o de aceptación cuando entre 
en vigor la Convención podrán participar en las actividades de la Organización en las condiciones establecidas 
mediante un acuerdo entre la Organización y dicho signatario.  
 
 

Artículo 15 
 

 Cuando la presente Convención entre en vigor, la reconstitución de la Organización Europea de 
Cooperación Económica entrará en efecto, y sus objetivos, órganos, facultades y nombre serán, a partir de ese 
momento, los que se estipulan en la presente Convención. La personalidad jurídica que posee la Organización 
Europea de Cooperación Económica continuará en la Organización, pero las decisiones, 
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recomendaciones y resoluciones de la Organización Europea de Cooperación Económica requerirán la 
aprobación del Consejo para ser aplicables luego de la entrada en vigor de la presente Convención. 
 
 

Artículo 16 
 

El Consejo podrá decidir invitar a cualquier Gobierno que esté preparado para asumir las obligaciones 
como miembro a adherirse a la presente Convención. Dichas decisiones serán unánimes, siempre que por 
cualquier caso particular el Consejo pueda unánimemente decidir permitir la abstención, en cuyo caso, no 
obstante lo dispuesto en el artículo 6, la decisión aplicará a todos los Miembros. La adhesión tendrá efecto desde 
el depósito de un instrumento de adhesión ante el Gobierno depositario. 

 
Artículo 17 

 
Toda parte contratante podrá poner fin a la aplicación de la presente Convención a sí misma, mediante 

aviso previo al Gobierno depositario con doce meses de antelación. 
 
 

Artículo 18 
 

 La sede de la Organización estará en París, salvo que el Consejo decida otra cosa.  
 
 

Artículo 19 
 

La capacidad jurídica de la Organización, y los privilegios, exenciones e inmunidades de la Organización, 
sus funcionarios y los representantes de sus miembros ante la misma, se regirán según lo estipulado en el 
Protocolo adicional No. 2 a la presente Convención. 

 
 

Artículo 20 
 

1. Cada año, de conformidad con los reglamentos financieros adoptados por el Consejo, el Secretario 
General someterá a la aprobación de este un presupuesto anual, las cuentas y cualquier presupuesto subsidiario 
solicitado por el Consejo.  
 
2. Los gastos generales de la Organización, aprobados por el Consejo, serán distribuidos conforme a una 
escala que será fijada por el Consejo. Otros gastos serán financiados conforme a la base fijada por el Consejo. 
 
  

Artículo 21 
 

Tras el recibo de cualquier instrumento de ratificación, aceptación o adhesión, o de cualquier notificación 
de terminación, el Gobierno depositario dará aviso de ello a todas las Partes contratantes y al Secretario General 
de la Organización. 

 
 

EN FE DE LO CUAL, los suscritos Plenipotenciarios, debidamente acreditados, firman la presente Convención. 
 
HECHA en París, a los catorce días del mes de diciembre de mil novecientos sesenta, en los idiomas inglés y 
francés, considerándose igualmente auténticos ambos textos, en un solo ejemplar que será depositado ante el 
Gobierno depositario, el cual transmitirá una copia certificada a todos los signatarios.  
 
 
 
 

 



33 
 

Por la REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE AUSTRIA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE BÉLGICA: (Firma) 
  
  
Por CANADÁ: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE DINAMARCA: (Firma) 
  
  
Por ESPAÑA: (Firma) 
  
  
Por los ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA FRANCESA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE GRECIA: (Firma) 
  
  
Por IRLANDA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE ISLANDIA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA ITALIANA: (Firma) 
  
  
Por el GRAN DUCADO DE LUXEMBURGO: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE NORUEGA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE LOS PAÍSES BAJOS: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA PORTUGUESA: (Firma) 
  
  
Por el REINO UNIDO DE LA GRAN BRETAÑA Y 

NORTE DE IRLANDA: 
(Firma) 

  
  
Por el REINO DE SUECIA: (Firma) 
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Por la CONFEDERACIÓN SUIZA: (Firma) 
  

  
  

Por la REPÚBLICA DE TURQUÍA: (Firma) 
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PROTOCOLO ADICIONAL No. 1 
A LA CONVENCIÓN DE LA 

ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



36 
 

 
PROTOCOLO ADICIONAL No. 1 

A LA CONVENCIÓN 
DE LA ORGANIZACIÓN  

PARA LA COOPERACIÓN  
Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS 

 
 
 LOS SIGNATARIOS de la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos;  
 
HAN ACORDADO lo siguiente: 
 
1. La representación en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos de las 
Comunidades Europeas, establecida por los Tratados de París y Roma del 18 de abril de 1951 y el 25 de marzo 
de 1957, será determinada de conformidad con las disposiciones institucionales de esos Tratados. 
 
2. Las comisiones de la Comunidad Económica Europea y de la Comunidad Europea de la Energía 
Atómica, así como la Alta Autoridad de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, participarán en la labor de 
esa Organización. 
 
EN FE DE LO CUAL, los suscritos Plenipotenciarios, debidamente acreditados, firman el presente Protocolo. 
 
HECHO en París, a los catorce días del mes de diciembre de mil novecientos sesenta, en los idiomas inglés y 
francés, considerándose igualmente auténticos ambos textos, en un solo ejemplar que será depositado ante el 
Gobierno depositario, el cual transmitirá una copia certificada a todos los signatarios.  
 
 
Por la REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE AUSTRIA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE BÉLGICA: (Firma) 
  
  
Por CANADÁ: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE DINAMARCA: (Firma) 
  
  
Por ESPAÑA: (Firma) 
  
  
Por los ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA FRANCESA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE GRECIA: (Firma) 
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Por IRLANDA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE ISLANDIA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA ITALIANA: (Firma) 
  
  
Por el GRAN DUCADO DE LUXEMBURGO: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE NORUEGA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE LOS PAÍSES BAJOS: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA PORTUGUESA: (Firma) 
  
  
Por el REINO UNIDO DE LA GRAN BRETAÑA Y 

NORTE DE IRLANDA: 
(Firma) 

  
  
Por el REINO DE SUECIA: (Firma) 

  
  

Por la CONFEDERACIÓN SUIZA: (Firma) 
  
  

Por la REPÚBLICA DE TURQUÍA: (Firma) 
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PROTOCOLO ADICIONAL No. 2 
A LA CONVENCIÓN DE LA 

ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS 
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PROTOCOLO ADICIONAL No. 2 
A LA CONVENCIÓN 

DE LA ORGANIZACIÓN  
PARA LA COOPERACIÓN  

Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS 

 
 
 LOS SIGNATARIOS de la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (en lo sucesivo, la “Organización”);  
 
HAN ACORDADO lo siguiente: 
 
 La Organización tendrá capacidad jurídica y la Organización, sus funcionarios y representantes de los 
miembros ante la misma, tendrán derecho a privilegios, exenciones e inmunidades según se indica a 
continuación: 
 
a) en el territorio de las Partes contratantes de la Convención para la Cooperación Económica Europea 
del 16 de abril de 1948, la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades estipuladas en el Protocolo 
adicional número 1 a esa Convención; 
 
b) en Canadá, la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades estipuladas en todo convenio 
o acuerdo sobre la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades suscrito entre el Gobierno de 
Canadá y la Organización; 

 
c) en los Estados Unidos, la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades previstos en la Ley 
Sobre Inmunidades de Organizaciones Internacionales, estipulada en el Decreto Ejecutivo No. 10133 del 27 de 
junio de 1950; y 

 
d) en otros países, la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades estipuladas en cualquier 
convenio o acuerdo sobre la capacidad jurídica, privilegios, exenciones e inmunidades suscrito entre el Gobierno 
en cuestión y la Organización. 

 
EN FE DE LO CUAL, los suscritos Plenipotenciarios, debidamente acreditados, firman el presente Protocolo. 

 
HECHO en París, a los catorce días del mes de diciembre de mil novecientos sesenta, en los idiomas inglés y 

francés, considerándose igualmente auténticos ambos textos, en un solo ejemplar que será depositado ante el 
Gobierno depositario, el cual transmitirá una copia certificada a todos los signatarios.  
 
 
Por la REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE AUSTRIA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE BÉLGICA: (Firma) 
  
  
Por CANADÁ: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE DINAMARCA: (Firma) 
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Por ESPAÑA: (Firma) 
  
  
Por los ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA FRANCESA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE GRECIA: (Firma) 
  
  
Por IRLANDA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE ISLANDIA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA ITALIANA: (Firma) 
  
  
Por el GRAN DUCADO DE LUXEMBURGO: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE NORUEGA: (Firma) 
  
  
Por el REINO DE LOS PAÍSES BAJOS: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA PORTUGUESA: (Firma) 
  
  
Por el REINO UNIDO DE LA  

GRAN BRETAÑA Y NORTE DE IRLANDA: 
(Firma) 

  
  
Por el REINO DE SUECIA: (Firma) 
  
  
Por la CONFEDERACIÓN SUIZA: (Firma) 
  
  
Por la REPÚBLICA DE TURQUÍA: (Firma) 
  

 
 
**************************************************ULTIMA LINEA***************************************************** 
 En fe de lo cual, se extiende la presente traducción oficial del inglés al español, comprensiva de cuarenta 
folios. Firmo y sello en la ciudad de San José a los dieciocho días del mes de junio del año dos mil veinte. Se 
cancelan los timbres de ley.



____________________________________________________________________________________ 

WWW.COMEX.GO.CR 

 

 

                                                                                           DIRECCIÓN DE  

                                  ASESORÍA LEGAL        

 
_____________________________________________________________________________________________ 
 

DAL-CERT-ADM-0025-2020 
 

ROBERTO GAMBOA CHAVERRI 
DIRECTOR DE LA ASESORÍA LEGAL 

MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 
 

CERTIFICA: 
 

Que las fotocopias que anteceden, numeradas de la uno a la cuarenta, las cuales llevan calzado el 
sello de la Dirección de Asesoría Legal del Ministerio de Comercio Exterior, son copias fieles de los 
textos originales de los documentos denominados: “Acuerdo sobre los términos de la adhesión de la 
República de Costa Rica a la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos”, suscrito en la ciudad de San José, Costa Rica, el veintiocho de mayo de dos mil veinte; 
“Carta de fecha trece de mayo de dos mil veinte suscrita por la señora Gita Kothari, Directora Adjunta 
ad interim, Dirección de Asuntos Jurídicos de la OCDE, cuyo asunto es Copia certificada de la 
Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos y los Protocolos 
relacionados”; “Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, 
suscrita en París, Francia, el catorce de diciembre de mil novecientos sesenta; “Protocolo Adicional 
número UNO a la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, 
suscrito en París, Francia, el catorce de diciembre de mil novecientos sesenta y “Protocolo Adicional 
número DOS a la Convención de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos” 

suscrito en París, Francia, el catorce de diciembre de mil novecientos sesenta, los cuales he tenido a 
la vista y que han sido traducidos oficialmente del idioma inglés al español por la señora CYNTHIA 
DIEZ MENK, cédula de identidad número UNO-CUATRO DOS CERO-DOS NUEVE CUATRO, 
Traductora Oficial del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la República de Costa Rica, 
nombrada por Acuerdo Ejecutivo número CINCO TRES CERO-CERO CERO UNO-A-J del veinticinco 
de febrero de dos mil dos, publicado en el Diario Oficial La Gaceta número ochenta y seis del siete de 
mayo de dos mil dos, remitidos por la Dirección General de Comercio Exterior para este efecto y que 
se encuentran custodiados en los archivos institucionales del Ministerio de Comercio Exterior. ES 
CONFORME. ------------------------------------ 

 
Se expide la presente certificación para efectos de 
tramitación del proyecto de ley de aprobación de la 
adhesión de la República de Costa Rica ante la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos, en la ciudad de San José, a las diez 
horas y treinta minutos del día dos del mes de 
septiembre del año dos mil veinte. --------------------------
------------



 

ARTÍCULO 2.- CONSEJO RECTOR NACIONAL PARA LA ORGANIZACIÓN PARA LA 

COOPERACIÓN Y DESARROLLO ECONÓMICOS  

 

Créase el Consejo Rector Nacional para la Organización para la Cooperación y Desarrollo 

Económicos (en adelante OCDE), en adelante el Consejo Rector, como instancia responsable 

de la aprobación y seguimiento del Plan de Trabajo que el Estado costarricense deberá 

desarrollar y promover en el marco de la OCDE. El Consejo Rector será presidido por el 

Ministro o Ministra de Comercio Exterior, además el Ministerio de Comercio Exterior actuará 

como Secretaría Técnica y será responsable de la coordinación nacional entre los órganos, 

entes y poderes públicos que correspondan, según los temas de competencia de cada uno, a 

efecto de formular e implementar el referido Plan de Trabajo.  

 

Además, el Consejo Rector estará integrado por el Ministro o la Ministra de la Presidencia, el 

Ministro o la Ministra de Relaciones Exteriores y Culto, el Ministro o la Ministra de Planificación 

y Política Económica, el Ministro o la Ministra de Hacienda.  

 

Todo lo anterior, sin perjuicio de las competencias que recaen en el Ministerio de Relaciones 

Exteriores y Culto respecto de la definición y ejecución de la política exterior del Estado 

costarricense.  

 

El Poder Ejecutivo emitirá la reglamentación necesaria para los efectos del presente artículo. 

 

ARTÍCULO 3.- Presupuesto, pago de cuota de membresía y obligaciones derivadas en 

el marco de la OCDE 

 

El Ministerio de Comercio Exterior deberá incluir, cada año, en el anteproyecto de presupuesto 

ordinario de la República, que presente ante el Ministerio de Hacienda, el monto 

correspondiente al pago de la cuota de membresía anual a la OCDE y la operación de la 

Delegación Permanente de Costa Rica ante dicho organismo.  

 

Los diferentes órganos y entes públicos deberán incorporar el monto correspondiente para 

desarrollar los compromisos y las acciones derivadas del Plan de Trabajo aprobado por el 



Consejo Rector, cada año, en el anteproyecto del presupuesto ordinario de la República que 

presenten ante el Ministerio de Hacienda, o en el proyecto de presupuesto ordinario que se 

presente a la Contraloría General de la República, según corresponda. 

El Ministerio de Hacienda incorporará los recursos para atender tales compromisos en el 

Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario de la República, que se presente por parte del 

Poder Ejecutivo ante la Asamblea Legislativa.  

ARTÍCULO 4.- Reforma a la Ley N° 9154 

Refórmese el artículo 5 de la ley No. 9154 del 3 de julio de 2013, denominada “Aprueba 

Acuerdo que establece asociación entre Centroamérica y la Unión Europea y sus Estados 

miembros, aprueba Enmienda al artículo XXI de la Convención sobre el comercio internacional 

de especies amenazadas de fauna y flora silvestre", para que en adelante se lea de la siguiente 

forma: 

“Artículo 5.- Corresponde al Poder Ejecutivo designar al funcionario que representará 

al país ante la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), 

quien asumirá la delegación permanente ante dicho organismo, ubicada en París, 

Francia, en los mismos términos contemplados en el artículo 5 de la Ley N.° 7638, de 

30 de octubre de 1996.  

El Poder Ejecutivo establecerá, previa consulta al Consejo Rector Nacional para la 

OCDE, la conformación de la Delegación Permanente.” 



Rige a partir de su publicación. 

Dado en la Presidencia de la República. San José, a los cuatro días del mes de septiembre 

del año dos mil veinte.  

CARLOS ALVARADO QUESADA 

RODOLFO SOLANO QUIRÓS 

Ministro de Relaciones Exteriores y Culto 

DUAYNER SALAS CHAVERRI 

Ministro a.i. de Comercio Exterior 

NOTA: Este proyecto aún no tiene comisión asignada. 

1 vez.—Exonerado.—( IN2020484103 ).



EXPOSICIÓN DE MOTIVOS Y RECOMENDACIÓN POSITIVA PARA LA 
AMPLIACIÓN EN LA ADHESIÓN DE COSTA RICA A LA 

CONVENCIÓN DEL METRO DE MIEMBRO 
ASOCIADO A MIEMBRO PLENO 

Expediente N.° 22.193 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

Costa Rica, desde sus orígenes como nación independiente, se ha caracterizado 
por tener una larga tradición republicana y por recibir la influencia de los ideales de 
la ilustración. Siguiendo esa tradición, se identificó la necesidad de adoptar para el 
país el “Sistema Métrico Decimal”, actualmente conocido como Sistema 
Internacional de Unidades (siglas SI). 

En el año 1973, con la promulgación de la Ley número 5292, se creó la Oficina 
Nacional de Normas y Unidades de Medida (ONNUM).  Se adoptó para uso 
obligatorio de la República, con exclusión de cualquier otro, el Sistema 
Internacional de Unidades, denominado internacionalmente bajo las siglas "SI", 
basado en el Sistema Métrico Decimal, en sus unidades básicas, derivadas y 
suplementarias de medición, sentándose la obligatoriedad de adoptar los patrones 
y las técnicas de medición correspondientes. 

Al cabo de los años, aproximadamente en el año 1984, luego de un largo periodo 
de maduración, la ONNUM recibió colaboración técnica internacional que le 
permitió prepararse para pasar a ser un verdadero Instituto Nacional de Metrología 
de Costa Rica.  Mediante un diagnóstico internacional se recomendó mejorar la 
infraestructura metrológica acorde con las necesidades país. Se tomaron acciones 
encaminadas a ese fin, entre las cuales cabe citar:  la contratación de jóvenes 
profesionales en los campos de la Física, Química, e Ingenierías, quienes llevarían 
a cabo las funciones y ostentarían las responsabilidades correspondientes en el 
campo de la Metrología, se creó la infraestructura y se dotó de equipamiento 
básico de los laboratorios; culminando dicha acción en la construcción del edificio 
que alberga las instalaciones del Laboratorio Costarricense de Metrología.  A partir 
de su creación, la ONNUM participó activamente en el Sistema Interamericano de 
Metrología (SIM), sistema que colaboró fuertemente con la capacitación de los 
nuevos metrólogos en diversos Institutos Nacionales de Metrología de las 
Américas. 



El país avanzó a paso firme pasando a ser parte del mundo globalizado mediante 
la integración a la Organización Mundial del Comercio, y la adopción de múltiples 
acuerdos comerciales, tanto bilaterales como regionales, identificándose una 
necesidad cada vez más imperante: contar con un Sistema Nacional de Calidad 
que pudiera potenciar las oportunidades y satisfacer las necesidades que 
implicaban esas nuevas relaciones comerciales; el cual ineludiblemente debía 
contar con un Sistema Metrológico Nacional, liderado por un Instituto Nacional de 
Metrología. 

En respuesta a dicha necesidad detectada, se aprobó la Ley de Creación del 
Sistema Nacional de la Calidad No. 8279, promulgada en el año 2002.  El Sistema 
Nacional de la Calidad (SNC), está conformado por cuatro pilares fundamentales, 
a saber: metrología, normalización, reglamentación y acreditación; que vigilan para 
que los productos y servicios cumplan especificaciones definidas por las 
autoridades de Gobierno y los mercados. 

El SNC establece 4 entes técnicos, independientes, interrelacionados entre sí, 
para el ejercicio de las potestades y deberes de los ministerios, instituciones 
públicas, sector privado y los usuarios, dentro de los cuales se encentra el 
Laboratorio Costarricense de Metrología (LACOMET), el cual desde su creación 
fue dotado de las funciones del Instituto Nacional de Metrología de Costa Rica, y 
con un rol mucho mejor definido que el que tenía la ONNUM para poder liderar al 
Sistema Metrológico Nacional. 

Por medio del LACOMET, Costa Rica firmó el Acuerdo de Reconocimiento Mutuo 
del Comité Internacional de Pesas y Medidas (CIPM-MRA) en el año 2004, y en 
calidad de Estado Asociado de la Convención del Metro, ha estado honrando las 
obligaciones económicas a partir de su afiliación. 

La Convención del Metro o Tratado del Metro es un tratado internacional firmado 
el 20 de mayo de 1875 en París por diecisiete estados, con el fin de establecer 
una autoridad mundial en la metrología. 

Como parte del desarrollo técnico internacional, se han desarrollado y mejorado 
las capacidades de medición y competencia técnica del LACOMET, el cual ha 
logrado ya la inscripción de varias de sus Capacidades de Medición y Calibración 
(CMCs) en la base de datos del Buró Internacional de Pesos y Medidas (BIPM), de 
las mejores capacidades de medición en las diferentes magnitudes. 

En aras de continuar por ese buen camino, imprescindible para brindar un 
verdadero apoyo a los esfuerzos de calidad y excelencia del sector productivo 
nacional, mediante la declaración e inscripción de las CMCs de varias otras 
magnitudes aún pendientes por parte del LACOMET (proceso que también se está 
llevando a cabo en los Laboratorios Designados); es necesario y totalmente 
conveniente para Costa Rica adherirse de forma plena a la Convención del Metro, 
y pasar mediante dicho trámite a ser Estado miembro (pleno) de dicho tratado. 



Al formar parte de la Convención del Metro como Estado miembro, Costa Rica 
podría, como beneficio, recibir calibraciones sin costo alguno de los patrones 
nacionales de Masa, Electricidad, Radiaciones Ionizantes, Tiempo, y de algunas 
Cantidades Químicas, directamente en el BIPM.  Valga resaltar que el monto de 
todas esas calibraciones supera por mucho el ligero incremento en el costo al 
pasar de Asociado a Estado Miembro; en el tanto la inversión de Costa Rica sería 
de cincuenta y seis mil Euros por año, un monto que se incrementa únicamente en 
seis mil euros sobre el que ha venido cubriendo. 
 
Además del beneficio mencionado de recibir calibraciones gratuitas para los 
patrones de varias magnitudes importantes para el país, Costa Rica adquiriría los 
siguientes derechos (exclusivos para Estados Miembros de la Convención del 
Metro): 
 
- Participar y votar en las reuniones de la Conferencia General de Pesas y 
Medidas (CGPM), que es la máxima autoridad internacional en Metrología. 
 
- Proponer candidatos para formar parte del Comité Internacional de Pesas y 
Medidas (CIPM), el cual supervisa la labor científico-técnica del BIPM y coordina 
otras actividades de suma importancia para la comunidad metrológica 
internacional, como lo es la administración del Acuerdo de Reconocimiento Mutuo 
(CIPM-MRA) y la correspondiente base de datos de Capacidades de Medición y 
Calibración, la cual a su vez es soportada por la base de datos de comparaciones 
claves y suplementarias que ellos también administran, y que es la base para 
establecer el grado de equivalencia en la realización de las unidades del SI por los 
NMIs de los países participantes del CIPM-MRA. 
 
- Posibilitar la participación de metrólogos nacionales del LACOMET, y de 
sus Laboratorios Designados, en las reuniones de los Comités Consultivos del 
CIPM. 
 
- Posibilitar la compra a precio de costo, de un patrón de masa de platino 
iridio que pase a ser nuestro patrón nacional de masa. 
 
- Posibilitar la estadía científica de metrólogos del LACOMET, y de sus 
Laboratorios Designados, en el BIPM para llevar a cabo colaboraciones científicas 
y mejorar la competencia técnica del personal. 
 
En atención de la presente exposición de motivos, es que se estima oportuno y 
conveniente para el LACOMET, para el Ministerio de Economía, Industria y 
Comercio, entidad a la que se encuentra adscrito el Laboratorio, y para Costa Rica 
en general, que se realicen los trámites pertinentes para pasar a ser Estado 
Miembro de la Convención del Metro.  Por ello, de la manera más respetuosa se 
confiere recomendación positiva para que se lleve a cabo el trámite de adhesión 
de Costa Rica a la Convención del Metro. 
 
En virtud de las consideraciones descritas, sometemos a conocimiento de la 



Asamblea Legislativa, el proyecto de Ley adjunto, para la aprobación de Costa 
Rica a la “CONVENCIÓN DEL METRO”. 
 
 
 
 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
CONVENCIÓN DEL METRO 

 
O 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS Y RECOMENCACIÓN POSITIVA PARA LA 
ADHESIÓN DE COSTA RICA A LA CONVENCIÓN DEL METRO 

 
ARTÍCULO ÚNICO-  Apruébese en cada una de sus partes la 
“CONVENCIÓN DEL METRO”, suscrito en la ciudad de París, el veinte de mayo 
de mil ochocientos setenta y cinco; cuyo texto es el siguiente: 
 
 

OFICINA INTERNACIONAL DE PESOS Y MEDIDAS 

CONVENCIÓN DEL METRO 
 
 

FIRMADA EN PARÍS EL 20 DE MAYO DE 1875 Y MODIFICADA POR LA 
CONVENCIÓN FIRMADA EN SÈVRES 

 
 

EL 6 DE OCTUBRE DE 1921 Y 

REGLAMENTO ANEXO 
 
 

[sello original de la Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
(BIPM por sus siglas en francés), Bureau international des poids et mesures] 

 
 

1991 
[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 

[firma ilegible] 



CONVENCIÓN DEL METRO 

FIRMADA EN PARÍS EL 20 DE MAYO DE 1875 Y 
MODIFICADA POR LA CONVENCIÓN FIRMADA EN SÈVRES 

EL 6 DE OCTUBRE DE 1921 
Y 

REGLAMENTO ANEXO 

[sello original de la Oficina Internacional de Pesos y Medidas, 
(BIPM por sus siglas en francés), Bureau international des poids et mesures] 

1991 

Publicado por la Oficina Internacional de Pesos y Medidas (BIPM, por sus siglas en 
francés) Pavillon de Breteuil, F-92312 Sèvres Cedex 



ADVERTENCIA 

La Convención del Metro, firmada en París el 20 de mayo de 1875, consta 
de 14 artículos y de un Reglamento anexo con 22 artículos. 

El artículo 19 del Reglamento fue enmendado por la Cuarta Conferencia 
General (1907). 

Varios artículos de la Convención y del Reglamento fueron modificados por 
la Convención internacional que se firmó en Sèvres el 6 de octubre de 1921. 

El texto que sigue refleja dichos cambios. La fecha a la que se ha aplicado 
esta redacción se indica para cada artículo. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



CONVENCIÓN DEL METRO 

ARTÍCULO PRIMERO (1875) 

Las Altas Partes contratantes se obligan a establecer y mantener en París una Oficina 
Internacional de Pesos y Medidas, científica y permanente, cuyos gastos correrán por 

su cuenta (1).

ART. 2 (1875) 

El Gobierno francés tomará las medidas necesarias para facilitar la adquisición o, si 
fuese necesario, la construcción de un edificio especialmente destinado para este fin, 
en las condiciones que determine el Reglamento anexo a la presente Convención. 

ART. 3 (1875) 

La Oficina Internacional funcionará bajo la dirección y vigilancia exclusivas de un 
Comité Internacional de Pesos y Medidas, sujeto a la autoridad de una Conferencia 
General de Pesos y Medidas conformada por delegados de todos los Gobiernos 
contratantes. 

ART. 4 (1875) 

La Presidencia de la Conferencia General de Pesos y Medidas se confiere al 
presidente en ejercicio de la Academia de Ciencias de París. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 

(1) El 25 de abril de 1969, se firmó un acuerdo de sede entre el Gobierno de la
República francesa y el Comité International de Pesos y Medidas (el texto de este
acuerdo se publicó en el Diario Oficial de la República francesa del 18 de setiembre de
1970, págs. 8719-8721).



ART. 5 (1875) 

La organización de la Oficina, así como la composición y las atribuciones 
del Comité Internacional y de la Conferencia General de Pesos y Medidas, se 
determinan en el Reglamento anexo a la presente Convención. 

ART. 6 (1875) 

La Oficina Internacional de Pesos y Medidas tendrá a su cargo: 

1.° Todas las comparaciones y comprobaciones de los nuevos prototipos
del metro y del kilogramo; 

2. ° La conservación de los prototipos internacionales;
3.° Las comparaciones periódicas de los patrones nacionales con los

prototipos internacionales y con sus testigos, así como las de los termómetros 
patrones; 

4.° La comparación de los nuevos prototipos con los patrones 
fundamentales de pesos y medidas no métricas usados en diferentes países y en 
ciencias; 

5.° La calibración y comparación de las reglas geodésicas; 
6.° La comparación de los patrones y escalas de precisión cuya 

comprobación sea solicitada, ya sea por Gobiernos, o por empresas expertas, o 
bien incluso por artistas y hombres de ciencia. 

ART. 7 (1921) 

Después de que el Comité haya llevado a cabo el trabajo de coordinación 
de las medidas relacionadas con las unidades eléctricas, y una vez que la 
Conferencia General se haya pronunciado sobre ello por unanimidad, la Oficina 
se encargará de la creación y conservación de los patrones de las unidades 
eléctricas y de sus testigos, así como de la comparación, con dichos patrones, 
de los patrones nacionales u otros patrones de precisión. 

La Oficina será responsable, además, de las determinaciones relacionadas 
con las constantes físicas, cuyo conocimiento más exacto puede servir para 
mejorar la precisión y garantizar la uniformidad 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



en los campos a los que pertenecen las unidades antes mencionadas (artículo 6 y 

1er párrafo del artículo 7).

Por último, será responsable del trabajo de coordinación de las 
determinaciones similares realizadas en otros institutos. 

ART. 8 (1921) 

Los prototipos internacionales, así como sus testigos, permanecerán en la Oficina; 
el acceso al depósito estará reservado únicamente al Comité Internacional. 

ART. 9 (1875) 

Todos los gastos de establecimiento e instalación de la Oficina Internacional de 
Pesos y Medidas, así como los gastos anuales de mantenimiento y los del Comité, 
serán cubiertos por aportes de los Estados contratantes, establecidos según una 
escala basada en su población actual. 

ART. 10 (1875) 

Las cantidades que representan la cuota con la que cada uno de los Estados 
contratantes contribuye serán depositadas a inicios de cada año, a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores de Francia, en la Caja de Depósitos y 
Consignaciones en París, de donde se retirarán, conforme se necesiten, por orden 
del Director de la Oficina. 

ART. 11 (1875) 

Los Gobiernos que hagan uso de la facultad reservada a cualquier Estado, de 
adherirse a la presente Convención, estarán obligados a pagar un aporte cuyo 
monto se determinará por el Comité según las bases establecidas en el artículo 9, 

y que se asignará al mejoramiento del equipo científico de la Oficina (2).

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 

(2) El Comité Internacional de Pesos y Medidas, en su 49ª sesión (octubre de
1960), decidió que el aporte (aporte inicial) mencionado en este artículo 11 sería

igual, a partir del 1.o de enero de 1961, a la cantidad de un aporte anual.



ARTÍCULO III 
(disposiciones agregadas  por la 

Convención de 1921)(3)

Todo Estado podrá adherirse a la presente Convención notificando su 
adhesión al Gobierno francés, que informará de ello a todos los Estados 
participantes y al presidente del Comité Internacional de Pesos y Medidas. 

Cualquier nueva adhesión a la Convención del 20 de mayo de 1875 
resultará obligatoriamente en la adhesión a la presente Convención. 

ART. 12 (1875) 

Las Altas Partes contratantes se reservan la facultad de aportar de común 
acuerdo a la presente Convención, todas las modificaciones que demuestren ser 
de utilidad. 

ART. 13 (1875) 

Al vencer un plazo de doce años, la presente Convención podrá ser 
denunciada por una u otra de las Altas Partes contratantes. 

El Gobierno que hiciere uso de la facultad de suspender Los efectos en lo 
que le concierne, estará obligado a notificar su intención con un año de antelación, 
renunciando así a todos los derechos de copropiedad sobre prototipos 
internacionales y sobre la Oficina. 

ART. 14 (1875) 

La presente Convención se ratificará según las leyes constitucionales 
específicas de cada Estado; las ratificaciones se intercambiarán en París en un 

plazo de seis meses, o antes si fuese posible.  Entrará en vigor a partir del 1.o de
enero de 1876. 

En fe de lo cual, los plenipotenciarios respectivos la firman y sellan con sus 
emblemas nacionales. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 

(3) Véase Advertencia, pág. 3.



ANEXO 
REGLAMENTO 

ARTÍCULO PRIMERO (1875) 

La Oficina Internacional de Pesos y Medidas se establecerá en un edificio 
especial que presente todas las garantías necesarias de tranquilidad y estabilidad. 

Incluirá, además del local adecuado para el depósito de prototipos, salas 
para la instalación de comparadores y balanzas, un laboratorio, una biblioteca, una 
sala de archivos, oficinas de trabajo para los funcionarios y alojamiento para el 
personal de guardia y servicio. 

ART. 2 (1875) 

El Comité Internacional es el encargado de la adquisición y apropiación de 
esta construcción, así como de la instalación de los servicios para los cuales está 
destinada. 

En el caso de que el Comité no encontrara un edificio adecuado, se 
construirá uno bajo su dirección y planos. 

ART. 3 (1875) 

A petición del Comité Internacional, el Gobierno francés tomará las medidas 
necesarias para que la Oficina sea reconocida como una entidad de utilidad 
pública. 

ART. 4 (1875) 

El Comité Internacional dispondrá la fabricación de los instrumentos 
necesarios tales como: comparadores para los patrones a trazos y a 
extremidades, aparatos para determinar las dilataciones absolutas, balanzas para 
pesas en el aire y el vacío, comparadores para las reglas geodésicas, etc. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



ART. 5 (1875) 

Los gastos de adquisición o construcción del edificio y los gastos de 
instalación y compra de los instrumentos y aparatos no podrán exceder en 
conjunto la suma de 400 000 francos. 

ART. 6 (1921) 

1. La dotación anual de la Oficina Internacional consta de dos
partes: una fija y otra complementaria. 

2. La parte fija es, en principio, de 250 000 francos, pero puede
llegar a 300 000 francos por decisión unánime del Comité. Es responsabilidad de 
todos los Estados y Colonias autónomas que se hayan adherido a la Convención 
del Metro antes de la Sexta Conferencia General. 

3. La parte complementaria está constituida por los aportes de los
Estados y Colonias autónomas que se incorporaron a la Convención después de 
dicha Conferencia General. 

4. A propuesta del director, el Comité se encarga de establecer el
presupuesto anual, sin exceder el importe calculado de conformidad con lo 
dispuesto en los dos párrafos anteriores. Cada año, este presupuesto se incluirá 
en un Informe financiero especial, para conocimiento de los Gobiernos de las Altas 
Partes 
contratantes. 

5. En caso de que el Comité estimara necesario, ya sea
aumentar la parte fija de la dotación anual por encima de 300 000 francos, o 
modificar el cálculo de los aportes determinado en el artículo 20 del presente 
Reglamento, deberá someter el asunto a los Gobiernos de tal manera que éstos 
puedan dar, en su debido tiempo, las instrucciones necesarias a sus delegados en 
la Conferencia General siguiente, con el fin de que ésta pueda deliberar de manera 
válida. La decisión será válida únicamente en el caso de que ninguno de los 
Estados contratantes haya expresado o exprese, durante la Conferencia, una 

opinión contraria(4).

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 

(4) En aplicación de este procedimiento, desde la Decimotercera Conferencia
General de Pesos y Medidas (octubre de 1968), las dotaciones anuales son
aprobadas en cada Conferencia General.



6. Si un Estado permanece tres años sin realizar el abono de su
aporte, éste se repartirá entre los demás Estados en proporción a sus propios 
aportes. Las sumas adicionales así pagadas por los Estados para completar el 
importe de la dotación de la Oficina, se considerarán como un adelanto al Estado 
atrasado, y se le reembolsará el importe de la suma adeudada en caso de que 
éste llegara a cancelar sus aportes adeudados. 

7. Las ventajas y prerrogativas que confiere la adhesión a la
Convención del Metro se suspenderán con respecto a los Estados que registren 
un pago atrasado de tres años. 

8. Después de otros tres años, el Estado deficitario quedará
excluido de la Convención y se restablecerá el cálculo de los aportes de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 del presente Reglamento. 

ART. 7 (1875) 

La Conferencia General, a la que se refiere el artículo 3 de la Convención, 
se reunirá en París, previa convocatoria del Comité Internacional, al menos una 
vez cada seis años. 

Ésta tiene como misión discutir y fomentar las medidas necesarias para 
difundir y perfeccionar el Sistema Métrico, así como sancionar las nuevas 
determinaciones metrológicas fundamentales que se hubiesen llevado a cabo en 
el intervalo de sus reuniones. Recibe el Informe del Comité Internacional sobre los 
trabajos terminados, y procede, por votación secreta, a la renovación de la mitad del 
Comité Internacional. Las votaciones, en la Conferencia General, se celebran por 
Estados; cada Estado tiene derecho a un voto. 

Los miembros del Comité Internacional tienen derecho a asistir a las 
reuniones de la Conferencia; pueden ser, al mismo tiempo, delegados de sus 
Gobiernos. 

ART. 8 (1921) 

El Comité Internacional, al que se refiere el artículo 3 de la Convención, estará 
compuesto por dieciocho miembros, todos ellos de diferentes Estados. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



En el momento de la renovación de la mitad del Comité Internacional, los 
miembros salientes serán en primer lugar aquellos que, en caso de vacantes, 
hubiesen sido elegidos provisionalmente en el intervalo entre dos sesiones de la 
Conferencia; los demás se designarán por sorteo. 

Los miembros salientes pueden ser reelegidos. 

ART. 9 (1921) 

El Comité Internacional se constituye, por votación secreta, mediante la 
elección de su propio presidente y secretario.  Estos nombramientos se notificarán 
a los Gobiernos de las Altas Partes contratantes. 

El presidente y el secretario del Comité, así como el director de la Oficina, 
deben pertenecer a países diferentes. 

Una vez constituido, el Comité no podrá proceder a nuevas elecciones o 
nombramientos hasta que hayan transcurrido tres meses desde que se haya 
informado a todos los miembros de la vacante que requiere un voto. 

ART. 10 (1921) 

El Comité Internacional dirigirá todos los trabajos metrológicos que las Altas 
Partes contratantes hayan decidido llevar a cabo conjuntamente. 

Además, será responsable del seguimiento de la conservación de los 
prototipos y patrones internacionales. 

Por último, podrá instituir la cooperación de especialistas en cuestiones 
metrológicas y coordinar los resultados de sus trabajos. 

ART. 11 (1921) 

El Comité se reunirá al menos una vez cada seis años. 

ART. 12 (1921) 

Las votaciones en el Comité se realizarán por mayoría de votos; en caso de 
empate, el voto del presidente será dirimente.  Las decisiones solo serán válidas si 
el número de miembros presentes es igual al menos a la mitad de los miembros 
electos que componen el Comité: 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



Con sujeción a esta condición, los miembros ausentes tendrán el derecho a 
delegar sus votos en los miembros presentes, quienes deberán justificar esta 
delegación. Lo mismo se aplicará a los nombramientos por voto secreto. 

El director de la Oficina tendrá voz deliberativa en el Comité. 

ART. 13 (1875) 

En el intervalo de una sesión a otra, el Comité tendrá derecho a deliberar 
por correspondencia. 

En este caso, para que la decisión sea válida, todos los miembros del Comité 
deberán ser notificados para que emitan su opinión. 

ART. 14 (1875) 

El Comité Internacional de Pesos y Medidas ocupará provisionalmente las 
vacantes que pudieran producirse; las elecciones se harán por correspondencia, 
cada uno de los miembros será llamado a participar. 

ART. 15 (1921) 

El Comité Internacional elaborará un reglamento detallado para la 
organización y los trabajos de la Oficina, y fijará las cuotas que se pagarán por los 
trabajos extraordinarios previstos en los artículos 6 y 7 de la Convención. 

Estas cuotas se utilizarán para perfeccionar el equipo científico de la 
Oficina. Se podrá realizar una deducción anual a favor del Fondo de pensiones 
sobre el total de las cuotas percibidas por la Oficina. 

ART. 16 (1875) 

Todas las comunicaciones del Comité Internacional con los Gobiernos de 
las Altas Partes contratantes se harán a través de sus representantes diplomáticos 
en París. 

Para todos los casos en que la solución sea de injerencia de la 
administración francesa, el Comité recurrirá al Ministerio de Relaciones Exteriores 
de Francia. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



ART. 17 (1921) 

Un reglamento redactado por el Comité fijará el número máximo de 
personas para cada categoría de personal de la Oficina. 

El director y sus asistentes serán nombrados por voto secreto por el Comité 
Internacional. Su nombramiento se notificará a los Gobiernos de las Altas Partes 
contratantes. 

El director nombrará a los demás miembros del personal, dentro de los 
límites establecidos por el reglamento señalado en el primer párrafo arriba. 

ART. 18 (1921) 

El director de la Oficina solo tendrá acceso a la ubicación del depósito de 
los prototipos internacionales en virtud de una resolución del Comité y en 
presencia de al menos uno de sus miembros. 

El lugar de depósito de los prototipos solo podrá abrirse con tres llaves, una 
de las cuales estará en poder del director de los Archivos de Francia, la segunda 
estará en poder del presidente del Comité, y la tercera, del Director de la Oficina. 

Los patrones de la categoría de prototipos nacionales se utilizarán 
exclusivamente para los trabajos periódicos de comparaciones de la Oficina. 

ART. 19 (1907) 

El director de la Oficina entregará, en cada sesión, al Comité: 

1.° Un informe financiero sobre la contabilidad de los ejercicios anteriores, 
después de cuya verificación se dará el visto bueno a su gestión; 

2.° Un informe sobre el estado del material o equipo; 

3.° Un informe general sobre la labor realizada desde la sesión anterior. 

Por su parte, la Oficina del Comité Internacional enviará a todos los Gobiernos de 
las Altas Partes contratantes, un Informe anual sobre la situación administrativa y 
financiera del Servicio que contenga la proyección de gastos para el período 
siguiente, así como la Tabla de las cuotas contributivas de los Estados 
contratantes. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 



El presidente del Comité rendirá cuentas a la Conferencia General, sobre los 
trabajos llevados a cabo desde el período de su última reunión. 

Los informes y las publicaciones del Comité y de la Oficina se redactarán en 
idioma francés y se comunicarán a los Gobiernos de las Altas Partes contratantes. 

ART. 20 (1921) 

1. La escala de aportes mencionados en el artículo 9 de la
Convención se establecerá, para la parte fija, sobre la base de la dotación indicada 
en el artículo 6 del presente Reglamento, y sobre la de la población; el aporte 
normal de cada Estado no podrá ser inferior al 5 por 1000 ni superior al 15 por 100 
de la dotación total, cualquiera que sea la cifra de población. 

2. Para establecer dicha escala, se determinará primero cuáles
son los Estados que se encuentran en las condiciones requeridas para este 
mínimo y este máximo, y se repartirá el resto de la suma de aportes entre los otros 

Estados, en proporción directa a la cifra de su población(5).

3. Las cuotas contributivas así calculadas son válidas para todo el
tiempo comprendido entre dos Conferencias Generales consecutivas, y solo 
pueden ser modificadas, en ese intervalo, en los siguientes casos: 

a. Si uno de los Estados miembros ha dejado pasar tres años
consecutivos sin pagar; 

b. Si, por el contrario, un Estado con más de tres años de mora ha
pagado sus aportes atrasados, cabe devolver a los demás Gobiernos los anticipos 
hechos por su parte. 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 

(5) Las Conferencias Generales Undécima, Decimosexta y Decimoctava
aprobaron nuevas disposiciones que tornan obsoletas las disposiciones de los
párrafos 1 y 2 del presente artículo 20. Estas nuevas disposiciones se basan en las
normas aplicadas por la Organización de las Naciones Unidas para el cálculo de
los aportes, manteniendo al mismo tiempo un porcentaje máximo y mínimo de las
mismas.



 

 4. El aporte adicional se calcula sobre la misma base de la 
población, y es igual al que pagan los Estados que anteriormente suscribieron la 
Convención en las mismas condiciones. 
 
 5. Si un Estado miembro de la Convención declara que desea 
extender el beneficio a una o más de sus Colonias no autónomas, la cifra de la 
población de dichas Colonias se agregará a las del Gobierno para el cálculo de la 
escala de aportes. 
 
 6. Cuando una Colonia reconocida como autónoma decidiera ser 
miembro de la Convención, se considerará, en lo que respecta a su adhesión a 
esta Convención, según la decisión de la Metrópolis, ya sea como una 
dependencia de esta o como un Estado contratante. 
 

ART. 21 (1875) 
 

El gasto de fabricación de los prototipos internacionales, así como los 
patrones y testigos que los acompañen correrán a cargo de las Altas Partes 
contratantes según la escala establecida en el artículo anterior. 
 

Los gastos de comparación y verificación de los patrones solicitados por 
Estados que no participasen en la presente Convención serán cancelados por el 
Comité, conforme a las cuotas fijadas en virtud del artículo 15 del Reglamento. 
 

ART. 22 (1875) 
 
El presente Reglamento tendrá la misma fuerza y valor que la Convención a la que 
se adjunta. 
 
 

 
 
 
 

[sello de tinta:] Oficina Internacional de Pesos y Medidas 
[firma ilegible] 
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TEXTO SUSTITUTIVO 

EXPEDIENTE N° 21.388 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

LEY DEL CANNABIS PARA USO MEDICINAL Y TERAPÉUTICO Y DEL CÁÑAMO 

PARA USO ALIMENTARIO E INDUSTRIAL 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.- Objeto. La presente ley tiene por finalidad: 

1. Regular y permitir el acceso y la utilización del cannabis y sus derivados

exclusivamente para uso medicinal y terapéutico, a fin de garantizar el derecho

fundamental a la salud de toda la población costarricense.

2. Autorizar la producción y comercialización del cáñamo de uso industrial y

alimentario.

3. Promover el desarrollo económico y social y el adecuado reparto de la riqueza

en las zonas rurales de nuestro país, mediante el incentivo de la producción, la

industrialización y la comercialización del cáñamo y el cannabis psicoactivo con

fines exclusivamente medicinales y terapéuticos y sus productivos derivados; así

como el fomento de encadenamientos productivos que beneficien

prioritariamente a los pequeños productores agropecuarios.

Artículo 2.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entiende por: 

1. Cannabinoides: un grupo de compuestos químicos orgánicos de tipo

terpenofenolíticos que son asociados con la actividad farmacológica que

presenta el cannabis.



2. Cannabis no psicoactivo o cáñamo: es un perfil fenotípico de cannabis en

donde el valor obtenido de la relación para determinar el fenotipo es menor a

uno por ciento; esto indica que se trata de una variedad de bajo contenido de

THC y, por lo tanto, no tiene propiedades una psicoactivas.

3. Cannabis psicoactivo: es un perfil fenotípico de cannabis en donde el valor

obtenido de la relación para determinar el fenotipo es mayor a uno por ciento;

esto indica que la planta se cultiva para producir altos niveles de THC. Es

comúnmente conocido como marihuana.

4. Cannabis: Una especie vegetal miembro de la familia de las cannabácea, capaz

de producir cannabinoides. El cannabis consiste en tres especies o variedades

principales: cannabis sativa, cannabis sativa-índica, y cannabis sativa rudelaris.

El cannabis puede ser psicoactivo o no psicoactivo dependiendo de su fenotipo.

5. CBD o Cannabidiol: Es un componente no-psicoactivo que contiene la planta

cannabis y se considera que tiene un alcance más amplio para aplicaciones

médicas que el THC.

6. Producto de uso terapéutico: cannabis preparado para consumo, sus

derivados o cannabinoides, destinados a fines de prevención, tratamiento y alivio

de los síntomas de enfermedades que no requieren supervisión o autorización

médica.

7. Productos de uso médico: cannabis preparado para consumo, sus derivados,

o sus cannabinoides, para tratar algunas enfermedades o aliviar determinados

síntomas bajo supervisión médica. 

8. Productos derivados de Cannabis: aceites, alimentos, cremas o cualquier otra

sustancia producida con cannabis.

9. Productos farmacéuticos de cannabis: medicamentos producidos a base de

cannabis o sus derivados, debidamente autorizados por el Ministerio de Salud,

que cumplen con los requisitos establecidos en la legislación sanitaria.

10. THC o tetrahidrocannabinol: es el componente psicoactivo (alteración de la

percepción y modificación del estado de ánimo) de la planta de cannabis más

importante y abundante en las variedades clasificadas precisamente como



psicoactivas. Las no psicoactivas conocidas como cáñamo, por normativa 

internacional deben tener menos del 1% de THC. 

Artículo 3.- Ámbito de aplicación. Esta ley se aplicará a las actividades lícitas 

debidamente autorizadas relacionadas con la producción, industrialización, 

comercialización y consumo de cannabis no psicoactivo o cáñamo y cannabis 

psicoactivos con fines exclusivamente medicinales y terapéuticos. 

Las medidas tendientes al control y regulación del cannabis psicoactivo y sus derivados 

que excedan o transgredan los parámetros y rangos debidamente autorizados quedan 

excluidas de la presente ley y serán reguladas en la forma y por las autoridades 

competentes, de conformidad con la Ley N° 5412, Ley Orgánica del Ministerio de 

Salud, la Ley N° 5395, Ley General de Salud y la Ley N° 8204, Ley sobre 

Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades 

Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo. 

Ninguna disposición de esta ley se interpretará o aplicará en el sentido de menoscabar 

las competencias y potestades que ostentan el Ministerio de Salud, el Instituto 

Costarricense sobre Drogas (ICD) y las demás autoridades competentes para fiscalizar 

y sancionar la producción y el tráfico ilícito de cannabis psicoactivo y demás actividades 

ilícitas conexas. 

Artículo 4.- Regulación Estatal. El Estado costarricense, a través del Ministerio de 

Agricultura y Ganadería (MAG) y el Ministerio de Salud, cada uno en el ámbito de sus 

competencias, asumirá el control y la regulación de las actividades de producción, la 

industrialización y la comercialización del cáñamo para fines industriales y alimentarios 

y del cannabis psicoactivo con fines exclusivamente medicinales y terapéuticos y sus 

productivos derivados, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley Nº 8204, Ley sobre 

estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades 

conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, de 11 de enero del 

2002 y sus reformas. 

El Poder Ejecutivo tendrá amplias potestades para regular y limitar el número de 

licencias que podrán otorgarse para realizar las actividades autorizadas en esta ley, así 

como establecer limitaciones temporales a la producción, las áreas totales de siembra y 



los sectores del territorio nacional donde se permiten estas actividades, cuando lo 

exijan razones de interés público debidamente motivadas. Asimismo, tendrá la potestad 

de establecer vedas o restricciones parciales o totales de estas actividades, cuando, 

mediante resolución motivada lo estime necesario para resguardar la seguridad y 

proteger la vida y la salud de las personas y el medio ambiente. 

CAPÍTULO II 
ACTIVIDADES AUTORIZADAS 

Sección I 
Del Cáñamo 

Artículo 5.- Autorización para el aprovechamiento del cáñamo. Es libre el cultivo, la 

producción, la industrialización, la comercialización de cáñamo o cannabis no 

psicoactivo y sus productos o subproductos, para fines alimentarios e industriales, por 

lo que estas actividades no requerirán de autorización previa especial o adicional, sin 

perjuicio de las licencias y permisos requeridos por toda actividad productiva 

agropecuaria o agroindustrial. 

Artículo 6.- Obligaciones de registro y fiscalización. Las personas físicas y jurídicas 

que se dediquen a las actividades indicadas en el artículo anterior deberán inscribirse 

en el Registro establecido en el artículo 29 de esta ley, y tendrán la obligación brindar a 

las autoridades competentes la información requerida sobre su actividad, según las 

especificaciones técnicas definidas en el reglamento de esta ley. Las fincas de cultivo 

de cáñamo y los establecimientos de almacenamiento, industrialización y 

comercialización de este producto y sus derivados estarán sujetos a inspección y 

fiscalización periódicas por parte del Ministerio de Salud, el Ministerio de Agricultura y 

Ganadería y el Instituto Costarricense sobre Drogas en el ámbito de sus competencias. 

Estas autoridades podrán tomar muestras de las plantas de cáñamo y sus productos 

derivados, a fin de descartar la comisión de actividades ilícitas. 

Artículo 7.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo emitirá las regulaciones necesarias y 

dictará los reglamentos técnicos correspondientes, a fin de permitir el desarrollo 

ordenado y seguro de las actividades autorizadas de producción, industrialización y 

comercialización del cáñamo y sus productos y subproductos. 



Sección II 
Del Cannabis de Uso Médico y Terapéutico 

Artículo 8.- Actividades autorizadas para fines médicos y terapéuticos. Se autoriza 

el uso y aprovechamiento en el territorio nacional del cannabis psicoactivo con fines 

médicos y terapéuticos, única y exclusivamente, para la realización de las siguientes 

actividades: 

1. La producción, incluyendo la siembra, el cultivo, la cosecha, el almacenamiento

y el transporte, así como la producción y la importación de semilla de variedades

de cannabis psicoactivo para:

a. Su venta como materia prima a la Caja Costarricense de Seguro Social o

a laboratorios o establecimientos debidamente autorizados de

conformidad con esta ley para la industrialización, fabricación y

comercialización de productos de uso médico o de uso terapéutico en el

territorio nacional; o para su exportación a terceros países donde se

permite el comercio lícito de estos productos.

b. Su industrialización directa por parte de la misma persona productora

para la elaboración y comercialización de productos de uso médico o de

uso terapéutico, autorizados de conformidad con esta ley. En este caso,

la persona productora deberá contar también con el respectivo título

habilitante para realizar actividades de industrialización de productos

derivados de cannabis de uso médico o terapéutico.

2. La elaboración o industrialización, el almacenamiento y la comercialización de

medicamentos, cosméticos, aceites esenciales y otros productos de uso médico

o de uso terapéutico debidamente autorizados de conformidad con esta ley, a

partir de plantas de cannabis psicoactivo y sus subproductos y derivados. 

3. Las actividades indicadas en los incisos 1 y 2 de este artículo, sin ánimo de lucro

y con fines exclusivos de investigación científica o docencia universitaria.

4. El cultivo doméstico de plantas de cannabis psicoactivo para autoconsumo y uso

exclusivo de pacientes, para la prevención y el tratamiento de enfermedades y el

alivio de sus síntomas, previa receta del respectivo médico tratante y bajo su

supervisión.



5. La Caja Costarricense de Seguro Social podrá otorgar contratos de compra de

productos a organizaciones, asociaciones, cooperativas o cualquier otro ente

que cumpla con lo establecido en la Ley N° 8262, Ley de Fortalecimiento de las

Pequeñas y Medianas Empresas, de 02 de mayo de 2002 y sus reformas.

Para la realización de las actividades anteriormente indicadas, las personas 

interesadas requerirán de autorización previa mediante la obtención del respectivo 

título habilitante otorgado por la autoridad competente, de conformidad con la presente 

ley. Lo dispuesto en el inciso 4) de este artículo se regirá por las reglas específicas 

establecidas en la Sección IV de este Capítulo. Todas las actividades autorizadas 

quedarán sometidas al control, la vigilancia, la supervisión y la inspección periódicas 

del Ministerio de Salud, el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Instituto 

Costarricense sobre Drogas en el ámbito de sus competencias. 

Artículo 9.- De los títulos habilitantes y la autoridad competente para otorgarlos. 

Los títulos habilitantes requeridos para autorizar las actividades indicadas en el artículo 

anterior serán los siguientes: 

1. Cultivo, producción y demás actividades conexas a la producción de

cannabis psicoactivo con fines médicos o terapéuticos (artículo 8, inciso

1). Se requerirá de una licencia otorgada por el Ministerio de Agricultura y

Ganadería, de conformidad con esta ley y su reglamento.

Las licencias para cultivo incluirán la respectiva autorización por parte del

Ministerio de Agricultura y Ganadería para que la persona licenciataria importe o

reproduzca las semillas requeridas para realizar las actividades autorizadas. El

reglamento de la presente determinará el procedimiento para realizar la

importación de semillas, el cual será sumario, ágil y expedito.

2. Industrialización o elaboración de medicamentos, cosméticos, aceites

esenciales y otros productos de valor agregado para uso médico o

terapéutico a partir del cannabis psicoactivo (artículo 8, inciso 2). Se

requerirá de una licencia otorgada por el Ministerio de Salud, de conformidad

con esta ley y su reglamento, la Ley N° 5412, Ley Orgánica del Ministerio de

Salud y la Ley N° 5395, Ley General de Salud, y demás normativa que regula la



operación de laboratorios de medicamentos y establecimientos similares, según 

la naturaleza del producto. 

3. Actividades de investigación científica o docencia universitaria, sin fines 

de lucro (artículo 8, inciso 3). Se requerirá de un permiso otorgado por el 

Ministerio de Salud, de conformidad con esta ley y su reglamento. 

Artículo 10.- Requisitos generales para el otorgamiento de licencias y permisos. 

Sin perjuicio de los demás requerimientos establecidos en la legislación vigente, y de 

los requisitos específicos según tipo de actividad contemplados en esta ley y su 

reglamento, las personas interesadas en obtener un título habilitante para realizar las 

actividades reguladas en los incisos 1), 2) y 3) del artículo 8, deberán cumplir con lo 

siguiente: 

1. Las personas físicas deberán ser mayores de edad, con plena capacidad 

cognoscitiva y volitiva. Las personas jurídicas deberán acreditar su existencia, 

vigencia, representación legal y detallar el nombre y las calidades de cada uno 

de sus asociados o socios. Las sociedades mercantiles deberán especificar la 

composición de su capital accionario y el de todas las sociedades vinculadas en 

caso de integrar grupos de sociedades. Para efectos de verificar esta 

información el Instituto Costarricense sobre Drogas y el órgano competente para 

otorgar el título habilitante podrán consultar el Registro de Beneficiarios Finales 

administrado por el Banco Central de Costa Rica, de conformidad con la Ley N° 

9416, Ley para Mejorar la Lucha contra el Fraude Fiscal, de 14 de diciembre de 

2016. 

2. Declaración jurada donde se haga constar que la persona solicitante y sus 

asociados o socios no se encuentran afectados por las prohibiciones 

establecidas en el artículo 11 de esta ley. 

3. Descripción detallada del proyecto productivo que pretende desarrollar y de sus 

fuentes de financiamiento, con autorización expresa para la autoridad 

competente y el Instituto Costarricense sobre Drogas, a fin de verificar la 

veracidad de la información. 

4. Demostración de transparencia y del origen lícito de sus capitales. Los 

interesados deberán entregar la información requerida por el órgano competente 



de otorgar la licencia y al Instituto Costarricense sobre Drogas y autorizar a 

dichas autoridades a verificar el origen de sus capitales con las entidades 

financieras pertinentes. Para estos efectos, autorizarán expresamente al 

levantamiento del secreto bancario de dicha información. Los costos de este 

proceso de verificación correrán por cuenta del interesado. La ausencia de un 

origen lícito verificable de dichos capitales o la duda sobre su procedencia, serán 

motivo suficiente para denegar sin más trámite la solicitud de licencia. 

5. Autorización expresa para que el Instituto Costarricense sobre Drogas y el

Ministerio de Agricultura y Ganadería o el Ministerio de Salud, en el ámbito de

sus competencias y según corresponda, realicen inspecciones en sus fincas e

instalaciones y tomen muestras de los cultivos y productos como parte de sus

deberes de control, fiscalización y prevención de actividades ilícitas. Igualmente

deberán comprometerse por escrito a brindar toda la información que requieran

estos órganos para los fines anteriormente indicados.

6. Estar inscritas como patrono y encontrarse al día en todas sus obligaciones con

la Caja Costarricense de Seguro Social, Asignaciones Familiares y la

municipalidad respectiva, así como con la póliza de riesgos del trabajo.

Artículo 11.- Prohibiciones. No podrán otorgarse los títulos habilitantes regulados en 

esta ley a: 

1. Personas físicas que tengan antecedentes penales o acusaciones presentadas

por el Ministerio Público por delitos tipificados en la Ley N° 8204, Ley sobre

Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado,

Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo,

o personas jurídicas que hayan tenido participación en estos delitos o cuyos

representantes legales, directivos o integrantes de órganos sociales, socios, 

asociados o beneficiarios finales o quienes aportan su capital o su 

financiamiento, ya sea directamente o a través de interpósita persona, tengan 

dichos antecedentes o se encuentren acusados por tales delitos. 

2. Los jerarcas y funcionarios del Instituto Costarricense sobre Drogas, el Ministerio

de Agricultura y Ganadería, o el Ministerio de Salud, sus familiares hasta el

segundo grado por consanguinidad o afinidad o las personas jurídicas en las que



estas personas sean representantes legales, directivos o integrantes de órganos 

sociales, socios, asociados o beneficiarios finales, ya sean directamente o a 

través de interpósita persona física o jurídica. 

Artículo 12.- De las licencias para cultivo. Las licencias para cultivo y producción en 

el territorio nacional de cannabis psicoactivo con fines médicos o terapéuticos 

únicamente podrán ser otorgadas a organizaciones de productores agropecuarios, 

constituidas como centros agrícolas cantonales, asociaciones de pequeños y medianos 

productores, cooperativas agrícolas o de autogestión o asociaciones de desarrollo 

indígena. Para obtener una licencia, las organizaciones interesadas deberán cumplir, 

además con lo siguiente: 

1. Contar con de alguna de estas alternativas y demostrar su existencia con los

documentos y pruebas correspondientes:

a. Un contrato o acuerdo vigente por escrito para la venta o suministro de su

producción como materia prima a la Caja Costarricense de Seguro Social

o a otros laboratorios o establecimientos debidamente autorizados de

conformidad con esta ley para la industrialización, fabricación y 

comercialización de productos de uso médico o de uso terapéutico en el 

territorio nacional; 

b. Un contrato o acuerdo vigente por escrito para la exportación de su

producción a terceros países donde se permite el comercio lícito de

cannabis psicoactivo de uso médico o terapéutico y sus subproductos y

derivados;

c. Una licencia vigente para la industrialización directa por parte de la misma

persona jurídica productora para la elaboración y comercialización de

productos de uso médico o de uso terapéutico, otorgada de conformidad

con esta ley; o

d. Una combinación de las anteriores opciones, siempre que se garantice

que la totalidad de la totalidad de la producción sea destinada a

actividades lícitas, autorizadas de conformidad con esta ley.



En todo caso deberá garantizarse el seguimiento y la trazabilidad de toda la 

producción realizada en el territorio nacional, sus subproductos y derivados, 

a fin de garantizar que será utilizada en actividades lícitas, autorizadas de 

conformidad con esta ley y los tratados internacionales suscritos por el 

Estado costarricense. En caso de sobreproducción, el excedente deberá ser 

entregado al Ministerio de Agricultura y Ganadería, que podrá destruir el 

producto o donarlo a la Caja Costarricense de Seguro Social. 

2. Cumplir con los requerimientos y las especificaciones técnicas de la actividad

productiva que serán determinados por el Ministerio de Agricultura y Ganadería

en el reglamento de esta ley, tales como los volúmenes máximos de producción

y las variedades autorizadas, las cantidades máximas autorizadas de THC o

CBD, los criterios fitosanitarios, las medidas de seguridad de las plantaciones,

entre otras debidamente fundamentadas con base en criterios técnicos.

3. Contar con la respectiva licencia ambiental, el permiso de uso del suelo, la

licencia municipal y los demás trámites requeridos para realizar actividades de

producción agrícola.

El Ministerio de Agricultura y Ganadería definirá, con base en criterios técnicos, las 

regiones del país aptas para el cultivo de cannabis de uso médico y terapéutico y 

promoverá una distribución equitativa de las licencias para cultivo en el territorio 

nacional, priorizando los distritos con menores índices de desarrollo social. 

Artículo 13.- De las licencias para industrialización. El Ministerio de Salud podrá 

otorgar las siguientes licencias para la industrialización o elaboración y la 

comercialización de medicamentos y otros productos de valor agregado para uso 

médico o terapéutico, utilizando como materia prima plantas de cannabis psicoactivo o 

sus subproductos y derivados: 

1. Licencias para laboratorios. Habilita la producción industrial de medicamentos,

cosméticos y otros productos farmacéuticos de uso médico o terapéutico a partir

de la industrialización de plantas de cannabis psicoactivo y la extracción de sus

componentes, así como la comercialización, incluida la exportación, de dichos

productos de valor agregado. Estos establecimientos deberán cumplir con los



requisitos establecidos para la operación y el funcionamiento de este tipo de 

industrias, de conformidad con la Ley N° 5412, Ley Orgánica del Ministerio de 

Salud, la Ley N° 5395, Ley General de Salud y sus reglamentos. Asimismo, 

todos los medicamentos que se produzcan deberán cumplir con los requisitos 

legales y reglamentarios vigentes para el registro y comercialización de estos 

productos, en aras de garantizar el resguardo a la vida y la salud de las 

personas. El Ministerio de Salud determinará los rangos permitidos de CBD y 

THC que podrán contener dichos productos, cuya comprobación se realizará 

mediante estudios técnicos. 

2. Licencias para pequeñas industrias. Habilita la producción industrial de

pequeña escala o artesanal y la comercialización, incluida la exportación, de

aceites esenciales, cremas, cosméticos y otros productos de uso terapéutico, de

venta autorizada por el Ministerio de Salud, utilizando plantas de cannabis

psicoactivo o sus extractos y derivados por parte de personas físicas o micro y

pequeñas empresas. El reglamento de esta ley establecerá requisitos

razonables y diferenciados para estas actividades, en razón del tamaño y la

naturaleza de la actividad y en aras de promover el más adecuado reparto de la

riqueza sin menoscabar la protección de la salud pública.

Estos establecimientos deberán acreditar el origen lícito de la materia prima a base 

cannabis psicoactivo que utilizan en su producción e implementar un sistema de 

trazabilidad que permita verificar dicho origen a lo largo toda de la cadena de 

producción. Estarán sujetos a los controles, los registros y las demás obligaciones 

establecidas en el Título III de la Ley N° 8204, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias 

Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de 

Capitales y Financiamiento al Terrorismo. 

Además, deberán contar con la respectiva licencia ambiental, el permiso de uso del 

suelo, la licencia municipal, según el tipo de actividad. 

Artículo 14.- De los permisos para actividades de investigación. El Ministerio de 

Salud        otorgar permisos a las personas físicas o jurídicas, universidades públicas 

y otras instituciones o centros de investigación, nacionales o internacionales, de 



reconocido prestigio, para realizar investigaciones científicas o académicas con fines 

lícitos utilizando plantas de cannabis psicoactivo, sus productos, subproductos y 

derivados en el territorio nacional. 

El reglamento de esta ley dete                                          específicos para 

tramitar estos permisos. En todo caso, las personas físicas o jurídicas e instituciones 

interesadas deberán cumplir con los requisitos generales y las prohibiciones 

establecidas en los artículos 10 y 11 de esta ley,      como con la normativa especial 

que regula la materia según el tipo de investigación. En caso de que la actividad 

autorizada incluya el cultivo controlado y limitado para fines de la investigación de 

plantas de cannabis psicoactivo, la persona física o jurídica e institución permisionaria 

        cumplir con las medidas que dicte el Ministerio de Salud, a fin de garantizar la 

seguridad de dicha actividad. 

Las personas físicas o jurídicas e instituciones autorizadas para realizar actividades de 

investigación de conformidad con esta ley deberán inscribirse en el Registro 

establecido en el artículo 29 de esta ley, y tendrán la obligación de brindar al Instituto 

Costarricense sobre Drogas y al Ministerio de Salud la información requerida sobre su 

actividad. Los inmuebles y establecimientos donde se realicen las actividades de 

investigación estarán sujetos a inspección y fiscalización periódicas por parte del 

Ministerio de Salud y el Instituto Costarricense sobre Drogas en el ámbito de sus 

competencias. 

Artículo 15.- Del costo de las licencias y permisos. Las personas físicas o jurídicas 

que soliciten el otorgamiento de los títulos habilitantes regulados en esta ley o su 

renovación deberán cancelar la tarifa correspondiente, que será fijada por el Poder 

Ejecutivo, mediante decreto ejecutivo, según estudios técnicos y con base en el 

principio de servicio al costo. El monto a cancelar será proporcionado al tamaño y a la 

naturaleza de la actividad que se pretende realizar, debiendo establecerse tarifas 

diferenciadas para pequeñas empresas y organizaciones de pequeños productores 

agropecuarios. 

Los ingresos que perciban el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Ministerio de 

Salud por el cobro de estas tarifas deberán reinvertirse en su totalidad en el 



fortalecimiento de sus dependencias encargadas de aplicar esta ley, así como de 

controlar y fiscalizar su adecuado cumplimiento. 

Artículo 16.- Plazos y renovación. Las licencias para cultivo e industrialización de 

cannabis psicoactivo con fines médicos o terapéuticos se otorgarán por un plazo de 

seis años y podrán ser renovadas por un periodo igual, a solicitud del licenciatario y 

previa demostración de que cumple con todos los requisitos y obligaciones 

establecidas en esta ley y su reglamento. 

El plazo de los permisos de investigación y el procedimiento para su renovación será 

regulado en el reglamento de esta ley, según el tipo de investigación de que se trate. 

Artículo 17.- Carácter intransferible y límites de las licencias. Las licencias 

otorgadas de conformidad con esta ley serán personalísimas e intransferibles. Ningún 

licenciatario podrá ceder, arrendar, donar, negociar o transferir su licencia a terceros, 

independientemente del título o figura jurídica utilizada. Solo se permitirá una licencia 

para cultivo y una licencia para industrialización por persona física o jurídica, 

incluyendo a las personas físicas o jurídicas que integren un mismo grupo de 

sociedades o grupo de interés económico, a fin de evitar la concentración de las 

actividades aquí regladas. Todas las licencias establecidas en esta ley son 

incompatibles con el régimen de zonas francas. 

Artículo 18.- Procedimiento. El reglamento de la presente ley determinará el 

procedimiento para el trámite y el otorgamiento de las licencias y permisos regulados 

en esta ley. Serán aplicables, en lo conducente, los principios generales establecidos 

en la Ley Nº 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978 y 

sus reformas y la Ley Nº 8220, Ley de Protección al Ciudadano Frente al Exceso de 

Requisitos y Trámites Administrativos, de 4 de marzo de 2002 y sus reformas, con la 

salvedad de que en estos casos no se aplicará el silencio positivo, en razón de que se 

encuentra involucrada la protección de la salud pública. 

Los órganos competentes deberán consultar el criterio del Instituto Costarricense sobre 

Drogas de previo a otorgar una licencia o permiso de conformidad con esta ley. El 

criterio negativo debidamente motivado del Instituto Costarricense sobre Drogas en el 

ámbito de sus competencias será vinculante. Las distintas instituciones involucradas en 



el trámite de las licencias y los permisos deberán mantener una coordinación efectiva y 

permanente para garantizar el cumplimiento de los fines de esta ley. 

ARTÍCULO 19.- Extinción de las licencias. Son causales de extinción de las licencias 

o permisos:

1. Por el vencimiento del plazo, sin que medie solicitud previa de prórroga,

debidamente presentada, de conformidad con esta ley y su reglamento.

2. La imposibilidad de cumplimiento.

3. La renuncia expresa o el abandono que realicen las personas licenciatarias.

4. El acuerdo mutuo de la administración y las personas licenciatarias.

5. La muerte de la persona física o la disolución de la persona jurídica que ostente

el título habilitante respectivo.

6. La cancelación de las licencias, por parte de las autoridades competentes,

previo cumplimiento del debido proceso.

ARTÍCULO 20.- Cancelación de las licencias. Los permisos y las licencias emitidas 

de conformidad con la presente ley, podrán ser cancelados: 

1. El cultivo de variedades no autorizadas, la utilización indebida o el desvío, venta

o entrega a terceros no autorizados de plantas de cannabis psicoactivo, sus

semillas, extractos, productos, subproductos o derivados para actividades 

distintas a las expresamente autorizadas de conformidad con esta ley y el 

respectivo título habilitante, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera 

derivarse de dichas conductas. 

2. El incumplimiento sobreviniente por parte de las personas físicas o jurídicas

licenciatarias de las prohibiciones y requisitos generales establecidos en los

artículos 10 y 11 de esta ley.

3. La omisión injustificada de la persona licenciataria de iniciar las actividades

autorizadas luego de un año de haber sido otorgada la licencia o permiso de

haberse concedido la prórroga.

4. El incumplimiento de las obligaciones y condiciones establecidas en esta ley, los

reglamentos, el contrato y las regulaciones técnicas que emitan las autoridades



competentes, así como la infracción a las prohibiciones establecidas de 

conformidad con el ordenamiento jurídico. 

5. La negativa o la resistencia a cooperar con las autoridades públicas

competentes impidiendo inspecciones y tomas de muestras en las fincas o

establecimientos donde realicen sus actividades o negándose a brindar la

información requerida de conformidad con esta ley.

6. El incumplimiento en el pago del impuesto establecido en el Capítulo III de esta

ley durante dos periodos fiscales consecutivos.

La declaratoria de resolución del contrato estará precedida de un procedimiento 

administrativo que respetará las reglas del debido proceso, de conformidad con la 

Ley General de la Administración Pública. 

Sección III 
Competencias de la Caja Costarricense de Seguro Social 

Artículo 21.- Autorización a la Caja Costarricense de Seguro Social. Se autoriza a 

la Caja Costarricense de Seguro Social, en conjunto con las universidades públicas, a 

realizar investigaciones y a producir en sus laboratorios medicamentos y productos de 

uso terapéutico de uso autorizado por el Ministerio de Salud, utilizando cannabis 

psicoactivo, sus extractos y derivados; así como a recibir, comprar procesar y distribuir 

cannabis para uso medicinal y terapéutico, sus productos, subproductos y derivados. 

Artículo 22.- Inclusión en listas oficiales de medicamentos. Se autoriza a la Caja 

Costarricense de Seguro Social para que, con base en estudios técnicos, incluya 

medicamentos y productos de uso terapéutico con cannabinoides en sus listas oficiales 

de medicamentos y a entregarlos a las personas aseguradas, según la prescripción de 

la persona profesionales en medicina encargada de su tratamiento. 

Artículo 23.- Interés público. Se declaran de interés público las investigaciones que 

realicen la Caja Costarricense de Seguro Social y las universidades públicas para 

desarrollar nuevos medicamentos, productos y tratamientos terapéuticos que permitan 

aprovechar los beneficios del cannabis, en aras de mejorar la salud integral y la calidad 

de vida de toda la población. 



Sección IV 
Del cultivo doméstico para autoconsumo con fines médicos y terapéuticos 

Artículo 24.- Acreditación de la condición de paciente. La condición médica de la 

persona paciente a la que, para el mejoramiento de su salud, el tratamiento de una 

enfermedad o el alivio de sus síntomas, se le autoriza el consumo de cannabis 

psicoactivo de uso médico o terapéutico deberá ser acreditada por la persona 

profesional en medicina encargada de su tratamiento. Para estos efectos, la Caja 

Costarricense de Seguro Social o el centro de salud de que se trate, emitirán un carné 

que permita a las autoridades públicas identificar a la persona paciente, de conformidad 

con las especificaciones técnicas que emitirá el Ministerio de Salud. 

Artículo 25.- Cultivo para autoconsumo de pacientes. Se autoriza a las personas 

acreditadas como pacientes según lo dispuesto en el artículo anterior y que cuenten 

con la respectiva prescripción de la persona profesional en medicina encargada de su 

tratamiento, a realizar el cultivo doméstico de una cantidad limitada de plantas de 

cannabis psicoactivo, para ser utilizadas, única y exclusivamente, en el tratamiento de 

la persona paciente con fines médicos o terapéuticos. El cultivo doméstico también 

podrá ser realizado por una persona familiar mayor de edad encargada del cuido de la 

persona paciente, cuando ella se encuentre en estado terminal o tengan una 

discapacidad que les impida realizar dicha actividad por su cuenta. 

El Ministerio de Salud definirá la cantidad máxima de plantas que podrán autorizarse y 

las demás condiciones técnicas y de seguridad de esta actividad. 

CAPÍTULO III 
SISTEMA DE TRAZABILIDAD Y REGISTRO DE ACTIVIDADES AUTORIZADAS 

Artículo 26.- Sistema de trazabilidad de productos autorizados de cannabis. El 

Poder Ejecutivo, creará y regulará, mediante el reglamento de la presente ley, un 

sistema de trazabilidad o rastreabilidad que permita identificar el origen lícito, 

autorizado de conformidad con esta ley, de las plantas de cannabis, sus semillas, sus 

partes, sus productos y subproductos, extractos y derivados a lo largo de toda la 

cadena de producción, desde la adquisición de las semillas por las personas 

productoras hasta la adquisición de la materia prima por los laboratorios y las industrias 



autorizadas y el transporte, almacenamiento, comercialización o exportación de los 

productos finales, incluyendo la adecuada disposición de los residuos, de conformidad 

con la presente ley. 

Este sistema será ejecutado a través de la coordinación interinstitucional entre el 

Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Ministerio de Salud y el Instituto Costarricense 

sobre Drogas. Su implementación será gradual y progresiva. Para estos efectos, dichas 

autoridades quedan facultadas para destinar los recursos necesarios para desarrollar 

las capacidades que les permitan aplicar este sistema, dentro de sus competencias, así 

como supervisar su cumplimiento. 

Artículo 27.- Obligaciones de las personas productoras, licenciatarias y 

permisionarias. Las personas físicas y jurídicas productoras de cáñamo y las titulares 

de licencias o permisos otorgados de conformidad con esta ley para realizar 

actividades con cannabis psicoactivo estarán obligadas a aplicar el sistema de 

trazabilidad regulado en el artículo anterior, dentro de los plazos y las condiciones que 

se estipulen, para cada caso, en el respectivo reglamento de esta ley. Asimismo, 

deberán cumplir con las siguientes obligaciones: 

1. Mantener debidamente identificados y contabilizados con inventarios

actualizados las plantas de cáñamo o cannabis psicoactivo, sus semillas y

demás productos y subproductos que se encuentran bajo su posesión o que

utilizan en su actividad productiva, en la forma y las condiciones que establezca

el reglamento de esta ley.

2. Identificar el bien o producto del que se trata, utilizando el medio de

identificación correspondiente, de acuerdo con la normativa vigente.

3. Conservar las facturas, los documentos y la demás información relativa a la

procedencia de las plantas, las semillas y los demás productos y subproductos

de cáñamo o cannabis, así como los demás datos que determinen los

reglamentos de esta ley, durante los períodos que definan esos reglamentos.

4. Suministrar a las autoridades del Ministerio de Agricultura y Ganadería o del

Ministerio de Salud, debidamente identificadas, toda la información requerida de



conformidad con esta ley y su reglamento para la efectiva ejecución del sistema 

de trazabilidad. 

El Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Ministerio de Salud dictarán y 

determinarán las medidas pertinentes para lograr el control y la vigilancia del 

cumplimiento de estas obligaciones. Para estos efectos, dichas autoridades tendrán la 

potestad regular y ejercer actividades de control sobre las diferentes etapas de 

producción, transporte, importación, exportación, transformación y distribución de los 

productos regulados por esta ley. 

Artículo 28.-Certificados de cumplimiento. El Poder Ejecutivo podrá crear 

certificados de cumplimiento del sistema de trazabilidad, de acuerdo con las 

disposiciones del reglamento de esta ley. Dichos certificados podrán ser emitidos 

únicamente cuando la autoridad competente haya constatado el cumplimiento 

reiterado, durante el plazo mínimo definido en el reglamento de esta ley, de la totalidad 

de las disposiciones que tutelan el sistema de trazabilidad. En caso de que se constate 

el incumplimiento de esas disposiciones, los certificados serán cancelados, sin perjuicio 

de las sanciones establecidas en esta ley. 

Artículo 29.- Registros. Sin perjuicio de los controles y registros establecidos en la 

Ley N° 8204, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No 

Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al 

Terrorismo, se crean los siguientes registros de inscripción y actualización obligatoria 

para todas las personas físicas y jurídicas que realizan actividades autorizadas en esta 

ley: 

1. Registro de personas productoras de cáñamo o cannabis para uso médico o

terapéutico, incluyendo la autorización para la comercialización de semillas. Este

registro estará a cargo del Ministerio de Agricultura y Ganadería y deberá incluir

la identificación precisa de las personas productoras, las áreas sembradas, la

ubicación exacta de las fincas de producción y los lugares de almacenamiento

de los productos, el expediente del respectivo título habilitante de haberlo

requerido, así como la demás información pertinente establecida en el

reglamento de la presente ley.



2. Registro de laboratorios, pequeñas industrias, centros de investigación y demás

personas físicas o jurídicas autorizadas para realizar actividades de

investigación, industrialización, elaboración de medicamentos y demás

productos de valor agregado utilizando como materia prima el cáñamo o el

cannabis psicoactivo de uso médico o terapéutico, así como para la

comercialización o exportación de estos productos. Este registro estará a cargo

del Ministerio de Salud y deberá incluir la identificación precisa de las personas

productoras o investigadoras, la ubicación exacta de las industrias y los lugares

de almacenamiento, el expediente del respectivo título habilitante de haberlo

requerido, así como la demás información pertinente establecida en el

reglamento de la presente ley.

El reglamento de esta ley establecerá los requisitos y plazos para el funcionamiento de 

estos registros. 

CAPÍTULO IV 
IMPUESTO ESPECIAL A LA REALIZACIÓN DE 

ACTIVIDADES AUTORIZADAS PARA EL CANNABIS MEDICINAL 

Artículo 30.- Creación de impuesto. Se establece un impuesto sobre las rentas 

obtenidas por la realización de actividades autorizadas para el cannabis de uso médico 

o terapéutico y el cáñamo de uso industrial o alimentario, por parte de personas físicas

o personas jurídicas de derecho privado.

Artículo 31.- Hecho generador y devengo del tributo. El hecho generador para todas 

las personas físicas o jurídicas de derecho privado será la realización de alguna o 

varias de las actividades de uso industrial o alimentario del cáñamo según lo dispuesto 

en el artículo 5 de esta ley o las actividades autorizadas de cannabis psicoactivo de uso 

medicinal o terapéutico, de conformidad con los incisos 1) y 2) del artículo 8 de esta 

ley. 

                                                                                      

liquidación y pago del Impuesto sobre la Renta según lo dispone el artículo 20 de la Ley 

N° 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988 y sus reformas. 



Artículo 32.- Tarifa. La tarifa del impuesto será de un cinco por ciento (5%) de las 

utilidades netas. 

Artículo 33.- Forma y plazo para el pago.                                  

mediante los medios, la forma y las condiciones establecidos al efecto por la Dirección 

General de Tributación, dentro de los primeros treinta días naturales siguientes a la 

finalización del período para la liquidación y pago del Impuesto sobre la Renta según lo 

dispone el artículo 20 de la Ley N° 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de 

abril de 1988 y sus reformas. 

Los representantes legales de las sociedades mercantiles, las empresas individuales 

de responsabilidad limitada y las sucursales de una sociedad extranjera o su 

representante serán solidariamente responsables con esta por el no pago del tributo 

establecido en la presente ley. 

Artículo 34.- Administración. Corresponde a la Dirección General de Tributación del 

Ministerio de Hacienda la recaudación, la administración, la fiscalización y el cobro del 

tributo creado en este capítulo. 

Artículo 35.- No deducibilidad del impuesto. El tributo creado en este capítulo no 

tendrá el carácter de gasto deducible para efectos de la determinación del impuesto 

sobre la renta. 

Artículo 36.- No compensación del impuesto. Debido a que el tributo creado en este 

capítulo tiene un destino específico, se prescinde del trámite de compensación con otro 

impuesto. 

Cuando la utilidad fiscal de la empresa represente pérdidas se calculará de igual 

manera el porcentaje (%) de la pérdida, el cual será compensable al mismo impuesto 

en períodos futuros hasta un máximo de dos periodos fiscales. 

Artículo 37.- Destino del tributo. Los recursos que se recauden por concepto del 

impuesto tendrán los siguientes destinos específicos para el cumplimiento de los fines 

de la presente ley: 

1. Un 10 % para el Ministerio de Salud, que será destinado al efectivo cumplimiento

de las competencias que le asigna esta ley.



2. Un 10% para el Ministerio de Agricultura y Ganadería, para ser destinado al

efectivo cumplimiento de las competencias que le asigna esta ley.

3. Un 10% para el Instituto Costarricense sobre Drogas para ser destinado al

cumplimiento de las competencias que le asigna la Ley N° 8204, Ley sobre

Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado,

Actividades Conexas, Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo.

4. Un 20% para el Seguro de Enfermedad y Maternidad de la Caja Costarricense

de Seguro Social, para ser destinado a la compra de medicamentos que

requieran las personas aseguradas.

5. Un 50% para el Fondo Nacional de Desarrollo del Sistema de Banca para el

Desarrollo, con el fin de dar financiamiento exclusivamente al sector, por medio

de los diferentes instrumentos dispuesto en la Ley del Sistema de Banca para el

Desarrollo No. 8634 y sus reformas; este destino se dará durante un plazo de 10

años, cumplido este plazo se podrá financiar nuevas actividades productivas.

Estos fondos deberán ser girados, directa y oportunamente, cada año. La Contraloría 

General de la República fiscalizará el uso de estos fondos. 

Artículo 38.- Aplicación supletoria del Código de Normas y Procedimientos 

Tributarios. Para lo no previsto expresamente en esta ley, se aplicará supletoriamente 

lo establecido en la Ley N.º 4755, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de 3 

de mayo de 1971. 

CAPÍTULO V 
INFRACCIONES Y SANCIONES 

Sección I 
Delitos 

Artículo 39.- Tráfico ilícito. Constituye el delito de tráfico ilícito de drogas la utilización 

indebida o el desvío de las licencias otorgadas de conformidad con esta ley para 

realizar actividades ilícitas con el cannabis psicoactivo. En este sentido, se impondrán 

las penas establecidas en el artículo 58 la Ley N° 8204, Ley sobre Estupefacientes, 

Sustancias Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, 

Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo a quién distribuya, comercie, 



suministre, fabrique, elabore, refine, transforme, extraiga, prepare, produzca, 

transporte, almacene o venda a terceros no autorizados de plantas de cannabis 

psicoactivo, sus semillas, extractos, productos, subproductos o derivados para 

actividades distintas a las expresamente autorizadas de conformidad con esta ley y el 

respectivo título habilitante. 

Igualmente, a los delitos conexos con estas actividades ilícitas se aplicarán las penas 

previstas en los respectivos tipos penales de la Ley N° 8204. 

Sección II 
Infracciones y sanciones administrativas 

Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a la presente ley las siguientes 

conductas: 

1. Obstruir las inspecciones y el acceso a la información relacionada con las

actividades reguladas en esta ley, por parte de las autoridades competentes

debidamente identificadas.

2. Cultivar, producir, industrializar, comercializar o distribuir cáñamo o cannabis o

sus productos, subproductos y derivados sin cumplir con las normas de

seguridad, los lugares permitidos, las variedades autorizadas y los demás

requisitos o especificaciones técnicas que determinen el Ministerio de Agricultura

y Ganadería y el Ministerio de Salud en el ámbito de sus competencias, de

conformidad con esta ley y su reglamento y el respectivo título habilitante.

3. Cultivar, producir o comercializar cannabis con el título habilitante vencido, sin

haber sido aprobada su renovación o habiendo sido suspendido o cancelado

dicho título por la autoridad competente, siempre que no se configure una

infracción de mayor gravedad.

4. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 27 de esta ley para

garantizar el correcto funcionamiento del sistema de trazabilidad de productos

de cáñamo y cannabis de uso medicinal o terapéutico.

5. Incumplir con la obligación de inscripción en los Registros establecidos en el

artículo 29 de esta ley, brindar información o incompleta u omitir la actualización

periódica de la información requerida en dichos Registros.



6. No informar a las autoridades competentes en un plazo de cinco días hábiles del

robo o extravío de productos regulados en la presente ley o de la existencia de

una situación de sobreproducción.

7. Incumplir las disposiciones establecidas en esta ley y su reglamento sobre la

importación, venta o reproducción de semillas de plantas de cannabis

psicoactivo, siempre que no se configure una infracción de mayor gravedad.

8. Vender o suministrar productos de cannabis de uso medicinal en cantidades

superiores a las indicadas en la prescripción médica.

9. Incumplir las especificaciones normativas y técnicas del empaquetado y

etiquetado de los productos con cannabis.

10. Incumplir las regulaciones y restricciones establecidas en la normativa vigente

en relación con la publicidad y la promoción de los medicamentos elaborados a

base de cannabis de uso medicinal y terapéutico.

Artículo 41.- Sanciones. El Ministerio de Salud y el Ministerio de Agricultura y 

Ganadería, en el ámbito de sus competencias, sancionarán a las personas físicas o 

jurídicas responsables de las infracciones indicadas en el artículo anterior, con la 

imposición de una multa de entre uno (1) y ochenta (80) salarios base, según definición 

del artículo 2 de la Ley N. º 7337, de 5 de mayo de 1993 y sus reformas. 

Para la determinación de la multa a imponer las autoridades competentes deberán 

aplicar los principios de razonabilidad, proporcionalidad y lesividad, ponderando la 

gravedad de la infracción cometida, la existencia o no de daño a la salud pública o a los 

derechos de terceros, la naturaleza de la persona jurídica infractora y el tamaño de su 

actividad económica, entre otros criterios relevantes. 

Además de las sanciones de multa indicadas, las autoridades competentes podrán 

clausurar los locales que reincidan en el incumplimiento de las obligaciones estipuladas 

en la presente ley. Todo lo anterior, sin perjuicio de las penas que puedan corresponder 

por eventuales ilícitos de índole penal. 

Artículo 42.- Plazo para pago de multas. Las sanciones pecuniarias establecidas 

deben pagarse en un término máximo de treinta días hábiles a partir de su firmeza. La 



resolución administrativa en firme constituye título ejecutivo para el cobro en sede 

judicial en caso de incumplimiento de la obligación. 

Para efectos de la renovación de los títulos habilitantes regulados en esta ley, será 

requisito encontrarse al día en el pago de las multas establecidas en la presente 

Sección, lo que podrá comprobarse mediante certificación debidamente emitida por la 

autoridad competente. 

Artículo 43.- Procedimiento administrativo. Todas las actuaciones y acciones de 

esta ley se tramitarán de conformidad con el procedimiento sumario establecido en la 

Ley Nº 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978 y sus 

reformas. 

Artículo 44.- Recaudación y destino de multas. Las multas serán recaudadas por la 

autoridad que impuso la respectiva sanción. Los recursos percibidos por concepto de 

multas y sus intereses deberán ser reinvertidos en su totalidad por el Ministerio de 

Salud y el Ministerio de Agricultura y Ganadería en fortalecer sus capacidades para la 

ejecución de esta ley y financiar labores de control y fiscalización para su efectivo 

cumplimiento. 

Sección III 
Decomiso 

Artículo 45.- Decomiso de productos de cannabis. El Ministerio de Salud, el Instituto 

Costarricense sobre Drogas, las autoridades de policía, el Ministerio de Agricultura y 

Ganadería y la inspección sanitaria y fitosanitaria, quedan facultados para realizar los 

decomisos de productos de cannabis y cáñamo no autorizados de conformidad con 

esta ley. 

Todos los productos decomisados serán puestos, de inmediato, a la orden de la 

autoridad judicial competente, a más tardar dentro del plazo de tres días. Dicha 

autoridad ordenará el depósito en el lugar que haya dispuesto el Ministerio de Salud 

para el resguardo de evidencias hasta que dicha autoridad determine lo procedente. Si 

habiendo transcurrido un plazo de tres meses, después de finalizado el proceso 

judicial, el legítimo propietario no se apersona en sede judicial a hacer valer sus 

derechos, la autoridad jurisdiccional ordenará al Ministerio de Salud la destrucción de 



los bienes. Cuando se proceda a la destrucción de estos bienes deberán tomarse las 

medidas adecuadas para evitar riesgos a la salud y al ambiente. 

Todo lo anterior sin perjuicio del procedimiento de destrucción de plantaciones 

establecido en el artículo 95 de la Ley N° 8204, Ley sobre Estupefacientes, Sustancias 

Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de 

Capitales y Financiamiento al Terrorismo, el cual será aplicable, únicamente, para el 

caso de las plantaciones que no se encuentren debidamente amparadas en la presente 

ley. 

Artículo 46.- Acta de decomiso. Las autoridades indicadas en el artículo anterior, que 

procedan al decomiso de los productos de cannabis o cáñamo en condiciones 

irregulares levantarán un acta en presencia de dos testigos. Este documento deberá 

contener la fecha, el lugar, el nombre y los apellidos de las personas que actúan con 

indicación de las diligencias realizadas y la firma de todos los intervinientes o la 

mención de que alguno no puede o quiere firmar. 

Se entregará copia del acta a la persona a quien se le decomisen los productos o a 

quién se encuentre en el lugar del decomiso. 

CAPÍTULO VI 
INCENTIVOS PARA ORGANIZACIONES DE 
PRODUCTORES Y PEQUEÑAS EMPRESAS 

Artículo 47.- Asistencia técnica para pequeños productores agropecuarios. El 

Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través del Programa Nacional de Extensión 

Agropecuaria y del Instituto Nacional de Innovación y Transferencia de Tecnología 

Agropecuaria (INTA), en coordinación con el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) y 

las universidades públicas brindará capacitación, asistencia técnica, desarrollará 

investigaciones relacionadas con el cultivo del cáñamo y el cannabis de uso médico o 

terapéutico y facilitará la transferencia de tecnología a las organizaciones de personas 

micro, pequeñas y medianas productoras agropecuarias, a fin de que puedan obtener 

las licencias para cultivo e incursionar con éxito en las actividades autorizadas por esta 

ley. 



Artículo 48.- Acceso al crédito para el desarrollo. El Estado promoverá e incentivará 

el desarrollo del cultivo sostenible de cáñamo y de cannabis de uso médico o 

terapéutico, así como de industrias que den valor agregado a dicha producción, como 

alternativas para la reactivación económica. Para estos fines, personas físicas y 

jurídicas dedicadas a estas actividades, tendrán la posibilidad de acceder al crédito 

para su desarrollo de conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 8634, Ley del Sistema 

de Banca para el Desarrollo y la Ley Nº 1644, Ley Orgánica del Sistema Bancario 

Nacional, de 26 de setiembre de 1953. 

Se autoriza al Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 41 incido a) de la Ley Nº 8634, Ley del Sistema de Banca 

para el Desarrollo, en alianza con las universidades públicas, contribuya con la 

financiación de procesos de investigación y en el apoyo a proyectos de innovación, 

desarrollo científico y tecnológico, y en el uso de tecnología innovadora, mediante 

servicios de formación y capacitación profesional. 

El Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD) fijará un porcentaje anual de los recursos 

incautados al narcotráfico y crimen organizado para financiar actividades de promoción 

y comunicación sobre los aspectos medulares de la producción e industrialización del 

cáñamo y el cannabis de uso medicinal o terapéutico. 

Artículo 49.- Acceso y promoción en los mercados internacionales. De 

conformidad con las políticas de desarrollo definidas previamente por el Ministerio de 

Agricultura y Ganadería, el Ministerio de Comercio Exterior (Comex) y la Promotora de 

Comercio Exterior de Costa Rica (Procomer), en el ámbito de sus competencias, 

promoverán y facilitarán el acceso a los mercados internacionales para la exportación 

de la producción nacional de cáñamo y cannabis psicoactivo de uso médico o 

terapéutico, a países donde es lícito su comercio, tanto como materia prima como los 

productos de valor agregado. Con esta finalidad, brindarán capacitación a las empresas 

y organizaciones de personas productoras. Asimismo, el Comex promoverá que en las 

negociaciones comerciales internacionales en las cuales participe el país, se incluyan 

condiciones justas y equitativas de acceso para este sector productivo. 



Artículo 50.- Apoyo a la producción orgánica. El Ministerio de Agricultura y 

Ganadería brindará capacitación, asesoría y asistencia técnica a las organizaciones de 

personas agropecuarias autorizadas, de conformidad con esta ley para cultivar cáñamo 

y cannabis, a fin de promover la actividad agropecuaria orgánica, para lo cual tendrán 

acceso a los beneficios e incentivos establecidos en la Ley Nº 8591, Ley de Desarrollo, 

Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica, de 14 de agosto de 

2007. 

CAPITULO VII 
MODIFICACIONES A OTRAS LEYES 

Artículo 51.- Reforma a la Ley Orgánica del Ministerio de Salud. Se reforma el 

artículo 18, de la Ley Nº 5412, Ley Orgánica del Ministerio de Salud, cuyo texto dirá: 

“ARTÍCULO 18.- Créase la Dirección de Drogas y estupefacientes 

como un órgano dependiente del Ministerio de Salud. La Dirección 

estará integrada de la siguiente manera: el Director General de Salud, 

quien la presidirá, una representación del Colegio de Farmacéuticos, 

una representación del Colegio de Médicos y Cirujanos, una 

representación del IAFA y una representación del ICD.” 

Artículo 52.- Reformas a la Ley General de Salud. Se reforman los artículos 127, 

128, 130, 136 y el primer párrafo del artículo 371 de la Ley General de Salud, Ley N° 

5395 de 30 de octubre de 1973 y sus reformas, que en adelante se leerán de la 

siguiente manera: 

“ARTÍCULO 127.- Queda prohibido y sujeto a destrucción, por la 

autoridad competente el cultivo, de la adormidera (papaver 

somniferum) de la coca (erythroxilon coca), de la marihuana (canabis 

indica y canabis sativa) no autorizada de conformidad con la Ley del 

Cannabis para Uso Medicinal y Terapéutico y del Cáñamo para 

Uso Alimentario e Industrial, y de toda otra planta de efectos 

similares así declarado por el Ministerio. 

Queda asimismo prohibida la importación, exportación, tráfico y uso de 

las plantas antes mencionadas, así como sus semillas cuando tuvieren 



capacidad germinadora y no estuvieren autorizados por ley y autoridad 

competente.” 

“ARTÍCULO 128.- Se prohíbe a toda persona la importación de 

cualquier droga estupefaciente y de los medicamentos, que por su uso 

puedan producir dependencia física o psíquica en las personas, 

incluidos en el correspondiente decreto restrictivo que dicte el Poder 

Ejecutivo. 

Tal importación será de atribución exclusiva del Ministerio y la ejercerá 

directamente libre de todo impuesto, carga y gravamen, limitando el 

monto de las importaciones a las necesidades médicas y a la 

investigación científica del país y, en todo caso, de acuerdo con las 

convenciones internacionales que el Gobierno haya suscrito o 

ratificado. 

En relación con el cannabis de uso medicinal, así como el cáñamo de 

uso alimentario e industrial, no se aplicará este artículo y en su lugar se 

deberá estar a lo dispuesto en la respectiva ley.” 

“ARTÍCULO 130.- Queda prohibida la venta o suministro al público de 

drogas estupefacientes o sustancias y productos psicotrópicos capaces 

de producir dependencia física o psíquica en las personas. 

Se exceptúa de la aplicación de esta prohibición el cannabis de uso 

medicinal debidamente autorizado conforme al ordenamiento jurídico 

vigente en la materia.” 

“ARTÍCULO 136.- Toda persona queda obligada a permitir la entrada 

inmediata de los funcionarios del Ministerio y de las autoridades 

sanitarias, en el ámbito de su competencia y en los lugares 

autorizados, debidamente identificados, a su establecimiento 

agroindustrial, laboratorio, invernadero, locales industriales, 

comerciales o de depósito y a los inmuebles de su cuidado con el fin de 

tomar las muestras, realizar mediciones de rangos autorizados, calidad, 



bioseguridad, inocuidad y para controlar las condiciones del cultivo, la 

producción, tráfico, tenencia, almacenamiento o suministro de 

medicamentos y especialmente de semillas, raíces, plantas, flores y 

estupefacientes y sustancias o productos psicotrópicos, declarados de 

uso restringido o regulado, según corresponda. 

Artículo 371.- Sufrirá prisión de seis a doce años, el que, a cualquier 

título, cultivare plantas de adormidera (papaver somniferum), de coca 

(erythroxilon coca), de marihuana (canabis indica y canabis sativa) no 

autorizadas de conformidad con la Ley del Cannabis para Uso 

Medicinal y Terapéutico y del Cáñamo para Uso Alimentario e 

Industrial, o cualesquiera otras plantas o semillas de efectos similares, 

cuyo cultivo, tenencia o tráfico hayan sido declarados prohibidos o 

restringidos por el Ministerio de Salud. 

(…)” 

CAPÍTULO VIII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

TRANSITORIO ÚNICO.- El Poder Ejecutivo tendrá un plazo de seis meses contado a 

partir de la vigencia de la presente ley, para emitir su reglamentación, previa consulta 

con las organizaciones productivas y de la sociedad civil interesadas. 

Rige a partir de su publicación. 

PAOLA VEGA RODRIGUEZ 
PRESIDENTA 

COMISION PERMANENTE ESPECIAL DE AMBIENTE 

1 vez.—Exonerado.—( IN2020484224 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Y EL MINISTRO DE HACIENDA

Con fundamento en las disposiciones contenidas en los artículos 140 incisos 3), 8), 18) y 146 

de la Constitución Política; 25.1 y 27.1 de la Ley General de la Administración Pública, 

número 6227 de fecha 02 de mayo de 1978; la Ley Reguladora del Sistema Nacional de 

Contralorías de Servicios, número 9158 de fecha 08 de agosto de 2013; la Ley de Protección 

al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, número 8220 de fecha 

04 de marzo de 2002; la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos 

Personales, número 8968 de fecha 7 de julio de 2011; el Reglamento Autónomo de Servicios 

del Ministerio de Hacienda, Decreto Ejecutivo número 25271-H de fecha 14 de junio de 

1996; el Reglamento a la Ley Reguladora del Sistema Nacional de Contralorías de Servicios, 

Decreto Ejecutivo N° 39096-PLAN de fecha 28 de abril de 2015; y el artículo 16 del 

Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites 

Administrativos, Decreto Ejecutivo N° 37045-MP-MEIC de  fecha 22 de febrero de 2012. 

Considerando

I. Que el Poder Ejecutivo tiene el deber de vigilar el buen funcionamiento de los servicios

y dependencias administrativas, correspondiéndole al jerarca institucional dirigir y

coordinar todos los servicios del Ministerio, según lo establece el artículo 140 inciso

8) de la Constitución Política y artículo 28 inciso 2) apartado b) de la Ley General de

la Administración Pública.

II. Que el servidor público debe desempeñar sus funciones de modo que satisfaga

primordialmente el interés público, el cual prevalecerá sobre el interés de la

PODER EJECUTIVO
DECRETOS
N° 42231-H



Administración Pública cuando puedan estar en conflicto, siendo el funcionario público 

un servidor de los administrados en general, y en particular de cada individuo o 

administrado que con él se relacione en virtud de la función que desempeña, tal cual lo 

disponen los artículos 113 y 114 de la Ley General de la Administración Pública.

III. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 del Reglamento Autónomo de

Servicios del Ministerio de Hacienda, la labor del Ministerio y sus servidores debe

basarse en principios tales como servicio al usuario, la armonización de los

procedimientos, la simplificación, flexibilidad, eficacia, trabajo en equipo y apego a

las más estrictas normas de ética en el ejercicio de la función pública.

IV. Que el artículo 27 de la Constitución Política garantiza la libertad de petición, en forma

individual o colectiva ante cualquier funcionario público o entidad oficial, así como el

derecho a obtener pronta respuesta, lo que hace necesario que se racionalicen los

trámites que realizan los usuarios de esta Institución en aras de la simplificación y

mejora regulatoria y que se asegure el cumplimiento a las disposiciones establecidas al

efecto en la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites

Administrativos y su Reglamento en cuanto a atención al usuario.

V. Que de conformidad con el artículo 33 de la Constitución Política, toda persona es igual

ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana,

debiendo así garantizarse que en la prestación del servicio público no exista ningún

tipo de discriminación, distinción, exclusión, restricción o preferencia en razón de

edad, sexo, orientación sexual, identidad de género, vestimenta, apariencia física, raza,

color, origen, cultura, nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología,

filiación política, estado civil, capacidades diferentes, estado de embarazo u otras que

tengan por objetivo menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos



humanos.

VI. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Reguladora del

Sistema Nacional de Contralorías de Servicios y artículo 16 de su Reglamento, las

contralorías de servicios deben estar regidas por un reglamento interno para su

funcionamiento, el cual debe ser emitido según los parámetros establecidos en la citada

normativa, así como en la Guía referencial que al efecto emita la Secretaría Técnica del

Sistema Nacional de Contralorías de Servicios del Ministerio de Planificación Nacional

y Política Económica.

VII. Que conforme lo dispone el artículo 11 de la Ley N° 9158 las Contralorías de Servicios

como órganos adscritos al jerarca institucional, deben  apoyar, fortalecer y promover,

con la participación de las personas usuarias, el mejoramiento continuo e innovación

en la prestación de los servicios que brinda la organización, constituyéndose como un

órgano asesor, canalizador y mediador de los requerimientos de efectividad y

continuidad de las personas usuarias de los servicios que brinda la organización.

VIII. Que mediante oficio DM-142-2010 del 25 de enero del 2010, la entonces Ministra de

Hacienda, resuelve aprobar la creación de la Contraloría de Servicios e incluirla en la

estructura organizacional del Ministerio de Hacienda, quedando debidamente

registrada en los archivos de la Dirección de Modernización del Estado, según se indica

en el oficio DM-052-10 del 10 de febrero del 2010 del Ministerio de Planificación

Nacional y Política Económica.

IX. Que siendo que el presente Decreto no establece ni modifica trámites, requisitos y/o

procedimientos vinculados al Administrado, no se requiere someter el presente

reglamento al control previo de revisión por parte de la Dirección de Mejora

Regulatoria y Reglamentación Técnica del Ministerio de Economía, Industria y



Comercio.

Por tanto,

DECRETAN

Reglamento Interno de Organización y Funcionamiento de la

Contraloría de Servicios del Ministerio de Hacienda

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 1º—Objeto. 

El presente reglamento tiene como objeto regular la organización y funcionamiento de la 

Contraloría de Servicios en el Ministerio de Hacienda, a fin de que mediante esta unidad 

administrativa se promueva y garantice el respeto de los derechos de los usuarios (as) y se 

establezcan políticas de calidad, en la prestación de los servicios que brinda la Institución.

Artículo 2º—Definiciones. 

Para los efectos del presente reglamento, se establecen las siguientes definiciones: 

a) Contralor (a): La persona que dirige y coordina la Contraloría de Servicios del 

Ministerio de Hacienda.

b) Contraloría: La Contraloría de Servicios del Ministerio de Hacienda.

c) Funcionarios (as): Las personas físicas que laboran en el Ministerio de Hacienda

d) Ministerio: Ministerio de Hacienda.

e) Secretaría Técnica: Secretaría Técnica del Sistema Nacional de Contralorías de 

Servicios.

f) Usuarios (as) y/o gestionantes: Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 

internas o externas que gestionan servicios ante el Ministerio de Hacienda.

Artículo 3º—Ámbito de Aplicación. 



El presente reglamento es aplicable a todas las Dependencias del Ministerio de Hacienda.

CAPITULO II

DE LA CONTRALORÍA DE SERVICIOS

Artículo 4º—Estructura. 

La Contraloría se crea como un órgano a nivel asesor adscrito al Despacho del Jerarca 

Institucional y estará a cargo del Contralor (a) nombrado al efecto. 

Este ejercerá su función con independencia funcional y de criterio respecto del Jerarca y de 

los demás componentes de la administración activa de la organización, por ello, no deberá 

realizar funciones ni actuaciones de la administración activa, excepto las necesarias para 

cumplir sus propias funciones. 

Sus recomendaciones se sustentarán en la normativa interna del Ministerio de Hacienda, 

manuales, reglamentos, criterios legales o técnicos y buenas prácticas administrativas y de 

control interno que fundamenten su gestión.  

El puesto de Contralor (a) está sometido al Régimen del Servicio Civil y al Reglamento 

Autónomo de Servicios del Ministerio de Hacienda, debiendo observarse para su 

nombramiento, los requisitos establecidos en la Ley Reguladora del Sistema Nacional de 

Contraloría de Servicios y su Reglamento.

Artículo 5º—Objetivos.

a) Objetivo General: Promover el mejoramiento continuo e innovación en la prestación de 

los servicios que brinda el Ministerio de Hacienda.

b) Objetivos específicos:

i. Atender las gestiones presentadas por los usuarios (as) y/o gestionantes de los 

servicios que brinda el Ministerio de Hacienda ante la Contraloría (inconformidades, 

consultas, denuncias, sugerencias o felicitaciones).



ii. Promover una cultura institucional orientada a la satisfacción de las necesidades y 

expectativas de los usuarios (as) y/o gestionantes.

iii. Impulsar acciones de mejora sobre los servicios que brindan las distintas 

Dependencias del Ministerio de Hacienda, con base en las recomendaciones y 

propuestas surgidas del proceso de investigación de la Contraloría.

Artículo 6º—Ubicación física y horario de atención al público.

La Contraloría estará ubicada físicamente en un área cercana a las ventanillas donde se presta 

atención directa al público, en un espacio debidamente acondicionado y de fácil acceso para 

los usuarios y/o gestionantes, atendiendo a lo dispuesto en el “Manual de Requerimientos 

Físicos y Estandarización de Espacios de Oficina, para Edificios Administrativos”, del 

Departamento de Ingeniería y Arquitectura de la Dirección Administrativa y Financiera, así 

como a lo indicado en el artículo 18 de la Ley Reguladora del Sistema Nacional de 

Contraloría de Servicios y 15 de su Reglamento. La Contraloría dará atención al usuario en 

horario de lunes a viernes de 8:00 a 16:00 horas, según lo indicado en el artículo 70 del 

Reglamento Autónomo de Servicios. 

CAPITULO III

FUNCIONES, POTESTADES y OBLIGACIONES

Artículo 7º—Potestades.

La Contraloría puede actuar de oficio o a solicitud de parte y tendrá las siguientes potestades 

con el fin de atender las gestiones interpuestas por los usuarios (a):

a) Solicitar el libre acceso, en cualquier momento, a expedientes, libros, archivos y 

documentos, así como otras fuentes de información relacionadas con la prestación del 

servicio de las distintas Dependencias del Ministerio de Hacienda, excepto los 

secretos de Estado, información confidencial o declarada de acceso limitado por el 



ordenamiento jurídico, las que puedan servir para la sustentación de procedimientos 

administrativos que estén pendientes de ser rubricados, o de resolución e información 

personalísima de los funcionarios (as) o de los usuarios (as) y/o gestionantes.

b) Obtener de los funcionarios (as) de las diferentes Dependencias del Ministerio, 

informes, datos y documentos necesarios para el cabal cumplimiento de sus 

funciones, excepto los secretos de Estado, información confidencial o declarada de 

acceso limitado por el ordenamiento jurídico, las que puedan servir para la 

sustentación de procedimientos administrativos que estén pendientes de ser 

rubricados, o de resolución e información personalísima de los funcionarios (as) o los 

usuarios (as) y/o gestionantes. De toda inconformidad tramitada en cualquier 

Dependencia del Ministerio de Hacienda se dará cuenta a la Contraloría.

c) Instar a los funcionarios (as) de las diferentes Dependencias del Ministerio a brindar 

la colaboración, el asesoramiento y las facilidades que requiera la Contraloría para el 

cumplimiento cabal de sus funciones.

Artículo 8º—Funciones y obligaciones:

a) Impulsar y verificar la efectividad de los mecanismos y procedimientos de 

comunicación a los usuarios (as) o gestionantes, de manera tal que les permita contar 

con información actualizada en relación con los servicios que ofrece el Ministerio, 

sus procedimientos y los modos de acceso.

b) Velar por el cumplimiento de las directrices, los lineamientos y las acciones 

específicas emitidas en materia de mejoramiento continuo e innovación de los 

servicios.

c) Presentar a la Secretaría Técnica un plan anual de trabajo que sirva de base para 

evaluar el informe anual de labores. Una copia de dicho plan deberá presentarse al 



Jerarca del Ministerio a más tardar el 30 de noviembre de cada año.

d) Presentar a la Secretaría Técnica un informe anual de labores elaborado acorde con 

la “Guía Metodológica para la elaboración del Informe Anual de Labores de las 

Contralorías de Servicios”, el cual deberá tener el aval del Jerarca del Ministerio. 

Dicho informe será presentado durante el primer trimestre de cada año.

e) Elaborar y proponer al Jerarca los procedimientos y requisitos de recepción, 

tramitación, resolución y seguimiento de las gestiones (inconformidades, consultas, 

denuncias, sugerencias y/o felicitaciones), respecto de la forma o el contenido con el 

que se brinda un servicio, presentadas por los usuarios (as) o gestionantes ante la 

Contraloría, relacionadas con los servicios que brindan las distintas Dependencias del 

Ministerio. Dichos procedimientos y requisitos deberán ser públicos, de fácil acceso 

y su aplicación deberá ser expedita.

f) Atender, de manera oportuna y efectiva, las gestiones (inconformidades, consultas, 

denuncias, sugerencias y/o felicitaciones) que presenten los usuarios (as) o 

gestionantes ante la Contraloría sobre los servicios que brindan las Dependencias del 

Ministerio, con el fin de procurar su solución y/o orientación. La respuesta a dichas 

gestiones se brindará dentro de los plazos establecidos en la normativa vigente.

g) Vigilar el cumplimiento del derecho que asiste a los usuarios (as) o gestionantes a 

recibir la debida respuesta, dentro de los plazos establecidos en la normativa vigente, 

sobre las gestiones referidas a servicios.

h) Evaluar la prestación de los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridas por 

los usuarios (as) o gestionantes con discapacidad, en cumplimiento de la legislación 

vigente en la materia.

i) Promover, ante el Jerarca o ante las unidades administrativas, mejoras en los trámites 



y procedimientos del servicio que se brinda, en coordinación con la Unidad de 

Planificación y el Oficial de Simplificación de Trámites nombrado para ese efecto 

por el Jerarca, de conformidad con la normativa vigente; lo anterior con el fin de que 

ambos propongan las recomendaciones correspondientes y propicien el mejoramiento 

continuo e innovación de los servicios que presta el Ministerio de Hacienda.

j) Emitir y dar seguimiento a las recomendaciones dirigidas a la administración activa 

respecto de los servicios que se brindan con el fin de mejorar su prestación, en 

búsqueda del mejoramiento continuo e innovación y de cumplimiento de las 

expectativas de los usuarios (as) o gestionantes. Si la jefatura respectiva discrepa de 

dichas recomendaciones, dicha jefatura o el Contralor (a) deberá elevar el asunto a 

conocimiento del Jerarca, para la toma de decisiones.

k) Mantener un registro actualizado sobre la naturaleza y la frecuencia de las gestiones 

presentadas ante la Contraloría, así como de las recomendaciones y las acciones 

llevadas a cabo por las distintas Dependencias del Ministerio para resolver los casos 

y su cumplimiento o incumplimiento.

l) Informar al Jerarca del Ministerio cuando las recomendaciones realizadas por la 

Contraloría hayan sido ignoradas y, por ende, las situaciones que provocan 

inconformidades, reclamos, consultas, denuncias o sugerencias en los usuarios (as) o 

gestionantes permanezcan sin solución.

m) Elaborar y aplicar, al menos una vez al año, instrumentos que permitan medir la 

percepción de los usuarios (as) o gestionantes sobre la calidad en la prestación de los 

servicios, grado de satisfacción y las mejoras requeridas; para ello contará con los 

recursos y el apoyo técnico de las Dependencias del Ministerio.

n) Informar a los usuarios (as) o gestionantes sobre los servicios que brinda la 



Contraloría.

o) Realizar las investigaciones internas preliminares, de oficio o a petición de parte, 

sobre las fallas en la prestación de los servicios, con el fin de garantizar la eficiencia 

de las gestiones, debiendo la Contraloría permitir a los funcionarios (as) involucrados 

brindar explicaciones sobre su gestión y proteger sus derechos fundamentales.  Lo 

anterior, sin perjuicio de los procedimientos administrativos que se decidan establecer 

para encontrar la verdad real de los hechos.

p) Participar en los Consejos Directivos, Comisiones de Trabajo u otros órganos a nivel 

institucional, cuando la función de estos esté relacionada con la prestación, 

evaluación y mejora continua de los servicios institucionales.

CAPITULO IV

PROCEDIMIENTO PARA LA PRESENTACIÓN Y ATENCIÓN DE GESTIONES

Artículo 9º—Derechos de los usuarios (as) o gestionantes. 

Para la atención de los usuarios (as) o gestionantes de los servicios que presta el Ministerio, 

se tendrá en cuenta los siguientes aspectos:

a) Identificación Personal: A los usuarios (as) o gestionantes se les debe indicar quién 

le presta el servicio y cuáles son los requisitos y los procedimientos que se requieren 

para su gestión. Para ello es indispensable que los funcionarios (as), porten su 

identificación de manera visible y que orienten a los usuarios (as) o gestionantes sobre 

el servicio que requiere de la forma más asertiva.

b) Derecho de Información: La información solicitada por los usuarios (as) o 

gestionantes debe ser proporcionada de forma precisa, veraz y en un lenguaje 

accesible, con la finalidad que éste pueda canalizar y satisfacer en forma correcta sus 

requerimientos y necesidades. Toda información que sea tramitada por los usuarios 



(as) o gestionantes debe brindarse sin discriminación, distinción, exclusión, 

restricción o preferencia fundada en razón de edad, sexo, orientación sexual, 

identidad de género, vestimenta, apariencia física, raza, color, origen, cultura, 

nacionalidad, ciudadanía, idioma, credo religioso, ideología, filiación política o 

filosófica, estado civil, condición económica, social o de salud, profesión, ocupación 

u oficio, grado de instrucción, capacidades diferentes, estado de embarazo u otras que 

tengan por objetivo o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o 

ejercicio, en condiciones de igualdad de los derechos humanos y libertades 

fundamentales reconocidos en las normas internacionales de Derechos Humanos y en 

la normativa vigente.  Los funcionarios (as) que por dolo o culpa grave incumplan en 

la prestación de sus servicios afectando los intereses de los usuarios (as) o 

gestionantes estarán sujetos al régimen disciplinario interno del Ministerio.

c) Garantía del Servicio: Las Dependencias del Ministerio velarán por el buen 

funcionamiento, la eficacia y la agilización de los servicios, bajo normas de estricta 

calidad, facilidad, claridad y comodidad, para garantizar el adecuado ejercicio de los 

derechos de los usuarios (as) o gestionantes.

d) Condiciones de la Infraestructura: Las instalaciones de las distintas Dependencias del 

Ministerio donde se brinde el servicio, deberán reunir las condiciones adecuadas para 

ofrecerle a los usuarios (as) o gestionantes un ambiente accesible, cómodo y seguro.

Artículo 10º—Obligación de resolver y plazos para responder. 

La Contraloría deberá atender, resolver y dar respuesta a todos los casos sometidos a su 

conocimiento, con la mayor diligencia y conforme a la normativa vigente. 

Las Dependencias del Ministerio, ante la petición planteada por la Contraloría, deberán 

responder a ésta en un plazo máximo de cinco días hábiles, excepto en los casos en que la 



resolución de la gestión sea de una mayor complejidad, se concederá un plazo máximo hasta 

de cincuenta días naturales. Una vez recibida la respuesta de las Dependencias involucradas, 

la Contraloría responderá a los usuarios (as) o gestionantes en un plazo máximo de diez días 

hábiles.  De requerirse un plazo mayor al establecido, deberá dejarse constancia de tal 

circunstancia en el expediente, indicando los motivos que la ocasionan, e informarse a los 

usuarios (as) o gestionantes.  

En caso de que las Dependencias no respondan en dicho plazo, la Contraloría elevará el 

asunto al Jerarca, con la recomendación correspondiente para la toma de decisiones.

Artículo 11º—Presentación de gestiones ante la Contraloría: 

Toda persona física o jurídica o su representante podrán plantear ante la Contraloría cualquier 

gestión (inconformidades, consultas, denuncias, sugerencias y/o las felicitaciones) respecto 

a la prestación de los servicios que brinda la Institución o sobre las actuaciones de los 

funcionarios en el ejercicio de sus funciones, para lo cual se requiere: 

a) Identificación del usuario y/o gestionante. Para la identificación bastará la simple 

presentación de la cédula de identidad respecto a los nacionales y respecto de 

personas extranjeras bastará con la presentación del pasaporte, cédula de residencia 

o carnet de refugiado vigentes.

b) Residencia y lugar para recibir notificaciones.

c) Detalle de los hechos u omisiones objeto de la gestión.

d) Pretensión.

e) Indicación de las posibles personas o dependencias involucradas.

f) Cualquier referencia o elemento de prueba.

Artículo 12°.- Trámite

Dichas gestiones podrán ser interpuestas de forma escrita o verbal, ya sea personalmente en 



las oficinas de la Contraloría o bien electrónicamente, usando o no los formatos elaborados 

para tales fines. En caso que sea verbal, la Contraloría deberá elaborar el registro escrito de 

lo planteado por los usuarios (as) o gestionantes mediante el formulario impreso disponible 

o mediante el formulario electrónico dispuesto en la web.

Una vez planteada la gestión de que se trate (inconformidad, consulta, denuncia, sugerencia 

y/o la felicitación), la Contraloría, procederá de la siguiente forma:

i. Analizará de previo si la gestión  interpuesta corresponde a las funciones y atribuciones 

de ésta, o si se trata de asuntos propios de la Auditoría Interna u otra Dependencia. En 

caso de que no sean propias de sus competencias, las gestiones serán trasladadas a la 

instancia correspondiente y se comunicará a los usuarios (as) o gestionantes.

ii. Las gestiones que sí se puede atender, serán asignadas a un funcionario de la Contraloría 

quien gestionará el caso y de ser necesario, se podrá coordinar con otras áreas para la 

obtención de respuesta, previa indagatoria de los hechos planteados.

iii. Se prepara la respuesta para los usuarios (as) o gestionantes y se remite por el medio 

señalado por éstos para recibir notificaciones. En caso de tratarse de una felicitación, se 

confeccionará un certificado dirigido al funcionario con copia a su jefatura inmediata, 

en el cual se dejará constando dicha felicitación.

Artículo 13°. — Denuncias anónimas

Tratándose de denuncias anónimas, la Contraloría valorará previo análisis de las mismas, su 

admisibilidad y trámite, debiendo para ello considerar los siguientes aspectos:

1. Que los hechos denunciados hayan afectado la prestación del servicio institucional.

2. Que los hechos denunciados hayan afectado la imagen institucional por actuaciones 

indebidas o contrarias a derecho, propias de su personal.

3. Que los medios de prueba sean legales y verificables. 



Si del análisis efectuado se determina que no existen elementos para dar trámite a la denuncia, 

se archivará la misma, de lo contrario, de existir evidencia de una presunta violación contra 

los derechos de las personas usuarias y/o una eventual irregularidad en la prestación de los 

servicios, se trasladará el caso a la Dependencia involucrada y con competencia para realizar 

la investigación preliminar o el procedimiento disciplinario que corresponda, según las 

regulaciones internas del Ministerio.

Artículo 14°. - Registro de gestiones 

La Contraloría llevará y mantendrá una matriz de casos actualizada con un registro de control 

y seguimiento de toda inconformidad, consulta, denuncia, sugerencia y/o felicitación 

recibida, resumiéndose los resultados y el plazo en días hábiles requeridos para su solución. 

Este registro servirá para la elaboración del informe anual que se ha de presentar a 

MIDEPLAN.

Artículo 15°. —Suspensión de la tramitación de un caso. 

La Contraloría suspenderá una investigación cuando se encuentre debidamente acreditado 

que el mismo hecho es conocido por otra instancia administrativa o judicial competente para 

resolver.

Artículo 16°. —Informes y Recomendaciones. 

Los informes y recomendaciones que emita la Contraloría producto del análisis de los casos 

que han sido sometidos a su conocimiento y de las investigaciones que realicen según sus 

competencias, serán remitidos a la jefatura inmediata del funcionario (s) involucrado así 

como a los Directores de Dependencia respectivos, con copia al Jerarca Institucional, a fin 

de que se tomen las acciones pertinentes para el mejoramiento del servicio público brindado, 

así como las acciones  disciplinarias si es que corresponde. 

El Director de Dependencia tendrá un plazo de 5 días hábiles para oponerse a las 



recomendaciones extendidas por la contraloría, dicha impugnación será resuelta por el 

Jerarca institucional.

CAPITULO V

COORDINACIÓN CON OTRAS INSTANCIAS

Artículo 17°. —Asesoría y apoyo técnico. 

El Contralor (a) podrá requerir en el caso que sea necesario para el ejercicio de sus labores y 

en procura del mejoramiento continuo e innovación de los servicios, el apoyo técnico de las 

diferentes Dependencias del Ministerio, así como solicitar colaboración de aquellos 

funcionarios (as) que considere competentes para dar apoyo y soporte a su labor. 

Artículo 18°. —Continuidad del Servicio Público. 

En ningún caso las gestiones que planteen los usuarios (as) o gestionantes pueden afectar la 

continuidad, calidad y atención del servicio del Ministerio de Hacienda.

Artículo 19°. —Discreción y Confidencialidad. 

La Contraloría garantizará la discreción y la confidencialidad en el uso y manejo de la 

información que recibe de las diferentes Dependencias del Ministerio, de la contenida en la 

base de datos de la Contraloría, así como de la identidad de la persona usuaria que así lo 

solicite, de conformidad con lo dispuesto al efecto en el artículo 42 de la Ley Reguladora de 

las Contralorías de Servicios y artículo 36 de su Reglamento.

Artículo 20°. —Vigencia. Rige a partir de su publicación.

Dado en la Presidencia de la República, en San José, a los dos días del mes junio de dos mil 

veinte.

            CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Hacienda, Elian Villegas 
Valverde.—1 vez.—( D42231 - IN2020483961 ).



San José a las ocho horas del dieciocho de setiembre de dos mil veinte.   

Se establecen disposiciones administrativas tendientes a la prorroga establecida en la Ley 9844 “Ley 
de Autorización de prórroga automática de período de gestión de las Juntas Directivas y los 
Órganos de Fiscalía de Asociaciones, Federaciones y Confederaciones constituidos al amparo de 
la Ley de Asociaciones”, con fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 50, 140 
incisos 6), 8) y 20) y 146 de la Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley No. 6227 
del 02 de mayo de 1978 “Ley General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 161, 163, 164, 
169, 337, 338, 338 bis, 340, 341 y 378 de la Ley No. 5395 del 30 de octubre de 1973 “Ley General de 
Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 de noviembre de 1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; 
y 1 de la Ley No. 9844 del 30 de abril de 2020 “Ley de Autorización de prórroga automática de 
período de gestión de las Juntas Directivas y los Órganos de Fiscalía de Asociaciones, Federaciones 
y Confederaciones constituidos al amparo de la Ley de Asociaciones”.

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos fundamentales a la
vida y salud de las personas, así como el bienestar de la población, que se constituyen en bienes
jurídicos de interés público que el Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de
medidas que les defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud, Ley número
5395 del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud,
Ley número 5412 del 08 de noviembre de 1973, regulan la obligación de protección de los bienes
jurídicos de la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de
Salud. Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado,
y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden
público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras disposiciones de
igual validez formal.

III. Que con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad competente para
ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o daño a la salud de las personas,
o que estos se difundan o agraven, así como para inhibir la continuación o reincidencia en la
infracción de los particulares. Dichas normas legales que establecen la competencia del
Ministerio de Salud en materia de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria,
que le faculta para dictar todas las medidas que sean necesarias para enfrentar y resolver el
estado de emergencia sanitario.

IV. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, en razón de ser esta un
bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud,
la definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas
las actividades públicas y privadas relativas a la salud, así como la ejecución de aquellas
actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones encomendadas al Ministerio
de Salud y sus potestades policiales en materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y
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evaluar la situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad para 
obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que emita para mantener el bienestar 
común de la población y la preservación del orden público en materia de salubridad.  

 
V. Que de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley General de Salud, 

dispone que “Toda persona deberá cumplir con las disposiciones legales o reglamentarias y las 
prácticas destinadas a prevenir la aparición y propagación de enfermedades transmisibles. Queda 
especialmente obligada a cumplir: (…) b) Las medidas preventivas que la autoridad de salud 
ordene cuando se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica. c) Las 
medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar focos 
infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades contagiosas o para 
proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según proceda”. Es así como se establece un 
tipo de deber al cual están sujetas las personas para evitar acciones o actividades que afecten 
la salud de terceros, específicamente las obligaciones ante la necesidad de control nacional o 
internacional de enfermedades transmisibles.   

 
VI. Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere al Poder 

Ejecutivo a través de Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la facultad de adoptar 
medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o daño a la salud de las personas, o 
bien, impedir que tales factores de afectación se compliquen o se propaguen, de tal suerte que 
inhiba las acciones que propicien esa incidencia en la salud de la población, según los ordinales 
340 y 341 de la Ley General de Salud. Debido a la situación de emergencia sanitaria, esta 
facultad para emitir medidas especiales encuentra asidero jurídico también en el artículo 367 
de la Ley citada, que concede a dicha autoridad rectora la potestad de fijar acciones 
extraordinarias para evitar la propagación de la epidemia.  

 
VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, se declaró 

estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la 
situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, debido al estado de 
necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus, dada su magnitud como pandemia y sus 
consecuencias en el territorio nacional. Además, corresponde a una situación de la condición 
humana y de carácter anormal y para los efectos correspondientes de la declaratoria de 
emergencia nacional, se tienen comprendidas dentro de dicha declaratoria de emergencia las 
3 fases establecidas por el artículo 30 de la Ley de Nacional de Emergencias y Prevención del 
Riesgo.  

   
VIII. Que para comprender el espíritu y objetivo de la presente resolución, resulta necesario tener 

presente la integralidad de los principios que acompañan la Ley Nacional de Emergencias y 
Prevención del Riesgo, ya que tales reglas deben ser observadas en la aplicación de este 
Decreto Ejecutivo, sea la adopción de una medida especial y urgente para resguardar la vida y 
salud de las personas. En ese sentido, se debe explicar que Costa Rica está frente a un estado 
de necesidad y urgencia, así declarada la emergencia en todo el territorio nacional debido al 
COVID-19. Frente a esa situación de peligro, el Poder Ejecutivo está en la obligación de disminuir 
los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, a través de las medidas de prevención y 



mitigación para proteger la vida de las personas, para ello aplican la valoración de 
razonabilidad y proporcionalidad, conforme con el fin que se persigue, sea en este caso el 
resguardo de la salud pública por los efectos del COVID-19.   

 
IX. Que, en el abordaje de la pandemia, el Poder Ejecutivo ha tenido la prioridad de adoptar 

acciones con enfoque de derechos humanos, para garantizar no solo la salud de la población, 
la protección de su vida, la integridad personal, sino también la igualdad, la no discriminación, 
el enfoque de género, la diversidad y la intersectorialidad de la población.   

 
X. Que en atención a las medidas sanitarias que se mantienen relacionadas con la prohibición de 

aglomeraciones, con la promulgación de la  Ley N° 9844 “Ley de Autorización de prórroga 
automática de período de gestión de las Juntas Directivas y los Órganos de Fiscalía de 
Asociaciones, Federaciones y Confederaciones constituidos al amparo de la Ley de 
Asociaciones”, se estableció una prorroga hasta por seis meses en el nombramiento de los 
órganos esenciales de todas las asociaciones, federaciones y confederaciones que se 
encuentren debidamente inscritas en el Registro de Personas Jurídicas al amparo de la Ley 218, 
Ley de Asociaciones, de 8 de agosto de 1939, que hayan vencido a partir del 1 de marzo de 2020 
y venzan antes del 31 de diciembre de 2020 inclusive, a menos que las medidas sanitarias 
definidas por el Ministerio de Salud permitan a la organización la realización de la asamblea o 
junta general conforme a la ley. 

 
XI. Que conforme al párrafo segundo del numeral 1 de la Ley No. 9844 antes indicada,  se requiere 

la emisión de una resolución administrativa del Ministerio de Salud que otorgue el plazo 
adicional de seis meses estipulado en dicha ley, por considerar el comportamiento 
epidemiológico del COVID-19 de los últimos días, y que existen muchas asociaciones, 
federaciones, confederaciones y personas jurídicas similares, con gran cantidad de personas 
asociadas, que se les ha imposibilitado llevar a cabo asambleas de forma presencial, y  de forma 
virtual, debido a la imposibilidad de garantizar acceso a la tecnología e internet de cada 
asociado o agremiado, lesionando su correspondiente derecho de participación. 

 
XII. Que se considera necesario y oportuno la emisión de la presente resolución ministerial con el 

objeto de que no se genere un incremento mayor y descontrolado de los casos de Covid-19, 
resulta urgente y necesario adoptar la presente medida y así, disminuir la exposición de las 
personas a la transmisión de dicha enfermedad.   

  
Por tanto,   

EL MINISTRO ai DE SALUD 
RESUELVE  
  
PRIMERO. Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y mitigar el riesgo 
o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional dado mediante el Decreto 
Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas 
que radiquen en el territorio costarricense de manera habitual ante los efectos del COVID-19.   
 



SEGUNDO: Se autoriza la prórroga automática por un plazo adicional de seis meses, al nombramiento 
de las Juntas Directivas y los Órganos de Fiscalía de Asociaciones, Federaciones y Confederaciones 
constituidos al amparo de la Ley de Asociaciones, así como a todos y cada uno de los casos en que se 
dictó un acto jurídico en igual sentido para otro tipo de personas jurídicas. La presente prórroga 
opera de pleno derecho, por lo que no requiere inscripción o anotación alguna en el asiento registral 
de las entidades objeto de esta norma para que sea válida y eficaz. En caso de existir anotado un 
documento en trámite, que tenga como fin la prórroga del plazo de nombramientos de los órganos 
citados en el artículo 1 de la Ley N° 9844 “Ley de Autorización de prórroga automática de período de 
gestión de las Juntas Directivas y los Órganos de Fiscalía de Asociaciones, Federaciones y 
Confederaciones constituidos al amparo de la Ley de Asociaciones,” o que se lleguen a presentar a 
futuro, podrá concretarse su inscripción a fin de formalizar dicha prórroga, sin resultar aplicable lo 
señalado en la citada ley.  

Lo anterior por considerar el comportamiento epidemiológico del virus SARS-CoV2 que ocasiona la 
enfermedad COVID-19 en el territorio nacional y con el objetivo de reforzar las acciones de mitigación 
y la exposición de las personas al riesgo de contagio de dicha enfermedad, en determinados espacios 
de contacto público y evitar un daño a la salud pública ante los efectos de la misma.  

TERCERO: La presente resolución rige a partir del 1 de setiembre de 2020. 

PUBLIQUESE: 

Dr. Pedro González Morera, Ministro de Salud a.í.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020484595 ).



RESOLUCIÓN N° DJUR-0132-09-2020-JM 

MINISTERIO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA. DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y 

EXTRANJERÍA. San José, al ser las catorce horas del día dieciocho de setiembre de dos mil veinte. Se 

modifican las medidas administrativas temporales de atención al usuario externo, emitidas mediante resolución 

N° DJUR-0105-07-2019-JM, publicada en el Alcance 169 a La Gaceta N°165 del 8 de julio 2020. 

RESULTANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos fundamentales a la vida y a

la salud de las personas, así como el bienestar de la población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés

público, por lo que el Estado tiene la obligación inexorable de velar por su tutela y de adoptar medidas

inmediatas que les defiendan de toda amenaza o peligro, en protección de la salud de la población.

II. Que los artículos 1 y 7 de la Ley General de Salud N° 5395 establecen que la salud de la población es

un bien de interés público tutelado por el Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas

relativas a la salud son de orden público y en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras

disposiciones de igual validez formal, sin perjuicio de las atribuciones que la ley confiere a las instituciones

autónomas del sector salud.

III. Que la Ley General de Salud N° 5395, del 30 de octubre de 1973 la Ley Orgánica del Ministerio de

Salud N° 5412, del 08 de noviembre de 1973, establecen que las normas de salud son de orden público y que el

Ministerio de Salud es la autoridad competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el

riesgo o daño a la salud de las personas y resolver los estados de emergencia sanitarios.

IV. Que el artículo 12 de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764, establece que la Dirección

General de Migración y Extranjería es un órgano del Ministerio de Gobernación y Policía competente para la

ejecución de las funciones que establece esa ley y la Política migratoria que dicté el Poder Ejecutivo.

V. Que el artículo 13 de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764, establece dentro de las

funciones de la Dirección General, en lo que interesa, las de autorizar y fiscalizar la permanencia de las

personas extranjeras al país, ejecutar la política migratoria de conformidad con la Constitución Política y los

tratados internacionales vigentes en materia de derechos humanos, aprobar prórrogas de permanencia, otorgar

y renovar los documentos que acrediten la permanencia migratoria legal de personas extranjeras, y resolver

discrecionalmente y de manera motivada, los casos cuya especificidad deban ser resueltos de manera distinta

de lo señalado por la tramitología general.

VI. Que conforme al artículo 33 inciso 2) de la Ley General de Migración y Extranjería No.8764, las

personas extranjeras que se encuentren en territorio nacional tendrán la obligación de portar, conservar y

presentar, a solicitud de la autoridad competente, la documentación que acredite su situación migratoria en

Costa Rica.
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VII. Que los artículos 206 y siguientes del Reglamento de Extranjería emitido mediante Decreto Ejecutivo

37112-GOB, del 21 de marzo de 2012, establecen los plazos de vigencia de los documentos que acreditan la

permanencia legal en el país de las personas extranjeras, así como los requisitos para su renovación.

VIII. Que en razón de la propagación del virus denominado por la Organización Mundial de la Salud

(OMS) como Covid-19, desde enero del año 2020, las autoridades de salud costarricenses activaron protocolos

para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para

disminuir el riesgo de impacto en la población que residen en Costa Rica.

IX. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa Rica, luego de los

resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir

de esa fecha han aumentado los casos debidamente confirmados.

X. Que el 08 de marzo de 2020 mediante la Directriz N° 073-S-MTSS, el Presidente de la República, el

Ministro de Salud y la Ministra de Trabajo y Seguridad Social, señalaron  entre otros aspectos, la orden a todas

las instancias ministeriales de atender todos los requerimientos del Ministerio de Salud para la atención de la

alerta sanitaria por COVID-19 y que el cumplimiento u observancia de esa Directriz implicará la adopción de

medidas internas inmediatas para garantizar el cumplimiento de los protocolos que emita el Ministerio de

Salud y su respectiva difusión.

XI. Que mediante decreto ejecutivo N°42227-MP-S, del 16 de marzo 2020, se declaró estado de

emergencia nacional debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

XII. Que mediante resolución N° DJUR-0105-07-2019-JM, publicada en el Alcance 169 a La Gaceta

N°165 del 8 de julio 2020, esta Dirección General dispuso una serie de medidas administrativas conforme a la

declaratoria de emergencia nacional, con el fin de no exponer a usuarios internos y externos al COVID-19,

tomando en consideración la gran cantidad de personas usuarias que diariamente visitan esta Dirección

General, sin que con ello se provoque en estado alguno de indefensión para las personas usuarias de los

servicios de esta Dirección General. Sin embargo, a la fecha resulta pertinente actualizarlas y aunar otras

relacionadas con otros servicios, conforme a la coyuntura actual.

XIII. Que en el dictado de la presente resolución se han observado el fundamento jurídico aplicable y los

procedimientos de ley.

CONSIDERANDO: 

PRIMERO: Las resoluciones DJUR.043-03-2020-JM, publicada en el Alcance N°47 a La Gaceta N°52, del 

17 de marzo 2020; N° DJUR-0077-05-2019-JM, publicada en el Alcance N°111 a La Gaceta N°110 del día 14 

de mayo de 2020, reformada parcialmente mediante resolución N° DJUR-074-04-2020-ABM, publicada en el 

Alcance N°106 a La Gaceta N°8101 del día 5 de mayo 2020; N° DJUR-0077-05-2019-JM, publicada en el 

Alcance N°111 a La Gaceta N°110 del día 14 de mayo de 2020 y N°DJUR-0105-07-2020-JM, publicada en el 

Alcance 169 a La Gaceta N°165 del 8 de julio 2020, han implicado variaciones en la forma de prestar nuestros 

servicios y prórrogas de algunos plazos establecidos vía reglamentaria, con fundamento en el inciso 36 del 



artículo 13 de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764, que específicamente PREVÉ LA 

POSIBILIDAD DE QUE ESTA DIRECCIÓN GENERAL RESUELVA DE MANERA  DISCRECIONAL Y 

MOTIVADA, LOS CASOS CUYA ESPECIFICIDAD DEBAN SER CONOCIDOS DE MANERA 

DISTINTA DE LO SEÑALADO POR LA TRAMITOLOGÍA GENERAL. La motivación para la 

determinación de esas medidas administrativas radica en la declaratoria de emergencia nacional y la alerta 

establecida por las autoridades sanitarias con relación a la pandemia COVID-19. En ese sentido, las medidas 

adoptadas procuran  el bienestar de todos los usuarios externos y funcionarios de la Dirección General de 

Migración y Extranjería, para evitar contagios masivos de COVID-19, tomando en consideración la gran 

cantidad de personas usuarias que diariamente visitan esta Dirección General, sin que con ello se provoque en 

estado alguno de indefensión para las personas usuarias de los servicios de esta Dirección General, puesto que 

se han ampliado los plazos a efectos de provocar que permanezcan en el país en una condición migratoria 

irregular, y se ha ampliado la vigencia de los documentos que cuentan con un plazo de vencimiento, a efectos 

de que no deban de ser tramitarlos nuevamente, resguardando así los derechos de las personas migrante. 

SEGUNDO: Ha quedado demostrado incluso por la Sala Constitucional, que las medidas adoptadas no 

violentan derechos o garantías constitucionales de las personas extranjeras que demandan nuestros servicios. 

Ejemplo de ello es el voto Nº 2020006808, del pasado 3 de abril, mediante el cual se declaró SIN LUGAR el 

Recurso de amparo que se tramitó en expediente número 20-005535-0007-CO, indicándose textualmente, en lo 

que interesa: 

“…  Por consiguiente, a juicio de esta Sala, el cierre decretado por la Administración, no resulta 

manifiestamente arbitrario o desproporcionado, puesto que se orienta a tutelar los derechos fundamentales de 

la población y no deja desamparados a los solicitantes, ya que se emitieron una serie de disposiciones para los 

respectivos servicios que brinda la Administración (p.ej. en la Unidad de Refugio, en la Gestión de 

Migraciones, en la Gestión de Extranjería, en la Unidad de Visas, en la Contraloría de Servicios). No menos 

importante es que también se informó que “se han ampliado los plazos a efecto de que la persona no caiga en 

una condición migratoria irregular, además de ampliar de mutuo propio la vigencia de los documentos que 

cuentan con un plazo de vencimiento, a efectos de que la persona extranjera no deba tramitarlos”. En virtud 

de lo anterior, esta Sala ha sostenido que el servicio público debe regirse por el principio de la continuidad, es 

decir, que el mismo debe funcionar sin interrupciones (sentencia No. 2009-4902 de las 14:10 hrs. del 20 de 

marzo de 2009). Sin embargo, nótese que, para el caso en estudio, la pandemia del COVID-19 ha sido una 

situación de fuerza mayor que ha exigido a las diversas instancias del Estado a adecuar su organización y 

funcionamiento. 

Como consecuencia de ello, esto ha generado que ciertos servicios o instalaciones sean limitados o cerrados 

para evitar una mayor propagación del COVID-19 y con ello, disminuir los riesgos a la vida y a la salud de 

los administrados (bienes jurídicos mayores). Definido esto, se aprecia que, de forma preliminar, la DGME ha 

regulado su organización y funcionamiento dentro de márgenes razonables y proporcionales e, incluso, ha 

dispuesto una serie de medidas para prorrogar plazos de presentación de documentos y en la vigencia de 

cierta documentación para evitar la indefensión. Esta Sala estima que es legítimo que la autoridad no 

considere oportuno en esta situación de emergencia tramitar nuevas solicitudes de residencia y advierte que la 

medida ha sido prudentemente tomada y sin perjuicio de quienes hubiesen deseado realizar esas solicitudes, 

puesto que, al mismo, ha prorrogado los plazos de vigencia de los documentos que provienen del exterior y del 

plazo de permanencia legal autorizado. Por último, claro está que esta afectación a los servicios públicos -

generados por una situación de fuerza mayor- podría tener incidencia en los diversos procedimientos 

administrativos que se siguen en la DGME, ya que, algún supuesto de hecho podría no estar incluido, etc. 



De ahí que, la Administración —una vez superada la situación excepcional de emergencia nacional— deberá 

analizar caso por caso e interpretar de la forma más favorable a la admisión de escritos y gestiones de los 

administrados (informalismo a favor del administrado), así como por el principio procesal in dubio pro 

actione, es decir, la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de petición o de acción para 

garantizar, más allá de las dificultades de carácter formal, una decisión de fondo sobre la cuestión objeto del 

procedimiento, en armonía con el ordenamiento jurídico y el principio de legalidad. Es claro que puedan 

ocurrir conflictos jurídicos en los procedimientos administrativos que se siguen ante la DGME, pero lo cierto 

es que nada obsta que, posteriormente, ciertos aspectos sean discutidos ante la propia Administración, esta 

Sala – de cumplir los requisitos de admisibilidad- o cualquier instancia jurisdiccional ordinaria.  

En consecuencia, se declara sin lugar el recurso…”. 

Dicha posición ha sido mantenida por la Sala Constitucional a través de alrededor de más de veintiséis 

sentencias, emitidas en conocimiento de recursos de amparo incoados en condiciones similares al indicado 

anteriormente. Ello refleja claramente que el Tribunal Constitucional de forma vehemente, ha sostenido que la 

materia sanitaria prevalece por encina de las reglas que regulan la tramitación ordinaria de los procedimientos 

de índole migratoria, sin que ello perjudique en ningún sentido las garantías que la Constitución Política 

establece para las personas extranjeras que pretenden radicar en territorio costarricense. 

TERCERO: Sin embargo, una vez elaborados diversos protocolos sanitarios por parte del Ministerio de Salud 

y de esta misma Dirección General, se ha determinado la reapertura de los servicios de esta Dirección General, 

conforme se indica en la parte dispositiva de la presente resolución. 

POR TANTO: 

LA DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA, de conformidad con los artículos 2, 

11, 21 y 50 de la Constitución Política, 11 de la Ley General de la Administración Pública; 1, 4, 6, 7, 337, 338, 

340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud N° 5395, del 30 de octubre de 1973; 2 inciso b) y c) y 57 de la 

Ley Orgánica del Ministerio de Salud N° 5412, del 08 de noviembre de 1973; 2 y 13 inciso 36) de la  Ley 

General de Migración y Extranjería N°8764, del 19 de agosto de 200 y la Directriz N° 073-S-MTSS, del 

Presidente de la República, el Ministro de Salud y la Ministra de Trabajo y Seguridad Social, del 08 de marzo 

de 2020 y el Decreto Ejecutivo N°42227-MP-S, del 16 de marzo 2020, determina las nuevas medidas 

administrativas temporales que de seguido se señalan, para la prestación adecuada y responsable de los 

servicios públicos de la Dirección General de Migración y Extranjería al usuario externo: 

PRIMERO: Se prorrogan las medidas contenidas en la resolución N° DJUR-0105-07-2019-JM publicada en 

el Alcance 169 a La Gaceta N°165 del 8 de julio 2020 hasta las fechas que se regulan en el presente acto 

administrativo, según cada uno de los servicios aquí indicados.  

SEGUNDO: Las oficinas administrativas continuarán laborando en horario de las 7:00 a las 15:00 horas, en 

las modalidades presencial o de teletrabajo, según así lo establezca esta Dirección General. Se mantendrá un 

aforo no mayor al veinte por ciento de los funcionarios de la institución, así como de la capacidad real de cada 

oficina para la atención de usuarios externos. 

La atención al público se reanudará en las fechas indicadas en el presente documento de conformidad con las 

disposiciones contenidas en esta resolución.  



TERCERO: Todos los trámites que se impliquen atención presencial, se regularán conforme a los protocolos 

sanitarios que esta Dirección General implemente, prestando especial atención a las “Políticas para el Ingreso 

de Personas Usuarias y Visitantes a las instalaciones de las Oficinas de la Dirección General de Migración y 

Extranjería y la Policía Profesional de Migración  y Extranjería ante la emergencia sanitaria por COVID-

19”, publicadas en Alcance digital número 117 a La Gaceta número 114 del 18 de mayo de 2020, así como las 

posibles actualizaciones que se publiquen oportunamente en el Diario Oficial La Gaceta y en la página web 

www.migracion.go.cr .  

Esas políticas y protocolos deberán ser respetados por todas las personas usuarias, tanto en áreas comunes 

como en cada oficina de la que demanden el servicio. En caso de que una persona usuaria externa no cumpla 

con los requerimientos sanitarios que se impondrán, esta Dirección General se reserva el derecho de no 

atenderle, y deberá hacer abandono de las instalaciones físicas. Esta Dirección General además se reserva el 

derecho de tomar medidas administrativas diferenciadas conforme a la situación epidemiológica del Covid-19, 

tanto a nivel nacional como la afectación que esa enfermedad pueda ocasionar a las personas funcionarias. 

CUARTO: ATENCION EN LA UNIDAD DE REFUGIO. 

1. SOLICITUDES DE RECONOCIMIENTO DE LA CONDICION DE REFUGIADO Y REFUGIO

POR EXTENCIÓN: Se mantiene el recibo de solicitudes para el reconocimiento de la condición de refugio

en los puestos fronterizos habilitados para el ingreso internacional de personas al país.

A partir del 19 de octubre de 2020 se podrá gestionar las citas para el reconocimiento de la condición de 

refugiado, mediante llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio oficial www.migracion.go.cr. No 

será atendida ninguna persona usuaria sin la asignación de una cita previa. 

La atención se retomará el día 01 de diciembre del año 2020. 

La Dirección General de Migración publicará en su página oficial www.migracion.go.cr las nuevas fechas en 

que se reprogramarán las citas asignadas antes del 17 de marzo de 2020, las cuales debieron ser postergadas.  

La recepción de nuevas solicitudes según cita obtenida mediante llamada telefónica, se atenderán 

de lunes a viernes, de las 7:00 las 11:00 horas, en la fecha asignada, o conforme la reprogramación 

correspondiente. 

2. CONSULTA DE TRÁMITES DE REFUGIO: Se deberá hacer llegar un correo electrónico a la

dirección de correo electrónico refugio@migracion.go.cr, si su expediente está en la sede en La Uruca, San

José; o a refugioupala@migracion.go.cr, si su expediente está en Upala, junto con una foto del carnet de

solicitante. Por esa misma vía se notificará la resolución correspondiente.

3. DOCUMENTACION POR PRIMERA VEZ Y RENOVACIÓN DE DIMEX DE PERSONAS

REFUGIADAS: Se realizará a través de los socios comerciales de esta Dirección General, a saber Banco de

Costa Rica, al número 800-2272482 o en su página web, así como Correos de Costa Rica, al número de

teléfono 1311.

4. VIGENCIA DE CARNÉS DE SOLICITANTE DE REFUGIO Y DE PERMISO

LABORAL: La vigencia de los carnés temporal de solicitante de refugio y de carnés temporal de permiso de

trabajo, se prorrogan automáticamente hasta el 11 de enero 2021.
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Vencido ese plazo de prórroga la persona solicitante de refugio contará con un plazo de tres meses para 

tramitar su cita de renovación del documento correspondiente, mediante solicitud que se podrá tramitar 

mediante llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio oficial www.migracion.go.cr. 

Se deberá anexar a la solicitud digital una copia del carné del solicitante de refugio. 

5. SOLICITUD DE NUEVOS PERMISOS LABORALES: El servicio para de trámite de nuevas

solicitudes de permisos temporales de trabajo para persona solicitante de refugio se realizará vía digital, para

lo cual deberán descargar el formulario de la página www.migracion.go.cr y enviarlo a la dirección de correo

electrónico refugio@migracion.go.cr, si su expediente está en la sede en La Uruca, San José, o a

refugioupala@migracion.go.cr si su expediente está en Upala, junto con una foto del carnet de solicitante.

Los permisos se entregarán en la fecha y forma que se indique en la respuesta a la solicitud. 

6. ENTREVISTAS: En la página oficial de la Dirección General de

Migración www.migracion.go.cr se publicarán las fechas para la reprogramación de las citas asignadas en el

tiempo que estuvo suspendida la realización de entrevistas. Para las nuevas solicitudes, les corresponderá en

la fecha que se les asigne el día que presentan su solicitud de refugio.

7. DESESTIMIENTOS Y RENUNCIAS: Se deberá hacer llegar un correo electrónico a la

dirección enviarlo a la dirección de correo electrónico refugio@migracion.go.cr si su expediente está en la

sede en La Uruca, San José, o a refugioupala@migracion.go.cr si su expediente está en Upala, junto con una

foto del carnet de solicitante. Por esa misma vía se notificará la resolución correspondiente.

8. AUTORIZACIONES DE SALIDA: Durante el estado de emergencia nacional, las autorizaciones

de salida del país para las personas solicitantes de refugio quedan suspendidas. Una vez que cese el estado de

emergencia, se deberá enviar un correo a la dirección de correo electrónico refugio@migracion.go.cr si su

expediente está en la sede en La Uruca, San José, o a refugioupala@migracion.go.cr si su expediente está en

Upala, junto con una foto del carnet de solicitante.

9. SOLICITUD DE DOCUMENTO DE VIAJE: Las personas usuarias pueden presentar su solicitud

a la dirección de correo electrónico refugio@migracion.go.cr si su expediente está en la sede en La Uruca,

San José, o a refugioupala@migracion.go.cr si su expediente está en Upala, junto con una foto del carnet de

solicitante. La resolución se remitirá por la misma vía.

10. MODIFICACIÓN DE CALIDADES: Las personas usuarias pueden presentar su solicitud a la

dirección de correo electrónico refugio@migracion.go.cr si su expediente está en la sede en La Uruca, San

José, o a refugioupala@migracion.go.cr si su expediente está en Upala, junto con una foto del carnet de

solicitante. La resolución se remitirá por la misma vía.

11. CUMPLIMIENTO DE PREVIOS Y PRESENTACION DE RECURSOS E INCIDENTES DE

NULIDAD: Se recibirán de lunes a viernes, de las 7:00 a las 15:00 horas, salvo último viernes de cada mes.

12. COPIAS Y REVISIÓN DE EXPEDIENTES: Las personas extranjeras o sus representantes con

poder especial, podrán solicitar copias de expediente a la dirección de correo electrónico

refugio@migracion.go.cr, si su expediente está en la sede en La Uruca, San José; o a la dirección electrónica

refugioupala@migracion.go.cr, si su expediente está en Upala. Además, deberán aportar una fotografía del

carnet de solicitante o copia de su identificación oficial (cédula de identidad costarricense o DIMEX vigente)
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en caso de apoderados. Por esa misma vía se les informará la fecha en que podrán apersonarse para tramitar el 

pago y trámite de las copias. El costo de las fotocopias correrá por parte del petente. 

QUINTO: GESTIÓN DE MIGRACIONES. 

1. SOLICITUDES DE PASAPORTE: Se atenderá normalmente por medio de cita que se deberá

tramitar mediante llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio oficial  www.migracion.go.cr.

También se atenderá a través del Banco de Costa Rica y de Correos de Costa Rica.

2. SOLICITUD DE ADELANTO DE ENTREGA DE PASAPORTE: Únicamente se podrá solicitar

a través de la dirección de correo electrónico pasaportes@migracion.go.cr.

3. CERTIFICACIÓN DE PASAPORTE: Únicamente se podrá solicitar a través de la dirección de

correo electrónico certificaciondepasaporte@migracion.go.cr.

4. CONSULTAS:  Solamente por medio de los correos pasaportes@migracion.go.cr y 

ticosenelexterior@migracion.go.cr

5. SOLICITUD DE SALVOCONDUCTOS, DOCUMENTOS DE VIAJE Y DOCUMENTOS DE

IDENTIDAD Y VIAJE: La cita se tramitará mediante la página web www.migracion.go.cr.

6. PERMISOS DE SALIDA DEL PÁÍS DE PERSONAS MENORES DE EDAD,

MODIFICACIÓN DE ACOMPAÑANTES DE PERMISOS DE SALIDA: Se atenderá únicamente por

medio cita, que se podrá gestionar mediante el número telefónico 1311, o a través de la página web

www.migracion.go.cr.

7. REVOCATORIAS DE PERMISOS DE SALIDA Y ALERTAS DE PERMISOS DE SALIDA:

Se atenderá todos los días hábiles en horario de las 7:00 a 14:00 horas.

8. CONSULTAS SOBRE PERSONAS MENORES DE EDAD: Se atenderán únicamente por medio

del correo electrónico niñasniñosadolescentes@migracion.go.cr .

9. CONSULTAS DE LOS CONSULADOS DE COSTA RICA EN EL EXTERIOR: Serán atendidas

a través de la dirección electrónica documentosdeviajeenelexterior@migracion.go.cr.

10. CERTIFICACIONES DE MOVIMIENTOS MIGRATORIOS: Únicamente se deberán solicitar

mediante los servicios en línea mediante la página web www.migracion.go.cr.

11. CERTIFICACIONES DE MOVIMIENTOS MIGRATORIOS DE AÑOS INFERIORES A

1991: Se tramitarán mediante autogestión en la dirección electrónica certificacionesmm@migracion.go.cr.

12. CONSULTAS SOBRE MOVIMIENTOS MIGRATORIOS: Únicamente por medio del correo

electrónico remip@migracion.go.cr.

13. CERTIFICACIONES DE MOVIMIENTOS MIGRATORIOS, DE INSTITUCIONES Y

CONSULADOS DE COSTA RICA EN EL EXTERIOR: Únicamente se atenderá por medio de la dirección

electrónica certificacionesmm@migracion.go.cr .
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14. INCLUSIÓN, EXCLUSIÓN Y MODIFICACIÓN DE MOVIMIENTOS MIGRATORIOS:

Únicamente se atenderá por medio del correo electrónico Certificacionesporresolucion@migracion.go.cr

15. PERMISOS PARA TRANSPORTISTAS: Se atenderá normalmente en horario de las 7:00 a las 14:

horas.

SEXTO: GESTIÓN DE EXTRANJERIA. 

SUBPROCESOS DE ARCHIVO Y VALORACIÓN TÉCNICA: Se laborará normalmente. 

SUBPROCESO DE PLATAFORMA DE SERVICIOS: 

ASPECTOS GENERALES SOBRE RECIBO DE SOLICITUDES, RECURSOS, INCIDENTES Y EN 

GENERAL, TODO TIPO DE DOCUMENTOS. Únicamente se recibirán documentos para trámites 

correspondientes a la permanencia legal de las personas extranjeras, de manera presencial en la Gestión de 

Extranjería o a través de los medios digitales que esta Dirección General autorice. Todo documento que sea 

presentado vía correo electrónico no será admitido para ser incorporado a los expedientes administrativos. 

Además, la documentación que sea remitida vía correo postal o certificado, tampoco será admitirá, y quedará a 

disposición del remitente para su debido retiro, sin que sea incorporada a los expedientes administrativos. 

La atención en la Plataforma de Servicios se retomará el día 01 de diciembre del año 2020 exclusivamente con 

citas que se podrá gestionar a partir del 19 de octubre de 2020 mediante llamada telefónica al número 1311 o 

ingresando al sitio oficial  www.migracion.go.cr. 

No será atendida ninguna persona usuaria sin la asignación de una cita previa. 

1. PLAZOS DE PRESENTACIÓN DE PREVENCIONES: El plazo de los previos que se

encontraban vigentes al 17 de marzo 2020, se prorrogan el hasta el día 12 de febrero de 2021. El trámite se

realizará mediante cita que se gestionará a través de llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio

oficial  www.migracion.go.cr a partir del día 19 de octubre 2020.

El plazo para presentar documentos que hayan sido prevenidos entre el 17 de marzo de 2020 y el 11 de febrero 

de 2021 iniciará a partir del 12 de febrero de 2021. La presentación de esos documentos se realizará a través de 

cita que se gestionará a través de llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio oficial 

www.migracion.go.cr, a partir del día 19 de octubre 2020. 

2. NUEVAS SOLICITUDES DE PERMANENCIA LEGAL: Se recibirán nuevas solicitudes de

permanencia legal, bajo cualquier categoría migratoria, a partir del día 01 de diciembre de 2020, en horario de

las 7:00 a las 12:00 horas. El trámite se realizará mediante cita que se gestionará a través de llamada telefónica

al número 1311 o ingresando al sitio oficial  www.migracion.go.cr a partir del día 19 de octubre 2020.

3. PLAZOS DE VIGENCIA DE LOS CERTIFICADOS DE ANTECEDENTES PENALES,

CERTIFICADOS DE MATRIMONIO Y DE NACIMIENTO: Se tendrán por prorrogados hasta el día 01

de junio 2021.
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4. CITAS DE ABOGADOS: Se otorgarán nuevas citas a partir del 12 de febrero de 2021. La atención

de las citas ya otorgadas será reprogramada a partir del 16 de noviembre 2020.

5. SOLICITUDES DE CERTIFICACIÓN DE ESTATUS MIGRATORIO: La solicitud se deberá

gestionar mediante la dirección de correo electrónico certificacionstatus@migracion.go.cr. La certificación se

remitirá por la misma vía con firma digital.

6. REVISION DE EXPEDIENTES Y SOLICITUDES DE FOTOCOPIAS: A partir del día 19 de

octubre 2020 las personas extranjeras o sus representantes con poder especial, podrán solicitar copias de

expediente. El trámite se realizará mediante cita que se gestionará a través de llamada telefónica al número

1311 o ingresando al sitio oficial www.migracion.go.cr a partir del día 19 de octubre 2020. Por esas mismas

vías se informará la fecha de pago y retiro de las copias o revisión de expediente. El costo de las fotocopias

correrá por parte del petente.

7. PRESENTACIÓN DE RECURSOS: Los plazos para presentar recursos quedan prorrogados hasta

el 01 de marzo del 2021. Las citas para esa presentación iniciará el día 11 de enero 2021, y se deberán tramitar

mediante llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio oficial www.migracion.go.cr.

Para estos efectos se otorgará una única cita. De no presentarse el recurso el día de la cita previamente 

otorgada, el recurso de declarará inadmisible por extemporáneo. 

SUBPROCESO DE DOCUMENTACION: 

1. DOCUMENTACION POR PRIMERA VEZ Y RENOVACIÓN DE DIMEX DE PERSONAS

REFUGIADAS: Se realizará a través de los socios comerciales de esta Dirección General (Banco de Costa

Rica y Correos de Costa Rica).

2. CITAS PARA DOCUMENTACION POR PRIMERA VEZ Y RENOVACION DIMEX PARA

PERSONAS EXTRANJERAS (EXCEPTO RENOVACION RESIDENTE TEMPORAL CONYUGE

CON COSTARRICENSE): Se otorgarán únicamente a través de los socios comerciales de la Dirección

General de Migración y Extranjería, a saber Banco de Costa Rica y Correos de Costa Rica. No se otorgarán

citas para atención en la Dirección General de Migración y Extranjería. Las citas ya otorgadas a la fecha de la

publicación de esta resolución serán reprogramadas para su atención a partir del 01 de diciembre 2020.

Consultar reprogramación en www.migracion.go.cr.

3. CITAS PARA RENOVACION DIMEX PARA PERSONAS EXTRANJERAS CON VÍNCULO

CONYUGAL: El usuario con vínculo conyugal con persona de nacionalidad costarricense que desee realizar

su trámite de renovación a través de los socios comerciales podrá realizarlo siempre que presente una

declaración jurada emitida en documento privado, mediante la cual el usuario y el cónyuge ratifican sus datos,

así como la condición que acreditó la condición migratoria otorgada. Las firmas deberán ser autenticadas por

notario público.

No se otorgarán citas para atención en la Dirección General de Migración y Extranjería. Al usuario que no 

realice su trámite bajo la condición anterior se le aplicará el punto Décimo Primero 2 de esta parte dispositiva 

de la presente resolución. 
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4. CITAS PARA DOCUMENTACION DE ESTANCIA POR PRIMERA VEZ: Conforme al

artículo 55 inciso b) del Reglamento de Extranjería (decreto Nº 37112-GOB), la resolución debidamente

notificada mediante la cual esta Dirección General autorizó la subcategoría migratoria de Estancia, será el

documento que acredite su permanencia legal. Las citas ya otorgadas a la fecha de la publicación de esta

resolución serán reprogramadas para su atención a partir del 01 de diciembre de 2020.

5. SOLICITUD DE ADELANTO DE ENTREGA DE DIMEX: Únicamente se podrá solicitar a

través de la dirección de correo electrónico dimex@migracion.go.cr. Por esa misma vía se coordinará la

respectiva entrega del DIMEX.

6. SOLICITUD DE RESOLUCIÓN PREVIO DE LA CCSS: La solicitud se deberá gestionar

mediante la dirección de correo electrónico previo_ccss@migracion.go.cr. La resolución se remitirá por la

misma vía con firma digital.

7. CONSULTA DE ESTADO DE SOLICITUD DIMEX POR PRIMERA VEZ O RENOVACIÓN,

REALIZADA A TRAVES DE LOS SOCIOS COMERCIALES DE ESTA DIRECCION GENERAL

(BCR O CORREOS DE C.R): Únicamente se podrá solicitar a través del servicio en línea (página web

www.migracion.go.cr) denominado CONSULTA SOLICITUD DE DIMEX, mediante el cual podrá conocer el

resultado de su solicitud.

8. DOCUMENTACION DE PERSONAS EXTRANJERIAS RECONOCIDAS COMO

APÁTRIDAS: El documento que acredita la recepción de la solicitud de apátrida ante el Ministerio de

Relaciones Exteriores, o la resolución debidamente notificada mediante la cual ese Ministerio autorizó la

subcategoría migratoria de Apátrida, será el documento que acredite su permanencia legal, ya sea como

documento provisional al que hacen referencia los artículos 12 y 19 del "Reglamento para la Declaratoria de la

Condición de Persona Apátrida", emitido mediante Decreto Ejecutivo N° 39620-RE – G, del 7de abril de 2016

para los solicitantes de la condición de apátrida, o como documentos definitivo al que alude los artículos 113

de la Ley General de Migración y Extranjería y 195 del Reglamento de Extranjería, emitido por Decreto

Ejecutivo N°37112-GOB, del 21 de marzo de 2012.

SETIMO: UNIDAD DE VISAS. 

1. OTORGAMIENTO DE VISAS CONSULARES: Hasta el día 08 de febrero 2021 los Agentes de

Migración en el Exterior NO otorgarán visas consulares para ingresar al país.

2. ESTAMPADO DE VISAS CONSULARES: Los Agentes de Migración en el Exterior no

estamparán en los pasaportes de las personas extranjeras, visas consulares que hayan autorizado a la fecha de la

presente resolución. Únicamente lo podrán hacer a partir del 08 de febrero 2021.

3. ESTAMPADO DE VISAS AUTORIZADAS POR LA COMISION DE VISAS Y REFUGIO,

PARA PERSONAS CUYA NACIONALIDAD SE ENCUENTRA EN EL CUARTO GRUPO DE LAS

DIRECTRICES GENERALES DE VISAS DE INGRESO Y PERMANENCIA PARA NO

RESIDENTES: Los Agentes de Migración en el Exterior no estamparán en los pasaportes de los usuarios

cuya nacionalidad esté comprendida en el cuarto grupo de las Directrices Generales de Visas de Ingreso y

Permanencia para No Residentes, visas aprobadas antes de la presente resolución. Únicamente podrán

estamparse a partir del 08 de febrero 2021.
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4. ESTAMPADO DE VISAS AUTORIZADAS POR LA DIRECCION GENERAL DE

MIGRACION: Los Agentes de Migración en el Exterior no estamparán en los pasaportes de las personas

extranjeras a quienes se les haya autorizado el ingreso por parte de la Dirección General de Migración antes de

la fecha de la presente resolución. Únicamente podrán estamparse a partir del 08 de febrero 2021.

5. PLAZO PARA UTILIZACION DE VISAS YA ESTAMPADAS: El plazo de 60 días para la

utilización de las visas que a la fecha de la presente resolución ya hayan sido estampadas en los pasaportes de

personas extranjeras (30 días en el caso de las visas de tránsito), queda suspendido hasta el 08 de febrero 2021.

En esa fecha empezará a correr el plazo para utilizar la visa. Tratándose de visas de tránsito doble, en las cuales

la persona realizó el primer ingreso a Costa Rica, antes del 17 de marzo de 2020, el plazo de los 90 días para

completar el segundo ingreso, queda suspendido hasta el 08 de febrero 2021. Antes de esa fecha no podrán

ingresar al país.

6. SOLICITUDES PRESENTADAS EN LA UNIDAD DE VISAS: No se recibirán nuevas solicitudes

de ingreso a Costa Rica, durante los días comprendidos entre la fecha de emisión de la presente resolución y el

11 de enero de 2021, ambos inclusive, de los siguientes procesos: solicitud de visas de tercer y cuarto grupo,

visas excepcionales y consultadas, Pases Cortos a la Costa, Visas de tránsito para tripulantes, Mecanismos de

Protección en Tránsito y Temporal. El trámite se realizará mediante cita que se gestionará a través de llamada

telefónica al número 1311 o ingresando al sitio oficial  www.migracion.go.cr a partir del día 19 de octubre

2020.

7. DOCUMENTOS EMITIDOS EN EL EXTERIOR QUE SE ENCONTRABAN VIGENTES

ANTES DEL 17 DE MARZO: La vigencia de estos documentos se tendrá por prorrogada hasta el día 01 de

junio 2021.

8. PLAZOS DE PRESENTACIÓN DE PREVENCIONES: El plazo de los previos que se

encontraban vigentes al 17 de marzo 2020, se prorrogan el hasta el día 12 de febrero de 2021. El trámite se

realizará mediante cita que se gestionará a través de llamada telefónica al número 1311 o ingresando al sitio

oficial  www.migracion.go.cr a partir del día 19 de octubre 2020.

Para estos efectos se otorgará una única cita. De no presentarse el recurso el día de la cita previamente 

otorgada, el recurso de declarará inadmisible por extemporáneo.  

9. PERMISOS DE ARTISTA: No se otorgarán permisos de artista en razón de las directrices del

Ministerio de Salud y el decreto ejecutivo que establece la restricción de eventos masivos.

OCTAVO: CONTRALORIA DE SERVICIOS. 

1. QUEJAS: Se recibirán únicamente a través de la dirección de correo electrónico

contraloriadeservicios@migracion.go.cr.

2. NOTIFICACIÓN DE RESOLUCIONES: Se suspende la notificación de las resoluciones de

manera personal que estén pendientes a la fecha de publicación de la presente resolución. Únicamente se

realizarán notificaciones cuando se haya señalado medio electrónico para ello, ya sea fax o dirección de correo

electrónico.

NOVENO: POLICIA PROFESIONAL DE MIGRACION Y EXTRANJERÍA: 

http://www.migracion.go.cr/
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1. La atención de las citas ya programadas queda suspendida. Serán reprogramadas después del 11 de

enero 2021. El trámite se realizará mediante cita que se gestionará a través de llamada telefónica al número

1311 o ingresando al sitio oficial  www.migracion.go.cr a partir del día 19 de octubre 2020.

2. La atención de personas extranjeras con medida cautelar de presentación y firma periódica ordenada

conforme al inciso 1) del artículo 211 de la Ley General de Migración y Extranjería, se programará a partir del

día 1 de diciembre 2020, para lo cual debe de coordinar con la Policía Profesional de Migración a la línea

telefónica 87050624 o 21064001.

DECIMO: PRORROGA DE PERMANENCIA LEGAL AUTORIZADA BAJO SUBCATGEGORÍA 

TURISMO: Para todos los efectos, el plazo de permanencia legal autorizado a las personas extranjeras bajo la 

subcategoría migratoria de Turismo que ingresaron al país después del 17 de diciembre 2019 y hasta el 31 de 

octubre de 2020, se prorroga hasta el día 02 de marzo del 2021. 

El plazo de permanencia bajo la subcategoría migratoria de Turismo de las personas que ingresen al país a 

partir del 1 de diciembre de 2020, inclusive, será el que el oficial de control migratorio determine, conforme a 

la Ley General de Migración y Extranjería y el Reglamento de Control Migratorio, decreto 36769-G, del 28 de 

setiembre de 2011. 

DECIMO PRIMERO: PRORROGA DE LA VIGENCIA DE LOS DOCUMENTOS QUE ACREDITEN 

LA PERMANENCIA LEGAL DE PERSONAS EXTRANJERAS EN EL PAÍS (CONOCIDO COMO 

DIMEX): De manera excepcional y en razón de la emergencia nacional ordenada mediante Decreto Ejecutivo 

N°42227-MP-S, del 16 de marzo 2020, se prorrogan, conforme a lo siguientes: 

1. La vigencia de los DIMEX de personas extranjeras autorizadas para permanecer en el país bajo la

categoría migratoria de Residencia Permanente, se tendrán por prorrogadas hasta el 11 de enero 2021. Sin

embargo, la multa por no renovación establecida en el artículo 254 de la Ley General de Migración y

Extranjería deberá obligatoriamente ser cancelada, salvo los meses de vencimiento que corren de diciembre

2019 en adelante, es decir, de diciembre de 2019 al 11 de enero 2021, no se pagará la multa.

2. Se prorroga hasta el día 11 de enero 2021, la vigencia de todo DIMEX de las personas extranjeras

autorizadas para permanecer en el país bajo la categorías migratoria de Residencia Temporal y Categorías

Especiales, que hayan vencido con posterioridad al día 18 de diciembre de 2019.

3. Vencido el plazo de prórroga automática establecido en los dos puntos anteriores, la persona

extranjera contará el plazo de tres meses que establece el artículo 129 inciso 10) de la Ley General de

Migración y Extranjería número 8764, para realizar el trámite de renovación, conforme a la tramitación

ordinaria establecida por el Reglamento de Extranjería (Decreto Ejecutivo 37112-GOB) y esta Dirección

General, bajo el principio de autodeterminación administrativa.

4. Se prorroga hasta el día 12 de febrero de 2021, la vigencia de todo DIMEX  de las personas

extranjeras autorizadas para permanecer en el país bajo la categoría migratoria de No Residente, Subcategoría

Estancia, que hayan vencido con posterioridad al día 17 de marzo de 2020. Las personas extranjeras a quienes

les venciera la Estancia en fecha anterior al 17 de marzo y no hayan realizado los trámites para su renovación o

cambio de categoría migratoria, deberán egresar del país.

http://www.migracion.go.cr/


DECIMO SEGUNDO: ATENCIÓN DE PROVEEDORES 

1. Deberá coordinarse lo pertinente vía correo electrónico con la unidad fiscalizadora del contrato a

efectos de organizar la realización de servicios o cualquier otro aspecto relacionado con la contratación de

conformidad con las estipulaciones contractuales que rigen cada caso.

2. La recepción de material o productos se coordinará previamente con la Proveeduría Institucional y las

unidades o gestiones receptoras, si correspondiera, con el fin hacer la entrega en tiempo y forma, para lo cual

se coordinará previamente en fecha y hora.

3. El eventual ingreso de proveedores se realizara prestando especial atención a las “Políticas para el

Ingreso de Personas Usuarias y Visitantes a las instalaciones de las Oficinas de la Dirección General de

Migración y Extranjería y la Policía Profesional de Migración  y Extranjería ante la emergencia sanitaria por

COVID-19”, publicadas en Alcance digital número 117 a La Gaceta número 114 del 18 de mayo de 2020, así

como las posibles actualizaciones que se publiquen oportunamente en el Diario Oficial La Gaceta y en la

página web www.migracion.go.cr .

DECIMO TERCERO: UNIDAD DE COMUNICACIÓN INSTITUCIONAL (UCI): 

ATENCIÓN A MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

1. El contacto con la Unidad de Comunicación deberá realizarse por correo electrónico a la dirección

comunicacion@migracion.go.cr o al teléfono institucional de atención a medios de comunicación.

2. La coordinación de entrevistas con la persona asignada, será prioritariamente de forma virtual o

telefónica. Si se requiere presencial, además de la revisión de la disponibilidad del jerarca o la persona

asignada, se procurará que sean en espacios al aire libre o suficientemente ventilados. Si por razones de espacio

o agenda no es posible, se propondrá el despacho de la Dirección General o Gestión de Trata y Tráfico para la

realización de la entrevista. De forma mínima se atenderán medios en canales de comunicación o sedes de

medios.

3. Para la atención, tanto el personal de los medios de comunicación como jerarcas o personas asignadas

para su atención y funcionarias de la UCI, deberán portar mascarilla.

DECIMO CUARTO: A partir de las fechas que se establecen en la presente resolución para la reapertura o 

modificación en la prestación de servicios, quedará derogada la resolución DJUR-0105-075-2020-JM, de las 

ocho horas del día siete de julio de dos mil veinte, publicada en el Alcance 169 a La Gaceta N°165 del 8 de 

julio 2020. 

DECIMO QUINTO: Rige a partir del 19 de setiembre del 2020. 

Raquel Vargas Jaubert, Directora General.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020484600 ).
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DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. San José, a las trece horas cincuenta y cinco minutos del día 

cuatro de setiembre de dos mil veinte. 

CONSIDERANDO: 

I. Que mediante la Ley de Alivio Fiscal ante el COVID-19, Ley N° 9830 del 19 de marzo de 2020,

publicada en Alcance N°53 a la Gaceta N°55 del 20 de marzo de 2020, se concede a los

contribuyentes la posibilidad de diferir el pago que deben efectuar por concepto de impuesto al valor

agregado y de impuestos selectivos de consumo, correspondiente a los periodos fiscales de marzo,

abril y mayo de 2020; a la vez que se exime a los contribuyentes de la cancelación de los pagos

parciales del impuesto sobre las utilidades cuyo vencimiento fuese en abril, mayo y junio de 2020, se

exonera del impuesto al valor agregado los arrendamientos comerciales de los periodos fiscales de

abril, mayo y junio de 2020, y se permite la nacionalización de mercancías con una moratoria en el

pago de los aranceles durante los meses de abril, mayo y junio del 2020.

II. Que mediante Decreto Ejecutivo N°42271-H del 27 de marzo de 2020, se emite el Reglamento a la

Ley N° 9830 del 19 de marzo de 2020, de Alivio Fiscal ante el Covid-19, publicado en Alcance N° 65

a la Gaceta N° 64 del 29 de marzo de 2020, en cuyo Capítulo VI, se regula la moratoria de la

obligación tributaria aduanera en la importación definitiva de mercancías.

III. Que mediante resoluciones N° RES-DGA-147-2020 de las ocho horas del día treinta de marzo de

dos mil veinte y RES-DGA-234-2020 de las nueve horas y treinta y cinco minutos del  trece de mayo

de dos mil veinte, se regula el Procedimiento Especial de Importación Definitiva con el mecanismo de

pago diferido (Ley de Alivio Fiscal ante el COVID-19).

IV. Que mediante circular DGA-017-2020 del 13 de agosto de 2020, se regula lo concerniente a los

arreglos de pago por moratoria.

Por tanto, 

EL DIRECTOR GENERAL DE ADUANAS, RESUELVE: 

Con fundamento en las consideraciones de hecho y derecho de cita, potestades y demás atribuciones 

aduaneras otorgadas en la Ley General de Aduanas N° 7557 de fecha 20 de octubre de 1995 y en el 

Reglamento a la Ley General de Aduanas Decreto Ejecutivo N° 25270-H de fecha 14 de junio de 1996, 

HACIENDA
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sus reformas y modificaciones vigentes y lo establecido tanto en la Ley N° 9830 “Ley de Alivio Fiscal ante 

el COVID-19, como en el Decreto Ejecutivo N° Decreto Ejecutivo No. 42271-H denominado “Reglamento 

a Ley de Alivio Fiscal ante el COVID-19”: 

1. El monto total por concepto de las obligaciones tributarias aduaneras no cobradas al importador

asociadas a las declaraciones transmitidas desde el 01 de abril al 30 de junio de 2020, deberán ser

canceladas a más tardar el 31 de diciembre de 2020.

2. Cada uno de los pagos que se efectúen deberá realizarse de modo que contemple el pago total del

monto correspondiente a una o varias declaraciones aduaneras, de manera que al 31 de diciembre

de 2020, se encuentre cancelada la totalidad adeudada por el importador en virtud del beneficio

otorgado, pero se aclara que no se aceptan pagos parciales de un Documento Único Aduanero

(DUA) determinado, de conformidad con lo establecido en el artículo 17 del Decreto Ejecutivo Nº

42271-H. Es decir, la prima del arreglo de pago debe cubrir montos completos de los

Documentos Únicos Aduaneros.

3. En caso de no realizarse el pago de las obligaciones tributarias aduaneras cubiertas por el beneficio

de la moratoria antes del 31 de diciembre de 2020, según lo indicado en el artículo anterior, el

importador podrá solicitar a la Aduana de Control un arreglo de pago que cubra la totalidad de lo

adeudado, el cual deberá ser aprobado por ésta antes de dicha fecha, sin incurrir en el pago de

intereses y multas.

4. Estos arreglos de pago deberán ser efectuados por la Aduana de Control, por lo que no es

procedente una solicitud de “Arreglo de Pago” que englobe o incluya todas las operaciones

efectuadas en las distintas aduanas del país.

5. Solicitud y requisitos: La solicitud debe ser presentada por el importador de forma electrónica y

con la firma digital o con la firma manuscrita, ya sea de la persona física o del representante legal o

apoderado con facultades de representación suficientes y acompañarse de una personería jurídica

o certificación correspondiente, la cual deberá ser remitida al correo electrónico de notificaciones de

la Aduana de Control:

Aduana de Peñas Blancas notificaciones_apbl@hacienda.go.cr

Aduana la Anexión notificaciones-anexion@hacienda.go.cr

Aduana de Caldera noti-caldera@hacienda.go.cr

Aduana Santamaría gestionessantamaria@hacienda.go.cr

Aduana Central notifica-central@hacienda.go.cr

Aduana Limón notifica-limon@hacienda.go.cr

Aduanas de Paso Canoas notifica-adcanoas@hacienda.go.cr
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Dicha solicitud debe ir acompañada con los siguientes requisitos obligatorios: 

 El importador, debe estar inscrito en el Registro Único Tributario.

 Se debe indicar lugar o medio para recibir notificaciones.

 Indicación de las declaraciones aduaneras, el monto adeudado en cada una, así como el

monto total cubierto por el beneficio de la moratoria.

 Propuesta de pago, que incluya el pago de una prima correspondiente al veinte por ciento

(20%) del monto total cubierto por el beneficio de la moratoria. Se reitera que dicha prima debe

cubrir montos completos de los Documentos Únicos Aduaneros.

6. Plazos y montos de las cuotas a pagar: La Aduana de Control, considerará los documentos

aportados por el importador, determinará en cada caso la cantidad de cuotas de pago, que no

excederá de doce (12) cuotas mensuales por montos iguales, salvo la última que podría ser de un

monto menor; de modo que sea cancelada en su totalidad el monto adeudado.

7. Las cuotas de pago estarán conformadas por el ochenta por ciento (80%) no cancelado, objeto del

beneficio de la moratoria, dividido entre la cantidad de cuotas autorizadas, hasta haber cancelado el

monto total adeudado. La fecha de vencimiento de cada cuota será la que fije la Aduana de Control.

Todo pago efectuado al amparo del arreglo de pago, deberá realizarse mediante depósito o entero

bancario en cualquiera de las cuentas del Ministerio de Hacienda, cuyo comprobante deberá ser

presentado ante la Aduana de Control para su verificación.

8. El acuerdo de pago deberá contemplar una cantidad de DUAS que se debe cancelar de forma

completa mensualmente, con base en la lista de DUAS que tramitó el importador en cada Aduana,

según su orden de antigüedad.

9. Prevención: Una vez recibida la solicitud, la autoridad aduanera podrá prevenirle, por una única vez

y por escrito, que complete los requisitos omitidos en la solicitud, que aclare información o la

Dirección de Fiscalización dirfiscaliza@hacienda.go.cr 

Dirección de Gestión Técnica dirgestecnica@hacienda.go.cr 

Área de Relaciones y Asuntos Externos consultarae@hacienda.go.cr 

Dirección Normativa noti-normativa@hacienda.go.cr 

Dirección de Gestión Técnica dirgestecnica@hacienda.go.cr 

Órgano Nacional de Valoración y Verificación 

Aduanera 

notifONVA@hacienda.go.cr 

Planificación Plani-DGA@hacienda.go.cr 

Dirección de Gestión de Riesgo notif-dirriesgo@hacienda.go.cr 



documentación presentada, con la indicación de que si así no lo hiciera se declarará sin derecho al 

correspondiente trámite, para lo cual le otorgará un plazo improrrogable de hasta tres días hábiles. 

10. Respuesta de la solicitud: La Aduana competente deberá dar respuesta al sujeto pasivo dentro del

plazo máximo de tres días hábiles a partir de la fecha de recibo de la solicitud; con indicación expresa

de si procede o no su solicitud.

El acto administrativo de formalización del beneficio de arreglo de pago emitido por la Aduana de

Control deberá indicar:

 El fundamento legal,

 Las condiciones bajo las cuales se autoriza,

 El plazo,

 El monto total de todas las obligaciones tributarias aduaneras objeto del beneficio,

 Las fechas de vencimiento de las cuotas,

 El detalle de las declaraciones aduaneras individualizadas con su respectivo monto adeudado,

 Cualquier otra información establecida en el procedimiento especial desarrollado al efecto.

(Ver Anexo N° 1)

11. Improcedencia de recursos: Contra el acto que resuelve la solicitud de arreglo de pago no procede

la interposición de recurso alguno.

12. Omisión de pago: El Servicio Nacional de Aduanas queda facultado para que, sin ninguna gestión

adicional, inicie el cobro de la obligación tributaria aduanera, o del saldo al descubierto de ésta,

trasladándolo a la Oficina de Cobro Judicial del Ministerio de Hacienda, ante la verificación de los

siguientes supuestos:

a) omisión de pago al 31 de diciembre de 2020, sin suscripción de arreglo de pago;

b) pago de un porcentaje del monto total no cancelado cubierto por la moratoria, sin suscripción de

arreglo de pago;

c) incumplimiento de arreglo de pago.

Para tales efectos, la Dirección General de Aduanas certificará la deuda respectiva y se realizará su 

traslado a la Oficina de Cobro Judicial del Ministerio de Hacienda, junto con la copia certificada impresa 

del expediente levantado al efecto. 

La obligación tributaria aduanera o su saldo al descubierto, estará sometida al pago de las multas e 

intereses correspondientes desde el hecho generador, así como a la aplicación de la Ley General de 

Aduanas, su Reglamento y demás normativa aplicable. 



13. Revocación del beneficio de la moratoria. De conformidad con la Ley General de Aduanas, de

existir indicios de la comisión de una infracción administrativa o un delito, la autoridad aduanera

revocará el beneficio otorgado al importador, con las consecuencias legales correspondientes.

14. La presente resolución rige a partir de su publicación.

15. Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta.

Publíquese.   

Gerardo Bolaños Alvarado, Director General.—1 vez.—( IN2020484442 ).



ANEXO No.1 

SUSCRIPCIÓN DE ARREGLO DE PAGO 

Decreto Ejecutivo N°42271-H del 27 de marzo de 2020 

En este acto, la persona XXXX, portadora de la cédula de identidad número XXXX, en su condición de XXX con 

facultades de apoderado generalísimo, según el artículo 1253 del Código Civil, de la empresa XXXX con domicilio 

en XXXX, conforme la certificación: RNPDIGITAL-XXXX del (día) de (mes) de 2020 y xxxx en calidad de 

(GERENTE DE ADUANA DE CONTROL), de ahora en adelante y para efectos de este Acuerdo “ADUANA 

XXXX”, con las facultades suficientes para este acto, hemos convenido en suscribir el presente ARREGLO DE 

PAGO, el cual se rige por las siguientes cláusulas: 

PRIMERO: Que de conformidad con SOLICITUD DE ARREGLO DE PAGO con número de gestión interna XXXX, 

efectuada por parte de la empresa XXXX, en la cual solicita que se aplique propuesta de pago para los siguientes 

DUAS: 

Número de DUA Fecha aceptación Monto del  20 % de 

prima 

Monto del  () % 

restante 

Fecha de pago 

XXXX XXXX XXXX 

XXXX XXXX XXXX 

XXXX XXXX XXXX 

XXXX 

Total a cancelar 

En la anterior propuesta se incluye el pago de una prima correspondiente al veinte por ciento (20%) del monto total 

cubierto por el beneficio de la moratoria para un monto de XXXX, que cubre el monto total de los siguientes DUAS: 

XXXX.  

Para los efectos, señala como medio de notificaciones: (…). 

SEGUNDO: Que para honrar el monto del principal, el obligado tributario suscribe el presente arreglo de pago, lo 

cual constituye un reconocimiento expreso de la deuda, de conformidad con el artículo 63 inciso f) de la Ley General 

de Aduanas.  En virtud de lo anterior, mediante solicitud de arreglo de pago efectuada por el importador de forma 

electrónica y con la firma digital o con la firma manuscrita, el obligado solicitó a esta Aduana la aprobación de un 

arreglo de pago con las condiciones que más adelante se dirán.  

TERCERO: Que las reglas para este arreglo de pago están dadas en el Decreto Ejecutivo Nº 42271-H publicado el 

29 de marzo de 2020 Reglamento a la Ley de Alivio Fiscal, Circular DGA-017-2020 de fecha 13 de agosto de 2020 

y la resolución RES-DGA-427-2020 del 04 de setiembre de 2020, ambas de la Dirección General de Aduanas. 

CUARTO: Que el obligado tributario honrará su deuda de la siguiente manera: 



El deudor realizó un pago inicial por la suma de XXXX, que corresponde a la prima del 20% sobre la totalidad de 
la deuda calculada al XXXX (colones con 00/100), la cual asciende a un monto de XXXX (colones con 00/100)  y 
que cubre los siguientes DUAS: 

Número de DUA Fecha aceptación Monto del 20% de prima Porcentaje 

Total cancelado: 

Por el remanente de la deuda principal, sea el monto de XXXX al 31 de diciembre de 2020 el total a cancelar será 
de un monto de XXXX (colones con 00/100) para los siguientes DUAS: XXXX según su antigüedad, siendo 
entonces que el obligado tributario cancelará los siguientes DUAS XXXX, a partir del XXXX y así sucesivamente los 
días 30 de cada mes hasta el día XXXX, de la siguiente manera: 

Número de DUA Fecha aceptación Monto del remanente por 
cancelar 

Fecha de vencimiento de 
la cuota 

Total a cancelar 

Al llegar a la última cuota el deudor deberá cancelar el saldo pendiente de capital. Existe la posibilidad de realizar 
pagos extraordinarios o la cancelación total de la deuda. 

QUINTO: El incumplimiento de cualquiera de las cláusulas anotadas en este documento, o la falta de pago oportuno 

de una cuota, facultará a la Aduana de Control a tener por vencido el plazo anticipadamente y hacer exigible la 

totalidad de la obligación, sin ninguna gestión adicional, para lo cual iniciará el cobro de la obligación tributaria 

aduanera, o del saldo al descubierto de ésta, trasladándolo a la Oficina de Cobro Judicial del Ministerio de Hacienda. 

SEXTO: Para tales efectos, la Dirección General de Aduanas certificará la deuda respectiva y se realizará su 

traslado a la Oficina de Cobro Judicial del Ministerio de Hacienda, junto con la copia certificada del expediente 

levantado al efecto. 

SETIMO: La obligación tributaria aduanera o su saldo al descubierto, estará sometida al cobro de las multas e 

intereses correspondientes desde el hecho generador, así como a la aplicación de la Ley General de Aduanas, su 

Reglamento y demás normativa aplicable. 

OCTAVO: El representante legal en este acto se compromete a enviar mes a mes a esta Aduana las copias de los 

recibos cancelados mediante depósito o entero bancario en cualquiera de las cuentas del Ministerio de Hacienda, 

por concepto de los abonos efectuados. Para el envío de esas copias se habilita la cuenta de correo electrónico 

XXXX, con atención al funcionario XXXX. 

NOVENO: Para todos los efectos legales, incluyendo el incumplimiento de la obligación que aquí consta, la empresa 

deudora señala, en forma expresa, para oír notificaciones, el correo electrónico: XXXX. Asimismo, como medios 

alternos para notificaciones, expresamente señala los siguientes: XXXX.  Será responsabilidad del deudor que 

dichos medios de notificación funcionen adecuadamente, correspondan a la empresa o persona deudora y estén 



Edificio La Llacuna Avenida Central y Avenida 1, calle 5, San José, Costa Rica
www.hacienda.go.cr 

Página 8 de 8 

abiertos.  En caso contrario, el notificador dejará constancia en el acta de las razones que imposibilitaron la 

comunicación y/o entrega. 

Suscribimos el presente convenio de arreglo de pago al ser las ____ horas del ___ de ____del 2020, por lo que 

firmamos en acuerdo del mismo. 

XXXXX  XXXXX 

REPRESENTANTE LEGAL DE LA EMPRESA      Gerente Aduana 

XXXXXX 

Funcionario de la Aduana 

a cargo del arreglo 



RES-DGA-434-2020— Dirección General de Aduanas. — San José, a las quince horas con cincuenta minutos del 
ocho de setiembre de 2020. 

CONSIDERANDO: 

I. Que el Poder Ejecutivo emitió el Decreto Ejecutivo N°42227-MP-S, publicado en el Alcance N°46 al Diario Oficial
La Gaceta N°51 de fecha 16 de marzo de 2020, en el que se declara Emergencia Nacional debido al estado de
necesidad y urgencia ocasionado por el COVID-19, por su magnitud como pandemia y las consecuencias en el
territorio nacional y el carácter anormal, esta no puede ser controlada ni abordada por parte de la Administración
Pública a través del ejercicio de los procedimientos administrativos ordinarios.

II. Que el Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-S, publicado en el Alcance N°47 al Diario Oficial La Gaceta N°52 de
fecha 17 de marzo de 2020, dispone la excepción de restricción de ingreso a las personas extranjeras que formen
parte del personal de medios de transporte internacional de mercancías o cargas. Ante lo cual, la Dirección
General de Migración y Extranjería debe adoptar las medidas necesarias para que esas personas acaten los
lineamientos y medidas sanitarias que emita el Ministerio de Salud con relación al COVID-19.

III. Que el Decreto Ejecutivo N°42350-MGP-S, de fecha 15 de mayo de 2020, publicado en el Alcance N°116 al Diario
Oficial La Gaceta N°112, de fecha 16 de mayo de 2020, establece modificaciones a las condiciones de ingreso y
permanencia de personas que ingresen al país bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría
Personal de Medios de Transporte Internacional de Pasajeros y Mercancías, establecida en el artículo 87 inciso
5) de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764.

IV. Que mediante el Decreto Ejecutivo N°42353-MGP-H-S, del 20 de mayo del 2020, publicado en el Alcance 120 al
Diario Oficial La Gaceta 117, del 21 de mayo del 2020, el Presidente de la República, el Ministro de Gobernación
y Policía, el Ministro a.i. de Hacienda y Ministro de Salud, reforman el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N°42238-
MGP-S, en atención a la emergencia de salud en relación al COVID-19, a efecto de que se autorice el ingreso y
la permanencia de personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría “Personal
de medios de transporte internacional de pasajeros y mercancías” establecida en el artículo 87 inciso 5 de la Ley
General de Migración y Extranjería N°8764.

V. Que mediante resolución N°DJUR-0093-05-2020-JM, de fecha 02 de junio de 2020, publicada en el Alcance
N°129 a La Gaceta N°129 de fecha 02 de junio de 2020, se establecieron una serie de medidas administrativas
para regular el ingreso y la permanencia de personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes,
subcategoría “Personal de medios de transporte internacional de pasajeros y mercancías”.

VI. Que mediante el Decreto Ejecutivo N° 42586-MGP-S, del 31 de agosto del 2020, publicado en el Alcance 231 al
Diario Oficial La Gaceta 220, del 1º de setiembre del 2020, el Presidente de la República, el Ministro de
Gobernación y Policía y el Ministro de Salud, reforman el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-S, en
atención a la emergencia de salud en relación al COVID-19, a efecto de que se autorice el ingreso y la permanencia
de personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría “Personal de medios de
transporte internacional de pasajeros y mercancías” establecida en el artículo 87 inciso 5 de la Ley General de
Migración y Extranjería N°8764.
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VII. Que mediante resolución N°D.JUR-0130-09-2020-JM, de fecha 08 de setiembre de 2020, se modifican los
apartados A) y D) del punto SEGUNDO de la parte dispositiva de la resolución N° D. JUR-093-05-2020-JM, de
las once horas del dos de junio de dos mil veinte, publicada en el Alcance 129 a La Gaceta 129, del 2 de junio de
2020.

VIII. Que le corresponde al Departamento de Procesos Aduaneros, preparar las directrices, normas, formatos y
documentos que asociados a los procesos aduaneros estandaricen los criterios y unifiquen la aplicación de las
normas técnicas vigentes, tendientes a facilitar el comercio.

IX. Que, a la luz de la legislación vigente y normas conexas, se hace necesario establecer lineamientos para regular
el uso de Sistemas Globales de Posicionamiento (GPS) y marchamos de seguridad en coordinación con la Cámara
Nacional de Transportistas de Carga (CANATRAC) en los vehículos que ingresen al país por vía terrestre y que
vayan a realizar operaciones de tránsito internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de transporte
sin mercancía.

POR TANTO: 

EL DIRECTOR GENERAL DE ADUANAS, RESUELVE: 

1. Aprobar y emitir los “lineamientos para regular el uso de sistemas globales de posicionamiento (GPS)
y marchamos de seguridad, en los vehículos que ingresen al país por vía terrestre y que vayan a
realizar operaciones de tránsito internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de
transporte sin mercancía, entre las Aduanas de Peñas Blancas y Paso Canoas”, que se anexa a la
presente.

2. Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta.

San José, a los ocho días del mes de setiembre del dos mil veinte. 

Gerardo Bolaños Alvarado, Director General.—1 vez.—( IN2020484447 ).
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RESOLUCIÓN DE ALCANCE GENERAL 
RES-DGA-434-2020 

ANEXO ÚNICO 

LINEAMIENTOS PARA REGULAR EL USO DE SISTEMAS GLOBALES DE POSICIONAMIENTO (GPS) 
Y MARCHAMOS DE SEGURIDAD, EN LOS VEHÍCULOS QUE INGRESEN AL PAÍS POR VÍA 
TERRESTRE Y QUE VAYAN A REALIZAR OPERACIONES DE TRÁNSITO INTERNACIONAL 

TERRESTRE DE MERCANCÍAS O UNIDADES Y MEDIOS DE TRANSPORTE SIN MERCANCÍA, ENTRE 
LAS ADUANAS DE PEÑAS BLANCAS Y PASO CANOAS 

I. POLITICAS GENERALES

1°) Los transportistas aduaneros deberán utilizar Sistemas Globales de Posicionamiento (GPS) cuando ingresan por 
las Aduanas de Peñas Blancas y Paso Canoas, en una operación de tránsito terrestre internacional o para la 
finalización de un tránsito aduanero que concluya a lo interno del país. Dichos dispositivos serán instalados en los 
vehículos conducidos por los conductores que ingresen al país por vía terrestre. 

2°) Los transportistas que ingresen por la Aduana de Paso Canoas, además del uso de Sistemas Globales de 
Posicionamiento (GPS), requerirán la instalación obligatoria de marchamos de seguridad en las unidades de 
transporte, cuando realicen un tránsito hasta la frontera de Peñas Blancas, excepto las unidades de transporte vacías. 
Este dispositivo será proporcionado por la Autoridad Aduanera. 

3º) Los conductores costarricenses que ingresen por la Aduana de Peñas Blancas con las unidades de transporte no 
requerirán de la colocación de los Sistemas Globales de Posicionamiento (GPS), ni de los marchamos de seguridad. 
En el caso de los conductores costarricenses, que inicien un tránsito internacional desde la Aduana de Paso Canoas 
y con destino a Centroamérica, si requerirán la colocación tanto del GPS como del marchamo de seguridad. 

4°) El transportista internacional terrestre que inicie o concluya un tránsito internacional terrestre por Costa Rica, debe 
apegarse a lo establecido en el Reglamento sobre el Régimen de Tránsito Aduanero Internacional Terrestre vigente, 
así como a las disposiciones de la legislación nacional y el presente procedimiento; debiendo utilizar para movilizar las 
mercancías en tránsito internacional terrestre por el territorio nacional la declaración de tránsito gestionada en el 
sistema informático “portal de captura de la DUCA” y el Comprobante de Viaje emitido por el sistema TICA. 

5°) Toda persona nacional o extranjera que conduzca un medio de transporte comercial, debe someterse al 
correspondiente control migratorio de ingreso y egreso del país, a fin de determinar en caso de extranjeros si puede 
ser admitido o no en el territorio nacional o bien si la persona que pretende egresar del territorio nacional, 
independientemente de su nacionalidad, cumple con las condiciones migratorias que regulan la salida del país. 

6°) La Fuerza Pública efectuará el monitoreo en la plataforma designada por la empresa proveedora de los dispositivos 
de posicionamiento global (GPS) para los vehículos que ingresen al país por vía terrestre y que vayan a realizar 
operaciones de tránsito internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de transporte sin mercancía. Y 
coordinará con las autoridades correspondientes en el caso de presentarse algún incidente. 

7°) El ingreso de los vehículos que ingresen al país por vía terrestre y que vayan a realizar operaciones de tránsito 
internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de transporte sin mercancía, se autorizará 
únicamente 
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hasta por el plazo establecido por la autoridad migratoria, para trasladarse entre los puestos fronterizos de norte a sur 
o viceversa. Esta autorización de ingreso implicará una permanencia dentro de la zona aduanera primaria donde se
realizarán los respectivos controles migratorios, aduaneros y de otra índole que sean legalmente procedentes; y una
vez cumplidos los requisitos pertinentes, el desplazamiento hacia el puesto fronterizo de egreso.

8°) El transportista, deberá portar el “documento de instrucción de viaje” asignado por la Cámara Nacional de 
Transportistas de Carga (CANATRAC) por el uso del dispositivo de sistema global de posicionamiento (GPS) y 
marchamo de seguridad, estos últimos únicamente serán colocados, según se indica en la Política 2°) del presente 
documento. Para lo cual tanto la Aduana y CANATRAC coordinarán lo correspondiente. 

9°) El costo de utilización del dispositivo de posicionamiento global (GPS) y el marchamo de seguridad, no será 
asumido por el transportista internacional terrestre específicamente que vayan a realizar operaciones de tránsito 
internacional terrestre de mercancías o que conduzcan unidades y medios de transporte sin mercancía que se estén 
movilizando de frontera a frontera. 

10°) Se mantiene la prohibición de ingreso de unidades de transporte vacías, a instalaciones que no hayan sido 
previamente habilitadas, en el marco de las disposiciones sanitarias vigentes. 

11º) La plataforma de activación del control GPS, emitirá de forma automática la siguiente información: placa de 
vehículos y unidades de transporte, número de marchamo de seguridad y nombre de los conductores, a las siguientes 
direcciones de correo electrónico: notificaciones_apbl@hacienda.go.cr , notifica-adcanoas@hacienda.go.cr y 
monitoreotransportistas@fuerzapublica.go.cr.  

II. PROTOCOLO ESPECIAL PARA EL USO DE SISTEMAS GLOBALES DE POSICIONAMIENTO (GPS)
Y MARCHAMOS DE SEGURIDAD

1°) Sistemas Globales de Posicionamiento (GPS) y marchamo de seguridad para el tránsito internacional 
terrestre. 

A.- Actuaciones del conductor: 

i. Con el DUCA-T, debe apersonarse a la oficina de la Cámara Nacional de Transportistas de Carga
(CANATRAC) en el puesto fronterizo de ingreso al país y solicitar el dispositivo GPS para el seguimiento
y marchamo de seguridad en la unidad de transporte cuando aplique.

ii. Efectuar los trámites correspondientes ante las autoridades de Migración y Salud.

iii. Ingresar a la ventanilla del TIM y completar el DUCA-T.

iv. Instalar el dispositivo de posicionamiento global (GPS) dentro de la cabina del medio de transporte.

v. Permitir a la salida, que el funcionario aduanero instale en la unidad de transporte el respectivo marchamo
de seguridad en la puerta del contenedor, cuando el tránsito inicie en la Aduana de Paso Canoas.
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vi. Realizar el tránsito aduanero internacional por las rutas habilitadas y en el tiempo establecido.

vii. Reportar su paso, con las autoridades policiales, a la altura del kilómetro 35 de la ruta Costanera Sur.

viii. Hacer entrega del dispositivo GPS que se le instaló en la Aduana de ingreso, en la oficina de la Cámara
Nacional de Transportistas de Carga (CANATRAC) en el puesto fronterizo de salida del país.

B.- Actuaciones de la Cámara Nacional de Transportistas de Carga (CANATRAC): 

i. CANATRAC hará las coordinaciones necesarias entre la empresa proveedora de los dispositivos de
posicionamiento global (GPS) y marchamos de seguridad, y la Fuerza Pública, para la trazabilidad de los
vehículos que ingresen al país por vía terrestre y que vayan a realizar operaciones de tránsito
internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de transporte sin mercancía.

ii. Registrar en el sistema de monitoreo el dispositivo de posicionamiento global (GPS) y marchamo de
seguridad, así como los datos del conductor, el medio y la unidad de transporte.

iii. Incorporar el número de marchamo de seguridad y número de DUCA-T en el documento instrucción de
viaje, en coordinación con la Aduana de Control.

iv. Una vez que se tienen los datos del conductor, el medio y la unidad de transporte, procede a registrar el
viaje en la plataforma de control y en tiempo real, para ello debe imprimir y entregar el documento
instrucción de viaje al conductor.

v. Reportar a las autoridades policiales o aduaneras cualquier incidencia detectada en el monitoreo de los
dispositivos de posicionamiento global instalados en los medios y unidades de transporte.

C.- Actuaciones de la Aduana de Peñas Blancas y/o la Aduana de Paso Canoas: 

i. Custodiar y almacenar por parte de la Aduana de Paso Canoas los marchamos de seguridad entregados
por la Cámara Nacional de Transportistas de Carga (CANATRAC), para su colocación en los vehículos
que ingresen al país por vía terrestre y que vayan a realizar operaciones de tránsito internacional terrestre
de mercancías, según el número de consecutivo asignado por CANATRAC.

ii. Recibir la documentación del transportista, a efecto de autorizar la DUCA-T en el Sistemas Informático
Tica.

iii. Para el caso de la Aduana de Paso Canoas, deberá designar un funcionario para que instale los
marchamos de seguridad en las unidades de transporte, dicho marchamo de seguridad debe ser
instalado en la puerta del contenedor.

iv. Coordinar con las autoridades policiales las anomalías ocasionadas durante el transito internacional que
sean reportadas por el sistema de monitoreo.

v. Autorizar la salida de las unidades de transporte de la Zona Primaria.
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RES-DGA-436-2020— Dirección General de Aduanas.— San José, a las 11:20 horas del 10 de 
setiembre de 2020. 

Considerando: 

I. Que el Poder Ejecutivo emitió el Decreto Ejecutivo N°42227-MP-S, publicado en el Alcance
N°46 al Diario Oficial La Gaceta N°51 de fecha 16 de marzo de 2020, en el que se declara
Emergencia Nacional debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por el COVID-
19, por su magnitud como pandemia y las consecuencias en el territorio nacional y el
carácter anormal, esta no puede ser controlada ni abordada por parte de la Administración
Pública a través del ejercicio de los procedimientos administrativos ordinarios.

II. Que el Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-S, publicado en el Alcance N°47 al Diario Oficial
La Gaceta N°52 de fecha 17 de marzo de 2020, dispone la excepción de restricción de
ingreso a las personas extranjeras que formen parte del personal de medios de transporte
internacional de mercancías o cargas. Ante lo cual, la Dirección General de Migración y
Extranjería debe adoptar las medidas necesarias para que esas personas acaten los
lineamientos y medidas sanitarias que emita el Ministerio de Salud con relación al COVID-
19.

III. Que el Decreto Ejecutivo N°42350-MGP-S, de fecha 15 de mayo de 2020, publicado en el
Alcance N°116 al Diario Oficial La Gaceta N°112, de fecha 16 de mayo de 2020, establece
modificaciones a las condiciones de ingreso y permanencia de personas que ingresen al
país bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría Personal de Medios de
Transporte Internacional de Pasajeros y Mercancías, establecida en el artículo 87 inciso 5)
de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764.

IV. Que mediante el Decreto Ejecutivo N°42353-MGP-H-S, del 20 de mayo del 2020,
publicado en el Alcance 120 al Diario Oficial La Gaceta 117, del 21 de mayo del 2020, el
Presidente de la República, el Ministro de Gobernación y Policía, el Ministro a.i. de
Hacienda y Ministro de Salud, reforman el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-
S, en atención a la emergencia de salud en relación al COVID-19, a efecto de que se
autorice el ingreso y la permanencia de personas extranjeras bajo la categoría migratoria
de No Residentes, subcategoría “Personal de medios de transporte internacional de
pasajeros y mercancías” establecida en el artículo 87 inciso 5 de la Ley General de
Migración y Extranjería N°8764.

V. Que mediante resolución N°DJUR-0093-05-2020-JM, de fecha 02 de junio de 2020,
publicada en el Alcance N°129 a La Gaceta N°129 de fecha 02 de junio de 2020, se
establecieron una serie de medidas administrativas para regular el ingreso y la



permanencia de personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, 
subcategoría “Personal de medios de transporte internacional de pasajeros y mercancías”.  

VI. Que mediante el Decreto Ejecutivo N° 42586-MGP-S, del 31 de agosto del 2020, publicado
en el Alcance 231 al Diario Oficial La Gaceta 220, del 1º de setiembre del 2020, el
Presidente de la República, el Ministro de Gobernación y Policía y el Ministro de Salud,
reforman el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-S, en atención a la emergencia
de salud en relación al COVID-19, a efecto de que se autorice el ingreso y la permanencia
de personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría
“Personal de medios de transporte internacional de pasajeros y mercancías” establecida en
el artículo 87 inciso 5 de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764.

VII. Que mediante resolución N°D.JUR-0130-09-2020-JM, de fecha 08 de setiembre de 2020,
se modifican los apartados A) del punto SEGUNDO de la parte dispositiva de la resolución
N° D. JUR-093-05-2020-JM, de las 11:00 horas del 2 de junio de 2020, publicada en el
Alcance 129 a La Gaceta 129, del 2 de junio de 2020, autorizando el ingreso para realizar
transporte terrestre internacional de mercancías hasta por un plazo máximo de quince (15)
horas, para trasladarse entre los puestos fronterizos de norte a sur o viceversa, por Paso
Canoas o Sixaola a Peñas Blancas o Las Tablillas, el cual podrá ser ampliado cuando así
sea necesario por motivos fortuitos o de fuerza mayor.

VIII. Que mediante resolución RES-DGA-434-2020, de las 15:50 horas del 8 de setiembre de
2020, en cumplimiento de la resolución N°D.JUR-0130-09-2020-JM, de fecha 08 de
setiembre de 2020, se establecen los “lineamientos para regular el uso de sistemas
globales de posicionamiento (GPS) y marchamos de seguridad, en los vehículos que
ingresen al país por vía terrestre y que vayan a realizar operaciones de tránsito
internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de transporte sin mercancía,
entre las Aduanas de Peñas Blancas y Paso Canoas”.

Por tanto, 

EL DIRECTOR GENERAL DE ADUANAS, RESUELVE: 

1. Establecer las rutas de rodaje exclusivamente habilitadas para realizar operaciones de
tránsito internacional terrestre de mercancías o unidades y medios de transporte sin
mercancía, de la Aduana de Paso Canoas a la Aduana de Peñas Blancas y viceversa, las
cuales deberán realizarse en cumplimiento de lo dispuesto mediante resolución RES-DGA-
434-2020, de las 15:50 horas del 8 de setiembre de 2020, atinente al uso obligatorio de
sistemas globales de posicionamiento (GPS) y marchamos de seguridad.



Peñas Blancas - Paso Canoas 

RUTA NACIONAL  DESCRIPCIÓN DE LA RUTA  

1  

San José, Intersección con la Ruta Nacional N° 39 (Carretera de Circunvalaci
ón) - Carretera- General Cañas - Aeropuerto Juan Santamaría -
Carretera Bernardo Soto - Intersección con Ruta Nacional N° 141 a Naranjo -
San Ramón - La Irma - Cañas - Liberia - La Cruz -
Peñas Blancas Frontera Norte.  

2  

San José, Intersección con la Ruta Nacional N° 39 (Carretera de Circunvalaci
ón) - Montes de Oca - Curridabat - Lomas de Ayarco - Alto de Ochomogo -
Taras - La Lima - Casa Mata - La Sierra - El Empalme - Ojo de Agua - La Ese 
- San Isidro del General - Palmares - Juntas de Pacuar - Convento -
Buenos Aires - Paso Real - Palmar Norte - Chacarita - Río Claro -
Ciudad Neily - Paso Canoas Frontera Sur. 

23  Barranca (Intersección con Ruta Nacional N° 1) - Puerto Caldera  

27  San José, Intersección con la Ruta Nacional N° 39 (Carretera de 
Circunvalación) - Guachipelín - Brasil de Santa Ana - Cebadilla - Orotina -
 Pozón - Intersección con Ruta Nacional N° 23 a Puerto Caldera.  

34  

Coyolar de Orotina (Intersección con la Ruta Nacional N° 27) -
Quebrada Ganado - Herradura - Jacó - Parrita - Managua - Matapalo -
Río Barú - Uvita - Punta Mala  
Palmar Norte (Intersección con Ruta Nacional N° 2).  

2. El tiempo de rodaje corresponde al definido en la resolución de la Dirección General de
Migración y Extranjería número N°D.JUR-0130-09-2020-JM, de fecha 08 de setiembre de
2020, y estará sujeto a los cambios que dicha autoridad defina.

3. Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta.

Gerardo Bolaños Alvarado, Director General.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020484609 ).



RESOLUCIÓN RE-0211-JD-2020 
ESCAZÚ, A LAS DIEZ HORAS Y TREINTA MINUTOS DEL OCHO DE 

SETIEMBRE DE DOS MIL VEINTE 

REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD PARA EL REFRENDO DE CONTRATOS DE 
RENOVACIÓN DE CONCESIÓN, CONTRATOS DE CONCESIÓN DERIVADOS DE 
PROCEDIMIENTOS DE LICITACIÓN ABREVIADOS Y ADENDAS A CONTRATOS 
REFRENDADOS PARA EL SERVICIO DE TRANSPORTE REMUNERADO DE 
PERSONAS, MODALIDAD AUTOBÚS DE RUTA REGULAR.  

EXPEDIENTE OT-328-2020 

  RESULTANDO: 

I. Que el 2 de enero de 2006, la entonces Reguladora General de la Autoridad
Reguladora de los Servicios Públicos, dictó la resolución RRG-5266-2005 (sic),
mediante la cual estableció el “Procedimiento para el refrendo de los contratos de
concesión, sus adendas y modificaciones, para el servicio público de transporte
remunerado de personas en vehículos automotores”. Dicha resolución fue publicada
en el diario oficial La Gaceta N° 7 del 10 de enero de 2006.

II. Que el 24 de octubre del 2017, el Regulador General de la Autoridad Reguladora de
los Servicios Públicos, mediante el oficio 878-RG-2017, estableció en diálogo con el
Consejo de Transporte Público (CTP), formatos estandarizados para presentar
solicitudes de refrendo de renovaciones de contratos de concesión y de refrendo de
contratos de concesión derivados del Procedimiento Especial Abreviado. (Folios 93 al
105).

III. Que el 13 de junio de 2018, el Regulador General de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, mediante el oficio 475-RG-2018, en seguimiento del acuerdo con
el Ministro de Obras Públicas y Transportes, de conformar una comisión de alto nivel
entre ambas instituciones, que abordara de manera conjunta soluciones en el tema del
transporte público, desde el marco de legalidad que rige a las competencias
concurrentes de ambos entes, designó a lo interno de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, un equipo técnico, para tales efectos. (Folio 2).

IV. Que el 27 de noviembre de 2018, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, en la sesión ordinaria 69-2018, emitió el acuerdo 09-69-2018,
mediante el cual dispuso:

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS
AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS



“Solicitar a la Administración, en plazo máximo de seis meses, llevar a cabo 
un análisis integral de los requisitos de admisibilidad, para los refrendos de los 
contratos de concesión, sus adendas y modificaciones, para el servicio público 
de transporte remunerado de personas en vehículos automotores”. 

V. Que el 15 de mayo de 2020, la Junta Directiva de de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, en la sesión extraordinaria 40-2020, recibió al Ministro de Obras
Públicas y Transportes, al Viceministro de Transporte Terrestre y Seguridad Vial y a
otros funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), y durante
la sesión se expusieron y conversaron varios temas de interés para ambas
instituciones dentro del marco de sus competencias de Ley, entre esos temas, se trató
el status que presentan actualmente los refrendos de los contratos de concesión para
el período 2014-2021. En dicha sesión en lo que interesa se señaló, entre los
participantes, lo siguiente:

“(…) A la Aresep lo que le han delegado no es un tema de regulación, sino de 
verificación del bloque de legalidad de los contratos. Considera que se podría 
revisar los requisitos y, en conjunto con el MOPT se emita una propuesta (…) 

(…) por instrucciones del Regulador General y del Ministro del MOPT, se 
conformó una comisión desde inicios del Gobierno que ha venido trabajando 
en distintos temas del sector. Considera que es fundamental revisar la 
resolución RRG-5266-2005, dictada por la entonces Reguladora General 
Aracelly Pacheco Salazar. Dicha resolución, es la que contiene los requisitos 
base para la revisión del bloque de legalidad por parte de la Intendencia, su 
posterior valoración y firma del refrendo por parte del Regulador General. 

Le parece que, conforme a lo discutido en esta oportunidad, los equipos 
técnicos ya conformados de ambas instituciones podrían revisar y preparar 
una propuesta de modificación a la citada resolución, dentro del marco de ley, 
y elevarla a esta Junta Directiva para su valoración y fines pertinentes. 

El señor Roberto Jiménez Gómez indica que con base en lo dialogado, la 
comisión Aresep-MOPT que viene trabajando este tema desde hace tiempo, 
revisen de manera inmediata los requisitos de la resolución RRG-5266-2005 
y hasta dónde se pueda, actualizar lo que corresponda en la resolución 
mencionada y tener lista una propuesta de modificación para finales del mes 
en curso (…)” 

VI. Que el 20 de mayo de 2020, de acuerdo con la instrucción girada en la sesión
extraordinaria 40-2020 del 15 de mayo del 2020, indicada en el resultando anterior, se
coordinó una reunión donde funcionarios de esta Autoridad, del MOPT y CTP,
realizaron una sesión de trabajo en las instalaciones de la Autoridad Reguladora de



los Servicios Públicos, en la cual se analizó de forma conjunta y en detalle, la 
resolución administrativa RRG-5266-2005 (sic) del 2 de enero de 2006, denominada 
“Procedimiento para el refrendo de los contratos de concesión, sus adendas y 
modificaciones, para el servicio público de transporte público remunerado de personas 
en vehículos automotores”. 

VII. Que el 22 de mayo de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, realizó un análisis técnico y
jurídico de los cambios propuestos a la resolución administrativa RRG-5266-2005 (sic)
del 2 de enero de 2006 así como otros aspectos importantes dentro del proceso de
refrendo.

VIII. Que el 28 de mayo de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, en cumplimiento de la
instrucción realizada en la sesión extraordinaria 40-2020 del 15 de mayo del 2020,
emitió el “Informe técnico sobre la propuesta de requisitos de admisibilidad para el
refrendo de contratos de concesión, para el servicio de transporte remunerado de
personas, modalidad autobús”.

IX. Que el 2 de junio de 2020, la Junta Directiva de la de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, en la sesión ordinaria 45-2020, conoció el “Informe técnico sobre
la propuesta de requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de concesión,
para el servicio de transporte remunerado de personas, modalidad autobús” y
mediante el acuerdo 05-45-2020, dispuso lo siguiente:

“Continuar en una próxima sesión, con el análisis de una de modificación a los 
requisitos de admisibilidad generales para el refrendo de contratos de 
concesión y sus adendas, para el servicio de transporte remunerado de 
personas, modalidad autobús, en el sentido de que se incorporen las 
sugerencias y observaciones planteadas en esta oportunidad”. 

X. Que el 18 de junio de 2020, el equipo técnico de la de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, en cumplimiento del acuerdo
05-45-2020 de la sesión ordinaria 45-2020, remitió al Regulador General el “Informe
técnico sobre la propuesta de requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos
de renovación de concesión, contratos de concesión derivados de procedimientos de
licitación abreviados y adendas efectuadas a contratos refrendados para el servicio de
transporte remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular”.

XI. Que el 19 de junio de 2020, el Regulador General en su condición de presidente de la
Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, mediante el oficio
OF-0526-RG-2020, remitió a la Junta Directiva el “Informe técnico sobre la propuesta
de requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación de



concesión, contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación 
abreviados y adendas efectuadas a contratos refrendados para el servicio de 
transporte remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular”. 

XII. Que el 23 de junio de 2020, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, en la sesión ordinaria 53-2020, conoció el “Informe técnico sobre
la propuesta de requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación
de concesión, contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación
abreviados y adendas efectuadas a contratos refrendados para el servicio de
transporte remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular” y dispuso:

“Continuar en una próxima sesión, con el análisis de una de modificación a los 
requisitos de admisibilidad generales para el refrendo de contratos de 
concesión y sus adendas, para el servicio de transporte remunerado de 
personas, modalidad autobús, en el sentido de que se incorporen las 
sugerencias y observaciones planteadas en esta oportunidad”. 

XIII. Que el 25 de junio de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, en cumplimiento de lo
dispuesto en la sesión ordinaria 53-2020, remitió al Regulador General el “Informe
técnico sobre la propuesta de requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos
de renovación de concesión, contratos de concesión derivados de procedimientos de
licitación abreviados y adendas efectuadas a contratos refrendados para el servicio de
transporte remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular”. (Folios 4 al
44).

XIV. Que el 25 de junio de 2020, el Regulador General en su condición de presidente de la
Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, mediante el oficio
OF-0548-RG-2020, remitió a la Junta Directiva el “Informe técnico sobre la propuesta
de requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación de
concesión, contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación
abreviados y adendas efectuadas a contratos refrendados para el servicio de
transporte remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular”. (Folios 80 y
81).

XV. Que el 30 de junio de 2020, la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, en la sesión ordinaria número 55-2020, conoció el oficio OF-0548-
RG-2020 relativo al “Informe técnico sobre la propuesta de requisitos de admisibilidad
para el refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de concesión
derivados de procedimientos de licitación abreviados y adendas efectuadas a
contratos refrendados para el servicio de transporte remunerado de personas,
modalidad autobús de ruta regular”, realizó ajustes que consideró pertinentes y tomó



el acuerdo 07-55-2020, en el cual se dispuso someter la propuesta aprobada al 
proceso de consulta pública. 

XVI. Que el 2 de julio de 2020, el Regulador General de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, mediante el oficio OF-0572-RG-2020, le solicitó a Secretaría
Técnica Nacional Ambiental (Setena), criterio sobre la aplicabilidad del artículo 16 de
la Ley 7593, relacionado con el estudio de impacto ambiental con respecto al servicio
de transporte remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular. (Folios 170
al 175).

XVII. Que el 18 de julio de 2020, en el Alcance N°184 a La Gaceta N°175, se publicó la
consulta pública respecto de la propuesta de “Requisitos de admisibilidad para el
refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de concesión derivados
de procedimientos de licitación abreviados y adendas efectuadas a contratos
refrendados para el servicio de transporte remunerados de personas, modalidad
autobús de ruta regular”. (Folios 129 al 166).

XVIII. Que el 21 de julio de 2020, Setena, mediante el oficio SETENA-SG-0999-2020, atendió
la solicitud de criterio sobre la aplicabilidad del artículo 16 de la Ley 7593, relacionado
con el estudio de impacto ambiental con respecto al servicio de transporte remunerado
de personas, modalidad autobús de ruta regular. (Folio 176)

XIX. Que el 21 de agosto de 2020, la Dirección General de Atención al Usuario (DGAU),
mediante el oficio IN-0671-DGAU-2020, emitió el informe de oposiciones y
coadyuvancias, en el cual señaló que vencido el plazo el 3 de agosto de 2020, la única
posición recibida fue la de la Asociación Cámara Nacional de Transportes, la cual se
presentó dentro del plazo otorgado y cumplió con todos los requisitos de admisibilidad
establecidos en el procedimiento. (Folios 177 al 178).

XX. Que el 28 de agosto de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, emitió el “Informe de posición
presentada en consulta pública de la propuesta de “requisitos de admisibilidad para el
refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de concesión derivados
de procedimientos de licitación abreviados y adendas efectuadas a contratos
refrendados para el servicio de transporte remunerados de personas, modalidad
autobús de ruta regular”.

XXI. Que el 28 de agosto de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, emitió el informe final de la
propuesta post consulta pública denominado “Informe técnico sobre la propuesta de
requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación de concesión,
contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación abreviados y



adendas a contratos refrendados para el servicio de transporte remunerado de 
personas, modalidad autobús de ruta regular”. 

XXII. Que el 31 de agosto de 2020, el Regulador General en su condición de presidente de
la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, mediante el
oficio OF-0805-RG-2020, remitió a la Junta Directiva el informe final de la propuesta
post consulta pública denominado “Informe técnico sobre la propuesta de requisitos de
admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de
concesión derivados de procedimientos de licitación abreviados y adendas a contratos
refrendados para el servicio de transporte remunerado de personas, modalidad
autobús de ruta regular”, post consulta pública, elaborado por el equipo técnico.

XXIII. Que el 31 de agosto de 2020, el Regulador General en su condición de presidente de
la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, mediante el
oficio OF-0806-RG-2020, remitió a la Junta Directiva el “Informe de posición
presentada en consulta pública de la propuesta de “requisitos de admisibilidad para el
refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de concesión derivados
de procedimientos de licitación abreviados y adendas efectuadas a contratos
refrendados para el servicio de transporte remunerados de personas, modalidad
autobús de ruta regular”, elaborado por el equipo técnico.

XXIV. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente
resolución.

 CONSIDERANDO: 

I. Que el artículo 12 de la Ley 3503, “Ley Reguladora Transporte Remunerado de
personas en vehículos automotores”, le otorga a la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos la competencia de refrendar los contratos de concesión que se
suscriban en el servicio de transporte remunerado de personas en vehículos
automotores; el citado artículo dispone literalmente lo siguiente:

“La concesión se formalizará mediante contrato que suscriban el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes y el concesionario. La Autoridad Reguladora de 
los Servicios Públicos lo refrendará e inscribirá en el Registro de concesiones y 
permisos que llevará ese Ministerio. (Así reformado por el artículo 64 de la Ley 
Nº 7593 de 9 de agosto de 1996)”. 

II. Que el refrendo de los contratos de concesión que se suscriban en el servicio de
transporte remunerado de personas en vehículos automotores, es un acto
administrativo de aprobación, mediante el cual se le otorga eficacia jurídica a un acto
administrativo emanado de otro órgano de la Administración Pública, dando lugar a la



ejecutividad y ejecutoriedad del acto refrendado (artículo 145 de la Ley General de la 
Administración Pública).  

III. Que la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante la resolución
2004-14421 del 16 de diciembre de 2004, señaló que el refrendo constituye:

 “(…) Acto administrativo de aprobación mediante el cual se constata la 
legitimidad y se otorga la posibilidad jurídica de la eficacia a un acto emanado 
por otro órgano, dando lugar a su ejecutividad y ejecutoriedad (…) a través de 
esa figura examina y verifica que el clausulado del contrato debidamente 
formalizado se ajuste al bloque de legalidad”. 

IV. Que la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, mediante las resoluciones 380-
F-S1-2009 del 20 de abril de 2009 y la de las 14:23 horas del 23 de octubre del 2012,
señaló respecto de la figura del refrendo, respectivamente:

Resolución 380-F-S1-2009 del 20 de abril de 2009: 

 “(…) si bien es cierto la competencia para establecer y modificar el régimen 
operacional incumbe al Consejo de Transporte Público, la misma Ley 
Reguladora de esa materia, sea, la Nº 3503, estatuye en el numeral 12 la 
necesidad de que la contratación se perfeccione mediante un acuerdo que debe 
ser refrendado por la ARESEP.  Se trata de un acto de aprobación, que incide 
en la eficacia del contrato administrativo, así como de cualquier acto concreto 
que lo modificara, y sin el cual no podrían desplegarse sus efectos.  Sin perjuicio 
de las competencias que en la materia tiene el ente rector, el refrendo permite 
analizar la conformidad del clausulado del convenio con el ordenamiento jurídico. 
(…) La ausencia de este requisito, impide su eficacia, lo que implica, la 
imposibilidad de que sea oponible o ejecutado, como lo dispone de manera 
diáfana el numeral 145.4 LGAP.   

Resolución de las 14:23 horas del 23 de octubre del 2012: 

“(…) el refrendo funge como un requisito de eficacia del contrato administrativo, 
es decir, para que se ejecute conforme lo pactado. La eficacia en este tanto, se 
relaciona con requisitos que el ordenamiento jurídico requiere para que la 
distribución de derechos y obligaciones emanadas del contrato válido se 
conforme como una situación de juridicidad objetiva. Así, resulta congruente que 
el Ente Regulador ejerza también la facultad fiscalizadora en este tipo de 
contratos mediante el instrumento del refrendo”. 



V. Que la Procuraduría General de la República, mediante los dictámenes C-165-2014
del 27 de mayo del 2014 y C-103-2015 del 6 de mayo de 2015, señaló respecto al
refrendo, respectivamente:

Dictamen C-165-2014 del 27 de mayo del 2014:

“(…) la Autoridad Reguladora no solo refrenda el estudio que realiza el MOPT 
sino también el contrato que se celebre. Un acto, el refrendo, que la ARESEP 
ejerce como parte de su potestad de fiscalización, según ha indicado la Sala 
Primera (…)”. 

Dictamen C-103-2015 del 6 de mayo de 2015: 

“(…) Por medio del contrato, la Administración plasmara las condiciones bajo las 
cuales la gestión indirecta del servicio ha sido delegada en el segundo. El 
contrato, documento de formalización de la gestión delegada, se sujeta a 
refrendo de la Autoridad Reguladora del Servicio. Refrendo que es un acto de 
aprobación, una forma de control posterior que determina la eficacia del contrato 
y de la concesión que este formaliza. 

Ciertamente, el refrendo es un acto exterior al contrato, pero sin este refrendo el 
contrato no puede ser efectuado. Consecuentemente, en ausencia de refrendo 
el concesionario no podrá prestar el servicio, porque carece de un acto eficaz 
que la habilite (…)”. 

VI. Que la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, mediante la resolución 380-F-
S1-2009 del 20 de abril de 2009, señaló respecto de las modificaciones del contrato
de refrendo, lo siguiente:

“(…) En este sentido, el principio que debe regir la materia es que, el requisito 
en cuestión sea aplicable para aquellas adendas que incorporen variaciones 
sustanciales, no sólo en términos de la operatividad, sino, aquellas referidas 
a las implicaciones económicas del servicio, esto es, las que tengan una 
incidencia directa e importante en las fijaciones tarifarias (…)”. 

VII. Que en virtud de la estructura de la metodología tarifaria ordinaria vigente, los factores
con mayor peso relativo en las tarifas son aquellos relacionados con la dimensión de
la flota, el consumo de combustible y el pago de salarios.
Todas estas variables están interrelacionadas en el dimensionamiento del esquema
operativo, dado que el consumo de combustible y el pago de salarios son directamente
proporcionales a la distancia recorrida, el tiempo por carrera y a la cantidad de carreras
realizadas, a su vez, la dimensión de la flota autorizada es el resultado de la
interacción de estas tres variables de distancia, tiempo y cantidad de carreras, dado



que, a mayor cantidad de servicios de mayor distancia y tiempo, resulta necesaria una 
mayor cantidad de unidades para poder mantener en operación la oferta del esquema 
de prestación del servicio. 
 Por lo que la obligación de refrendo únicamente corresponde para las adendas que 
modifiquen la flota en cuanto a la cantidad de unidades que la integran. 

VIII. Que Setena mediante el oficio SETENA-SG-0999-2020 del 21 de julio de 2020,
atendió la solicitud de criterio realizada por el Regulador General de la Autoridad
Reguladora de los Servicios Públicos, mediante el oficio OF-0572-RG-2020 del 2 de
julio de 2020, sobre la aplicabilidad del artículo 16 de la Ley 7593, relacionado con el
estudio de impacto ambiental con respecto al servicio de transporte remunerado de
personas, modalidad autobús de ruta regular y dispuso que:

 “(…) el Anexo 1 del Decreto Ejecutivo 31849-MINAE-S-MOPT-MAC-MEIC, indica que 
existen AOPs obligados según leyes específicas a cumplir el proceso de Evaluación 
de Impacto Ambiental ante la SETENA, por ejemplo la ejecución de obra pública y 
construcción de carreteras.  
Las actividades a las que se refiere el Anexo 1 supra mencionado, en relación a 
explotación de un servicio público definidas en la Ley de la ARESEP, son aquellas que 
se refieren a suministro, transmisión y generación de energía eléctrica; plantas 
térmicas; telecomunicaciones; acueductos y alcantarillados; sistemas de agua potable 
y aguas servidas; suministro de combustibles; riego y avenimiento; servicios 
marítimos, aéreos y puertos; transporte de carga por ferrocarril.  
Así las cosas, en respuesta a sus interrogantes, se indica que el Transporte Público 
no forma parte de las actividades enlistadas en los Anexos establecidos en el Decreto 
Ejecutivo 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC que deberán ser sometidas a EIA y 
mucho menos el traslado de personas de un lugar a otro, pues no se cumplen con los 
parámetros establecidos en la normativa vigente.” 

IX. Que de acuerdo con el Ordenamiento Jurídico y los pronunciamientos supracitados,
requiere de refrendo por parte de de la Autoridad Reguladora de los Servicios
Públicos, todo contrato de concesión del servicio público de transporte remunerado
de personas en vehículos automotores, que el MOPT o CTP, suscriba con personas
físicas y jurídicas; acto mediante el cual Aresep verificara que el clausulado se ajuste
al bloque de legalidad para que dicho contrato sea eficaz y produzca sus efectos
jurídicos.

X. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 6 inciso 21) del “Reglamento
Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios
Públicos y su órgano desconcentrado” (RIOF), le corresponde a la Junta Directiva de
la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos “(…) establecer los requisitos de
admisibilidad a que se someterán los trámites de tarifas, quejas, refrendos,
concesiones, aprobaciones de cánones del Consejo de Transporte Público”.



XI. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 inciso 10) del RIOF, le
corresponde al Regulador General de la Autoridad Reguladora de los Servicios
Públicos “Otorgar o denegar el refrendo de los contratos de concesión de transporte
remunerado de personas en vehículos automotores, que sean remitidos para estos
efectos y resolver los recursos administrativos que correspondan”.

XII. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 20 inciso 4) del RIOF, le
corresponde a la Intendencia de Transporte de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos “Instruir los procedimientos para otorgar o denegar el refrendo de
contratos de concesión de transporte remunerado de personas en vehículos
automotores, que sean remitidos para esos efectos.”

XIII. Que en el marco de la visita del Ministro de Obras Públicas y Transportes, el
Viceministros de Transporte Terrestre y Seguridad Vial y de otros funcionarios del
MOPT, de la instrucción girada en la sesión extraordinaria 40-2020 15 de mayo del
2020, el acuerdo 05-45-2020 de la sesión ordinaria 45-2020 del  2 de junio de 2020 y
en la sesión 53-2020 del 23 de junio de 2020, así como de la sesión de trabajo
realizada entre los funcionarios de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos,
del MOPT y del CTP, en la cual se analizó de forma conjunta y en detalle, la resolución
administrativa RRG-5266-2005 (sic) del 2 de enero de 2006 y el análisis técnico y
jurídico realizado equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos
de dicha resolución y los formatos estandarizados dispuestos mediante el oficio 878-
RG-2017; se estableció la necesidad de elaborar una propuesta a la Junta Directiva
de Aresep, con el objeto de actualizar y simplificar los requisitos de admisibilidad para
el refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de concesión
derivados de procedimientos de licitación abreviados y adendas efectuadas a
contratos refrendados para el servicio de transporte remunerado de personas,
modalidad autobús, de ruta regular.

XIV. Que el 28 de agosto de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, emitió el informe final de la
propuesta post consulta pública denominado “Informe técnico sobre la propuesta de
requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación de concesión,
contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación abreviados y
adendas a contratos refrendados para el servicio de transporte remunerado de
personas, modalidad autobús de ruta regular”, el cual fue remitido a la Junta Directiva
mediante el oficio OF-0805-RG-2020, dicho informe técnico justifica y fundamenta la
presente resolución.

Dicha justificación, es la que se transcribe a continuación: 
“(…)  



2 Justificación de la propuesta 

2.1 La figura legal del refrendo 

Como punto de partida referencial para la atención de lo solicitado en las sesiones de 
la Junta Directiva, se cuenta con el criterio legal que sirvió de soporte para la 
resolución RE-0212-JD-2018, oficio OF-1470-DGAJR-2018, del 21 de noviembre de 
2018 de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, en el cual se señaló 
en cuanto al refrendo: 

“IV. SOBRE LA FIGURA DEL REFRENDO DE LOS CONTRATOS DE 
CONCESIÓN 

La Contraloría General de la República ha señalado como definición de refrendo, la 
siguiente: 

“(…) Acto administrativo de aprobación mediante el cual se constata la 
legitimidad y se otorga la posibilidad jurídica de la eficacia a un acto emanado 
por otro órgano, dando lugar a su ejecutividad y ejecutoriedad. (…)”. 

Por su parte la Ley 3503, denominada “Ley Reguladora Transporte Remunerado 
Personas Vehículos Automotores”, dispone en su artículo 12, lo que se trascribe a 
continuación: 

“Artículo 12.- La concesión se formalizará mediante contrato que suscriban 
el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el concesionario. La Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos lo refrendará e inscribirá en el 
Registro de concesiones y permisos que llevará ese Ministerio. (Así 
reformado por el artículo 64 de la Ley Nº 7593 de 9 de agosto de 1996)”. El 
resaltado y subrayado no pertenece al original.  

Sobre este mismo particular, la Ley 6227, “Ley General de la Administración 
Pública”, en el numeral 145 inciso 4) señala: 

“(…) 4- Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta 
no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse 
ni ejecutarse”. El resaltado y subrayado no pertenece al original.  

De igual forma, la Sala Constitucional, la Sala Primera de la Corte Suprema de 
Justicia y la Procuraduría General de la República, han establecido al respecto, lo 
siguiente: 



Sala Constitucional 
Resolución 2004-14421, 

16 de dic 2004 

Sala Primera  
Resolución de las 14:23 
hrs del 23 de octubre de 

2012 

Procuraduría General de 
la República  

Dictamen C-165-2014 

 "(…) Acto administrativo 
de aprobación mediante el 
cual se constata la 
legitimidad y se otorga la 
posibilidad jurídica de la 
eficacia a un acto 
emanado por otro 
órgano, dando lugar a su 
ejecutividad y 
ejecutoriedad. (…)” 

“(…) a través de esa figura 
examina y verifica que el 
clausulado del contrato 
debidamente formalizado 
se ajuste al bloque de 
legalidad”. 

El subrayado y resaltado 
no pertenece al original. 

“(…) En consecuencia, el 
refrendo funge como un 
requisito de eficacia del 
contrato administrativo, 
es decir, para que se 
ejecute conforme lo 
pactado. La eficacia en 
este tanto, se relaciona con 
requisitos que el 
ordenamiento jurídico 
requiere para que la 
distribución de derechos y 
obligaciones emanadas del 
contrato válido se 
conforme como una 
situación de juridicidad 
objetiva. Así, resulta 
congruente que el Ente 
Regulador ejerza 
también la facultad 
fiscalizadora en este tipo 
de contratos mediante el 
instrumento del 
refrendo”. 

El subrayado y resaltado 
no pertenece al original. 

“(…) De ese modo, la 
Autoridad Reguladora no 
solo refrenda el estudio 
que realiza el MOPT sino 
también el contrato que 
se celebre. Un acto, el 
refrendo, que la ARESEP 
ejerce como parte de su 
potestad de fiscalización, 
según ha indicado la Sala 
Primera (…)”. 

“(…) 
Siendo así, lo anterior 
supone que los factores 
que son considerados en 
las fijaciones tarifarias 
que realiza la ARESEP, 
cuya eficacia pendan del 
trámite de refrendo, no 
podrían considerarse 
para efectos de este tipo 
de cálculos en tanto esa 
exigencia no hubiere 
sido satisfecha, toda vez 
que no son eficaces, y 
por ende, no pueden 
surtir efectos jurídicos”. 

El subrayado y resaltado 
no pertenece al original. 

Del anterior desarrollo, puede concluir que refrendo no es un trámite independiente 
a realizar por una institución, el refrendo es un proceso que depende de un principal, 
en este caso un contrato de concesión que suscribe el Consejo de Transporte 
Público junto con los prestadores del servicio público y una vez que dicho contrato 
cumple con todos los elementos legales para nacer a la vida jurídica, la Aresep es 
la encargada de ejecutar el refrendo del contrato de concesión, realizando un 



escrutinio estricto del bloque de legalidad, siendo que una vez que refrenda el 
contrato, este obtiene la eficacia jurídica para poder ser ejecutado (…)”. 

Los artículos 10, 11 y 13 de la ley 3503 establecen una serie de requisitos mínimos 
que debe cumplir el contrato de concesión, así como limitaciones y prohibiciones 
relacionadas con el otorgamiento de concesiones, que también deben tomarse en 
consideración en el presente análisis. Dichos numerales indican lo siguiente: 

“Artículo 10.- La explotación de cada línea de servicio se adjudicará de preferencia 
a una sola persona, física o jurídica; pero, en este último caso, el capital de la 
sociedad no podrá estar representado por acciones ni certificados al 
portador. 

Cuando lo exija una demanda extraordinaria del servicio, el Ministerio de 
Transportes podrá autorizar el establecimiento de nuevas líneas en rutas en las que 
haya otras líneas, de acuerdo con los estudios que realizará la Dirección General 
de Transporte Automotor. 

Antes de establecer una nueva línea, se otorgará un plazo no menor de treinta días 
ni mayor de noventa al concesionario de la ruta en cuestión, para que aumente la 
capacidad del transporte o la frecuencia del servicio o sustituya sus vehículos por 
otros que satisfagan los requisitos de higiene y eficiencia exigidas para prestar el 
servicio público. Si el citado concesionario no cumple con esa obligación en el 
plazo señalado, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, con base en 
estudios técnicos aprobados por la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos, licitará una nueva concesión, distribuirá las líneas en la forma más 
adecuada, modificándolas si es preciso, sin crear una competencia ruinosa 
entre los concesionarios. 

Artículo 11.- Una misma persona no podrá ser dueña de más de dos empresas, 
ni socio mayoritario de más de tres empresas que operen en diferentes rutas. 
Queda prohibido otorgar concesiones o permisos a personas o empresas 
afiliadas, subsidiarias, intermedias, o en cualquier forma ligadas a otro 
concesionario; si se violare la prohibición establecida en este artículo, los 
respectivos permisos o concesiones serán cancelados. La calificación la hará 
el Ministerio de Transportes. 

(…) 
Artículo 13.- En la concesión se indicará tanto el número de vehículos que ella 
autoriza de acuerdo con las necesidades del servicio, como la calidad de los 
mismos, que ha de satisfacer las condiciones de eficiencia, seguridad, 
comodidad e higiene que se exija al concesionario en la prestación del 
servicio; también los itinerarios, horarios, tarifas y demás condiciones. 



Igualmente se harán constar las causales que darán derecho al Estado para 
cancelar administrativamente la concesión.” (El resaltado no es del original.) 

Con respecto de la competencia de refrendo de la Autoridad Reguladora y de su 
correlación con las demás competencias de la institución, se refirió la Sala Primera en 
la resolución 380-F-S1-2009 del 20 de abril de 2009, de la cual se cita de seguido una 
sección extensa en virtud de su cercana relación con la materia propia de este informe: 

“IX.- Sobre el contrato de concesión. Refrendo. Como se ha indicado, el 
transporte remunerado de personas en la modalidad que aquí interesa, constituye 
un servicio público cuya prestación es delegada en aquellos particulares a quienes, 
de manera expresa, se autorice. Siendo que estos realizan una prestación por 
cuenta de la Administración, su regulación, control y vigilancia corresponde al 
MOPT, a través del Consejo de Transporte Público. Lo anterior se colige de las 
leyes no. 3503 y 7969. Este servicio puede ser explotado a través de la concesión, 
como acto final de un procedimiento licitatorio, o bien, de manera excepcional, 
mediante permiso de operación. En relación con el primero, según lo impone el 
numeral 12 ibidem, se formalizará por un contrato en el cual deben consignarse las 
pautas que se establezcan por la autoridad concedente para la prestación del 
servicio público delegado. Dentro de este marco, se fija la cantidad de unidades 
autorizadas, horarios, frecuencias, carreras, recorridos, tarifas, paradas 
terminales e intermedias, entre otros detalles (precepto 13 de la ley no. 3503). 
Estas pautas definen la forma cómo debe llevarse a cabo la actividad, a las 
que está sujeto el operador, so pena de incurrir en incumplimientos que 
incluso pueden desembocar en la cancelación del derecho. Por su parte, 
cuando se otorga un permiso de operación, acorde a los preceptos 3 y 25 de la 
citada Ley no. 3503, la autorización se otorga por un plazo máximo de dos años, 
surgiendo de inmediato el deber de la Administración de iniciar las acciones que 
permitan otorgar la concesión de esa ruta sobre la cual se ha dado un permiso. 
Claro está, de culminarse este proceso antes de esos dos años, cesaría esta figura 
y sería sustituida por una concesión. Resulta claro que las necesidades propias 
de un servicio público exigen su constante adaptabilidad al régimen 
cambiante, en este caso determinado por las necesidades mutantes de los 
usuarios, o bien por la variabilidad de las condiciones que exigen, de cara a 
un servicio público continuo, igualitario, eficiente y adaptable (artículo 4 
LGAP), su constante modificación. Con base en lo expuesto, en el marco del 
transporte remunerado de personas, conforme lo regula la Ley no. 3503, esa 
potestad recae en el Consejo de Transporte Público, órgano de 
desconcentración máxima adscrito al MOPT con competencias exclusivas y 
excluyentes en esta materia. De este modo, las variaciones que de oficio o a 
solicitud de parte se realicen al contrato, dentro de estas, las atinentes al régimen 
operativo, vinculan al operador. Pero además, como contrapartida de esta potestad, 



es claro que debe mantenerse el equilibrio económico financiero, lo que supone, 
cuando esas modificaciones conlleven una alteración a la situación económica del 
contrato, éste deberá ajustarse, a fin de mantener las condiciones pactadas, 
siempre ponderando las máximas que impregnan la arista financiera de esta 
actividad (servicio al costo). Desde este plano, una de las obligaciones primarias 
del concesionario es explotar el servicio conforme al sistema que le impone la 
Administración concedente, lo que incluye, se insiste, las variaciones que pueda 
establecer sobre el particular (ordinales 16 y 17 Ley no. 3503). Ahora, si bien es 
cierto la competencia para establecer y modificar el régimen operacional 
incumbe al Consejo de Transporte Público, la misma Ley Reguladora de esa 
materia, sea, la no. 3503, estatuye en el numeral 12 la necesidad de que la 
contratación se perfeccione mediante un acuerdo que debe ser refrendado 
por la ARESEP. Se trata de un acto de aprobación, que incide en la eficacia 
del contrato administrativo, así como de cualquier acto concreto que lo 
modificara, y sin el cual, no podrían desplegarse sus efectos. Sin perjuicio de 
las competencias que en la materia tiene el órgano rector, el refrendo permite 
analizar la conformidad del clausulado del convenio con el ordenamiento jurídico. 
Sin embargo, no permite la anulación indirecta del contrato o del acto de 
adjudicación. La ausencia de este requisito, impide su eficacia, lo que implica, la 
imposibilidad de que sea oponible o ejecutado, como lo dispone de manera diáfana 
el numeral 145.4 LGAP. Siendo así, lo anterior supone que los factores que son 
considerados en las fijaciones tarifarias que realiza la ARESEP, cuya eficacia 
pendan del trámite de refrendo, no podrían considerarse para efectos de este 
tipo de cálculos en tanto esa exigencia no hubiere sido satisfecha, toda vez 
que no son eficaces, y por ende, no pueden surtir efectos jurídicos. 

X.- Modificaciones del contrato. Refrendo. Por ser objeto de debate, cabe 
establecer cuáles actos modificativos de la concesión deben ser sometidos a 
trámite de refrendo. En tesis de principio y en una visión rígida, cabría indicar que 
toda modificación contractual se encuentra sujeta al cumplimiento de este requisito, 
en aplicación del principio de que lo accesorio sigue a lo principal. Empero, la 
dinámica propia de los contratos administrativos, y en especial, aquellos en virtud 
de los cuales un tercero presta un servicio público de manera delegada (caso del 
transporte público), merece un tratamiento especial a fin de empatar la ejecución 
del pacto con la prestación eficiente y los principios del servicio público ya aludidos. 
En efecto, estos exigen una constante revisión de las condiciones en que se presta 
el servicio. Es predecible el cambio de unidades, estudios de horarios, incrementos 
de tarifas merced a la variabilidad en los insumos para el desarrollo del servicio, 
prestación en otras rutas o ramales, etcétera. Por ende, la satisfacción del 
servicio obliga a revisar y modificar con cierta regularidad el contrato, a fin 
de que el Consejo de Transporte Público establezca las pautas operativas que 
garanticen la eficiencia de la prestación. Dentro de esta dinámica, cabe 
establecer cuáles modificaciones deben refrendarse y cuáles no. En este 



sentido, que mediante resolución RRG-5266-2005 del 2 de enero del 2006, 
publicada en La Gaceta no. 7 del 10 de enero del 2006, la Autoridad Reguladora, 
estableció el procedimiento para el trámite de refrendos, acto en el cual, señaló: 
"Que requerirán de refrendo las adendas, modificaciones o reformas afectuadas al 
contrato de concesión original refrendado, únicamente cuando sean relativas al 
número de unidades que conforman la flota, los horarios, la demanda o los 
recorridos" (considerando VII). Contrario sensu, toda determinación ajena a ese 
marco de supuestos, se encuentra excepcionada de tal trámite. En este sentido, 
el principio que debe regir la materia es que, el requisito en cuestión sea 
aplicable para aquellas adendas que incorporen variaciones sustanciales, no 
sólo en términos de la operatividad, sino, aquellas referidas a las 
implicaciones económicas del servicio, esto es, las que tengan una incidencia 
directa e importante en las fijaciones tarifarias. Cualquier determinación del 
Consejo de Transporte Público relacionada con estos aspectos que requieren 
refrendo, si bien emanan de la autoridad rectora y se reputan válidos, no son 
eficaces hasta tanto se concrete dicha aprobación. Siendo así, no podrían 
considerarse en los procedimientos de revisiones tarifarias, dada su imposibilidad 
jurídica de desplegar efectos. Así, el cargo del recurrente en que cuestiona la 
exclusión de dichos vehículos del cálculo en el modelo econométrico carece de 
fundamento, debiendo ser rechazado. Bien puede darse el caso de que el operador 
opte por realizar las modificaciones antes del otorgamiento del refrendo, sea 
utilizando las unidades o bien incrementando la oferta de servicio. Sin embargo, 
tales datos, como se ha dicho, dada la exigencia legal de ese acto aprobatorio, no 
podrían tener repercusión en las tarifas, lo que no supone lesión alguna a los 
derechos del operador ni al equilibrio financiero. Nótese que el contrato de 
concesión aportado a los autos es claro en cuanto indica que ese convenio debe 
ser refrendado, lo que además, se insiste, viene impuesto por ley, ante lo cual no 
podría alegarse desconocimiento (ordinal 129 Constitución Política). En este 
sentido, caso de que el acto del MOPT derivase de una petición de parte, y se 
ejecute sin contar con el refrendo, son acciones que no generan responsabilidad 
alguna de las autoridades públicas y no surge un derecho de ser consideradas en 
el trámite tarifario. Cabe destacar que la prestación del servicio se debe realizar 
conforme con los términos del contrato de concesión, el cual, en caso de ser 
modificado, y según se ha indicado, requiere del refrendo para poder desplegar 
efectos jurídicos. Así, por disposición legal, la tarifa fijada debe, necesariamente, 
corresponder con el servicio aprobado por la entidad pública correspondiente. No 
se trata de la desaplicación del artículo 16 de la Ley no. 3503, que impone el deber 
de poner al servicio del contrato las unidades que se requieran para que este sea 
ejecutado en forma debida, sino de la correcta comprensión del régimen jurídico 
aplicable al caso. Tampoco se vulnera el numeral 12, previamente citado, o se 
quebranta el contenido del cardinal 10 del Código Civil. No debe perderse de vista 
en este punto, que la razón del refrendo en cuestión es la potestad tarifaria 
que incumbe a la ARESEP y el examen de conformidad de las condiciones 



con el ordenamiento jurídico, lo que no desmejora la rectoría que sobre este 
servicio ostenta el MOPT a través del Consejo de Transporte Público.” (El 
resaltado no es del original.) 

Como puede observarse, las competencias de refrendo y fijación tarifaria –en 
particular, y las demás competencias de la Autoridad Reguladora en general– se 
encuentran asociadas por una relación de dependencia, según la cual no resulta 
posible la incorporación en las fijaciones tarifarias de los factores del servicio público 
cuya eficacia penda del trámite de refrendo.  

Lo anterior se dimensiona de dos maneras. En primera instancia, por la vía del 
numeral 13 de la ley 3503 se establecen los componentes mínimos que el contrato 
debe contener para, en palabras de la Sala Primera, definir la forma cómo debe 
llevarse a cabo la actividad, de forma que se reduzca a un mínimo la potencial 
discrecionalidad en la interpretación de los términos de la concesión. No resulta dable 
interpretar en sentido inverso, que todos los factores que la Autoridad Reguladora 
requiera para el cálculo de las tarifas correspondientes al contrato deban constar en 
éste, dado que esto no es requerido por la legislación. Puede existir una diversidad de 
factores relevantes para el cálculo de tarifas, según lo defina la Autoridad Reguladora 
dentro de sus competencias, que deban determinarse en el marco de un estudio 
tarifario mediante la aplicación de las metodologías tarifarias vigentes aprobadas por 
la Junta Directiva (artículo 53 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos, número 7593), pero que no necesitan ser parte de la definición contractual 
del servicio hecha por el CTP. 

En segunda instancia, la resolución de la Sala Primera expresa claramente que las 
modificaciones hechas al contrato de concesión (comúnmente denominadas adendas 
por parte del CTP) son también sujeto de refrendo por parte de la Autoridad 
Reguladora. No obstante, resulta posible y conveniente, que la Aresep determine las 
circunstancias en las cuales dichas modificaciones devengan en sustanciales, “esto 
es, las que tengan una incidencia directa e importante en las fijaciones tarifarias”. 

2.2 Análisis de los requisitos vigentes en la resolución RRG-5266-2005 

Con base en lo anterior, se realizó un análisis del contenido de la resolución RRG-
5266-2005 que se describe a continuación. Para dicho análisis, se han tomado en 
cuenta una serie de particularidades derivadas de la fecha de emisión de la resolución 
y el desarrollo histórico de los procesos de refrendo de este tipo de contratos. 

Para el año 2005, cuando se emitió la resolución, la Autoridad Reguladora solo había 
tramitado un proceso de refrendo de renovaciones de concesión (el correspondiente 
al año 2000), y no se había creado en la normativa aún la figura del procedimiento de 
licitación abreviado. La resolución RRG-5266-2005 solamente hace referencia al 



refrendo de contratos derivados de licitación pública y a sus adendas. Esto se observa 
en los considerandos IV al VII, que se citan a continuación: 

“IV.—Que la Autoridad Reguladora examinará el contrato debidamente formalizado 
y verificará que el clausulado se ajusta al bloque de legalidad. Esto es, el cartel de 
la licitación, que es la regulación o normativa específica del contrato respectivo, la 
oferta formulada y, en general con el resto del ordenamiento jurídico administrativo. 

V.—Que el refrendo produce sus efectos jurídicos, después de dictado el acto 
administrativo correspondiente, si el contrato de concesión es sustancialmente 
conforme con el ordenamiento jurídico. 

VI.—Que sólo se refrendarán los contratos de concesión que hayan cumplido con 
lo establecido en el artículo 4º de la Ley 3503, referente a la aprobación de estudios 
técnicos previos a la licitación de una ruta. 

VII.—Que requerirán del refrendo las adendas, modificaciones o reformas 
efectuadas al contrato de concesión original refrendado, únicamente cuando sean 
relativas al número de unidades que conforman la flota, los horarios, la demanda o 
los recorridos.” 

A la fecha del presente informe, la Autoridad Reguladora nunca ha tramitado el 
refrendo de un contrato de concesión derivado de un proceso de licitación pública, ya 
que el CTP nunca ha presentado una solicitud de ese tipo. Más aún, solamente se ha 
aprobado un estudio técnico remitido para el trámite requerido en el artículo 4 de la 
ley 3503, que constituye un aspecto preparatorio para la emisión de una licitación 
pública. Dicha aprobación fue emitida por la Intendencia de Transporte por medio de 
la resolución RE-0030-IT-2020 del 20 de mayo de 2020. Por ende, como puede 
observarse de las estadísticas proporcionadas al final de la sección de Antecedentes 
del presente informe, resulta necesario proponer una actualización de los requisitos 
de admisibilidad que responda a la naturaleza de los trámites que se han recibido de 
forma más frecuente en la Autoridad Reguladora. 

2.2.1 Considerando VI 

Indica actualmente el considerando que “sólo se refrendarán los contratos de 
concesión que hayan cumplido con lo establecido en el artículo 4º de la Ley 3503, 
referente a la aprobación de estudios técnicos previos a la licitación de una ruta”. 
Como se indicó de previo, la redacción de la resolución RRG-5266-2005 no hace una 
diferenciación adecuada entre las tres fuentes de los contratos de concesión a 
refrendar existentes en la actualidad, que se detallaron en la sección 1 del presente 
informe, a las cuales se agrega el refrendo de adendas a los contratos previamente 
refrendados. 



La Procuraduría General de la República, en el dictamen C-165-2014 del 27 de mayo 
de 2014, mencionado en el criterio OF-1470-DGAJR-2018 de la Dirección General de 
Asesoría Jurídica y Regulatoria, realizó un análisis extensivo de la obligatoriedad de 
los estudios técnicos a solicitud de la Autoridad Reguladora, y, entre otras, llegó a las 
siguientes conclusiones: 

“6-. Conforme lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 3503, para concesionar el 
servicio de transporte renumerado de personas, el MOPT debe realizar estudios 
técnicos y estos deben ser aprobados por la Autoridad Reguladora. En igual forma, 
el artículo 10 de esa Ley impone la celebración de estudios técnicos, aprobados 
por la ARESEP como requisito para licitar una nueva línea en caso de demanda 
extraordinaria de servicio que no sea satisfecha por el concesionario actual. 

(…) 

11-. En ausencia de una norma legal expresa, el Ente Regulador no puede exigir 
que se le presenten para su aprobación los estudios técnicos en que el Consejo 
fundamente su decisión de renovar una concesión. 

13-. (sic) Corresponde a la ARESEP el refrendo del contrato que renueva la 
concesión, momento en el cual podrá determinar si las cláusulas contractuales se 
sustentan en criterios técnicos. En ejercicio de esa competencia, podrá rechazar 
las cláusulas que considere no se encuentran debidamente fundamentadas en los 
antecedentes que le hayan sido remitidos, en cuyo caso el contrato no surtirá 
eficacia jurídica.” 

En consecuencia, es correcto afirmar lo que actualmente indica el considerando VI, 
pero únicamente en los casos en que los contratos se deriven de procesos de 
licitación, de tal forma que no resulta posible mantener dicha consideración de manera 
genérica para un conjunto de requisitos de admisibilidad que debe cubrir todas las 
potenciales fuentes de contratos de concesión. 

2.2.2 Considerandos VII y VIII 

Con respecto a estos considerandos se refirió explícitamente la Sala Primera en la 
sentencia previamente citada. Se considera, en primera instancia, que lo indicado en 
los considerandos constituyen en realidad aspectos dispositivos, ya que se establecen 
los casos en los cuales procede el trámite de refrendo de las adendas y los casos en 
los que no es así. Por lo tanto, se considera necesario trasladar lo indicado en dichos 
considerandos a la parte dispositiva de la resolución. 

Por otra parte, se ha hecho una valoración respecto del concepto desarrollado por la 
Sala Primera de variaciones sustanciales en el contrato que tengan una incidencia 



directa e importante en las fijaciones tarifarias. En virtud de la estructura de la 
metodología tarifaria ordinaria vigente, prácticamente todos los elementos de los 
esquemas operativos tienen algún tipo de incidencia en la magnitud de las fijaciones 
tarifarias. Los factores con mayor peso relativo en las tarifas son aquellos relacionados 
con la dimensión de la flota, el consumo de combustible y el pago de salarios. 

Todas estas variables están interrelacionadas en el dimensionamiento del esquema 
operativo, dado que el consumo de combustible y el pago de salarios son directamente 
proporcionales a la distancia recorrida, el tiempo por carrera y a la cantidad de carreras 
realizadas. A su vez, la dimensión de la flota autorizada es el resultado de la 
interacción de estas tres variables de distancia, tiempo y cantidad de carreras, dado 
que, a mayor cantidad de servicios de mayor distancia y tiempo, resulta necesaria una 
mayor cantidad de unidades para poder mantener en operación la oferta del esquema 
de prestación del servicio. Por lo tanto, se recomienda establecer la obligación de 
refrendo únicamente para las adendas que modifiquen la flota en cuanto a la cantidad 
de unidades que la integran. 

2.2.3 Considerando X 

Indica actualmente el considerando X lo siguiente: 

“Que la solicitud de refrendo se resolverá mediante resolución razonada de la 
Reguladora General, en el plazo máximo de treinta días hábiles, contados a partir 
del día en que se cumplan todos los requisitos exigidos para el trámite de la solicitud 
de refrendo o, se venza el plazo conferido para cumplir requisitos, subsanar 
defectos o, corregir errores, sin que se hubiera cumplido lo prevenido”. 

En el contexto en que fue dictada la citada resolución RRG-5266-2005, la entonces 
Reguladora General, en ejercicio de su competencia en aquel momento, al establecer 
un procedimiento para el trámite de refrendos, estableció que la resolución 
administrativa debía dictarse en un plazo de 30 días hábiles. 

En el contexto actual, de conformidad con lo dispuesto en los artículo 6 inciso 21) y 9 
inciso 10) del “Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos y su órgano desconcentrado” (RIOF), le 
corresponde a la Junta Directiva de Aresep “(…) establecer los requisitos de 
admisibilidad a que se someterán los trámites de tarifas, quejas, refrendos, 
concesiones, aprobaciones de cánones del Consejo de Transporte Público” y al 
Regulador General “Otorgar o denegar el refrendo de los contratos de concesión de 
transporte remunerado de personas en vehículos automotores, que sean remitidos 
para estos efectos y resolver los recursos administrativos que correspondan”. 



En virtud de la normativa interna vigente, la competencia de establecer un plazo para 
dictar el acto administrativo que acepte o deniegue un refrendo, corresponde al 
Regulador General, por lo que no debe ser parte de la resolución que emita la Junta 
Directiva en ocasión del establecimiento de los requisitos de admisibilidad a que se 
someterán los trámites de refrendo. 

2.2.4 Disposición I, artículos 1, 4, 5, 6, 7 y 8. 

Los artículos referidos establecen una serie de disposiciones relacionadas con el 
trámite de las solicitudes remitidas por el CTP. Se propone eliminarlas por las razones 
indicadas de seguido. 

Lo indicado en el artículo 1 resulta ser únicamente una reformulación del marco 
jurídico aplicable, en el sentido de que la misma ley 3503 establece los 
“procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico” que anteceden la formalización 
del contrato. Por lo tanto, las actuaciones indicadas debe realizarlas el CTP 
independientemente de que se indiquen en una resolución de la Autoridad 
Reguladora, y por lo tanto el texto se considera innecesario. 

Lo indicado en los artículos 4, 5 y 8, relativo a la recepción de la solicitud, la apertura 
del expediente y la notificación y comunicación de la resolución, corresponde a 
disposiciones de índole administrativa y de carácter general, aplicable a la mayoría de 
los trámites de la Autoridad Reguladora, y que al día de hoy son reguladas por 
lineamientos generales que se encuentran vigentes en la institución y cubren con 
mayor grado de detalle y actualización las acciones que deben ejecutarse por parte 
de todos los departamentos involucrados. 

Finalmente, lo indicado en los artículos 6 y 7 está debidamente normado, en términos 
de competencia, en los artículos 20 inciso 4) y 9 inciso 10) del RIOF, respecto de las 
competencias de la Intendencia de Transporte sobre la instrucción del proceso y del 
Regulador General sobre la resolución, por lo que resulta innecesario reiterarlo en una 
norma de carácter más específico como la que se propone. 

A su vez, el artículo 6 hace referencia al artículo 287 de la Ley General de la 
Administración Pública, correspondiente al plazo para la atención de la prevención. 
Considera este equipo que en realidad dicha Ley resulta aplicable de forma supletoria 
no solamente en lo indicado, como corresponde, sino al menos en lo referente a la 
iniciación y curso del procedimiento, así como la documentación a acompañar, de 
forma que no resulta útil esa particular precisión. 

2.2.5. Disposición I, artículos 2 y 3. 



El contenido de los artículos 2 y 3 constituye el listado efectivo de requisitos de 
admisibilidad para el trámite de las solicitudes de refrendo. Por lo tanto, se propone 
que ambos deben integrarse y convertirse en las disposiciones primarias de la 
resolución, ajustadas de acuerdo con las valoraciones que de seguido se detallan 
respecto de cada elemento. Adicionalmente, se propone separar los requisitos de 
admisibilidad según el tipo de trámite que sea solicitado, dado que existen ahora 
cuatro tipos distintos (licitaciones públicas, renovaciones, procedimientos abreviados 
y adendas) que tienen características diferenciadoras. 

Dado que el refrendo de contratos derivados de licitaciones públicas es un 
procedimiento que nunca se ha ejecutado y por ende no se cuenta con experiencia 
previa en su aplicación, se recomienda mantener la resolución RRG-5266-2005 
vigente para este tipo de solicitud, y acometer un proceso de análisis detallado del 
refrendo de contratos administrativos por parte de la Contraloría General de la 
República, para identificar los aspectos que deban considerarse para este tipo de 
trámites, de forma que posteriormente puedan realizarse las modificaciones que se 
consideren pertinentes. 

En primera instancia, se propone crear un listado de requisitos de admisibilidad para 
el refrendo de contratos derivados de renovaciones de concesión únicamente. Luego, 
en disposiciones separadas, se propone indicar los cambios a dicho listado de 
requisitos que sean aplicables para los refrendos de contratos derivados de 
procedimientos de licitación abreviados y de adendas. 

a. Se propone que la solicitud que indica el actual artículo 2 sea el primer requisito
propiamente dicho. También se propone especificar algunos aspectos mínimos
del contenido de dicha solicitud, para tomar en consideración requerimientos
previamente incorporados en los formatos estandarizados contenidos en el oficio
878-RG-2017, según se detalla a continuación. El objetivo de estos elementos es
puntualizar la responsabilidad del CTP de ejecutar las acciones correspondientes
a cada uno de ellos de previo a solicitar el refrendo. Por ende, con su simple
indicación por parte del funcionario competente para firmar la solicitud, la
Autoridad Reguladora deberá, por principio de buena fe, dar los requisitos
asociados por cumplidos:

i. Se propone requerir que la solicitud indique el acuerdo de la Junta Directiva
del CTP mediante el cual se autorizó la suscripción del contrato, de
conformidad con las competencias otorgadas a dicha Junta Directiva por el
artículo 7 de la ley 7969.

ii. Se propone requerir que en la solicitud se confirme el cumplimiento con las
disposiciones de la directriz 52-MP del 13 de julio de 2016, mediante la cual
se instruyó el procedimiento a seguir para prescindir de la solicitud de
fotocopias de cédulas a ciudadanos para trámites administrativos.



iii. Se propone requerir que, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 21
de la ley 3503, la solicitud indique que el CTP comprobó, previo a la
renovación del contrato, que el concesionario cumplió a cabalidad con
todas y cada una de sus obligaciones. Este requerimiento no resulta
aplicable a los procedimientos abreviados (en tanto no existen obligaciones
contractuales anteriores) ni a las adendas (en tanto en ellas no se valora la
renovación del plazo contractual).

iv. Se propone que en la solicitud el CTP confirme haber realizado las
comprobaciones documentales necesarias para verificar que con el
otorgamiento de la concesión no se han incumplido las prohibiciones y
limitaciones establecidas en los artículos 10 y 11 de la ley 3503,
previamente citados. Este requerimiento no resulta aplicable en las
adendas en las que se modifica el esquema operativo, dada la
permanencia del concesionario en esos casos.

En la sección 2.3.2 siguiente, se detallará el análisis de las obligaciones existentes 
relacionadas con los estudios de la calidad del servicio, en el cual se recomienda 
la inclusión de un quinto aspecto de contenido mínimo de esta solicitud de trámite. 

b. Se propone que el contrato de concesión para el que se solicite el refrendo,
referido en el inciso a) del actual artículo 3, debe ser el requisito siguiente. En caso
de ser un documento firmado autográficamente, debería idealmente ser
proporcionado como copia certificada, de forma que el CTP no remita el
documento original que debe permanecer en su custodia. En virtud de ello, se
propone incluir la posibilidad de remitir copias certificadas administrativa o
notarialmente.

Con respecto del contrato, se propone integrar como requisito de su contenido la 
mayor parte de los subincisos que a la fecha forman parte del inciso e), con el 
objetivo de alinear de mejor manera los requisitos de admisibilidad con lo indicado 
en el artículo 13 de la ley 3503. Como resultado, se propone conservar los 
actuales subincisos i), ii), iv), v), vi), vii) y ix). 

Con respecto del subinciso iii) (“Demanda de pasajeros, estimación diaria, 
mensual y anual, por ruta y por ramal.”), se considera que la valoración hecha 
para la emisión de la resolución RE-0212-JD-2018 continúa siendo válida, y 
además no se prevé que deba ser modificada en el futuro. Como lo indicó la Sala 
Primera en la sentencia citada, las características de la prestación del servicio son 
inherentemente dinámicas, y las cantidades de pasajeros transportadas no 
pueden considerarse un dato que permanezca fijo en el tiempo. Tanto el CTP, 
para efectos de modificación de los esquemas operativos, como la Autoridad 
Reguladora para todas sus competencias, deben realizar los estudios técnicos 
correspondientes para la determinación de ese volumen cuando surja la 



necesidad de revalorar las demás variables de prestación del servicio que de allí 
se deriven. 

Con respecto del subinciso viii) (“Análisis de corredor común”), la existencia de 
otros prestadores que compartan espacio geográfico con el concesionario tiene 
diversas consecuencias para la labor administrativa del CTP y la Autoridad 
Reguladora, pero no resulta determinante como una descripción del objeto 
contractual. No se considera que constituya, por tanto, una de las condiciones 
adicionales fundamentales a que se refiere el artículo 13 de la ley 3503. 

Finalmente, con respecto de los subincisos x) (“Certificación notarial y registral de 
la propiedad de la flota autorizada para prestar el servicio”) y xi) (“Autorización del 
arrendamiento de vehículos para prestar el servicio, cuando corresponda”), se 
considera que tampoco resultan necesarios. En el caso del subinciso x), porque 
dicha información puede ser verificada por la Administración por consulta directa 
al Registro Nacional. En el caso del subinciso xi), porque la autorización del uso 
de flota arrendada está implícita en la inclusión de números de placa en la flota 
autorizada que no sean propiedad del concesionario. 

c. De forma inmediatamente posterior al requisito relativo a la presentación de los
documentos contractuales y su contenido, conviene hacer una previsión derivada
del actual inciso e), en el que se solicita la presentación de certificaciones de los
acuerdos de la Junta Directiva del CTP que sustentan la información que refleja
el contrato. En ella se habilitaría a la Administración a solicitar la presentación de
dichas certificaciones, pero únicamente en los casos en que los correspondientes
acuerdos no consten en sus propios archivos. Esto se deriva de que la Intendencia
de Transporte mantiene expedientes de cada uno de los prestadores del servicio
donde conserva, entre otras cosas, los acuerdos de dicha Junta Directiva relativos
a los esquemas operativos de cada uno que el CTP regularmente le notifica.

d. Los actuales incisos b) y c) se refieren a la verificación de la identidad del
concesionario. Se recomienda que se conserve el requisito correspondiente a las
personas jurídicas, pero reducido a una única copia. Por su parte, el requisito
correspondiente a las personas físicas no resulta necesario, en tanto se propone
incluirlo como uno de los aspectos que deben confirmarse en el texto de la
solicitud.

e. El actual inciso f) indica que se requiere la presentación de la aprobación del
órgano competente en materia ambiental respecto del estudio de impacto
ambiental que ordena el artículo 16 de la ley 7593. Alternativamente, debe
habilitarse la posibilidad de que el CTP justifique el motivo por el cual no presente
esta aprobación. Este requisito no resulta aplicable a los procedimientos de
licitación abreviados, ya que el inciso h) del transitorio II de la ley 8826, de previa



cita, torna facultativo para el CTP prescindir de dichos estudios “por tratarse de 
rutas regulares que vienen operando desde hace muchos años, cuya trayectoria 
consta en los archivos de la administración”. El Poder Ejecutivo, a su vez, adoptó 
dicha posibilidad en el artículo 17 del decreto ejecutivo 37737-MOPT, en el cual 
se indicó que “este Consejo de Transporte Público prescinde con vista en la 
autorización conferida por el referido Transitorio II de la Ley N° 8826, de los 
estudios técnicos a que se refiere el artículo 4° de la Ley N° 3503, y sus reformas, 
y del estudio de impacto ambiental a que alude el artículo 16 de la Ley de la 
Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, N° 7593”. Tampoco resulta 
aplicable para las adendas, al constituir modificaciones a la obligación contractual 
de prestación del servicio ya existente. 

Siendo que el tema relativo al estudio de impacto ambiental es competencia de la 
Secretaría Técnica Nacional Ambiental (Setena) de acuerdo con el artículo 171 de 
la Ley Orgánica del Ambiente N° 7554, mediante el oficio OF-0572-RG-2020 del 
2 de julio de 2020, el Regulador General le solicitó a Setena criterio sobre la 
aplicabilidad del artículo 16 de la Ley 7593, con respecto al servicio de transporte 
remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular. Específicamente 
solicitó criterio sobre los siguientes dos puntos: 

“1. En el caso de contratos suscritos por el CTP en aplicación del artículo 
21 de la Ley 3503, derivados de la renovación de contratos previamente 
vigentes, ¿resulta aplicable el estudio de impacto ambiental establecido 
en el artículo 16 de la Ley 7593?” 

2. En caso de contratos derivados de adjudicaciones producto de una
licitación pública para una línea nueva o existente ¿resulta aplicable el
estudio de impacto ambiental establecido en el artículo 16 de la ley
7593?” (Consta a folios 170 al 175 del expediente administrativo).

Por su parte, Setena, mediante el oficio SETENA-SG-0999-2020 del 21 de julio 
de 2020, atendió la solicitud de criterio realizada, e indicó lo siguiente: 

“(…) el Anexo 1 del Decreto Ejecutivo 31849-MINAE-S-MOPT-MAC-MEIC, 
indica que existen AOPs2 obligados según leyes específicas a cumplir el 

1 “Artículo 17.-Evaluación de impacto ambiental. Las actividades humanas que alteren o destruyan 
elementos del ambiente o generen residuos, materiales tóxicos o peligrosos, requerirán una evaluación de 
impacto ambiental por parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental creada en esta ley. Su 
aprobación previa, de parte de este organismo, será requisito indispensable para iniciar las actividades, 
obras o proyectos. Las leyes y los reglamentos indicarán cuáles actividades, obras o proyectos requerirán 
la evaluación de impacto ambiental”. 
2 Actividades, obras o proyectos 



proceso de Evaluación de Impacto Ambiental ante la SETENA, por ejemplo 
la ejecución de obra pública y construcción de carreteras. 

Las actividades a las que se refiere el Anexo 1 supra mencionado, en 
relación a explotación de un servicio público definidas en la Ley de la 
ARESEP, son aquellas que se refieren a suministro, transmisión y 
generación de energía eléctrica; plantas térmicas; telecomunicaciones; 
acueductos y alcantarillados; sistemas de agua potable y aguas servidas; 
suministro de combustibles; riego y avenimiento; servicios marítimos, aéreos 
y puertos; transporte de carga por ferrocarril. 

Así las cosas, en respuesta a sus interrogantes, se indica que el Transporte 
Público no forma parte de las actividades enlistadas en los Anexos 
establecidos en el Decreto Ejecutivo 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC 
que deberán ser sometidas a EIA y mucho menos el traslado de personas 
de un lugar a otro, pues no se cumplen con los parámetros establecidos en 
la normativa vigente.” 

Por ende, el requisito relacionado con el estudio de impacto ambiental no es 
aplicable a ninguno de los procesos que son objeto de la presente propuesta. 

f. Finalmente, con respecto de los actuales incisos d) y g), estos están directamente
relacionados con los procesos propios de licitación pública, y no así con las demás
vías para la generación de contratos de concesión, por lo que se propone
eliminarlos en lo que respecta de los demás tipos de procedimientos.

2.3 Análisis de requisitos no incluidos en la resolución RRG-5266-2005 

2.3.1 De las obligaciones legales de los concesionarios 

Existen una serie de disposiciones legales que están relacionadas con el trámite de 
refrendos de contratos de forma genérica, y que se encuentran enmarcadas de forma 
global en las obligaciones establecidas en el artículo 6 inciso c) de la ley 7593 y, en el 
caso de las renovaciones, en el artículo 21 de la ley 3503, que se citan de seguido: 

“Artículo 6.- Obligaciones de la Autoridad Reguladora. 

Corresponden a la Autoridad Reguladora las siguientes obligaciones: 

(…) 



a) Velar por el cumplimiento, por parte de las empresas reguladas, de las
obligaciones en materia tributaria, el pago de las cargas sociales, y el
cumplimiento de las leyes laborales.

(…)” 

“Artículo 21.- El término de la concesión será el que señala el contrato-concesión y 
se fijará tomando en cuenta el monto de la inversión y el plazo para amortizarlo y 
obtener una ganancia justa; podrá ser de hasta siete años pero podrá ser 
renovado si el concesionario ha cumplido a cabalidad con todas y cada una 
de sus obligaciones y se ha comprometido formalmente a cumplir con las 
disposiciones que se establezcan conforme a la ley Nº 3503.” (El resaltado no 
es de los originales.) 

El Código de Normas y Procedimientos Tributarios (ley número 4755), establece en 
su artículo 18 bis lo siguiente: 

“Artículo 18 bis- Gestión de trámites estatales 

Toda persona física o jurídica que desee obtener o tramitar cualquier régimen 
de exoneración o incentivo fiscal, cualquier proceso de contratación pública, 
cualquier concesión, permiso o autorización para explotar bienes o servicios 
públicos, así como ejercer cualquier actividad lucrativa que deba contar con la 
licencia municipal respectiva, ante la Administración central o entes 
descentralizados, deberá encontrarse al día en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias materiales y formales, así como en la presentación 
de las declaraciones tributarias a las que estuviera obligada ante las 
dependencias del Ministerio de Hacienda. La misma obligación aplica para los 
sujetos pasivos señalados en el artículo 3 de la Ley 9326, Impuesto a los Moteles 
y Lugares Afines, de 19 de octubre de 2015 y sus reformas. 

(…) 

Para estos efectos, el Ministerio de Hacienda deberá disponer de un acceso de 
consulta pública, con el listado de morosos y omisos, en el que los funcionarios 
públicos deberán verificar la condición tributaria de los sujetos pasivos, sin 
que estos tengan la obligación de demostrarlo mediante certificaciones.  Este 
acceso deberá ser implementado vía Internet, en la página web institucional.” (El 
resaltado no es del original.) 

El artículo 74 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social CCSS 
(número 17) establece lo siguiente: 



“Artículo 74.- 

(…) 

Los patronos y las personas que realicen total o parcialmente actividades 
independientes o no asalariadas, deberán estar al día en el pago de sus 
obligaciones con la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), así como con 
otras contribuciones sociales que recaude esta Institución conforme a la ley.  Para 
realizar los siguientes trámites administrativos, será requisito estar inscrito 
como patrono, trabajador independiente o en ambas modalidades, según 
corresponda, y al día en el pago de las obligaciones, de conformidad con los 
artículos 31 y 51 de esta Ley. 

1.- La admisibilidad de cualquier solicitud administrativa de autorizaciones 
que se presente a la Administración Pública y esta deba acordar en el 
ejercicio de las funciones públicas de fiscalización y tutela o cuando se trate 
de solicitudes de permisos, exoneraciones, concesiones o licencias. Para 
efectos de este artículo, se entiende a la Administración Pública en los 
términos señalados en el artículo 1 tanto de la Ley General de la 
Administración Pública como de la Ley Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. 

(…) 

La verificación del cumplimiento de la obligación fijada en este artículo, será 
competencia de cada una de las instancias administrativas en las que debe 
efectuarse el trámite respectivo; para ello, la Caja deberá suministrar 
mensualmente la información necesaria. El incumplimiento de esta obligación por 
parte de la Caja no impedirá ni entorpecerá el trámite respectivo. De igual forma, 
mediante convenios con cada una de esas instancias administrativas, la Caja 
Costarricense de Seguro Social podrá establecer bases de datos conjuntas y 
sistemas de control y verificación que faciliten el control del cumplimiento del pago 
de las obligaciones con la seguridad social." (El resaltado no es del original.) 

La Ley de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (número 5662) contiene una 
disposición similar en su artículo 22: 

“Artículo 22.- Los patronos y las personas que realicen, total o parcialmente, 
actividades independientes o no asalariadas, deberán estar al día en el pago de 
sus obligaciones con el Fodesaf, conforme a la ley. Será requisito estar al día en 
el pago de las obligaciones que dispone esta Ley, para realizar los trámites 
administrativos siguientes: 



a) La admisibilidad de cualquier solicitud administrativa de autorizaciones
que se presente a la Administración Pública y esta deba acordar en el 
ejercicio de las funciones públicas de fiscalización y tutela, o cuando se trate 
de solicitudes de permisos, exoneraciones, concesiones, licencias y 
patentes. Para efectos de este artículo, se entiende a la Administración 
Pública en los términos señalados en el artículo 1 tanto de la Ley general de 
la Administración Pública como en el Código Procesal Contencioso-
Administrativo, Ley N.º 8508. 

(…) 

La verificación del cumplimiento de las obligaciones fijadas en este artículo y la 
aplicación de sanciones, cuando correspondan, serán competencia de cada una de 
las instancias administrativas en las que debe efectuarse el trámite respectivo; para 
ello, la Desaf mantendrá a disposición la información necesaria. El incumplimiento 
de esta obligación por parte de la Desaf no impedirá ni entorpecerá el trámite 
respectivo. En igual forma, mediante convenio con cada instancia administrativa, la 
Desaf podrá establecer bases de datos conjuntas y sistemas de control y 
verificación que faciliten el control del cumplimiento del pago de las obligaciones 
con la seguridad social.” (El resaltado no es del original.) 

El Código de Trabajo (ley número 2) establece en sus numerales 193 y 202 lo 
siguiente: 

“ARTICULO 193.- 

Todo patrono, sea persona de Derecho Público o de Derecho Privado, está 
obligado a asegurar a sus trabajadores contra riesgos del trabajo, por medio del 
Instituto Nacional de Seguros, según los artículos 4º y 18 del Código de Trabajo. 

La responsabilidad del patrono, en cuanto a asegurar contra riesgos del trabajo, 
subsiste aun en el caso de que el trabajador esté bajo la dirección de intermediarios, 
de quienes el patrono se valga para la ejecución o realización de los trabajos. 

(…) 

ARTICULO 202.- 

Prohíbese a los funcionarios, empleados, personeros o apoderados del Estado, 
suscribir contratos u otorgar permisos para la realización de trabajos, sin la previa 
presentación, por parte de los interesados, del seguro contra los riesgos del 
trabajo.” 



Por último, existe una disposición específicamente relacionada con las concesiones 
del servicio de autobús en el artículo 19 de la ley 3503: 

“Artículo 19.- Los propietarios de vehículos de servicio público para transporte de 
personas, están obligados a obtener del Instituto Nacional de Seguros una póliza 
por cada vehículo, que cubra su responsabilidad pecuniaria por lesión o muerte de 
terceros, excepto los trabajadores suyos, y por daños a la propiedad ajena, de 
acuerdo con los reglamentos de esta ley, los cuales deberán ser consultados de 
previo y en lo conducente, con el Instituto Nacional de Seguros. 

Las pólizas de responsabilidad pecuniaria contempladas en este artículo tendrán 
vigencia por un año, y su vencimiento coincidirá con la fecha en que haya de 
verificarse la revisión del vehículo correspondiente por la Inspección del Tránsito. 
No se expedirá, renovará o restituirá la licencia de circulación, mientras no se 
compruebe la existencia de la póliza de responsabilidad civil prescrita por este 
artículo.” 

Todas las verificaciones derivadas de los artículos citados son presentadas a la fecha 
por el CTP en sus solicitudes, y están contenidas en los formatos estandarizados. Por 
lo tanto, se recomienda incorporar a los requisitos de admisibilidad para el refrendo 
de los contratos, la verificación del cumplimiento de las obligaciones correspondientes. 

En el caso de las obligaciones tributarias y las relacionadas con la CCSS y Fodesaf, 
la Autoridad Reguladora puede hacer uso de los accesos informáticos de consulta 
pública indicados por la legislación, de forma que resulta posible que esta institución 
realice la verificación del cumplimiento de previo a la admisibilidad y realice la 
prevención correspondiente en caso de que se identifiquen potenciales problemas de 
morosidad. 

En el caso de las obligaciones relacionadas con la tenencia de seguros de riesgos de 
trabajo y pólizas de responsabilidad, no resulta posible realizar una verificación en 
línea. Por ende, para estos dos casos se recomienda establecer como requisito de 
admisibilidad la presentación (como se ha hecho hasta la fecha por medio de los 
formatos estandarizados) de una declaración jurada del concesionario donde se 
compruebe la tenencia de los seguros respectivos.  

Finalmente, debe tomarse en consideración lo dispuesto en la última oración del 
artículo 21 de la ley 3503, según el cual, para permitir la renovación, el concesionario 
se debe haber comprometido formalmente a cumplir con las disposiciones que se 
establezcan conforme a la ley 3503. Por ello se recomienda establecer como requisito 
de admisibilidad la presentación (como se ha hecho hasta la fecha por medio de los 
formatos estandarizados) de una declaración jurada del concesionario donde se 
formalice dicho compromiso. En virtud de que el artículo indicado solamente se refiere 



a las renovaciones de contratos, el requisito solamente puede establecerse para este 
tipo de trámites. 

2.3.2 Estudios de calidad del servicio 

El CTP y la Autoridad Reguladora tienen competencias relacionadas con la 
fiscalización de la calidad del servicio de autobús. En el caso de la Autoridad 
Reguladora, dichas competencias están normadas en los artículos 4 inciso d) y 5 de 
la ley 7593: 

“Artículo 4.- Objetivos 

Son objetivos fundamentales de la Autoridad Reguladora: 

(…) 

d) Formular y velar porque se cumplan los requisitos de calidad, cantidad,
oportunidad, continuidad y confiabilidad necesarios para prestar en forma
óptima, los servicios públicos sujetos a su autoridad.

(…) 

Artículo 5.- Funciones 

En los servicios públicos definidos en este artículo, la Autoridad Reguladora fijará 
precios y tarifas; además, velará por el cumplimiento de las normas de calidad, 
cantidad, confiabilidad, continuidad, oportunidad y prestación óptima, según el 
artículo 25 de esta ley. 

(…)” 

Por su parte, el CTP emitió normativa respecto de la medición de la calidad del servicio 
por medio del “Reglamento para la Evaluación y Calificación de la Calidad del Servicio 
Público de Transporte Remunerado de Personas” (decreto ejecutivo 28833-MOPT del 
18 de agosto de 2000). Este reglamento establece para todos los prestadores del 
servicio de autobús una serie de obligaciones independientemente de si su título 
habilitante consiste en un permiso o en una concesión. Resultan de interés para el 
presente análisis los siguientes artículos: 

“Artículo 4º—Obligaciones específicas del operador. Sin perjuicio de las demás 
obligaciones establecidas por las fuentes de derecho referidas en el numeral 
anterior y de cualesquiera otras que se establezcan por la Administración según lo 
estime pertinente, son obligaciones de los operadores, las siguientes: 



(…) 

m. Brindar un servicio con un nivel mínimo de calidad B, de acuerdo con el Modelo
y el Manual.

(…) 

Artículo 7º-Evaluación de la calidad de servicio. La calidad del servicio de transporte 
remunerado de personas será evaluada mediante la aplicación del MODELO de 
acuerdo con lo establecido en este Reglamento y en el MANUAL. 

(…) 

Artículo 13.-Recolección y procesamiento de información. La labor de recolección 
y procesamiento de la información necesaria para la evaluación de los criterios y 
calificación del servicio se realizará según lo establece el MANUAL. Estas labores 
podrán ser realizadas directamente por el Consejo o bien, contratadas por éste o 
por los operadores de conformidad con lo dispuesto en el decreto Nº 27893-MOPT, 
Reglamento para la Contratación de Profesionales y Técnicos para la Elaboración 
de Dictámenes Periciales. 

En este último supuesto, el operador deberá notificar al Consejo de Transporte 
Público la realización del estudio de calidad, con una antelación de 10 días, a fin de 
fiscalizar la realización del estudio. 

Artículo 14.-Calificación de criterios. Con base en el MODELO se otorgará una 
calificación a cada uno de los criterios mencionados en los artículos 11 y 12 
anteriores, según el siguiente escalafón: 

Muy buena: A 
Buena: B 
Regular: C 
Mala: D 
Muy mala: E 

Artículo 15.-Calificación Global. Para obtener la calificación global de la ruta se 
calculará un promedio ponderado de la calificación obtenida en los criterios 
referidos en el numeral anterior y el resultado de la encuesta aplicada a los usuarios 
del servicio en cuestión, cuyos procedimientos estarán definidos en el Manual. 

Artículo 16.-Realización del estudio. Una vez contratado el profesional que realizará 
el estudio, de conformidad con lo establecido en el decreto ejecutivo Nº 27893-



MOPT, este contará con un plazo de tres meses calendario para finalizar el estudio 
contratado. 

Una vez realizado el estudio, el perito deberá remitir el estudio al Consejo para su 
respectiva aprobación, según lo establecido en el numeral 16. 

Para tales efectos, el Consejo contará con un plazo de 30 días naturales contados 
a partir de la recepción del estudio, para aprobar, improbar, o bien ordenar la 
elaboración de un nuevo estudio. 

(…) 

Artículo 26.-Carácter vinculante del Reglamento y el Manual. Todo contrato de 
concesión y autorización de permiso de transporte remunerado de pasajeros, debe 
contener una cláusula que indique que este Reglamento y el Manual forman parte 
del contrato o permiso, así como las consecuencias derivadas de su 
incumplimiento. El contrato indicará la calificación mínima que deben obtener los 
operadores en la evaluación de la calidad del servicio, con base en el MODELO 
vigente, así como las sanciones a aplicar en estos supuestos. 

(…) 

Transitorio III- Los operadores de transporte colectivo remunerado de personas, 
contarán con un plazo improrrogable e inmodificable de seis meses calendario, 
contados a partir del día hábil inmediato posterior a la firmeza del acuerdo de la 
Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, que apruebe el Manual y los 
Modelos necesarios para la aplicación del presente Reglamento, para aportar al 
Consejo de Transporte Público, el estudio anual de calidad de servicio.” 

Como puede observarse, el decreto establece el procedimiento por el cual el CTP 
debe calificar la calidad del servicio dentro de un escalafón, y los prestadores tienen 
la obligación de brindar un servicio con una calificación mínima. En relación con este 
tema, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el criterio OF-
565-DGAJR-2019 del 6 de mayo de 2019, señaló:

“1. Siendo que el 31 de enero de 2016, entró en vigencia el Transitorio III del
Reglamento Nº 28833- MOPT, en caso de existir contratos con adendas que fueron
suscritas posterior a esa fecha, estas últimas deberán cumplir con el ordenamiento
jurídico, incluido lo dispuesto en el citado Transitorio III. 2. El estudio que deberá
requerirse por parte de la Intendencia de Transporte, es el anual vigente, de
conformidad con el artículo 17 y el transitorio III del Reglamento N° 28833-MOPT”.



Al respecto, es importante hacer mención también al dictamen C-165-2014 del 27 de 
mayo de 2014 de la Procuraduría General de la República, en el cual expresamente 
señaló que “la calidad no se valora en abstracto sino tomando en consideración cuales 
son las necesidades que el servicio deba satisfacer y cómo lo presta efectivamente el 
concesionario, (…) y sea susceptible de refrendo por parte de la ARESEP -entidad 
llamada a fiscalizar la calidad de los servicios prestados-” 

El CTP notifica regularmente a la Intendencia de Transporte los resultados de las 
evaluaciones de calidad ejecutadas en el marco del decreto 28833-MOPT. La 
información relevante es presentada a la fecha por el CTP en las solicitudes de 
refrendo, ya que está contenida en los formatos estandarizados. En virtud de lo 
anterior, se propone que se incorpore como parte del contenido mínimo de la solicitud 
de refrendo, la indicación de que el concesionario cuenta con un estudio de calidad 
aprobado por la Junta Directiva del CTP y vigente para la ruta concesionada, en 
cualquiera de los tipos de trámite que se analizan (…)”.  

XV. Que el 28 de agosto de 2020, el equipo técnico de la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, designado en el oficio 475-RG-2018, emitió el “Informe de posición
presentada en consulta pública de la propuesta de “requisitos de admisibilidad para el
refrendo de contratos de renovación de concesión, contratos de concesión derivados
de procedimientos de licitación abreviados y adendas efectuadas a contratos
refrendados para el servicio de transporte remunerados de personas, modalidad
autobús de ruta regular”, el cual fue remitido a la Junta Directiva mediante el oficio OF-
0806-RG-2020, dicho informe es el que fundamenta la respuesta a la posición
presentada en consulta pública por parte de la Asociación Cámara Nacional de
Transportes.

XVI. Que con fundamento en los resultandos y considerandos que preceden, lo procedente
es: 1.-Establecer los requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de
renovación de concesión para el servicio de transporte remunerado de personas,
modalidad autobús de ruta regular. 2- Establecer los requisitos de admisibilidad para
el refrendo de los contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación
abreviados de acuerdo con la Ley N°8826, “Ley de Reforma al artículo 25 de la Ley
N°3503, para sacar a concurso público abreviado las rutas de transporte remunerado
de personas modalidad autobús que operan actualmente como permisionarias de
rutas regulares”. 3- Disponer que solamente requerirán refrendo las adendas
efectuadas a los contratos de concesión del servicio de transporte remunerado de
personas, modalidad autobús de ruta regular, en las que se disminuya o aumente la
flota autorizada y establecer los requisitos de admisibilidad para el refrendo de las
adendas de los contratos de concesión para el servicio de transporte remunerado de
personas, modalidad autobús de ruta regular.4- Derogar parcialmente la resolución
RRG-5266-2005, en cuanto a su aplicación a las adendas de los contratos de refrendo,
quedando únicamente vigente lo relativo al refrendo de los contratos derivados de



procedimientos de licitación pública. 5- Tener como respuesta a la posición que 
presentó la Asociación Cámara Nacional de Transportes en la consulta púbica, el 
informe de fecha 28 de agosto de 2020, elaborado por el equipo técnico de Aresep y 
el oficio OF-0806-RG-2020 del 31 de agosto de 2020.               6- Instruir a la Secretaría 
de Junta Directiva, para que proceda a notificar a la Asociación Cámara Nacional de 
Transportes, el informe de fecha 28 de agosto de 2020, elaborado por el equipo 
técnico de Aresep y el oficio mediante el cual se traslado No. OF-0806-RG-2020 del 
31 de agosto de 2020, así como la presente resolución. 7- Instruir a la Secretaría de 
Junta Directiva, para que proceda a realizar la publicación de la presente resolución 
en el diario oficial La Gaceta; tal y como se dispone. 

XVII. Que en la sesión ordinaria 77-2020 celebrada el 8 de setiembre de 2020, y ratificada
el 15 de setiembre del mismo año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de
los Servicios Públicos, con fundamento en el informe de la posición presentada en
consulta pública y el informe técnico post consulta pública sobre la propuesta de
“Requisitos de admisibilidad para el refrendo de contratos de renovación de
concesión, contratos de concesión derivados de procedimientos de licitación
abreviados y adendas a contratos refrendados para el servicio de transporte
remunerado de personas, modalidad autobús de ruta regular”, ambos del 28 de agosto
de 2020 y los oficios OF-0805-RG-2020 y OF-0806-RG-2020 ambos del 31 de agosto
de 2020, acuerda dictar la presente resolución, tal y como se dispone

POR TANTO: 

Con fundamento en las facultades conferidas en la Ley de la Autoridad Reguladora de 
los Servicios Públicos (Ley 7593), en el Decreto Ejecutivo 29732-MP “Reglamento a la 
Ley 7593”, en la “Ley Reguladora Transporte Remunerado de personas en vehículos 
automotores” (Ley 3503) y en el “Reglamento Interno de Organización y Funciones de la 
Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y su Órgano Desconcentrado” (RIOF); 
se dispone lo siguiente:  

LA JUNTA DIRECTIVA  
DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

RESUELVE: 

ACUERDO 08-77-2020 

I. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD PARA EL REFRENDO DE CONTRATOS DE
RENOVACIÓN DE CONCESIÓN PARA EL SERVICIO DE TRANSPORTE
REMUNERADO DE PERSONAS, MODALIDAD AUTOBÚS DE RUTA
REGULAR.



Establecer los requisitos de admisibilidad aplicables al refrendo de contratos por 
renovación de concesión para el servicio de transporte remunerado de personas, 
modalidad autobús de ruta regular, de la siguiente manera: 

1. La solicitud de refrendo deberá ser dirigida a la Autoridad Reguladora de los
Servicios Públicos, debidamente firmada por el funcionario competente del
Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) o del Consejo de Transporte
Público (CTP) (de conformidad con el artículo 12 de la Ley N° 3503 “Ley
Reguladora de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores”
y el artículo 12 de la Ley N° 7969 “Ley Reguladora del Servicio Público de
Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en Modalidad Taxi”).

La solicitud debe contener lo siguiente:

a. Indicación del acuerdo de la Junta Directiva del CTP mediante el cual se
aprobó la renovación del contrato (de conformidad con el artículo 7 de la
Ley N° 7969 “Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte
Remunerado de Personas en Vehículos en Modalidad Taxi”).

b. Indicación de haber realizado la verificación de la cédula de identidad de la
persona física o del representante legal de la persona jurídica que suscribe
el contrato al momento de la firma (de conformidad con los artículos 2 y 4
de la Directriz N° 52-MP “Prescinde de la solicitud de fotocopias de cédula
de identidad a ciudadanos para trámites administrativos”).

c. Indicación de que la renovación del contrato se ejecutó una vez
comprobado por parte del CTP que el concesionario cumplió a cabalidad
con todas y cada una de sus obligaciones (de conformidad con el artículo
21 de la Ley N° 3503 “Ley Reguladora de Transporte Remunerado de
Personas en Vehículos Automotores”).

d. Indicación de que el CTP realizó las comprobaciones documentales
necesarias para determinar que el capital social del concesionario no está
representado por acciones ni certificados al portador y que se ha realizado
la calificación sobre las limitaciones y prohibiciones respecto de la
titularidad de varios permisos o concesiones (de conformidad con los
artículos 10 y 11 de la Ley N° 3503 “Ley Reguladora de Transporte
Remunerado de Personas en Vehículos Automotores”).

e. Indicación de que el concesionario cumplió con el artículo 17 y el transitorio
III del Decreto Ejecutivo N° 28833-MOPT “Reglamento para la Evaluación
y Calificación de la Calidad del Servicio Público de Transporte Remunerado
de Personas” o la normativa que lo sustituya (de conformidad con los



artículos 4 inciso d) y 5 de la Ley N° 7593 “Ley de la Autoridad Reguladora 
de los Servicios Públicos”). 

2. Contrato original o copia certificada administrativa o notarialmente, con todos sus
anexos, debidamente firmado por el funcionario competente del MOPT o del CTP
y por el concesionario, o su apoderado. Lo anterior salvo que se encuentre
disponible con acceso electrónico a base de datos en la Autoridad Reguladora
de los Servicios Públicos, lo cual deberá indicarse expresamente.

Con respecto del esquema operativo, el contrato debe contener la siguiente
información (sin perjuicio de otras condiciones que los contratantes consideren
relevantes) y debe señalar los acuerdos de la Junta Directiva del CTP que la
sustenten (de conformidad con los artículos 12 y 13 de la Ley N° 3503 “Ley
Reguladora de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos Automotores”
y el artículo 7 de la Ley N° 7969 “Ley Reguladora del Servicio Público de
Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en Modalidad Taxi”):

a. Número de placa, año de modelo, capacidad y tipo de automotor para cada
una de las unidades autorizadas.

b. Detalle de la cantidad de unidades asignadas por ruta y por ramal.

c. Esquema de horarios y frecuencias.

d. Distancia y recorridos en kilómetros de cada ruta y ramal en ambos
sentidos.

e. Croquis del recorrido por ruta y por ramal.

f. Altimetría, características y estado de la vía por ruta y por ramal.

g. Plan de renovación y mantenimiento de la flota durante el plazo de
concesión.

3. Copia certificada de los acuerdos de la Junta Directiva del CTP mencionados en
el contrato. En caso de que dichos acuerdos hayan sido notificados previamente
a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos por las vías establecidas
para tal efecto, bastará su simple indicación en el texto del contrato (de
conformidad con el artículo 7 de la Ley N° 7969 “Ley Reguladora del Servicio
Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en Modalidad
Taxi”).



4. Certificación de personería jurídica cuando el concesionario sea una persona
jurídica, válida en el momento de suscribir el contrato de concesión (de
conformidad con el artículo 2 de la Ley N° 8220 “Protección al ciudadano del
exceso de requisitos y trámites administrativos”).

5. El concesionario deberá encontrarse al día en las siguientes obligaciones legales
al momento de la admisibilidad de la solicitud (de conformidad con el artículo 21
de la Ley N° 3503 “Ley Reguladora de Transporte Remunerado de Personas en
Vehículos Automotores” y el artículo 6 inciso c) de la ley 7593 “Ley de la
Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”), lo cual será verificado por la
Aresep:

a. Cumplimiento de obligaciones tributarias ante el Ministerio de Hacienda (de
conformidad con el artículo 18 bis de la Ley N° 4755 “Código de Normas y
Procedimientos Tributarios” y el artículo 6 inciso c) de la Ley N° 7593 “Ley
de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”).

b. Pago del impuesto a las personas jurídicas cuando corresponda (de
conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley N° 9428 “Impuesto a Personas
Jurídicas” y el artículo 6 inciso c) de la Ley N° 7593 “Ley de la Autoridad
Reguladora de los Servicios Públicos”), en caso de que el concesionario
sea una persona jurídica.

c. Pago de obligaciones ante la Caja Costarricense del Seguro Social (de
conformidad con el artículo 74 de la Ley N° 17 “Ley Constitutiva de la Caja
Costarricense del Seguro Social” y el artículo 6 inciso c) de la Ley N° 7593
“Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”).

d. Pago de obligaciones ante el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones
Familiares (de conformidad con el artículo 22 de la Ley N° 5662 “Ley de
Desarrollo Social y Asignaciones Familiares” y el artículo 6 inciso c) de la
Ley N° 7593 “Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”).

6. Declaración jurada notarial del concesionario indicando que se encuentra al día
en las siguientes obligaciones legales (de conformidad con el artículo 21 de la
Ley N° 3503 “Ley Reguladora de Transporte Remunerado de Personas en
Vehículos Automotores” y el artículo 6 inciso c) de la Ley N° 7693 “Ley de la
Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”) o constancia de las entidades
aseguradoras respectivas, con una vigencia mínima de 30 días naturales a la
fecha de presentación de la solicitud:

a. Tenencia de seguro de riesgos del trabajo con el Instituto Nacional de
Seguros (de conformidad con los artículos 193 y 202 del Código de Trabajo



y el artículo 6 inciso c) de la Ley N° 7593 “Ley de la Autoridad Reguladora 
de los Servicios Públicos”). 

b. Tenencia de pólizas de seguro de responsabilidad civil por lesión y muerte
de terceras personas y de daños a la propiedad de terceras personas, para
cada una de las unidades con las que se opera el servicio (de conformidad
con el artículo 19 de la Ley N° 3503 “Ley Reguladora de Transporte
Remunerado de Personas en Vehículos Automotores”).

7. Indicación del MOPT o el CTP de que el concesionario consignó su compromiso
con el cumplimiento de las disposiciones de la Ley N° 3503 y sus obligaciones
contractuales (de conformidad con el artículo 21 de la Ley N° 3503 “Ley
Reguladora de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos
Automotores”).

II. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD PARA EL REFRENDO DE CONTRATOS
CONCESION DERIVADOS DE PROCEDIMIENTOS DE LICITACIÓN
ABREVIADOS DE ACUERDO CON LA LEY Nº 8826, “LEY DE REFORMA AL 
ARTÍCULO 25 DE LA LEY Nº 3503, PARA SACAR A CONCURSO PÚBLICO 
ABREVIADO LAS RUTAS DE TRANSPORTE REMUNERADO DE PERSONAS 
MODALIDAD AUTOBÚS QUE OPERAN ACTUALMENTE COMO 
PERMISIONARIAS DE RUTAS REGULARES”. 

Establecer que los requisitos de admisibilidad aplicables al refrendo de contratos 
de concesión derivados de procedimientos de licitación abreviados desarrollados al 
amparo de la Ley N° 8826, para el servicio de transporte remunerado de personas, 
modalidad autobús de ruta regular, serán los establecidos en la disposición I, salvo 
los puntos 1.c y 7. 

Adicionalmente, la solicitud de refrendo deberá venir acompañada de la evaluación 
de la oferta ganadora del proceso presentada por el ahora concesionario, de 
conformidad con el “Sistema de Evaluación de Ofertas” establecido en el capítulo 
III del Decreto Ejecutivo N° 37737-MOPT (“Reglamento para el Cumplimiento y 
Aplicación del Transitorio II de la Ley N° 8826 Mediante Procedimiento Especial 
Abreviado para el Otorgamiento de Concesiones en el Transporte Público 
Remunerado de Personas en Rutas Regulares”). 

III. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD PARA EL REFRENDO DE ADENDAS
EFECTUADAS A LOS CONTRATOS CONCESION DE SERVICIO DE
TRANSPORTE REMUNERADO DE PERSONAS MODALIDAD AUTOBÚS DE
RUTA REGULAR.



Disponer que solamente requerirán refrendo las adendas efectuadas a los contratos 
de concesión del servicio de transporte remunerado de personas, modalidad 
autobús de ruta regular, en las que se disminuya o aumente la flota. 

Establecer que, para el refrendo de adendas, aplicarán los requisitos establecidos 
en la disposición I, salvo los puntos 1.c, 1.d, y 7. En los requisitos deberá leerse 
“suscripción de la adenda” donde dice “renovación del contrato” y “adenda” donde 
dice “contrato”. Las adendas solamente deberán contener los aspectos indicados 
en el punto 2 de la disposición I que hayan sufrido modificaciones. 

IV. Derogar parcialmente la resolución RRG-5266-2005, en cuanto a su aplicación a
las adendas de los contratos de refrendo, quedando únicamente vigente lo relativo
al refrendo de los contratos derivados de procedimientos de licitación pública.

V. Tener como respuesta a la posición que presentó la Asociación Cámara Nacional
de Transportes en la consulta púbica, el informe de fecha 28 de agosto de 2020,
elaborado por el equipo técnico de Aresep y el oficio mediante el cual se traslado
No. OF-0806-RG-2020 del 31 de agosto de 2020.

VI. Instruir a la Secretaría de Junta Directiva, para que proceda a notificar a la
Asociación Cámara Nacional de Transportes, el informe de fecha 28 de agosto de
2020, elaborado por el equipo técnico de Aresep y el oficio mediante el cual se
traslado No. OF-0806-RG-2020 del 31 de agosto de 2020, así como la presente
resolución.

VII. Instruir a la Secretaría de Junta Directiva, para que proceda a realizar la publicación
de la presente resolución en el diario oficial La Gaceta.

VIII. Instruir a la Secretaría de Junta Directiva, para que proceda con la divulgación de
la presente resolución en la página web institucional.

PUBLÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y COMUNÍQUESE 

           Junta Directiva.—Roberto Jiménez Gómez, Presidente.—Adriana Rojas Navarro, 
Funcionaria de la Secretaría.—1 vez.—( IN2020484230 ).
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